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El presente estudio es un análisis de la Política de Defensa y Seguridad Democrática (de 
ahora en adelante PDSD), estableciendo su origen, su contenido ideológico y la aplicación 
respecto al orden público y la convivencia pacífica, precisando la correlación existente y el grado 
de adecuación respecto de los elementos jurídicos-constitucionales del Estado Social de Derecho. 
 
Teniendo en cuenta el enfoque eminentemente teórico de la presente investigación, la 
solución del problema enunciado se desarrollará realizando análisis de contenido, confrontando 
los elementos de los objetos de estudio, en este caso, los componentes de la Política de Defensa y 
Seguridad Democrática (de ahora en adelante PDSD) en el Estado Social de Derecho y, sacando 
conclusiones de carácter cuantitativo y cualitativo que confirmen o desvirtúen la hipótesis 
planteada, es decir, determinar el carácter democrático del concepto de seguridad inserto en la 
PDSD.  
 
Esto, se llevará a cabo, considerando el aporte de la teoría del Estado, hasta llegar a la 
construcción jurídico política del Estado Social de Derecho, teniendo además como marco 
teórico las posiciones jurisprudenciales de la Corte Constitucional en torno a la definición de lo 
que debe ser un Estado Social de Derecho, junto con la teoría de la “Democracia Sustancial” 
(Ferrajoli, 2014), la cual identifica a los derechos fundamentales como límite del poder público 
canalizado a través de la democracia formal, y como centro alrededor del cual gira la filosofía 
del Estado Constitucional y Democrático de Derecho. 
 
Así también, se realiza un análisis de la evolución de las circunstancias histórico-políticas de 
la guerra y el conflicto en Colombia, que han sido la antesala de las condiciones que 
desembocaron en la creación de las guerrillas, los paramilitares y el fenómeno del narcotráfico. 
Esto con el fin de desentrañar las constantes históricas y posibles causas de la violencia en 
Colombia y las respuestas recurrentes que se han percibido desde el Estado para afrontar este 






Lo que se ha denominado “democracia sustancial”, viene a ser identificado con la vigencia, 
respeto y prevalencia de los derechos fundamentales, es necesario determinar si realmente la 
PDSD configura la expresión del respeto por la democracia en el Estado Social de Derecho por 
la vía de la garantía de los derechos humanos. Por otra parte puede ser posible que la concepción 
jurídico política que subyace a la PDSD corresponda a los lineamientos de políticas de seguridad 
que han entrado en desuso por ser consideradas nocivas para la vigencia de los derechos 
humanos. 
 
Por otra parte, la doctrina de seguridad nacional es expresión de la ideología para el 
hemisferio sur, la cual viene desarrollada desde Estados Unidos como respuesta a la expansión 
del bloque comunista ruso en la época de los años 60. Esta macro teoría militar del Estado 
identifica las amenazas potenciales para la seguridad de la nación, las instituciones del Estado o 
las Fuerzas Militares, por lo que cualquier indicio en contra de uno ellos es considerado enemigo 
interno. En este sentido es necesario determinar si la PDSD tiene relación con esta doctrina en el 
contexto del nuevo lenguaje transnacional, ahora el terrorismo es el nuevo enemigo, uno de los 
problemas podría ser que éste término es ambiguo e indefinido. 
 
 
La PDSD sigue dejando huella, su legado ha sido producto de toda una década donde el 
debate alrededor de los derechos humanos, las ejecuciones extrajudiciales, el desplazamiento 
forzado, la desaparición forzada, las torturas, los genocidios, sigue teniendo vigencia…pero aun 
así, el Gobierno afirma que ha sido todo un éxito.  
 
 
Por otra parte se aborda el estudio de la Política de Defensa y Seguridad Democrática bajo el 
entendido de que la Constitución Política de 1991, es de carácter normativo, concebida como el 
sistema de disposiciones que contiene de manera acabada todo el complejo organizativo y 
funcional de las competencias de los órganos que conforman el Estado Social de Derecho, 
estableciéndoles funciones para el logro de sus fines: por lo tanto, la PDSD ha implicado una 
reforma a las instituciones del Estado, que es de especial interés para el Derecho Administrativo, 





el Ministerio de Justicia, como corolario de la PDSD desatada desde el gobierno de Uribe, lo 
cual tuvo unas implicaciones en el funcionamiento de la rama judicial; así también se dio el 
fortalecimiento de la Fuerza Pública a todo nivel.    














1. PROYECTO DE LA INVESTIGACIÓN  
 
1.1 Planteamiento del Problema 
 
En el contexto de la realidad social colombiana, permeada con la histórica violencia que la 
afecta desde hace más de 50 años, tras una evolución prolongada del conflicto interno, con 
nuevos actores de violencia como los paramilitares, el narcotráfico, hasta el mismo Estado, y las 
guerrillas, y con nuevas metodologías, por supuesto más cruentas y despiadadas, con una 
reciente denominación genérica del mal por combatir “el terrorismo”, derivado de la 
implementación de las políticas de seguridad a nivel mundial y potenciado tras el atentado del 11 
de septiembre del año 2001, y posterior al fracaso de los diálogos de paz con las FARC, en el 
año 2002, el Gobierno de Álvaro Uribe empezó la implementación de una política de Gobierno 
denominada Política de Defensa y Seguridad Democrática, como una estrategia en materia de 
seguridad tendiente a contrarrestar y superar el fenómeno. Para la época, existía un amplio 
consenso alrededor de la implementación de esta política, esto se puede corroborar por la 
continuidad en la línea de Gobierno: Uribe 2002-2010, el beneplácito general de los partidos 
políticos, y una sensación generalizada de seguridad en la población (Molano, 2010). También se 
ha creído que la PDSD ha recuperado en términos generales al país y que su enfoque bajo el 
mandato del expresidente Uribe estaba ligado a la protección de los derechos de los civiles 
(García, 2014). Pero, existe otra parte de la sociedad civil que critica frontalmente la PDSD, que 
ha afirmado que el fruto de su implementación por el contrario ha sido la negación de los 
cimientos de la democracia por la vía de la violación de los derechos fundamentales (López, 
2013). Así mismo en un reciente artículo de investigación se indicó que durante su 
implementación aumentaron las ejecuciones extrajudiciales (Cárdenas & Villa, 2014). 
 
Teniendo en cuenta el anterior escenario, cabe plantearse el siguiente interrogante: ¿La 
Política de Defensa y Seguridad Democrática adoptada por el Gobierno colombiano desde el año 
2002 al 2010, responde al concepto de Estado Social de Derecho establecido en la Constitución 






1.2 Justificación Preliminar 
 
Es a todas luces pertinente para la comunidad académica un estudio concienzudo, sobre los 
efectos de la Política de Defensa y Seguridad Democrática (PDSD), y su relación frente a los 
principios y valores democráticos que conforman el Estado Social de Derecho estructurado en la 
Constitución Política de 1991.  
 
Si bien, existen diversas investigaciones que han abordado el tema del carácter democrático 
o antidemocrático o del impacto o de su continuidad y correspondencia con las doctrinas de 
seguridad nacional, de las políticas de seguridad del Estado Colombiano en los últimos años; no 
se ha realizado una investigación que aborde el estudio de la PDSD en relación con el núcleo 
esencial del Estado Social de Derecho, entendiendo que la columna vertebral sobre la cual se 
erige es el respeto, garantía y la vigencia de los derechos fundamentales y los derechos humanos, 
y sobre todo, si la PDSD se amolda a los principios elementales que lo estructuran, o si entraña 
una concepción de Estado esencialmente distinta u opuesta, en otras palabras, se adopta una 
“política de Gobierno” que en sus orígenes nace al margen de la Constitución Política de 1991, 
pero que en sus implicaciones determina el destino y la vida institucional de toda una nación. 
 
Por otra parte, la PDSD trajo aparejada la trasformación institucional de varios organismos 
del Estado, tal como se dio en la fusión de los ministerios del interior y de justicia, o a través del 
fortalecimiento de la Fuerza Pública, o con la privatización de diferentes empresas del Estado en 
sectores económicos estratégicos, todo lo cual es de interés para el Derecho Administrativo, y 
que es tema que de manera tangencial se aborda en este trabajo, con el ánimo de dar un 
panorama más amplio y acabado de lo que significó la era Uribe las medidas tomadas en relación 
con la estrategia macro que seguiría a  la implementación de la PDSD.    
 










Analizar la Política de Defensa y Seguridad Democrática, su diseño e implementación, 
frente a los contenidos democráticos estructurales del Estado Social de Derecho.    
 
1.3.2 Objetivos específicos.  
 
 Precisar el significado de las Políticas Públicas con el fin de explicar su relación con el 
método de investigación adoptado, acudiendo para ello en parte al enfoque de los derechos 
humanos.  
 
 Identificar los presupuestos democráticos del Estado Social de Derecho en el marco de la 
Constitución Política de 1991. 
 
 Describir los elementos que conforman la Política de Defensa y Seguridad Democrática, a 
partir de su diseño e implementación.   
 
 Describir algunas de las trasformaciones institucionales bajo como parte de la estrategia 
dentro de la vigencia de la Política de Defensa y Seguridad Democrática  
 
 Determinar si la Política de Defensa y Seguridad Democrática, se adecua al Estado Social de 





Del diseño e implementación de la Política de Defensa y Seguridad Democrática se 
desprende la realización de un modelo de Estado esencialmente diferente al Estado Social de 





implementó la Política de Defensa y Seguridad Democrática corresponde a la idea del Estado 
Comunitario1, el cual tiene su base en concepciones corporativistas. Su implementación ha 
exacerbado las violaciones a los derechos humanos y la polarización de la sociedad.  
 
Así mismo, la Política de Defensa y Seguridad Democrática contiene elementos muy 
similares a su antecedente histórico inmediato la Política de Seguridad Nacional y, en su diseño 
participan ante todo las Fuerzas Armadas y se atiende las recomendaciones de Estados Unidos 
para la seguridad del hemisferio sur, lo que conlleva una militarización gradual de la sociedad 
civil.  
 
Dado lo anterior, la Política de Defensa y Seguridad Democrática está diseñada ante todo 
para garantizar el ambiente propicio a la inversión extranjera a través del fortalecimiento 
escalonado de los órganos de seguridad del Estado y, de la legitimación del accionar de la Fuerza 
Pública a través de la prestación supletoria de servicios, propaganda, y la inclusión de la 
ciudadanía como colaboradores-copartícipes-solidarios de la Fuerza.  
 
1.5 Diseño Metodológico 
 
 
     En este trabajo de investigación se adopta una metodología de tipo cualitativo, partiendo del 
diseño e implementación de la Política de Defensa y Seguridad Democrática, y estudiándola 
dentro del contexto jurídico y social Colombiano, teniendo en cuenta además el enfoque de 
gestión de los derechos humanos, desde el cual se observa el nivel de su realización, entendiendo 
que la Constitución Política de 1991 contiene normas que determinan la actuación del Estado 
señalando los fines y objetivos a la organización política. 
 
   En este contexto entendemos que la Constitución del 91 es de carácter normativo y por lo tanto 
“…valorativa, de constitucionalismo social, abierta y garantizada,…” (Rodríguez, C., 2015), lo 
                                            
1 Dentro de la esencia del Estado comunitario se encuentran tres bases fundamentales: “…seguridad con alcance 






cual implica que las políticas adoptadas por el órgano ejecutivo, pueden ser demandadas ante el 
Juez Constitucional, cuando no responden a los fines y objetivos en ella establecidos. 
 
     Pero el análisis realizado no se agota en la realización efectiva de los derechos humanos 
dentro del ámbito de aplicación de la Política de Defensa y Seguridad Democrática, sino que se 
confrontan los aspectos sustanciales del Estado Social de Derecho con las facetas conceptuales y 
prácticas de la mencionada política. Para esta tarea se auscultó el desarrollo histórico que 
conllevó la creación final de los dos principales objetos de estudio que son el Estado Social de 
Derecho y la Política de Defensa y Seguridad Democrática; además se hizo relevancia en la 
respuesta recurrente que a los problemas de orden público se ha dado desde la autoridad pública 
en cabeza del Estado.        
 
 
Esta investigación es de carácter cualitativo y, en ese sentido adopta una metodología de 
análisis documental o de contenido, recopilando información de las diversas fuentes que 
contengan datos estadísticos indicativos y documentos de carácter teórico que se relacionen con 
la Política de Defensa y Seguridad Democrática y el Estado Social de Derecho, estableciendo la 
correlación existente entre estos dos objetos de estudio que nos permita explicar el grado de 
compatibilidad. 
 
Al llevar a cabo el análisis mencionado, se sistematizaran las premisas que tendrán en 
principio un carácter descriptivo, esto porque lo que se pretende en primera medida es dilucidar 
los contenidos de los objetos de estudio. Puede ser que al realizar la actividad exploratoria sobre 
los objetos nos encontremos con nuevos tópicos que ameriten un cambio en la estrategia de 
investigación, pero inicialmente se tratara de analizar en su complejidad estos elementos 
estructurales. 
 
Determinadas las características de la Política de Defensa y Seguridad Democrática y el 
Estado Social de Derecho, se entra a analizar las razones por las cuales la PDSD no responde a 





con las bases del entramado teórico administrativo del Estado Social de Derecho, y en 
consecuencia en una mayor o menor vulneración de los derechos humanos.  
 
Por último, se determinan los criterios de evaluación de la Política de Defensa y Seguridad 
Democrática teniendo como eje de partida su mayor o menor afectación a los derechos 
fundamentales2, en este sentido, esperamos alcanzar una síntesis que en definitiva nos permita 
afirmar con entera certeza que la Política de Defensa y Seguridad Democrática corresponde a un 
modelo de Estado diferente al Estado Social de Derecho. 
 
1.6 Estado del Arte 
 
Dentro de los numerosos trabajos relacionados con la Política de Defensa y Seguridad 
Democrática, se tuvieron en cuenta, monografías, ensayos y artículos de investigación, teniendo 
especial consideración por aquellos en donde se pueden observar facetas que muestran elementos 
importantes del contenido ideológico – político de la PDSD, como por ejemplo, el manejo de los 
organismos de seguridad del Estado, los incentivos y estrategias para las unidades militares, el 
direccionamiento de los recursos públicos, el trato a las víctimas, la priorización en la agenda 
gubernamental de la seguridad institucional, el tema de la desmovilización de los paramilitares y 
el resurgimiento del neoparamilitarismo, el establecimiento del concepto de terrorismo traído del 
ámbito internacional y sus consecuencias, entre otros temas, que aportan significativamente para 
la contextualización del problema de investigación. 
 
En un diagnóstico general sobre los resultados, aciertos y desaciertos de la PDSD, se 
resaltan los análisis de la coyuntura política, particularmente lo relacionado con el problema de 
las “chuzadas” del DAS, como síntoma de la cooptación del Estado por parte de organizaciones 
                                            
2 Cabe resaltar que en este trabajo no hacemos mayor diferenciación entre los derechos humanos y los derechos 
fundamentales, puesto que consideramos que ambos conceptos deben conformar una sola categoría jurídica, puesto 
que la integración de los tratados internacionales al bloque de constitucionalidad, y el mayor grado de 
reconocimiento y aplicación que han venido teniendo en el ámbito jurídico interno, le dan suficiente 
fundamentalidad a los derechos humanos, toda vez que hablar de la fundamentalidad implica no solamente su 
defensa jurídica ante el juez, así como su absoluto respeto con efectos de aplicación inmediata por parte de los 
operadores, tanto en lo jurídico como en lo administrativo; sino que además sus contenidos esenciales irradian toda 
la estructura del Estado, y por consiguiente, son un fin y un medio en sí mismos considerados, y en esta medida 





delincuenciales, los homicidios sistemáticos cometidos por agentes del Estado o los 
denominados “falsos positivos”-  los cuales pusieron en entre dicho la forma como se estructuró 
el sistema de estímulos e incentivos al interior de las fuerzas militares mostrando el carácter 
eminente militarista de la PDSD -, el problema de los pesos y contrapesos como efecto de “la 
reelección” del presidente Uribe - en este sentido los enfrentamientos con la Corte Suprema de 
Justicia dejaron entrever las fisuras del sistema político y los peligros que entrañaba la reelección 
presidencial -.  
 
Para facilitar la contextualización del tema de investigación se enuncian las siguientes 
principales perspectivas desde las cuales se da el estudio de la PDSD en Colombia: i) La PDSD y 
Doctrina de la Seguridad Nacional, ii) La PDSD y Los Diferentes Enfoques de Seguridad, iii) 
PDSD y Gobernabilidad, y, iv) La PDSD y el Fenómeno de la Parapolítica.   
 
 PDSD y Doctrina de la Seguridad Nacional 
 
Estos análisis muestran como la PDSD tiene relación directa con la antigua doctrina de la 
Seguridad Nacional, señalando que nos encontramos en un «…retroceso en las políticas de 
seguridad,…» (Galindo, 2005, p. 535) evidenciando la incapacidad del Estado para responder a 
las nuevas amenazas en materia de seguridad «…vale la pena señalar que estas nuevas amenazas 
ya no se plantean en términos estrictamente militares, sino que abarcan igualmente la protección 
de áreas políticas, económicas, societales y medioambientales,…» (Galindo, 2005, p. 497) y para 
resolver los conflictos, dado el carácter eminentemente militarista de las políticas de seguridad 
implementadas las cuales bajo la lógica del enemigo interno (terrorista) y la individualización 
(potencialmente peligroso) de la guerra han puesto en situación vulnerable los derechos humanos 
y los cimientos de la democracia. (Galindo, 2005) 
 
La evolución de la violencia en Colombia, la imposibilidad de superar las causas de la 
violencia como son la exclusión social, el aprovechamiento de las instituciones en favor de una 
clase dominante y la respuesta del Estado a través de políticas de seguridad represivas, 
desarrollan la doctrina de Seguridad Nacional, como por ejemplo la establecida por el Gobierno 





mandato, el de Turbay fue para muchos, un Gobierno totalmente represivo, antisocial, inseguro, 
restrictivo, autoritario y al servicio de todas las actuaciones de la Fuerza Pública» (Santos, 2005, 
p. 16). Esta política de seguridad adoptada guarda similitudes con la PDSD, por sobre todo la 
tendencia militarista y la constante siempre verificable del robustecimiento de las instituciones 
del Estado. (Santos, 2005)   
 
Así mismo es importante resaltar un artículo titulado “Las Grandes Mentiras de la Política 
de Seguridad Democrática: Una Política Autoritaria, Privada y de Servidumbre” de Lorena 
López Guzmán (2013), en el cual se aborda el desenvolvimiento de la Política de Seguridad 
Democrática desde una perspectiva histórico-sociológica, relatando en una línea de tiempo 
concatenada los hechos relevantes de la historia colombiana, que han dado lugar a la 
implementación de regímenes represivos bajo el auspicio y las recomendaciones de EEUU a 
través de agencias y organismos especializados para el control del hemisferio sur, promoviendo y 
desarrollando la vieja doctrina de Seguridad Nacional. Esta estrategia conjunta de control y 
represión ha significado la creación de conceptualizaciones desde un punto de vista oficial sobre 
el tema de la seguridad, estas se traducen en acciones que hacen de la sociedad, una masa amorfa 
desarticulada por obra del “terrorismo de Estado”, por la dinámica del “enemigo interno” que 
funciona a través de mecanismos que involucran a la sociedad civil en el conflicto, creando 
objetivos militares de manera indiscriminada o identificando ideológica y semánticamente de 
una manera selectiva, a todos aquellos que disienten de la postura dominante del poder. Se 
explica cómo este fenómeno caracteriza la muerte lenta de la democracia, dando lugar a una 
nueva concepción de Estado Autoritario, que existe en función de unos intereses de 
organizaciones de poderes nacionales e internacionales. (López, 2013)    
 
 La PDSD y los Diferentes Enfoques de Seguridad 
 
 Para el análisis de las Políticas de Seguridad en el hemisferio sur se parte 
fundamentalmente de dos enfoques: la visión restringida y la de visión amplia. La ampliada: 
 
«…establece que las amenazas no son exclusivamente militares, sino que 





entenderá que la supervivencia del Estado es, antes que un fin, un medio para 
proveer seguridad a los miembros de una comunidad.» Y la restringida «… 
sugiere que la seguridad debe reducirse al ámbito militar y a la defensa como 
respuesta a un ambiente caracterizado por la amenaza permanente» (Sánchez & 
Sánchez, 2007, p. 2-3) 
 
 
Desde la aparición de la política de seguridad democrática en la década de los años 90, y 
su evolución en diferentes políticas, constituyen en los casos centro americano y sudamericano 
una respuesta a una serie de procesos inconclusos de construcción de democracia, y en 
Colombia un elemento en el plan de Gobierno de Álvaro Uribe Vélez para la defensa del Estado. 
Es evidente la polarización que existe en el país en torno a la Política de Seguridad Democrática, 
por un lado los defensores quienes afirman que esta política ha sido un éxito a la hora de 
enfrentar a las amenazas internas, específicamente grupos armados ilegales como las Farc y el 
ELN: «En consecuencia, ello ha contribuido a la polarización cada vez más evidente de la 
sociedad colombiana, en un momento de crisis política e institucional en que es indispensable la 
discusión desapasionada en torno a estrategias que permitan enfrentar las amenazas a la 
seguridad de los colombianos» (Rodríguez, 2008, p. 180),  asimismo existen los contradictores 
quienes afirman que la Política de Seguridad Democrática tiene su origen en una concepción 
totalitaria y antidemocrática del Estado y que su implementación ha generado diversas 
violaciones a los derechos humanos. (Sánchez & Sánchez, 2007) 
 
Al establecer que los principales riesgos son el terrorismo, el negocio de las drogas ilícitas, 
las finanzas ilícitas, tráfico de armas, municiones y explosivos, el secuestro y la extorsión, y el 
homicidio, se adoptó un modelo de seguridad restringido dirigido únicamente a las acciones 
perpetradas por los grupos armados al margen de la ley, esto limita la posibilidad de ampliar la 
agenda de seguridad. Lo anterior cierra la posibilidad a que se incluyan otras amenazas 








 PDSD y Gobernabilidad 
 
 Al tratar el concepto de Gubernamentalidad en el contexto de la política de seguridad 
democrática, se observan las implicaciones desde y con relación a la población civil como 
instrumento de poder a favor del aparato estatal (Mantilla, 2004). Desde la caída del muro de 
Berlín la lucha ideológica se desarrolla principalmente en el campo de lo identitario al interior 
de los países económicamente rezagados y culturalmente fragmentados (Mantilla, 2004). Este es 
el caso particular de Colombia. Después del 11 de septiembre el terrorismo global se ha 
convertido en el principal enemigo a combatir y pasa a ocupar su lugar en la agenda de 
seguridad de los países. Para el caso colombiano se da una articulación del discurso entre 
terrorismo global y terrorismo doméstico que ha servido muy bien a la campaña de Álvaro Uribe 
en el año 2002 (Mantilla, 2004). En este marco de sucesos el estudio de la PDSD se da desde 
una óptica discursiva, bajo la teoría del análisis del discurso político de Foucault, entendido 
como: un campo estratégico, en donde los elementos, las tácticas y las armas pasan sin cesar de 
un lado al otro. “El discurso es como un arma de poder, del control, de sujeción, de calificación 
y descalificación, que es el zócalo de una lucha fundamental”. (Mantilla, 2004, p. 11) 
 
Analizando la práctica discursiva de la PDSD se encontró que la misma pretende la 
vinculación de la ciudadanía bajo el lema “cooperar para la seguridad de todos” y se identificó 
una amenaza por encima del narcotráfico, la corrupción y la delincuencia común entre otros, que 
se denominó “el terrorismo” (Mantilla, 2004). Este término fue traído por el Gobierno desde el 
ámbito internacional sin limitación alguna, lo que provoca que cualquier ataque de los grupos 
alzados en armas tenga la misma magnitud que un ataque terrorista de orden internacional como 
el del 11 de septiembre.  
 
En este contexto se acuño la PDSD la cual pretende vincular a la ciudadanía al conflicto, 
se trata de la “…instrumentalización de la población en la puesta en marcha de las tareas de 
seguridad”, “…una cooperación literal, directa y material de los ciudadanos en la salvaguarda de 
la seguridad estatal.” (Mantilla, 2004, p. 52). Aquí nos encontramos frente a una práctica no 
discursiva de la PDSD, como por ejemplo la red de cooperantes que ha sido un mecanismo de 





estrechar los vínculos entre aquella y la fuerza pública. La consecuencia de lo anterior es que la 
sociedad termina siendo objeto y sujeto de la práctica de este poder y permanece atenta a 
cualquier sospecha que surja en su interior.    
 
Estas redes de cooperantes tienen unos efectos incontrolables sobre la población, ya que la 
vigilancia ejercida no tiene límites espaciales ni de sujetos, se trata entonces de una vigilancia 
perpetua donde cualquiera puede ser tachado de sospechoso, lo que genera una paranoia 
generalizada (Mantilla, 2004). Este análisis en particular que se hace sobre la PDSD es 
importante para el presente proyecto de investigación, ya que desvela su naturaleza verdadera en 
relación con sus prácticas discursivas y no discursivas, al tratar de vincular a la población civil a 
la estrategia de seguridad del Estado.  
 
Hubo vacíos de gobernanza y gobernabilidad que precedieron la implementación de la 
Política de Seguridad Democrática como columna vertebral del Gobierno de Álvaro Uribe 
(Garzón, 2011). Se entiende gobernanza como “…marco de reglas, instituciones y prácticas 
establecidas que sientan los límites y los incentivos para el comportamiento de los individuos, 
las organizaciones y las empresas”, y gobernabilidad como “…a la capacidad gubernamental 
para dar respuestas a las demandas, manejar las crisis y mantener el sistema en condiciones de 
estabilidad”. (Garzón, 2011, p. 2) Gobernanza que hace referencia a las instituciones y 
gobernabilidad que hace referencia a legitimidad traducida en confianza en esas instituciones. El 
Gobierno logra la consolidación del territorio en la primera fase de implementación de la 
política defensa y seguridad, a través principalmente del fortalecimiento de las fuerzas armadas 
y de la inclusión de la población civil en la estrategia de seguridad (Garzón, 2011). Esto generó 
una sensación de seguridad en la sociedad colombiana que le dio un amplio margen de 
legitimidad al actuar del Estado. 
 
En el segundo periodo de mandato del presidente Álvaro Uribe se da la segunda fase de 
implementación de la Política de Seguridad Democrática, destacando la continuación en la 
consolidación del control del territorio por parte del Estado a través de la modernización y 





pronunciamientos de varias ONG´S sobre violaciones sistemáticas de los derechos humanos por 
parte de nuevas bandas emergentes de neoparamilitares (Garzón, 2011). 
 
Respecto del objetivo de la confianza inversionista hubo aumento en la inversión en el 
país, pero esto no significó una disminución importante en la tasa de desempleo. Finalmente se 
llega a la conclusión de que el narcotráfico sigue estando presente como fuente de financiación 
de grupos armados ilegales. Se evidencia que el Estado no dio una solución de fondo al 
problema del resurgimiento de las nuevas bandas criminales “Bacrim” o de neoparamilitares. 
Esta situación junto a otros problemas como la exclusión social, la polarización interna, han 
generado un resquebrajamiento de la sociedad, lo cual indica que no se cumplió el objetivo 
relacionado con la cohesión social. (Garzón, 2011)   
 
 PDSD y el Fenómeno de la Parapolítica 
 
Al respecto, es importante señalar el momento en que un número importante de 
legisladores se encontraba investigado por nexos con grupos paramilitares: “Al momento de 
escribir este balance, la prensa nacional reporta que 34 de 102 Senadores electos en 2006, el 
33%, están siendo investigados por vínculos con el narcoparamilitarismo, así como 25 de 168 
Representantes a la Cámara, el 15%.” (López & Sevillano, 2008, p. 65) y como una posible 
reelección del presidente, les convendría para protegerse de los escándalos, dada la crisis de 
legitimidad por el problema de la “parapolítica”. La crisis internacional con Ecuador por el 
problema de los operativos de las fuerzas militares fuera de la frontera, nos llevó a un momento 
de tensión internacional no solo con el presidente Correa sino con Hugo Chávez y Daniel Ortega, 
quienes condenaron el operativo colombiano como una clara violación de la soberanía y se 
quebrantaron las relaciones bilaterales con Colombia. (Pachón, 2008, p. 327) 
 
Finalmente es de resaltar que a la fecha de realización de este trabajo y a través de la 
consulta realizada en los repositorios de las principales universidades del país dentro de las 
categorías de investigación propuestas, (i) PDSD y Doctrina de la Seguridad Nacional se 
encontraron 2 artículos de investigación, 6 monografías (5 de la Universidad de los Andes y 1 de 





3 artículos de investigación, (iii) PDSD y Gobernabilidad, se encontraron 7 monografías (1 de la 
Universidad Nacional y 1 de la Universidad Javeriana, 5 de la Universidad del Rosario), (iv) 
PDSD y Paramilitarismo, se encontraron 4 artículos de investigación. 







2. QÚE ES UNA POLITICA PÚBLICA 
 
     Teniendo en cuenta que el objeto de estudio de la presente investigación es la Política de 
Defensa y Seguridad Democrática y su relación con el Estado Social de Derecho, cuestión que 
necesariamente nos lleva a adentrarnos en el ámbito de estudio de la evaluación e 
implementación de las políticas públicas, es necesario determinar qué se entiende por política 
pública, y en segundo lugar, relacionar el concepto con el enfoque metodológico desde el cual se 
aborda la presente investigación.  
 
    La palabra política tiene diferentes acepciones, particularmente el idioma inglés distingue la 
polity como el ámbito de gobierno de las sociedades, la politics como la actividad que 
comprende la lucha por el poder político, y policy como los propósitos y programas que se 
desprenden de las autoridades públicas (Roth, 2002). Para efectos del presente trabajo nos 
interesa la última acepción del término, la cual comprende la creación e implementación de 
lineamientos en materia de seguridad a efectos del restablecimiento y mantenimiento del orden 
público. 
     
        Para Roth Deubel, la política pública es una acción gubernamental compuesta 
esencialmente de cuatro elementos: implicación del gobierno, percepción de problemas, 
definición de objetivos y procesos; en este sentido una política puede ser entendida como “un 
conjunto conformado por uno o varios objetivos colectivos considerados necesarios o deseables 
y por medios y acciones que son tratados, por lo menos parcialmente, por una institución u 
organización gubernamental con la finalidad de orientar el comportamiento de actores 
individuales o colectivos para modificar una situación percibida como insatisfactoria o 
problemática” (Roth, 2002).  
 
     La política pública también puede ser entendida como “…una directriz u orientación sobre lo 





considerado como relevante” (Jiménez & Soler, 2013, p. 22). Por otra parte, se definen 5 
elementos esenciales de la Política Pública, los cuales son: (i) conjunto de acciones que lleva a 
cabo el Estado, (ii) intervención o participación de actores no estatales, (iii) finalidad social o 
interés público, (iv) proceso o ciclo compuesto por etapas, y (v) planeación o previsión, elemento 
característico de las políticas públicas encarnado en planes, programas, estrategias y proyectos 
(Jiménez & Soler, 2013).     
 
    Más adelante los mismos autores definen las características básicas de toda política pública, 
tales como: 1) contenido: la sustancia, materia, constituía por el asunto de relevancia para la 
autoridad pública; 2) programa: estructura más o menos permanente que articula los diferentes 
actos de las autoridades públicas; 3) orientación normativa o teleológica: o sea que la acción de 
la administración debe llevar implícitamente unos valores e intereses, que responde a la 
consecución de objetivos específicos, los cuales son deseables para la sociedad; 4) factor 
coerción: la posibilidad de que la política pública se haga realidad, depende de la autoridad de la 
que se halla investido el actor, en consecuencia, la política pública para su consecución requiere 
de un grado de legitimidad considerable y del poder que la autoridad pública ejerce: (i) a través 
del establecimiento de normas jurídicas, y (ii) con la facultad de hacer uso legítimo de la fuerza 
para el cumplimiento de esas normas o a través de la imposición de sanciones; 5) competencia 
social: las disposiciones y actos de la autoridad pública deben tener la virtualidad suficiente de 
afectar el entorno social, incidiendo de manera positiva en el problema, es decir que, la 
intervención pública debe estar soportada en las herramientas jurídico legales suficientes para 
ello, y además esa intervención debe ser legítima, lo cual quiere decir que tiene que corresponder 
a las consideraciones valorativas de orden político, económico, social o moral (Jiménez & Soler, 
2013). 
    
    Teniendo en cuenta las anteriores conceptualizaciones tomo el riesgo de formular una 
definición de lo que se debe entender por política pública para efectos del presente trabajo: como 
un conjunto sistemático de decisiones, tomadas por las autoridades públicas, de acuerdo a unos 





cuyo fin debe responder a la escala de valores jurídicos constitucionales señalados para la 
vigencia de un Estado Social de Derecho. 
 
    Bajo este concepto, la Política de Defensa y Seguridad Democrática es analizada como un 
conjunto de directrices y lineamientos, los cuales guardan una coherencia de unidad, la cual fue 
establecida de acuerdo a procedimientos no tan claros, ni preestablecidos, pero sí adoptada como 
un medio y finalidad primordial para el gobierno dentro la Ley del Plan Nacional de Desarrollo 
hacia un Estado Comunitario 2002 – 2006, así mismo responde a distintas problemáticas sociales 
tales como el narcotráfico, el secuestro, los homicidios, el terrorismo, identificadas a su vez 
como amenazas a la seguridad, que giran en torno al valor supremo del “orden público”, 
entendido como la vigencia de la ley y de la autoridad de las instituciones sin amenazas ni 
interrupciones, lo cual es garantía de gobernabilidad y por consiguiente de la convivencia 
pacífica y del respeto de los derechos fundamentales.  
 
   Esto último del respeto a los derechos fundamentales, es lo que nos viene a definir en parte la 
metodología adoptada, puesto que, el análisis de la política no se debe quedar únicamente en el 
éxito concebido a través de la disminución de las tasas de violaciones de derechos humanos, 
cuestión que sin duda merece considerable atención, sino que además se hace hincapié en la 
probidad de los medios utilizados para alcanzar la meta, o sea, la mayoría estamos de acuerdo en 
la pacificación del país desde hace más de 50 años, pero la discusión gira en torno a los medios y 
a qué costos? es posible legitimar el accionar del Estado solamente en las cifras?, es posible 
afirmar el logro contundente de la PDSD al hablar de la tasa de reducción de homicidios en las 
regiones conde se desarrolló el conflicto, frente a un nivel de desplazamiento forzado que en 
términos de números de desplazados es el segundo en el mundo?. 
    
       Es por ello que, la metodología empleada contiene análisis cualitativo y en alguna medida 
cuantitativo de las políticas públicas, acudiendo también a la definición de los actores más 





análisis de los intereses en juego, al conflicto de poderes…etc. Además de lo anterior, como nos 
encontramos ante una confrontación de elementos estructurales y aplicados de una política 
pública en materia de seguridad y orden público; también se hizo necesario realizar el 
desenvolvimiento del Estado moderno, desde sus albores hasta lo que conocemos hoy en 
Colombia como Estado Social de Derecho, esto porque consideramos necesario desentrañar su 
evolución para mayor entendimiento del tema, y por otra parte encontrar desde los inicios de la 
historia de esta nación, la respuesta recurrente de las autoridades públicas a los problemas 
sociales de violencia presentados, con no tan grata sorpresa, que se ha promovido y perpetuado 
la guerra, hemos las más de las veces soportado el autoritarismo, se nos ha engañado, subyugado, 
y reprimido constantemente; en el Siglo XIX la lucha por el poder de las élites nos costó 
innumerables vidas, a principios y mediados del siglo XX la intolerancia política en que nos 
involucraron también lo fue así, la respuesta del pueblo también fue violenta, en el último cuarto 
de siglo XX la pobreza y la miseria y la ambición humana, hicieron que los hombres de nuestra 
nación vieran en el narcotráfico un jugoso negocio, lo cual vino a convertirse en el motor 
financiero de los grupos armados al margen de la ley, y al alimentar la guerra este ciclo se ha 
venido repitiendo por vario años.      
 
    Bajo este panorama, se entiende que el análisis de la implementación de las Políticas Públicas, 
encuentra asidero y fundamento ético en la realización de los derechos humanos, o sea, que tanto 
su implementación como el método de análisis giran en torno a los derechos humanos, ámbito 
desde el cual se construye el Estado Social de Derecho, puesto que tiene como fin ultérrimo su 
realización. O sea que las concepciones jurídico políticas de los actores políticos son analizadas 
desde ese lente, luego por ejemplo, la manipulación de los organismos de seguridad del Estado 
para hostigar opositores al gobierno, viola varios derechos fundamentales considerados 
cimientos de la democracia, tales como la libertad de expresión, la intimidad de la persona, pero 
a su vez viola principios que constituyen la base del Estado Social de Derecho, tales como la 
separación de poderes y la legalidad. Además de lo anterior los contenidos ideológicos, 
discursivos, y el intento de reformas regresivas al Estado, conllevan dentro del entramado de 





Estado Social de Derecho, cuestión esta que será objeto de estudio y comprobación en este 
trabajo. 
 
3. EL ESTADO SOCIAL DE DERECHO 
 
3.1 Antecedentes Históricos 
     
Para efectos ilustrativos y comprehensivos se hace necesario precisar el concepto de 
Estado y mencionar las formas de Estado antecesoras del Estado Social de Derecho señalado en 
la Constitución Política de 1991; esto con el fin de ir mostrando -a cada paso de evolución- en 
los límites al poder público un avance traducido en mayores derechos en favor de los 






3.1.1 Concepto de Estado.  
 
Son varias las acepciones que definen lo que se entiende por Estado. El término aparece 
por primera vez con Maquiavelo en el sentido moderno, o sea como una unidad de dominación 
sobre un territorio determinado (Verdú & Murillo, 2001). Hoy día se entiende como un órgano 
que detenta el poder soberano sobre un territorio definido, sobre el conjunto de personas que se 
encuentran en el mismo, con un aparato burocrático-administrativo, y con un Gobierno que lo 
representa y actúa en su nombre (Garabedián, 2011).  
 
En Hobbes (Leviatán, 1651, introducción) se encuentra el término Commonwealth 
identificado con civitas y State, Montesquieu (“Esprit del Lois”, 1748, lib. II) utilizaba el uso de 
la palabra República para designar al Estado popular en contraposición a la monarquía; Locke 
(“Segundo Tratado sobre el Gobierno civil”, 1690, 133), utiliza la palabra Commonwealth o 
República para designar la noción de civitas, es decir de una comunidad independiente o Estado 
(Verdú & Murillo, 2001).  
 
Estas acepciones llevan dentro de sí el elemento de unidad de dominación jurídica 
derivado de la idea de soberanía, esto implica que la soberanía sea el elemento principal del 
Estado. Esta idea de unidad de dominación tiene que ver con la razón misma del nacimiento del 
Estado, es decir, el mantenimiento del “orden público”, el garantizar una “paz” duradera al 
interior de las sociedades, esto aún a costa del sacrificio de los intereses de unos en favor de 
otros.  
  
Garabedián (2011) citando a O´Donnell quien afirma que el Estado es:  
 
 
El componente específicamente político de la dominación (…) Por dominación 
entiendo la capacidad (…) de imponer regularmente la voluntad sobre otros 
incluso pero no necesariamente contra su resistencia. Lo político es (…) una 
parte analítica del fenómeno más general de la dominación, la que se halla 
marcada por la supremacía en los medios de coerción física en un territorio 






 Esta definición hace énfasis en el factor que cumple la dominación por los medios 
políticos indicando no sólo la coerción física sino el factor ideológico, cuando la dominación no 
obtiene resistencia puede darse el fenómeno de la adhesión, ésta obedece a factores identitarios 
en cuanto a la comunidad de intereses, visiones filosóficas, económicas y culturales de una 
sociedad determinada, o por el contrario la adhesión se suscita como una respuesta ante la 
magnitud de la fuerza del sistema represor de dominación, lo cual disuade a aquellos que podrían 
contemplar la posibilidad de acudir a la rebelión; lo deseable siempre será lograr la cohesión 
social.      
 
Hoy en día es rasgo característico del Estado la idea de la soberanía como derecho 
inalienable del pueblo siendo la democracia constitucional3 el parámetro bajo el cual se participa, 
ejerce y controla el poder político, se limitan los poderes públicos y privados, se  equilibran a 
través del control recíproco los poderes constituidos, y se determinan, aplican y defienden los 
derechos fundamentales, generándose toda una técnica de integración social. Pero esta 
afirmación no es un límite que permita inferir que el Estado como centro de pulsión del poder 
político no tenga otras manifestaciones de poder que rebasen lo jurídico, en este sentido “el 
rasgo específico del Estado viene a ser (desde un punto de vista pragmático) el monopolio del 
poder coercitivo dentro del territorio” (Bracher, 2015).  
 
 
3.1.2 El Estado absolutista.  
 
 
El Estado Absolutista tiene su desarrollo en Europa entre los siglos XVI y XVIII, 
caracterizado por una centralización cada vez más profunda del poder coercitivo en manos del 
poder real; “La nobleza mantenía su dominio mientras “toleraba” o se adaptaba al surgimiento 
                                            
3 “En el neoconstitucionalismo, moldeado en el Estado Constitucional, Social y Democrático de Derecho, la 
democracia no puede ser entendida sino como un constitucionalismo de reglas para la convivencia pacífica y de 
límites para el ejercicio de poderes tanto públicos como privados; de contrapesos para equilibrar las distintas 
fuerzas de facto y de derecho que se suceden en el escenario económico y social, y de controles sobre el ejercicio no 
solo del poder político sino también para el ejercicio y tutela de los derechos fundamentales, incluyendo una tutela 
eficaz de los derechos de las minorías. Esta es la razón de ser de la democracia contemporánea.” (Barrios, 2012). 





de un nuevo antagonista, las burguesías comerciales de las ciudades medievales” (Míguez, 
2009). Surge como resultado de la transición del feudalismo al capitalismo, cuando los señores 
feudales perdieron definitivamente su poder el cual se fue monopolizando en manos del monarca 
dando nacimiento al Estado Absolutista (Míguez, 2009). La nobleza tuvo que aceptar la nueva 
configuración política para impedir la ruptura del sistema señorial-feudal, asintiendo que el 
monarca ejerciera el poder en solitario, como supremo poder del Gobierno, cabeza de la 
jurisdicción y con la facultad de privilegiar justificado en la “gracia del rey” (De Dios, 1985). 
Siendo así desde el punto de vista social el Estado servía como nuevo ente legítimo de 
dominación de la clase feudal y la clase burguesa, basándose en las concepciones teocráticas, la 
religión se advino en parte a difundir y reforzar el dogma del origen divino del poder del rey.  
 
En este proceso histórico, la nobleza era una clase terrateniente que procuró su expansión a 
través de la guerra, y el Estado absolutista vino a ser un complejo aparato creado para el campo 
de batalla, por ello al momento de la consolidación del Estado absolutista tuvo preponderancia la 
creación de ejércitos especializados (Anderson, 1979).   
 
 
           Por otro lado, desde el punto de vista teórico empecemos por traer a colación lo que dice 
Heller al referirse al Estado en la Edad Media, tiempo en el cual no se conocía el Estado 
moderno como se conoce hoy en día, es decir, no existía “…una unidad de dominación 
independiente en lo exterior e interior, con una unidad de poder político permanente, 
independiente y propio, delimitado personal y territorialmente” (Heller, 1942, p146).  
 
      
El teórico por excelencia del Estado absolutista fue el inglés Tomas Hobbes (1588-1679), 
pero así mismo hay que indicar que fue él quien de alguna manera sienta las bases del Estado 
moderno. Para su época se sucedieron una serie de acontecimientos políticos que convulsionaron 
la Inglaterra de entonces, como la Petition of Rights en 1628, la disputa entre el rey Carlos I y el 
Parlamento, que llega a su clímax con el estallido de la primera guerra civil en 1642, la segunda 
guerra civil desde 1648 a 1649, la ejecución del Rey Carlos I en 1649, y la tercera guerra civil 





monarquía, en defensa de un Estado lo suficientemente fuerte para imponerse a los desórdenes 
propios de los hombres que viven en un estado de naturaleza. Lo cual se puede evidenciar en su 
obra “El Leviatán” publicada en Inglaterra en 1651.  
 
Para Hobbes el hombre es movido por un insaciable afán de poder; por consiguiente las 
riquezas, los placeres u honores u otras formas de poder, hacen que los hombres se entraben en 
una lucha interminable que los coloca en situación de enemistad y guerra constantes, en este 
“estado de naturaleza” cada cual tiene el mismo derecho sobre todas las cosas, como 
consecuencia la línea entre lo justo y lo injusto no es clara:  
 
      “En esta guerra de todos contra todos, se da una consecuencia: que nada puede ser 
injusto. Las nociones de derecho e ilegalidad, justicia e injusticia, están fuera de lugar. 
Donde no hay poder común, la ley no existe: donde no hay ley, no hay justicia. En la 
guerra, la fuerza y el fraude son las dos virtudes cardinales.” (Hobbes, 1940, pág. 104) 
(Subrayado fuera de texto).  
 
Por lo tanto se hacía absolutamente necesario la existencia de un poder lo suficientemente 
fuerte, tanto por su organización, como por su capacidad de infundir terror y miedo, que ponga a 
los hombres en su debido lugar, ya que sólo de esta manera se puede asegurar su propia 
conservación. Y aquí se vislumbra en Hobbes uno de los primeros aspectos del nacimiento del 
Estado moderno, el del consentimiento en la conformación del poder civil, el fundamento de la 
soberanía:  
 
“…el mayor de los poderes humanos es el que se integra con los poderes de varios 
hombres unidos por el consentimiento de una persona natural o civil; tal es el poder de un 
Estado;…” (Negrillas extratexto). (Hobbes, 1940, pág. 69).  
 
    Pero para que el hombre pueda expresar su consentimiento debe tener un derecho de libertad 
que le es connatural y propio, el cual se traduce en el poder que posee cada individuo y la forma 
como lo utiliza para su conservación, en este sentido la libertad se entiende en su aspecto 






     La conformación de este poder se produce por la confluencia de voluntades signadas en un 
pacto por medio del cual cada uno decide dar una porción de su propio poder, para la creación de 
uno mucho mayor, el cual viene a constituirse en una persona independiente de los seres que la 
conforman. Éste poder es de una magnitud tal, que provoca la cohesión de los hombres, con el 
objetivo principal de asegurar la paz y la defensa común. Estos dos objetivos, vienen a traducir la 
finalidad constante y principal desde el nacimiento del Estado: “la seguridad y el orden público”. 
El problema viene a ser entonces si la voluntad de este Leviatán obedece a valores y principios 
predefinidos a través de un debate serio al interior de la sociedad, o por el contrario, ya en el 
seno de su conformación, sus fines, medios y objetivos, obedecen a una lucha cruenta por el 
poder que subyace al impulso que le da origen. En la siguiente cita se resume el nacimiento del 
Estado para Hobbes, basado en el contractualismo y la definición de lo que para él significa el 
poder soberano:  
 
     “Esto es algo más que consentimiento o concordia; es una unidad real de todo ello en 
una y la misma persona, instituida por pacto de cada hombre con los demás, en forma tal 
como si cada uno dijera a todos: autorizo y transfiero a este hombre o asamblea de 
hombres mí derecho de gobernarme a mí mismo, con la condición de que vosotros 
transferiréis a él vuestro derecho, y autorizaréis todos sus actos de la misma manera. 
Hecho esto, la multitud así unida en una persona se denomina ESTADO, en latín, 
CIVITAS. Esta es la generación de aquel gran LEVIATÁN, o más bien (hablando con más 
reverencia), de aquel dios mortal, al cual debemos, bajo el Dios inmortal, nuestra paz y 
nuestra defensa. Porque en virtud de esta autoridad que se le confiere por cada hombre 
particular en el Estado, posee y utiliza tanto poder y fortaleza, que por el terror que 
inspira es capaz de conformar las voluntades de todos ellos para la paz, en su propio 
país, y para la mutua ayuda contra sus enemigos, en el extranjero. Y en ello consiste la 
esencia del Estado, que podemos definir así: una persona de cuyos actos se constituye en 
autora una gran multitud mediante pactos recíprocos de sus miembros con el fin de que 
esa persona pueda emplear la fuerza y medios de todos como lo juzgue conveniente para 





se dice que tiene poder soberano; cada uno de los que le rodean es SÚBDITO Suyo.” 
(Negrillas fuera de texto). (Hobbes, 1940, pág. 141).   
 
     Aquí tenemos entonces unos elementos que nos sitúan en el concepto de Estado 
absolutista, por un lado el contractualismo hobbesiano como fórmula teórica, parte de la 
concepción de que el hombre es libre, y por tal tiene un poder que le es propio y del cual cede 
una porción, para la creación de un gran pacto con otros hombres en la conformación del 
poder del Estado; pero a su vez este poder estatal por su magnitud inspira tanto terror en la 
voluntad de los hombres que deciden adherirse, y siendo así, el grado de libertad se ve 
seriamente disminuido, hasta tal punto que un mero acto de adhesión anula la voluntad, 
entonces aquellos que estando en determinada posición privilegiada de poder en la comunidad 
feudataria, por el peso del oro y las armas, y con ciertas excepciones por la grandeza de las 
acciones heroicas, tuvieron la pericia en el intrincado juego político de los intereses, de hacer 
valer su voluntad, y en consecuencia participar en la conformación por la vía de pactos y 
acuerdos en las primeras estructuras del poder público despótico, se hicieron a la ventaja que 
produce el progresivo aumento de poder centralizado, hasta el punto de intimidar a todo el 
resto de la comunidad. Por otra parte, a través del fenómeno de la representación, el Estado 
queda instituido en una persona independiente de los seres que lo componen, el cual funge 
como Actor por mandato de una multitud de Autores que a través de un pacto le han conferido 
de suficiente poder para el uso de la fuerza y de los medios necesarios para asegurarles.  
 
     
        Ahora bien, quien detenta este poder se llama soberano, y tal es su alcance que por 
ningún motivo los que antes eran libres y ahora súbditos pueden cuestionar ese pacto, porque 
para Hobbes uno de los atributos incuestionables de la soberanía es la imposibilidad de 
cambiar de forma de Gobierno sin consentimiento expreso del soberano, así mismo el 
impedimento de que el soberano sea acusado por sus súbditos, puesto que el soberano está por 
encima de la ley pero también la establece, y también detenta la judicatura, y cualquiera 
división de estos atributos del poder soberano generaría la división del reino. En esta medida 
el poder Soberano tiene carácter de absoluto, es decir, incuestionable, el cual siempre será 





    
       Por otro lado el concepto de soberanía en el Estado absolutista va ligado a la noción del 
poder perpetuo en cabeza del príncipe, entendida así la soberanía no es limitada en poder, ni por 
la responsabilidad, ni por el tiempo (Bodín, 1992). Por encima del príncipe soberano solamente 
estaba Dios. Este monarca soberano ostentaba el poder absoluto, facultado entonces para 
mandar, juzgar y dar la ley sin limitaciones, es decir, imponer la voluntad soberana a los súbditos 
sin su consentimiento (Bodín, 1992). Podría afirmarse que la característica principal del Estado 
Absolutista que sobrevivió al nacimiento del Estado moderno es el concepto de la soberanía 
entendida como el poder de dar y anular la ley, pero valga la pena enunciar lo que para Bodin 
son los derechos de la soberanía: declarar la guerra o negociar la paz, el nombramiento de los 
magistrados de más alto rango, el derecho de última instancia – del cual deriva el poder de 
conceder indultos-, la potestad de acuñar moneda, la facultad de establecer los pesos y medidas 
y, el derecho de imponer impuestos y contribuciones (Bodín, 1992).            
 
 
De acuerdo a lo mencionado, el soberano, es decir el rey y su poder se veía justificado por 
la autoridad que provenía de las leyes divinas, entonces «por encima del rey no existía otro poder 
sino el de Dios» (Sergio, 2015). Para dar piso firme a este supuesto se usó la doctrina de la 
Iglesia Católica denominada teoría de las dos espadas inserta en la bula papal Unam Sanctam del 
papa Bonifacio VIII publicada el 18 de noviembre de 1302, una espada debería estar subordinada 
a la otra, el poder terrenal debería estar sometido al poder espiritual. Esta teoría fue utilizada 
posteriormente para dar firmeza al poder secular y a la justificación del origen teocrático del 
poder en cabeza del rey (Sergio, 2015). Esto es, se trata del desligamiento del rey ante el derecho 




Lo que diferenciaba al Estado absolutista de las demás organizaciones políticas 
premodernas era la configuración del poder soberano, o sea un poder político independiente 
dentro de un territorio determinado (De Dios, 1985), entonces tenemos que en el Estado 





(encarnación del poder soberano del Estado) sobre los súbditos en un área geográfica delimitada, 
éste tiene la facultad de legislar y privilegiar, por lo tanto de imponer tributos (en ejercicio de la 
“plenitudo potestatis”), existe la separación de la Iglesia y el Estado y, la organización 
administrativa responde a criterios de racionalidad y eficiencia (Garabedián, 2011). Es 
importante señalar que externamente se da un sistema de Estados con una diplomacia 
permanente (De Dios, 1985). La formación incipiente de una comunidad política definida va 
unida a la sustitución del vínculo de vasallaje por el de naturaleza (De Dios, 1985).  
 
No obstante, el nacimiento del Estado absolutista no significó un cambio cualitativo en la 
estructura de dominación social, es decir, aunque el poder se centralizó en cabeza del monarca y 
los grandes señores feudales compitieron por asirse a la corona, el fin del Estado siguió siendo la 
seguridad y tranquilidad públicas en las cuales aparece latente la dominación feudal, en este 
sentido el “...Absolutismo fue esencialmente eso: un aparato reorganizado y potenciado de 
dominación feudal, destinado a mantener a las masas campesinas en su posición social 
tradicional,…fue el nuevo caparazón político de una nobleza amenazada”. (Anderson, 1979, p. 
12).    
 
 
En esta forma de Estado se percibe una relación vertical – de arriba hacia abajo- donde por 
encima existen unos privilegios en cabeza del papa, del monarca y la nobleza, y por debajo se 
dan unos deberes en cabeza de los súbditos los cuales se encuentran en un estado de sujeción 
directo, que implica una responsabilidad sin límites respecto de las obligaciones derivadas de ese 
estatus personae donde no existen derechos ni libertades (Forero, 2014). Esto es consecuencia 
directa del absolutismo, entendido como un régimen jurídico político donde el poder no tiene 
límites, dada la concentración de todas las potestades del Estado, y en el seno se presenta una 
autonomía respecto de la ley positiva y por esta misma razón carece de controles jurídicos. (De 






3.1.3 El Estado liberal 
 
3.1.3.1. Antecedentes  
 
El Estado Liberal nace como producto de un largo proceso histórico caracterizado por las  
pujas entre el Monarca y sus súbditos, y por el crecimiento y posicionamiento de la clase 
burguesa. Uno de los hitos históricos del nacimiento del Estado Liberal fue la revolución inglesa 
del siglo XVII y de las revoluciones norteamericanas y francesas del siglo XVIII. En el contexto 
de aquella Revolución Gloriosa se condujo a la supremacía del parlamento, el 13 de febrero de 
1689 se expide la Bill of Rights “Declaración de Derechos”, por la que se sustrae al monarca de 
la facultad de imposición arbitraria de impuestos y de procesar y juzgar a los súbditos sin el 
debido proceso. Hasta finales del siglo XVIII se establece el régimen parlamentario y con él, el 
control del parlamento sobre el ejecutivo a través del voto de confianza (Blas; Rubio & Andrés, 
2013). 
 
En Norteamérica las colonias sufrían la intromisión del Parlamento Inglés y del Rey en 
las relaciones comerciales, los productos para exportación solamente se podían llevar a la 
metrópoli, y tanto como los destinados al comercio interno estaban gravados por las leyes 
inglesas (Blas, Rubio & Andrés, 2013). El intento de expansión del Parlamento sobre las 
colonias llevó al estallido de la Revolución. En 1776 se da la Declaración de Independencia, se 
formaliza la independencia de las colonias americanas frente a la metrópoli, se establece el 
camino del futuro de esa nación fundamentado en la igualdad de todos los hombres ante la ley y 
la vigencia de los derechos naturales, así mismo se declara que la autoridad de los Gobiernos 
descansa en la voluntad de los gobernados (Velásquez, 2001). El nacimiento del Estado liberal 
en Estados Unidos tiene como signo distintivo la limitación del poder del Estado Federado, 
contrario a como se concibió en Europa ya que la limitación del poder era hacia el rey Soberano 
(Blas, et, al, 2013). Para explicar el carácter sobre el cual se fundamenta la limitación del poder 
del Estado en las constituciones Mateucci (citado por Blas, et, al, 2013) afirma: “…mientras el 
pensamiento europeo razona en términos de Estado (o de Parlamento) soberano, el americano 
razona siempre con la antítesis sociedad-Gobierno, llegando el primero a una concepción 






Por otra parte en Francia, en un afán por conjurar la crisis por la que atravesaban las 
finanzas del Estado y tras la convocatoria de los estados generales hecha por el Rey Luis XVI el 
18 de agosto de 1788 y la negativa del tercer estado de reunirse de forma separada como era la 
costumbre; se reúnen en Asamblea Nacional y finalmente el 27 de agosto del mismo año se 
promulgó la Declaración Universal de los Derechos del Hombre y del Ciudadano (Blas, et, al, 
2013). Esta Declaración resalta tres principios fundamentales: libertad, igualdad y fraternidad, 
toda vez que los franceses tenían una deuda histórica con la filosofía del Derecho natural, 
singularmente con Locke, Montesquieu y Rousseau (Velásquez, 1998). Es evidente que la 
Declaración contiene manifestaciones de los intereses de la naciente burguesía, las reclamaciones 
del tercer estado quedaron plasmadas en ella: protección a la propiedad privada, libertad de 
conciencia, libertad de prensa, igualdad ante la ley e igualdad ante la imposición de gravámenes, 
por lo demás las omisiones y reservas son igualmente significativas, nada se dijo sobre: libertad 
económica, la igualdad presenta rasgos políticos muy amplios, el derecho de propiedad es 
sagrado e inalienable, no se limitó ni se circunscribió este derecho, no se mencionó el derecho al 
trabajo ni ninguna obligación por parte del Estado con respecto al mismo, ni en relación con la 
situación de los pobres, así mismo no dice nada en relación con los derechos de petición y 
asociación. En este sentido la Declaración termina siendo un manifiesto de la clase burguesa 
revolucionaria y de los aliados dentro del clero y la nobleza (Velásquez, 1998).   
 
García Pelayo (citado por Blas, et, al, 2013) sostiene que la Constitución Francesa de 
1791 estableció la monarquía constitucional, el rey estaba sometido a la ley y se le entendía 
delegado de la nación, se señaló la división de poderes, dando a la legislativa primacía sobre el 
rey, con la facultad de nombramiento de funcionarios principales, declaración de guerra y la 
posibilidad de deponer al rey dadas ciertas circunstancias. Con la muerte del rey en 1793 la 
convención establece un régimen de República liberal democrática que reconocía el sufragio 
universal pero no llegó a tener vigencia. Sobrevinieron una serie de constituciones un poco más 
moderadas como la de 1795, pero de ahí en adelante con el advenimiento del nombramiento de 
Napoleón como emperador se dio un reforzamiento del poder ejecutivo sin límites, hasta el 






En el Estado liberal se tiene como punto de partida la libertad e igualdad de todos los 
seres humanos ante la ley. Libertad para ejercer el comercio, para elegir y ser elegido, de 
pensamiento y expresión. El Estado debe velar por la vigencia de estas libertades sin tener 
injerencia en las relaciones económicas y sociales. (Blas, et, al, 2013) 
 
El Estado liberal, además de corresponder a un proceso histórico-social caracterizado por 
la transformación de los modos de producción, el desarrollo de la técnica y del comercio, surge 
como influencia de las ideas de John Locke en el segundo tratado sobre el Gobierno civil de 
1690, de Adam Smith en su obra la riqueza las naciones de 1776 (Garabedián, 2011), así mismo 
a esta concepción de un nuevo orden opuesto al absolutismo contribuyen autores como Hume, 
Montesquieu, Sieyés, Madison y Kant. (Blas, et, al, 2013).  
 
Se considera necesario mencionar las bases que dieron origen al Estado Liberal, 
empezando por los orígenes del constitucionalismo, en otras palabras, la entronización de la 
teoría del pacto originario, del contrato fundamental y, aunque ya hemos mencionado que en el 
desarrollo de la doctrina del Estado absolutista se encuentra la propuesta de un gran pacto para la 
configuración del poder soberano, ahora este poder viene a residir esencialmente en el pueblo, lo 




El contractualismo surge como una teoría necesaria para justificar el nacimiento del 
Estado Liberal. Ahora bien, no podemos dejar de citar aquí al gran teórico del Estado John 
Locke, cuando de liberalismo se trata, en consecuencia fue menester sobre todo, edificar las 
bases del constitucionalismo moderno, y entiendo por esta acepción las teorías constitucionales 
que se gestaron a la par con el nacimiento del Estado Liberal, particularmente el caso de 
Inglaterra, cuando se hablaba ya de la “monarquía moderada”. En ese orden de ideas el 
contractualismo aparece como un imperativo histórico y teórico para fundamentar el poder 
político organizado. Locke percibe de esta manera a un hombre en perfecta libertad, el cual 
según la ley natural tiene como deber fundamental la autopreservación de sí mismo y de los otros 





necesidad de preservación y que consiste en juzgar y castigar a los que atenten contra su 
propiedad – entendiendo por tal la vida, la familia y las posesiones-, es cedido en virtud de un 
acuerdo al interior de la sociedad en estado de naturaleza, la cual con base en este pacto deviene 
ahora en sociedad civil o política, como un cuerpo organizado con capacidad suficiente para 
legislar y utilizar toda la fuerza de la sociedad en defensa de sus asociados: 
 
“…lo que origina y de hecho constituye una sociedad política cualquiera no es otra cosa 
que el consentimiento de una pluralidad de hombres libres que aceptan la regla de la 
mayoría y que acuerdan unirse e incorporarse a dicha sociedad.” (Locke, 1690, p. 99)  
 
             Igualmente en Hobbes también encontramos los inicios de una teoría del pacto 
originario, la diferencia con Locke estriba en que para el primero el rey queda excluido del 
contrato por detentar la calidad de soberano, por el contrario para Locke el monarca queda 
sometido a la ley, esto puede observarse en el siguiente párrafo: 
 
“…instituida por pacto de cada hombre con los demás, en forma tal como si cada uno 
dijera a todos: autorizo y transfiero a este hombre o asamblea de hombres mí derecho de 
gobernarme a mí mismo, con la condición de que vosotros transferiréis a él vuestro 
derecho, y autorizaréis todos sus actos de la misma manera.” (Hobbes, 1940, pág. 141).   
 
            Más adelante Hobbes hablando de un Estado político o instituido por antonomasia a un 
Estado por adquisición, los diferencia fundamentalmente en el pacto que subyace a la creación 
del primero:  
 
“Dícese que un Estado ha sido instituido cuando una multitud de hombres convienen y 
pactan, cada uno con cada uno, que a un cierto hombre o asamblea de hombres se le 
otorgará, por mayoría, el derecho de representar a la persona de todos (es decir, de ser su 
representante). Cada uno de ellos, tanto los que han votado en pro como los que han 
votado en contra, debe autorizar todas las acciones y juicios de ese hombre o asamblea de 
hombres, lo mismo que si fueran suyos propios, al objeto de vivir apaciblemente entre sí y 






De esta institución de un Estado derivan todos los derechos y facultades de aquel o de 
aquellos a quienes se confiere el poder soberano por el consentimiento del pueblo 
reunido.” (Hobbes, 1940, Pág. 142)  
 
 
             Hobbes hace derivar de este poder soberano así concebido unos derechos indivisibles 
entre los cuales se encuentra que los súbditos no pueden cambiar de forma de Gobierno sin el 
consentimiento del soberano, que nadie puede protestar en contra del poder soberano, que los 
actos del soberano no pueden ser acusados por el súbdito, que el soberano reúne el poder de la 
judicatura y el de dar y hacer cumplir las leyes, y el de castigar y premiar conforme a la ley o 
incluso arbitrariamente si es necesario; todo lo anterior en procura de la seguridad de los 
súbditos. (Hobbes, 1940).       
 
 
            Por el contrario Locke percibe en el nacimiento del Estado un pacto en el cual el rey 
queda de esta manera limitado a la fuerza de la ley, porque estando fuera del pacto originario 
estaría en un Estado de naturaleza frente a los demás súbditos, y ¿en dónde quedaría entonces el 
derecho de acudir ante el poder organizado para evitar los posibles excesos en que pueda caer un 
hombre con la fuerza y poder que detenta un rey?     
 
 
         Ahora bien, se puede apreciar en el pensamiento de Rousseau una significativa evolución 
en cuanto a la teoría del pacto primario, dado que se percibe a los hombres individualmente 
considerados como inmersos en el organismo colectivo, consiguientemente el pueblo se 
manifiesta a través de la voluntad general y en ese sentido la libertad del pueblo encuentra su 
fundamento en las convenciones (Rousseau, 1994, p. 15), por lo tanto solamente es legítimo el 








       Consiguientemente la teoría del contrato social de Rousseau se fundamenta en el siguiente 
raciocinio:  
 
“Encontrar una forma de asociación que defienda y proteja de toda fuerza común a la 
persona y a los bienes de cada asociado, y por virtud de la cual cada uno, uniéndose a 
todos, no obedezca sino a sí mismo y quede tan libre como antes” (Rousseau, 1994, p. 29-
30).  
 
      Para que se dé la situación anterior es necesario que: “…la enajenación total de cada 
asociado con todos sus derechos a toda la humanidad; porque en primer lugar, dándose cada 
uno por entero, la condición es la misma para todos, y siendo la condición igual para todos, 
nadie tiene interés en hacerla onerosa a los demás”. (Rousseau, 1994, p. 30). 
 
      Siendo así, la condición de cada individuo con respecto al conglomerado es de asociado, 
donde cada cual ha dado todo el poder (no solo una porción) que reside en sí mismo, para recibir 
a cambio la ventaja de una fuerza mucho mayor, resultado de la suma de todas las voluntades en 
un solo cuerpo político, lo que produce una mejor disposición para la conservación. Veamos:  
 
“Cada uno de nosotros pone en común su persona y todo su poder bajo la suprema 
dirección de la voluntad general, y nosotros recibimos además a cada miembro como 
parte del todo”. (Rousseau, 1994, p. 31) 
 
        Cada contratante viene a constituir así el cuerpo moral, compuesto de acuerdo a los votos 
que tiene la asamblea, este acto de disposición le da unidad al cuerpo político, su personalidad 
(yo común), su vitalidad y su capacidad de autodeterminación (voluntad). Este cuerpo político se 
denominó ciudad, y luego República, y ahora Estado soberano, y sus asociados colectivamente 
considerados se denominan pueblo y particularmente ciudadanos, y en cuanto están sujetos a la 
autoridad soberana súbditos (Rousseau, 1994, p. 31). De este modo surge el fundamento de la 
soberanía la cual reside ahora en la voluntad general, es decir en la expresión del pueblo. En 
consecuencia se configuran las características de la soberanía (i) la inalienabilidad entendida 





soberano no es más que el ser colectivo, en este sentido el poder puede trasmitirse pero no la 
voluntad (Rousseau, 1994, p. 41) y la (ii) indivisibilidad derivada del carácter general de la 
voluntad, puesto que la manifestación del poder soberano es la del cuerpo colectivo (Rousseau, 
1994, p. 43).  
 
        De otra parte es necesario establecer qué es propiamente un acto de soberanía: es un acto 
auténtico de la voluntad general que obliga y favorece igualmente a todos los ciudadanos; una 
convención del cuerpo con cada uno de sus miembros, legítimamente basada en el contrato 
social, equitativa porque es común a todos, útil porque tiene como único objeto el bien general, y 
sólida porque tiene como garantía la fuerza pública y el poder supremo (Rousseau, 1994, p. 51). 
  
       En definitiva el contractualismo ha servido para consolidar las bases del constitucionalismo 
moderno y para dar un sentido jurídico a las constituciones que edificaron el Estado liberal, la 
ficción del pacto originario permitió la fundamentación de la soberanía, del poder soberano el 
cual radica ahora en el organismo colectivo como un todo considerado, es innegable que no se 
concibe hoy en día ninguna democracia moderna en donde el poder no se encuentre limitado por 
la constitución, y en donde no se acuda al constituyente originario para su fundación, reforma o 
derogación; sin que llegue a considerarse la posibilidad de que este poder tenga sus raíces en una 
entidad diferente al pueblo.  
 
 
3.1.3.3. Tridivisión del poder 
 
Adicionalmente, la teoría del Estado liberal se ve reforzada por el pensamiento de 
Montesquieu - quien concibe la libertad como el derecho de actuar conforme a lo que permite la 
ley-(Montesquieu, 1972), el cual introdujo la tesis de la tridivisión del poder, aunque el poder 
soberano fuera uno solo e indivisible. Para el arte de la administración era necesario ponderar 
cada poder a través de la especialización funcional, esto queda demostrado con la cantidad de 
inconvenientes que supuso la centralización en el monarca de las funciones de juzgar, establecer 
la ley y ejecutarla. Ello supuso inconvenientes no solamente de eficiencia administrativa, sino 






“La libertad política no se encuentra más que en los Estados moderados; ahora bien, no 
siempre aparece en ellos, sino sólo cuando no se abusa del poder. Pero es una 
experiencia eterna que todo hombre que tiene poder siente la inclinación a abusar de él, 
yendo hasta donde encuentra límites. ¡Quién lo diría! La misma virtud necesita límites.  
 
Para que no se pueda abusar del poder es preciso que, por la disposición de las cosas, el 
poder frene al poder. Una constitución puede ser tal que nadie esté obligado a hacer las 
cosas no preceptuadas por la ley, y a no hacer las permitidas.” (Negrillas fuera de texto). 
(Montesquieu, 1972, p. 150).  
 
 Ahora bien, planteada la necesidad de limitar el poder, encontramos que el ejercicio de la 
justicia se circunscribe a la aplicación de la ley al caso concreto a través de los jueces, que no 
vienen a ser sino unos entes que apenas pronuncian su sentido literal y llano. Esta idea en la 
administración de justicia nos permite percibir la relevancia que adquiere la ley como máxima 
expresión del poder soberano, prácticamente que el culto a la ley viene a ser el resultado de 
siglos de despotismo y de abusos por parte de los monarcas, por consiguiente era imprescindible 
que se diera esta preponderancia a la ley, tanto como límite al poder político, como garantía de 
libertad para los gobernados:    
 
“Los jueces de la nación no son, como hemos dicho más que el instrumento que 
pronuncia las palabras de la ley, seres inanimados que no pueden moderar ni la fuerza ni 
el rigor de las leyes.”(Montesquieu, 1972, p. 156).  
 
En este orden de cosas el órgano que detenta el poder de promulgar la ley queda excluido 
de la función jurisdiccional, evitando que al mismo tiempo sea juez y parte, lo que configura una 
garantía en favor de los ciudadanos. Esta garantía se constituye en un elemento fundamental en 
el Estado liberal, puesto que sólo puede haber libertad cuando los poderes están previamente 





“…el cuerpo legislativo está compuesto de dos partes, cada una de las cuales tendrá sujeta 
a la otra por su mutua facultad de impedir, y ambas estarán frenadas por el poder 
ejecutivo que lo estará a su vez por el legislativo. 
 
Los tres poderes permanecerán así en reposo o inacción, pero, como por el movimiento 
necesario de las cosas, están obligados a moverse, se verán forzados a hacerlo de común 
acuerdo.” (Montesquieu, 1972, p. 157) 
 
     Hoy en día la tridivisión del poderes a rebasado la clásica concepción de las ramas judicial, 
legislativa y ejecutiva, puesto que inicialmente los órganos del poder público llegaban a un buen 
grado de autonomía y especialización, pero actuaban desarticuladamente, y de la misma manera 
el control que ejercía una rama sobre la otra era desordenado y defectuoso, lo que en la mayoría 
de las veces generaba un choque entre poderes; luego así como fueron concebidos no confluían 
en la consecución de los fines del Estado, lo cual hacía defectuoso el sistema de pesos y 
contrapesos, entonces aparecen los órganos de control y varias especializaciones aún dentro de 
estos, funciones que fueron un desarrollo histórico necesario de la administración pública. 
Posteriormente, las funciones que tendría que asumir la administración se hicieron más 
complejas, lo que demandó mayores y mejores recursos, pero a su vez, este crecimiento requirió 
de más instrumentos de control que rebasaban las propias facultades de las instituciones, para 
llegar a lo que se ha estructurado en la Constitución de 1991.   
 
           3.1.3.4. Características 
 
Podemos resumir las características principales del Estado Liberal así: Imperio de la ley,  
la ley como máxima expresión de la voluntad general-, división de poderes -legislativo, ejecutivo 
y judicial-, legalidad de los órganos de la administración -actuación reglada de acuerdo a la ley y 
suficiente control judicial-, derechos y libertades fundamentales -garantía jurídico-formal y 
efectiva realización material- (Díaz, 2011); la defensa del individuo, de la libertad económica, 
política, religiosa y cultural, de la propiedad privada (base del desarrollo económico y político), 
es decir, defensa de los derechos individuales, civiles y políticos (esto indica también el 





nacional, existe un solo poder público del cual emana la ley y la constitución, racionalidad 
individual y secularización social, contractualismo, la economía es consecuencia del orden 
natural de las cosas en el cual el Estado no debe intervenir (Garabedián, 2011). La racionalidad 
individual indica que el único medio a través del cual el hombre conoce al mundo es la razón, 
esto apunta también a que el hombre debe ejercer su dominio de la naturaleza a través de la 
ciencia. El modelo natural que asimismo aplica en la concepción de lo económico tanto como en 
la creencia de la existencia de derechos naturales inalienables del hombre, tiene que ver en el 
liberalismo con el laicicismo de la sociedad, ya que la religión no será un modo de relacionarse 
con el mundo (Blas, et, al, 2013). El Estado que se configura con estos soportes ideológicos no 
pretende tener un poder absoluto, su fin se limita entonces a salvaguardar los derechos 
individuales, a dirimir conflictos y asegurar la paz (Blas, et, al, 2013), la seguridad, 
administración de justicia y defensa de límites geográficos del Estado, la distribución de los 
recursos queda en manos del mercado (Garabedián, 2011). 
 
Finalmente el desarrollo productivo del capitalismo y la sociedad hizo replantear la no 
intervención en la economía por parte del Estado.  
 
En este tipo de Estado se da una relación de sujeción de tipo horizontal debido a la 
injerencia del principio de igualdad, el núcleo de los derechos también es horizontal donde por 
un lado se encuentran los derechos y asimétricamente se dan los deberes. El status personae 
implica el respeto a la libertad del individuo en un aspecto negativo, es decir “de no 
intervención” y de “legalidad formal” (Forero, 2014), en este sentido los derechos protegen al 
individuo de la intervención estatal.  
 
3.2 ESTADO SOCIAL DE DERECHO 
 
El Estado Social de Derecho surge como síntesis de un proceso histórico cualitativo que 
comienza a mediados del siglo XIX y principios del XX en un intento de adaptación del Estado 
Liberal Burgués ante las nuevas necesidades de las sociedades industriales y postindustriales, 
generándose toda una regulación sobre aspectos particulares de la sociedad que poco a poco fue 





política social en respuesta a las tensiones sociales gestadas por el libre mercado bajo el modelo 
del Estado liberal clásico.  
 
Para la época las técnicas de producción en línea y el avance de las fuerzas productivas en 
Europa dejaron entrever entre los años 20 y 30 que el sistema productivo no respondía a las 
nuevas necesidades tecnológicas, el centro de la economía mundial dejó de ser Europa para 
trasladarse a Estados Unidos, el mercado no era suficiente para absorber los excedentes de 
consumo, y entonces sobrevino la gran depresión de los años treinta. A lo anterior se sumó la 
aparición de ideologías de carácter autoritario, que intentaban reestablecer el sistema a través de 
la fuerza aplastando el peligro que representaba el surgimiento de movimientos sociales de 
protesta, esto no sin mencionar que las ganancias estaban repartidas de modo muy desigual 65% 
para los empresarios y el 17% para los trabajadores, niveles de desempleo entre los años 1929 y 
1932 del 40% (todo ello en Europa); en la conferencia de Londres de 1933 se intentó mantener el 
modelo liberal de economía de mercado pero se dio un giro hacia el proteccionismo estatal, el 
clímax de esta situación fue la gran depresión de la bolsa de Estado Unidos en 1929 (Gómez, 
2006).      
 
3.2.1. El Estado de Bienestar 
 
La dicotomía que existía entre Estado y sociedad servía para fundamentar la no 
intervención del Estado Liberal en la economía - éste venía limitándose a ser el garante de la 
seguridad física de las personas, de su propiedad, así como de la seguridad jurídica de las 
relaciones sociales, teniendo como componente finalista esencial la seguridad en su aspecto 
negativo de no intervención en la esfera individual de las personas-, la sociedad concebida como 
un orden inmanente de regulación espontánea sentaba sus bases en la ley de la oferta y la 
demanda, consiguientemente el resultado de la posición social de las clases en la estratificación 
respondía a la idea de que los mejores eran los recompensados por el sistema, luego el Estado 
sólo debía asegurarse de que el juego de la libre competencia se desatara sin mayores 
alteraciones. Pero la experiencia demostró que la sociedad dejada así a la libre acción de leyes 






María Cristina Gómez expone el avance teórico que va del liberalismo clásico hacia el 
intervencionismo de Estado, citando a John Gray el cual hace una descripción de la forma en que 
las ideas liberales clásicas fueron transformándose a través del revisionismo ocurrido a mediados 
del siglo XIX: Jeremy Bentham fundador del utilitarismo afirmó que el impacto de las políticas 
públicas en el bienestar público podía ser medido de manera cuantitativa, de forma que el 
principio de utilidad debe servir de guía al legislador, estas ideas a la postre se tradujeron en la 
implementación de una ingeniería social intervencionista. Luego vinieron las ideas de James Mill 
quien estableció que los Gobiernos debían propugnar por garantizar la felicidad a la mayoría, 
para lo cual fue necesario que los intereses de la colectividad y del Gobierno confluyeran, por 
consiguiente era menester que la elección de los representantes fuera democrática y el voto 
reservado. Por otra parte John Stuart Mill planteó una clara distinción entre distribución y 
producción que hasta ese momento se creía que eran situaciones entremezcladas, lo que le 
permitió afirmar que la producción era una función que le correspondía a los particulares, 
mientras que la distribución era una cuestión que le correspondía al Estado, esto fue un 
importante aporte a la justificación del intervencionismo estatal. Luego a finales del siglo XIX 
aparecen los revisionistas T.H. Green y B. Bosanquet, poniendo en tela de juicio la ausencia de 
intervencionismo estatal en la esfera del derecho de libertad, proponiendo limitaciones a la 
libertad contractual. David Ricardo plantea la teoría dinámica de la economía en la que 
básicamente existen tres factores que son tierra, capital y trabajo, a los cuales se corresponden no 
individuos sino clases, las cuales se encuentran en constante interrelación y sobre las que se 
distribuye el producto a manera de renta de la tierra, rentas de capital y salarios del trabajo; el 
problema consiste en que el modelo económico hace que la riqueza se reparta de un modo nada 
armónico sino más bien conflictivo, conforme a los intereses de cada una de las clases, luego 
entonces las leyes económicas del mercado (“la mano invisible”) propuestas por Adam Smith no 
conllevan a la armonía social, por el contrario en su seno se encuentra el conflicto; estas ideas de 
David Ricardo provocaron el replanteamiento de las funciones del Estado en la economía. 
 
Siguiendo el curso de la exposición propuesta por María Cristina Gómez, en el 
revisionismo convergen una serie de ideologías y filosofías tanto de izquierda como de derecha 
que influyen en el proceso de socialización del Estado, Lamo de Espinosa declara que la faceta 





situaciones de miseria de amplios sectores de la sociedad; entonces encontramos una confluencia 
de elementos como son la caridad cristiana y la justicia social (Gómez, 2006), así como el temor 
a la revolución de las masas proletarias, el afán de eliminar la desorganización social debido a la 
amplia migración del campo hacia la ciudad, y la aspiración de crear una comunidad 
ideológicamente homogénea cohesionada bajo el hálito de la unidad nacional, es decir la 
configuración del sustrato del estado-nación.     
 
En fin, demostrada la necesidad de intervención del Estado en la sociedad, justificada la 
idea de moderar el “dejar hacer y el dejar pasar”, se dieron las primeras modificaciones a las 
funciones del Estado lo que redundaría en la aparición del Estado de Bienestar. La idea en 
principio era evitar el surgimiento de las revoluciones sociales y la instauración del comunismo a 
través de la creación de sistemas de seguridad social que no afectaran la estructura elemental de 
la democracia liberal (Gómez, 2006). La primera propuesta de este tipo se dio en la Francia de 
Napoleón III; Louis Blanc a través de un discurso autoritario promovió la creación del ministerio 
del trabajo y el reconocimiento de derechos sociales a la clase obrera (la huelga y la negociación 
colectiva).  
 
       Por otro lado, se tiene como precursor de la idea del Estado Social a Lorenz von Stein quien 
en 1850 escribía que: “…había terminado la época de las revoluciones y de las reformas 
políticas para comenzar la de las revoluciones y reformas sociales.” (García, 2009, p.15), esto 
haciendo alusión a la necesidad de estabilidad de las instituciones las que no podían ser objeto de 
desintegración tras el avance revolucionario de la social democracia marxista. En Lasalle 
tenemos una visión realista del acontecer social constitucional, para el cual los avances en las 
reformas sociales obedecían al resultado del conflicto y de la lucha dada por las clases obreras 
dentro de la democracia formal liberal, este fenómeno obedecía más bien a una tensión cruenta 
por del poder, ya que bajo la égida de los partidos liberales no podría haber reivindicaciones 
unilaterales para los sectores marginados, toda vez que no puede haber confluencia de intereses 
entre capital y trabajo (Gómez, 2006). En este avance hacia el carácter social del Estado Liberal 
la Iglesia Católica realizó un importante pronunciamiento a través de su máximo representante el 
papa León XIII quién a finales del siglo XIX emitió la encíclica rerum novarum, la cual fue una 





civiles de la religión de nuestros padres, poco a poco ha sucedido que los obreros se han 
encontrado entregados, solos e indefensos, a la inhumanidad de sus patronos y a la 
desenfrenada codicia de los competidores…. de tal suerte que unos cuantos hombres opulentos y 
riquísimos han puesto sobre los hombros de la innumerable multitud de proletarios un yugo casi 
de esclavos” (León, 1891, p. 2); con estas expresiones el Pontífice hizo un llamado a la 
moderación de los movimientos socialistas marxistas hacia el respeto de las instituciones y la 
propiedad privada, como también exhorto a los capitalistas para que entendieran la función social 
de la propiedad, a que los ricos de este mundo: “…den y comuniquen lo suyo propio.” (León, 
1891, p. 7), finalmente la incidencia de esta encíclica vino a dar como resultado la creación del 
partido cristiano demócrata en la Francia de 1896.  
 
      Se observa en el desarrollo del Estado Alemán, en uno de los intentos en la historia del poder 
de ese país por apaciguar el creciente auge de la socialdemocracia alimentada por la ideología 
marxista, y de reconciliar a la burguesía industrial naciente con la antigua aristocracia feudal, se 
concibió la Constitución alemana de 1871, la cual creó la confederación alemana del norte, 
dejando marginado al movimiento obrero socialista alemán, pero a cambio bajo el auspicio de 
esta Constitución, se implementaron políticas de orden social que se consideraron necesarias 
para apaciguar la creciente demanda de las clases del cuarto estado: entre ellas la ley de 1883 que 
consagro un seguro de enfermedad para los obreros, la ley de 1884 que introdujo el seguro de 
accidentes de trabajo, la ley de 1889 que estableció el seguro de jubilación, la ley de 1891 que 
estableció la jornada de trabajo entre 10 y 11 horas, el día de descanso dominical y la prohibición 
de trabajo en la noche para los niños y las mujeres, asimismo se dispuso un inicial impuesto de 
renta (Gómez, 2006). Todas estas medidas tomadas así en conjunto se constituyeron en el 
preludio del denominado Estado de Bienestar, el cual procuró un nivel considerable de mejoras 
para los sectores menos favorecidos pero sin comprometer en lo fundamental el diseño 
estructural del Estado Monárquico-Constitucional erigido bajo el mandato del canciller Bismark.        
 
 
Consiguientemente vino la proposición confirmada en México en la Constitución de 
Querétaro de 1917 donde se consagró la obligación del Estado de velar por los sectores más 





y gratuita para la primaria según lo señalado en su artículo 3, por otro lado en el artículo 123 se 
incluyó todo lo relacionado con la regulación laboral, entre otras cláusulas se estableció el salario 
mínimo, la jornada de trabajo de ocho horas, el día de descanso por cada seis días de trabajo, la 
implementación del pago de las horas extras, la responsabilidad patronal por accidentes de 
trabajo, la posibilidad de asociarse en sindicatos, el derecho a la huelga y el paro, la 
indemnización por despido sin justa causa, el establecimiento del patrimonio de familia, el 
establecimiento de Cajas de Seguros Populares de invalidez, de vida, de cesación involuntaria de 
trabajo, de accidentes y otros fines análogos, la creación de cooperativas dedicadas a la 
construcción de viviendas de interés social; por otra parte el artículo 130 ibídem vino a 
determinar la regulación relacionada con los diferentes cultos y agrupaciones religiosas. Así las 
cosas, la Constitución de Querétaro de 1917 apareció a principios del siglo XX como la primera 
constitución liberal-social, expresión de un incipiente Estado de Bienestar.    
 
       El Estado de Bienestar mostró sus primeras manifestaciones sólidas en la Constitución 
democrática alemana del 31 de julio de 1919, suscrita en la localidad de Weimar, y entre otras 
aportaciones vale la pena destacar la del artículo 1 que estableció que el poder procede del 
pueblo, las libertades individuales señaladas en los artículos 109 al 118, el derecho a la 
educación pública y gratuita de los artículos 120, 142, 143, 145 y 146, el derecho de reunión y 
asociación de los artículos 123, 124 y 159, el derecho de petición del artículo 126, la libertad 
económica con justicia social del artículo 151, la función social de la propiedad del artículo 155, 
la protección especial del trabajo y la posibilidad de su regulación en el artículo 157, el 
establecimiento de un amplio sistema de seguros con el fin de atender la salud, conservar la 
capacidad de trabajo, la protección de la maternidad y la previsión de consecuencias económicas 
en la vejez, así como la determinación de un mínimo general de derechos sociales establecido en 
los artículos 161, 162 y 163, la posibilidad de que gremios de trabajadores y empleadores sean 
llamados a participar en la definición de las condiciones de la retribución y el trabajo, artículo 
165; todas estas manifestaciones constitucionales fueron el fruto de fuertes tensiones de fuerzas 
democráticas liberales, resistencias socialdemócratricas y presiones de grupos conservadores, 
finalmente el nacimiento de la Constitución de Weimar puso en evidencia que el sistema social 
hasta ahora impuesto desde la República de Bismarck no respondía a las necesidades 





producción al que considera incompatible con la dignidad humana y esboza un orden 
socioeconómico «justo» y, sobre todo, recoge el derecho al trabajo como un derecho 
fundamental de la persona que el Estado ha de proteger, en lugar de una mercancía más;…” 
(Vidal, 2014, p. 12).  
 
     Pero el modelo más acabado del Estado de Bienestar termina por imponerse en Inglaterra en 
1945, dos son los hombres que vienen a fundamentar su construcción, por un lado el economista 
Keynes quien replanteó la teoría económica clásica minando sus fundamentos, demostrando la 
necesidad de intervención del Estado en la economía a fin de garantizar el pleno empleo, 
revelando que bajo los principios del libre mercado no siempre el interés individual coincide con 
el colectivo, y que esto quedó más que demostrado durante y después de la guerra, así mismo 
atacó la tesis liberal de que la flexibilización laboral garantizaría el pleno empleo, por el 
contrario, comprobó que a través del aumento del ingreso de los trabajadores se aumenta el 
consumo generalizado, lo que a su vez redunda en la inversión, la cual es promovida por las 
expectativas de ganancias de los empresarios; así mismo Keynes pone en evidencia los dos males 
estructurales de la economía capitalista: la imposibilidad de garantizar el pleno empleo y una 
repartición inequitativa de la riqueza (Vidal, 2014).   
 
       El otro hombre a que se hacía referencia era Beveridge al cual le correspondió ejercer como 
presidente del Comité Interdepartamental sobre el Seguro Social y Servicios Conexos, labor de la 
cual surgieron dos informes cruciales, uno en 1942 sobre la seguridad social, del que se 
desprendieron una serie de medidas que configuraron el Estado de Bienestar en el Reino Unido, 
según Vidal uno de los pilares fundamentales sobre los que se basa el informe se resume así:  
 
“La seguridad social, siendo el aspecto más importante del progreso social puesto que 
debe garantizar ingresos suficientes a lo largo de la vida, forma parte de una amplia 
política de progreso social que tiene como objetivo eliminar los cinco males que afectan a 
muchos ciudadanos: la miseria (al no poder cubrir sus necesidades básicas), la 
enfermedad, la ignorancia, el desamparo y el desempleo.” (Vidal, 2014, p. 17). 





    El plan sugerido por Beveridge tenía por principio el carácter universal de la seguridad social 
dividiendo a la población en trabajadores, mujeres casadas en edad de trabajar, parados en edad 
de trabajar, jóvenes por debajo de la edad de trabajar y personas que han superado la edad de 
trabajar; con éste método se desarrolló un sistema de seguridad focalizado por segmentos el cual 
comprende tratamiento médico general para todas las clases, así como pensiones de jubilación a 
los jubilados, asignaciones infantiles con cargo al Tesoro Público, seguro de desempleo para los 
trabajadores, prestaciones por invalidez, gastos de entierro, subsidio de maternidad, asignación 
por estado de viudez, asignación de aprendizaje, en fin cada clase se encuentra asegurada de 
acuerdo a su situación particular; por ejemplo los empleados, patronos, y comerciantes, pagan 
una suma determinada para acceder al seguro y, en el caso de las personas que tiene contrato de 
empleo el patrono contribuye con una parte de la erogación mensual (Vidal, 2014). El objetivo 
principal de todo este andamiaje prestacional es asegurar unas entradas mínimas para poder 
subsistir; por otro lado también se constituye en un método para redistribuir la riqueza y paliar 
los efectos dañinos del sistema. Con el segundo informe Beveridge denominado “Pleno empleo 
para todos en una sociedad libre” de 1944, teniendo como fin principal la eliminación de la 
pobreza garantizando el pleno empleo protegiendo a su vez la iniciativa privada, el modelo se vio 
complementado no solamente con el sistema de seguros, sino que además implementó una 
formula económica incluyente, teniendo como base la participación de todos los ciudadanos en la 
generación de riqueza, y su paulatina redistribución a través de los servicios públicos de 
educación, salud, entre otros servicios sociales, los cuales se iban elevando al status de derechos 
de ciudadanía (Vidal, 2014). En fin estas fueron las bases de la creación del Estado de Bienestar: 
(i) una red de prestación de servicios sociales, (ii) un sistema de resolución de conflictos sociales 
y (iii) el Estado Social tiene un carácter eminentemente democrático fundamentado en la ley, es 
decir, un Estado Democrático de Derecho (Vidal, 2014).   
 
    Por su parte, Antonio Antón sintetiza tres modelos básicos de Estado de Bienestar: (i) el 
modelo liberal (EEUU y UK), el cual contempla unos subsidios modestos pero universales en 
favor de una porción de la sociedad segmentada en la línea de pobreza, diferenciada de una clase 
trabajadora la cual puede contribuir directamente al sistema (Antón, 1997), supuestamente estos 
límites a la protección social salvaguardan el mercado laboral ya que se estimula el trabajo. (ii) el 





o status, han sido conformados por la Iglesia en subsidio de la familia (Antón, 1997); y (iii) la 
socialdemocracia el cual se da primeramente en Suecia, la protección social además de tener 
carácter universal, cubre a la familia, así mismo a las clases medias, lo que genera una influencia 
decisiva, se garantiza el pleno empleo con el fin de financiar el propio Estado (Antón, 1997).   
 
3.2.1.1 La Crisis del Estado de Bienestar 
 
     La crisis del Estado de Bienestar viene como resultado de la depresión económica mundial 
marcada por la Guerra de Yom Kippur durante el mes de octubre de 1973, librada entre Israel 
por un lado y Egipto y Siria por el otro. Terminado el conflicto mediante el Acuerdo de Alto al 
Fuego suscrito en la Conferencia de Paz en Ginebra el día 21 de diciembre de 1973 y después de  
la firma de un acuerdo bilateral el 18 de enero de 1974 -a través del cual Israel concedió gran 
parte del territorio ocupado en la guerra de los seis días de 1967 en el Sinaí a Egipto-, 
paralelamente los países árabes en represalia contra occidente bajaron la producción del crudo de 
petróleo, lo que ocasionó que los precios del combustible se elevaran, repercutiendo 
negativamente en la economía mundial originando la “crisis del petróleo”4 y afectando 
ostensiblemente a los países no productores, los cuales vieron al interior de sus economías un 
crecimiento desaforado en los índices de inflación, lo que significó un largo periodo de recesión 
y crisis, la cual estuvo caracterizada por estancamiento y retroceso económico, el cierre de 
muchas empresas, el crecimiento del desempleo, imposibilidad de subir los niveles impositivos, 
crecimiento de la deuda pública (Uroz, 2013). Lo anterior produjo una andanada de críticas hacia 
el modelo económico que había imperado por más de 30 años, ya que el intervencionismo de 
Estado no soportó la crisis económica, se tuvo que acudir a la reducción del gasto público para 
superar déficit fiscal. Las críticas se fueron cimentando en esa misma característica fundamental 
del Keynesianismo, es decir, la intervención del Estado en la economía. Una de las medidas en 
boga para contrarrestar el decaimiento del modelo económico del Estado de Bienestar fue la 
implementación de la estabilidad fiscal, insertada en el Tratado de Maastricht y el Pacto de 
Estabilidad y Crecimiento que obligaba a los Estados miembros de la Unión Europea a supeditar 
                                            
4 La crisis del petróleo comienza con el embargo petrolero impuesto a Estados Unidos por el rey Feisal de Arabia 
Saudita el 21 de octubre de 1973, prohibiendo el embarque de petróleo hacia aquel país o hacia cualquier puerto que 
le pudiera servir para abastecerse; el mismo año en el mes de noviembre en la Cumbre Árabe de países petroleros 
celebrada en Argel se decidió reducir la producción de petróleo en un 25% hasta que se retiraran de los territorios 





sus políticas económicas en aras de impedir el déficit público por encima del 3% del PIB (Muñoz 
de Bustillo, 2000, citado por Uroz, 2013).   
 
     Por otra parte la globalización económica ha venido eliminando las barreras al libre 
movimiento de los factores productivos, lo anterior conlleva que en los Estados de Bienestar 
donde la relación capital – trabajo se halla determinada por una gama de derechos prestacionales 
que representan unos costes para la empresa en favor de los asalariados, se empiece un paulatino 
desmonte de la política laboral hacia la flexibilización de las relaciones del trabajo con el 
argumento de hacer más competitiva la economía. Otro aspecto que se le critica al Estado de 
Bienestar es su tendencia hacia un desmesurado crecimiento y burocratización, lo que va en 
contravía del dinamismo que requieren las relaciones administración - administrado en el 
contexto de un mundo cada vez más globalizado, argumentando que “…el Estado es un pésimo 
administrador y que ello provoca los mayores déficits que hacen inconveniente seguir poniendo 
en sus manos las decisiones económicas.” (De Buen, 1993, p. 201). Ideológicamente el modelo 
de Estado de Bienestar ve minada su legitimidad, dado que es criticado por el neoliberalismo 
debido a su excesivo crecimiento incontrolado, considerando a las presiones sociales totalmente 
desmesuradas en pos de la obtención de más y mejores prestaciones sociales en favor de un 
número cada vez más creciente de beneficiarios los cuales no estás dispuestos a asumir los costes 
que esto implica, este fenómeno se ha denominado “excesos democráticos”; así mismo la 
izquierda neomarxista -considerando al Estado como un mecanismo de dominación y consuelo 
de las masas desposeídas-, estimando que bajo el sistema capitalista se presenta una necesidad 
contradictoria de acumulación de riqueza y de legitimación del Estado a través de los gastos 
sociales, piensa que una mayor acumulación requerirá cada vez más un superior gasto para 
garantizar el control, este fenómeno ha sido denominado por la izquierda como la “incapacidad 
del capitalismo” (Uroz, 2013). A la anterior crítica al Estado de Bienestar, hay que añadir una 
opinión generalizada de que los gobernantes y en general los administradores que se encuentran 
al frente de las instituciones públicas malgastan el presupuesto, o dirigen las inversiones 
priorizando los intereses particulares, o en el peor de los casos el dinero va a parar a los bolsillos 
privados como resultado de toda una serie de actos de corrupción.  
 





    En este contexto se ha suscitado un reciclaje de las tesis del liberalismo clásico. El auge del 
neoliberalismo ha significado la implantación de tesis dogmáticas que han llegado a adquirir el 
carácter de apotegmas irrefutables como es el caso del monetarismo de Milton Friedman el cual 
dirá: “…el atado de medidas conocidas bajo la capciosa denominación de seguridad social tiene 
tan nefastos efectos sobre la economía de un país como la política de establecer salarios 
mínimos, atención médica para grupos determinados, habitaciones populares, precios agrícolas 
subvencionados, etc.” (Citado por De Buen, 1993, p. 201). Estas tesis son sonadas 
insistentemente por los defensores de la práctica económica del Fondo Monetario Internacional, 
que ha venido siendo el verdugo de las políticas sociales a lo largo y ancho de los países. En 
términos de política Estatal los mayores referentes impulsores del neoliberalismo fueron la 
primera exministra Thatcher en Inglaterra y el expresidente Ronald Reagan en Estados Unidos, 
desde acá se ha desarrollado la idea de que la crisis económica se debe específicamente al Estado 
de Bienestar, obviando que el capitalismo en sí mismo contiene los elementos que sin cesar lo 
llevan a las crisis cíclicas.    
 
    Pero en sí el Estado de Bienestar no entra en una crisis de legitimidad solamente por el 
estancamiento económico producto de la crisis de los años 70, ahora en la actualidad, nos 
hallamos también ante el desmantelamiento de lo social, de lo que ha significado el proceso 
histórico de largas luchas sociales y que ha venido a desembocar en la desconfiguración del 
Estado Social de Derecho, las características de este debilitamiento son el aumento del 
desempleo, el empleo precarizado o informal, el congelamiento del gasto social y de las 
prestaciones sociales, y el recorte de los derechos sociales. Lo anterior nos indica un crecimiento 
de la brecha social, de la polarización, de la exclusión, y de la marginación social.      
 
    Por otro lado se presentan una serie de fenómenos que caracterizan las nuevas situaciones de 
desigualdad que vienen aparejadas al avance de la globalización económica, como por ejemplo, 
el cambio de la estructura básica familiar en lo relativo al rol que ocupa la mujer como un nuevo 
actor decisivo en el mercado laboral, un aumento de los divorcios y la aparición de nuevas 
formas de convivencia familiar; otros aspectos en que se manifiesta la pobreza y la desigualdad 
producto de los efectos de la migración, el surgimiento de familias monoparentales y la 





estructural el cual se evidencia mayormente en los jóvenes y las personas con edades por encima 
de los 45 años; la bipolaridad social efecto de la economía informal debido a las 
transformaciones en la división del trabajo como consecuencia de la implementación de la 
tecnología (Gómez Bahillo, 2001).          
 
3.2.2 Configuración del Estado Social de Derecho 
 
      Después de este recorrido a través de la evolución del Estado liberal en Estado de Bienestar y 
su decaimiento, se da la configuración del Estado Social de Derecho. García Pelayo haciendo 
referencia a las crisis del sistema capitalista que no supieron ser superadas bajo el Estado de 
Derecho y refiriéndose al pensamiento de Von Stein, menciona la necesidad de corregir los 
defectos del sistema en relación con la situación de las personas en condiciones de debilidad: 
 
      “Por consiguiente, la corrección por el Estado de los efectos disfuncionales de la 
sociedad industrial competitiva no es sólo una exigencia ética, sino también una necesidad 
histórica, pues, hay que optar necesariamente entre la revolución o la reforma sociales.” 
(García, 2009, p.15). 
 
     García Pelayo atribuye la construcción de la idea del Estado Social de Derecho al tratadista 
Hermann Heller, al respecto afirma:  
 
      “La solución no está en renunciar al Estado de Derecho, sino en dar a éste un 
contenido económico y social, realizar dentro de su marco un nuevo orden laboral y de 
distribución de bienes: sólo el Estado Social de Derecho puede ser una alternativa válida 
frente a la anarquía económica y frente a la dictadura fascista y, por tanto, sólo él puede 
ser la vía política para salvar los valores de la civilización.” (García, 2009, p.17). 
    
Como hitos históricos del Estado Social de Derecho tenemos: (i) la República Federal 
Alemana con la Ley fundamental de Bonn en 1945 que en su artículo 20 señaló: “La República 





1978 que en su artículo 1 estableció: “España se constituye en un Estado social y democrático de 
derecho”. (Villar, 2007, p. 73) 
 
Luego entonces el Estado Social de Derecho, a través del desarrollo de técnicas 
administrativas, económicas, de planeación, etc. dio cuenta de la necesidad de controlar, guiar y 
de ponerse a la tarea de estructurar a la sociedad siendo regulador decisivo del sistema social, 
asumiendo la responsabilidad en la prestación de servicios considerados de primera necesidad 
como la educación, sanidad y la vivienda, la asistencia social a personas en condiciones de 
debilidad manifiesta, garantizando un mínimo vital mediante prestaciones asistenciales.  
 
Pero ¿cómo debemos entender el Estado Social de Derecho?, como aquel que partiendo 
de su propia Constitución incluye además de los derechos políticos y civiles, la protección de los 
derechos sociales fundamentales (Borda, 2007). Borda citando a Katz indica que los elementos 
de este Estado se resumen así:  
 
“1. Obligación de establecer condiciones de vida soportables, estándares mínimos para 
toda la sociedad o mínimo existencial. 2. Seguridad social (seguro social, código de 
asistencia). 3. Igualdad social (igualdad de oportunidades, protección a los socialmente 
débiles). La igualdad no es un principio absoluto, se refiere a un tratamiento favorable a 
los socialmente desfavorecidos y, en todo caso, igualdad de “chances”. 4. Equidad social, 
o sea la eliminación de abusos originados en el poder económico o en relaciones 
personales de dependencia. El Estado social “penetra todos los derechos fundamentales”. 
5. Sistema jurídico público de indemnizaciones en el caso de intervenciones del Estado en 
los derechos de los individuos. 6. Igualmente debe haber un comportamiento social justo 
del individuo frente al Estado, lo que implica un sentido responsable de la propiedad, 
cooperación proporcional a las necesidades financieras y subsidiaridad del derecho 
social.” (Borda, 2007, p. 88) 
  
      Pero más allá del avance en lo que jurídica y constitucionalmente debe ser el Estado Social 
de Derecho, nos encontramos que en las sociedades modernas éste ha venido actualizándose 





siglos XIX y XX, se trata entonces de indicar que la línea entre Estado y sociedad se hace cada 
vez más difusa, y que en el devenir constitucional las organizaciones de intereses influyen 
progresivamente de manera decisiva en el establecimiento del Derecho, pero entonces, cuál es el 
papel que desempeña el Estado Social de Derecho en la sociedad moderna?. De acuerdo al 
tratadista Manuel García Pelayo el Estado Social de Derecho ha contraído nuevas 
responsabilidades como (i) garantizar la estabilidad (seguridad, paz, convivencia pacífica, 
“orden público”) de una sociedad dinámica, cambiante y compleja, por lo que ha reducido la 
lucha existencial social de clases a conflictos de carácter estrecho dentro de sectores específicos; 
se ha implantado como objetivo el acceso de las masas a los bienes de consumo y de uso, 
reduciendo en apariencia las diferencias entre clases; de esta manera el Estado ha tenido que 
intervenir de forma más decisiva en la sociedad considerándola como un sistema dinámico que 
mantiene el equilibrio a través del cambio de valores y situaciones; (ii) en correlación el Estado 
asume el deber de garantizar unas condiciones de existencia que el individuo no puede 
procurarse por sí mismo, como es todo lo relativo al servicio social, la supervisión de otros 
sistemas etc., (iii) el crecimiento y funcionamiento de la economía, (iv) la promoción de la 
investigación y el desarrollo tecnológico; para poder lograr estas responsabilidades el Estado 
succiona de la sociedad una parte considerable del Producto Nacional Bruto que luego es 
redistribuido en la misma sociedad he invertido específicamente a través de lo que se establece 
en los planes y programas en favor de sectores específicos. (García, 2009, p. 127).               
 
      No obstante todo lo dicho, es importante traer a colación lo que algunos autores de la 
doctrina española han venido decantando en torno a la definición de Estado Social y 
Democrático de Derecho, como una categoría aún más acabada y completa frente al Estado 
Social de Derecho, que refleja un nuevo estadio histórico de la evolución social frente al ya 
modelo económico neocapitalista que intenta reinventarse a través de meros paliativos sociales;  
al respecto se afirma que para que una sociedad sea realmente democrática se debe permitir el 
acceso de las masas a las decisiones fundamentales que afectan el sistema económico y político, 
al igual que un acceso real en la partición de la riqueza. Díaz Elías citado por Garrorena afirma:  
 
“El Estado democrático de Derecho aparece en esta perspectiva como superación real del 





control de las decisiones y en los rendimientos de la producción…sin esa participación 
real no hay democracia”. (Garrorena, 1984, p. 221). (Subrayas extratexto).  
 
      Es importante señalar que en Colombia tanto la Corte Constitucional como la doctrina han 
desarrollado la idea del Estado Social de Derecho, de una manera más acabada, que además 
implica la participación democrática en las decisiones políticas y económicas que afectan al 
conglomerado; el establecimiento de fundamentos estructurales constitucionales considerados 
inamovibles y elementos sine quanon de la existencia misma del Estado, la prevalencia de los 
derechos fundamentales sin distinción de generación, su interconexidad cada vez más profunda 
con los derechos económicos, sociales y culturales, y también la equiparación de los derechos 
humanos dentro del derecho interno, el establecimiento de múltiples sistemas de defensa y tutela. 
No obstante no ha sido suficiente, dado que en la práctica desde ciertos sectores del mismo 
Estado se dificulta de sobremanera la promoción y defensa de estos derechos en un marco de 
democracia cada vez más participativa, existiendo al respecto una actitud superficialmente 
afirmativa pero al mismo tiempo unas talanqueras infranqueables, y hasta acciones desplegadas 
por los mismos organismos del Estado que se constituyen en violaciones directas a estos 
derechos. No bien así, se puede decir con entera franqueza que desde el punto de vista teórico y 
por vía de la fuerza del desarrollo jurisprudencial y doctrinal en Colombia existe el Estado Social 
Constitucional y Democrático de Derecho, tal y como lo veremos más adelante.             
 
3.2.3 Estado social de derecho en Colombia 
 
     La Constitución Política de Colombia en su artículo 1º señaló que “Colombia es un Estado 
social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía 
de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la 
dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la 
prevalencia del interés general”. Este constituyó un cambio de paradigma de Estado en lo que 
correspondía al Estado Derecho de la Constitución de 1886, el paso del principio de legalidad al 
principio de supremacía constitucional ha sido un reto para los operadores jurídicos, en particular 
aquellos servidores del Estado que están acostumbrados al imperio de la ley. La prevalencia de 





casos concretos, se vino a evidenciar con la actividad de la Corte Constitucional. El desarrollo 
jurisprudencial de la Corte nos ha puesto al tanto del alcance de los derechos fundamentales, de 
los valores y principios producto de la filosofía de distintos sectores sociales, de la convergencia 
de ideas socialistas, que la tradición liberal y el pensamiento social cristiano quisieron incluir en 
la Asamblea Constitucional como ejes rectores de la Constitución. El valor, principio y derecho 
de la “dignidad humana” y los derechos fundamentales, tanto escritos como no escritos, incluso 
aquellos que se entienden incluidos en la Carta a través de los tratados internacionales, 
constituyen la columna vertebral del Estado Social de Derecho en Colombia.  
 
Pero particular atención llama la labor de la Corte Constitucional en precisar el alcance de 
la definición del Estado Social de Derecho en Colombia. En su calidad de intérprete autorizado 
de la Constitución la Corte ha venido delineando los presupuestos democráticos del Estado 
Social de Derecho a través de las diversas sentencias, no obstante la doctrina nacional e 
internacional también han delineado la construcción teórica de este tipo de Estado, en fin 
haremos un intento por definir los elementos esenciales que hacen del Estado Social de Derecho 
un Estado Social, Constitucional y Democrático de Derecho.    
 
4.1. PRESUPUESTOS DEMOCRÁTICOS DEL ESTADO SOCIAL DE DERECHO EN 
COLOMBIA 
 
 Para adentrarnos en el concepto democrático debemos hacer necesaria referencia al 
régimen político enmarcado en el artículo 1 de la Constitución Política, el cual comporta las 
características de ser democrático, participativo y pluralista, siendo así, es la expresión jurídica 
de una ideología que subyace a la organización y ejercicio del poder, sustentando el sistema 
político y la forma de Gobierno, armando todo un conjunto al cual denominamos forma política. 
 
4.1.1. Democracia y origen del poder.  
 
      El poder se halla en el pueblo que ejerce la soberanía que radica en él, entendiendo el poder 
soberano como autónomo, único e indivisible y que no admite otro por encima. Se erigen dos 





la cual se sirve del concepto abstracto de Nación como aquel ente homogéneo que reúne 
características culturales, sociológicas, históricas, de costumbres, de idiomas de creencias y 
aspiraciones comunes que forman la identidad de un pueblo, este ente requiere de representantes 
elegidos y autónomos que en atención al bien común interpreten y expresen su parecer (Oller, 
2011) y (ii) teoría de la soberanía popular5, se refiere a la constitución del poder derivado de un 
fraccionamiento del mismo donde cada uno es titular de una parte de soberanía, desarrollando el 
contractualismo donde el asociado se anula asimismo y cede parte de su voluntad al mandatario 
quien debe actuar bajo los parámetros de un mandato previamente acordado y preestablecido y 
en todo momento revocable (Sentencia C-141 de 2010). El contractualismo viene a dejar una 
huella indeleble en el constitucionalismo moderno, ya que la soberanía popular en la 
conformación del pacto fundamental exige el establecimiento de mecanismos de participación 
ciudadana y el reconocimiento de una pluralidad de manifestaciones al interior de la sociedad 
que merecen un espacio de expresión oficialmente reconocido.  
 
“…esa definición «democrática» del Estado implica una peculiar concepción pluralista de 
la realidad social: frente al unitarismo que preside la visión social propia de los 
regímenes autoritarios, la democracia supone una comprensión de la sociedad como 
entramado, como trama plural en la que se interaccionan los distintos grupos sociales, 
reconocidos así en su autonomía y en la legitimidad de su propia diversidad.”(Garrorena, 
1984, p. 132).  
  
 Democracia participativa: La constitución de 1991 en su artículo 40 estableció la posibilidad 
a todos los ciudadanos de participar en la conformación, ejercicio y control del poder 
político, en consecuencia institucionalizó el poder soberano emanado del pueblo dándole un 
cauce, una organización y un límite, que permite la actuación del pueblo y que evita en un 
momento dado que esa actuación quede desvinculada sin ningún límite jurídico y totalmente 
fuera de control. Es así como en el artículo 3 ibídem se estableció las bases para la 
edificación de los mecanismos de participación ciudadana y una dinámica propia que 
sustenta el proceso político con formas claras y predefinidas, que garantizan la democracia 
como principio fundante en un Estado Constitucional y que de conformidad con el artículo 2 
                                            





de la Constitución Política facilitan la participación de todos en las decisiones que nos 
afectan. (Sentencia C-141 de 2010) 
 
 Institucionalización del Pluralismo: La forma de Gobierno Republicana establecida en el 
artículo 1 de la Constitución de 1991 exige que exista una legitimidad derivada de unas 
elecciones transparentes, con un carácter periódico y disputado en los comicios, con una 
temporalidad del jefe de Estado y con una garantía del derecho político a concurrir a la justa 
electoral en condiciones de igualdad. (Sentencia C-141 de 2010). La Constitución Política de 
Colombia de 1991 señaló en su artículo 107 y s.s. la posibilidad de los ciudadanos de fundar 
y promover la creación de partidos políticos, los cuales en su interior también deben 
desarrollar mecanismos democráticos de participación para la toma de decisiones.   
 
 
En una sociedad pluralista se deben garantizar la existencia de las diversas opiniones 
filosóficas y culturales que conforman una ideología, la opinión política sobre la forma como 
mejor debe conducirse el ejercicio del poder político en pro de los intereses comunes, siendo así, 
en el escenario político se da la confluencia de diferentes partidos disímiles u opuestos 
proscribiendo toda homogeneidad, porque se reconoce la heterogeneidad rechazando el carácter 
absoluto de las opiniones y, en esa medida otorgando un grado de legitimidad a los distintos 
puntos de vista, fortaleciendo el principio democrático; el pluralismo implica reversibilidad del 
poder siempre que una propuesta pueda sustituir a otra en el Gobierno, por lo que se exige 
respeto y garantía de las  minorías (Ley 1475 de 2011, Art. 16) 
 
La dimensión Institucional del pluralismo conlleva el poder pertenecer y afiliarse a 
distintos movimientos o partidos políticos: se garantiza a todos los ciudadanos la participación en 
el ejercicio, conformación y control del poder político de conformidad con lo señalado en los 
artículos 40 y 107 de la Constitución Política. 
 
                                            
6 Debe tenerse en cuenta que dentro de los principios fundamentales para el funcionamiento de los partidos políticos, 
por parte de esta ley se encuentran establecidos los principios de igualdad, pluralismo y equidad e igualdad de 






La coexistencia de movimientos, grupos significativos de personas y partidos políticos es 
una manifestación concreta del pluralismo ideológico garantizando el respeto por las minorías. 
La reversibilidad del poder implica la posibilidad de que al Gobierno lleguen otras opciones 
políticas e ideológicas que encarnen proyectos de sociedad distintos. La atribución de poderes 
públicos a diversas organizaciones estatales permite la desconcentración del poder en los 
estamentos públicos locales, generando una atomización del poder que facilita la participación de 
todos en las decisiones que los afectan. (Sentencia C-141 de 2010). 
 
El aspecto participativo de la democracia expresa un proceso social de intervención de los 
sujetos en la definición del destino colectivo, el Estado debe garantizar y promover el 
fortalecimiento de los mecanismos de participación ciudadana, permitiendo el acceso real de 
todos a los procesos democráticos.  
 
Podemos referirnos entonces al “carácter expansivo” del principio democrático, a través 
del cual se encauzan las fuerzas derivadas del conflicto social, reivindicando un mínimo de 
democracia política y social que de conformidad con el ideario liberal de la Constitución, ha de 
ampliarse de manera progresiva en todos los ámbitos, lo que conlleva un compromiso por parte 
de las instituciones en el objetivo final de la construcción de una democracia realmente 
participativa.  
 
El talante participativo de la democracia exige que se erija un sistema político abierto y 
libre donde cada ciudadano cuente con canales de expresión efectivos que no excedan los límites 
de lo razonable. En esa medida la inclusión de todos los ciudadanos a través de la participación 
democrática rebasa el ámbito político permeando la estructura del núcleo fundamental de la 
sociedad, llegando al interior de las familias y de las organizaciones de derecho privado, ya que 
todas las decisiones que se tomen en estos ámbitos y donde participen dos o más personas deben 
desarrollar el aspecto participativo de la democracia, haciendo que todos tomen partido en las 
decisiones que los afectan.  (Sentencia C-141 de 2010) 
 
De lo anterior se desprende el carácter universal de la democracia, consecuencia directa 





sociedad. Al respecto el tratadista García Pelayo sostiene que en el Estado social además de 
existir la democracia formal o política, se habla también de la democracia social cuyas formas 
capitales son la democracia económica y la democracia empresarial (García, 2009); cuando nos 
referimos a aquella indica la posibilidad de que los diferentes grupos de poder a través del 
sistema de cooptación puedan participar en las decisiones de política económica que se toman en 
las convocatorias impulsadas por el Estado a través de organismos especializados como los 
consejos de política económica o la instauración de cuerpos ad hoc para la toma de decisiones en 
asuntos específicos, por otra parte cuando se trata de la democracia empresarial es porque existe 
garantía al interior de las empresas de participación en la toma de decisiones por parte de los 
trabajadores y mandos medios, es decir, el ámbito decisional rebasa la representación accionaria 
de capital y es incluyente respecto del grupo de personas que son los gestores de los medios de 
producción.    
 
 
4.1.2 El principio de separación de poderes.  
 
 
     El Constitucionalismo liberal de finales del siglo XVIII desarrolló este principio el cual se 
encuentra plasmado en el artículo 16 de la Declaración de Derechos del Hombre y del ciudadano 
de 1789, la cual consagra que el Estado que no tuviera determinada la separación de poderes 
carecía de Constitución, siendo así, este principio se convierte en elemento fundante del 
Constitucionalismo moderno. En el marco del Estado de derecho podríamos afirmar que este 
postulado cumple dos propósitos: a) limita el alcance de poder que ejerce cada órgano 
precaviendo la indebida injerencia sobre los asociados y, b) los órganos del Estado desarrollan 
un grado de especialización optimizando el cumplimiento de las funciones en aras de lograr sus 
fines (Sentencia C-141 de 2010). 
 
Siendo así, existen dos modelos básicos de separación de poderes: 
 
 Delimitación rigurosa: Cada órgano cumple las funciones preestablecidas sin interferir en el 





dificulta la coordinación y el control entre los diferentes órganos generando conflictos 
competenciales que se resuelven en el plano político, generalmente a través de la 
preponderancia jerárquica.  
 
 Sistema flexible de separación de poderes: superando el paradigma que venía de la 
concepción clásica del Estado de derecho, este sistema conserva la especialización 
funcional, la garantía de las libertades ciudadanas y además adopta el control y fiscalización 
interorgánica como reguladores constantes, lo que se ha llamado por la doctrina moderna, el 
“checks and balances”.  
 
Lo anterior implica el desarrollo del sistema de frenos y contrapesos consistente en el 
establecimiento de instituciones de control y vigilancia de carácter político y judicial, tal es el 
caso, de figuras jurídicas como la moción de censura o el juzgamiento de altos mandatarios del 
Estado por parte del poder legislativo o el control automático que ejerce la Corte Constitucional 
a los actos del ejecutivo bajo los estados de excepción, etc. Igualmente, el principio de 
colaboración armónica viene a complementar el sistema de pesos y contrapesos obligando a los 
órganos del Estado a desarrollar sus funciones en el plano de la actuación coordinada 
(colaboración armónica), atenuando el principio rígido de separación de poderes en la medida 
que unos órganos participan en el ámbito competencial de otros. (Sentencia C-141 de 2010) 
 
El principio de separación de poderes se caracteriza por: (i) Ejercicio del poder limitado. 
En un Estado Social de Derecho las competencias y las funciones se encuentran previamente 
preestablecidas en la Constitución y la ley, los ciudadanos tienen garantía de sus libertades. Es 
esencial para evitar la concentración y el desbordamiento del poder, que el ejercicio de los 
cargos públicos esté limitado en el tiempo, en el entendido de que es posible la reversibilidad del 
poder a través de la alternancia, con la renovación de las concepciones ideológicas y 
administrativas. (Sentencia C-141 de 2010) 
 
(ii) Susceptible de control: La manifestación del sistema de pesos y contrapesos hace que 





intervención de una y otra rama en el ámbito competencial de cada una, a través de las 
instituciones de poder independiente y de control político. (Sentencia C-141 de 2010) 
 
(iii) Distribución competencial y funcional. Cada órgano del Estado tiene definidas sus 
funciones y competencias procurando la especialización y la eficacia tendiente al cumplimiento 
de los fines del Estado, sin que ello sea óbice para que no actúen armónicamente. (Sentencia C-
141 de 2010) 
 
(iv) Finalidad de garantizar la libertad de las personas frente al Estado: Esta característica 
se deriva del límite, control, distribución y competencia funcional del poder público, siempre que 
los ciudadanos pueden reclamar de la Administración que sus actuaciones se desarrollen en el 
marco de las normas preestablecidas, durante un período determinado, respetando el 
establecimiento de las competencias y además con la facultad de acudir a órganos de control 
independientes, especialmente creados para la defensa de los intereses de los administrados. 
(Sentencia C-141 de 2010) 
 
 
(v) Marco Democrático Participativo y Pluralista. Se debe destacar que todas las 
características que hacen parte del principio de separación de poderes deben desarrollarse en el 
marco democrático, participativo y pluralista establecido en la Constitución de 1991 (Sentencia 
C-141 de 2010). 
 
Además de los elementos jurídicos políticos que ha definido la corte en relación con el 
principio de separación de poderes es necesario mencionar, que la realidad social a la cual 
corresponde el Estado Social de Derecho trae nuevos actores de poder que influyen 
significativamente en el marco decisional de cada una de las ramas del poder público, como por 
ejemplo la Contraloría General de la República y el Ministerio Público. Por otra parte entre los 
actores relevantes se pueden citar por ejemplo a la burocracia tecnificada la cual, sin importar la 
alternancia ideológica en los puestos de mando de la organización administrativa tiene un papel 
determinante en la toma de decisiones en aspectos concretos del desarrollo del quehacer de la 





las organizaciones gremiales, las asociaciones, etc. todo lo cual ejercen una influencia definitiva 
en el legislativo y en el ejecutivo, tan es así que los proyectos de ley a veces parten de su 
iniciativa, pero lo que generalmente se percibe en Colombia son los proyectos legislativos de 
iniciativa gubernamental, los cuales comúnmente son apoyados por coaliciones de partidos al 
interior del congreso habitualmente en favor de los intereses del Gobierno y de ciertos sectores 
económicos de la sociedad, sin embargo la fórmula de división de poderes sigue dando un 
margen considerable de estabilidad a la democracia. Es importante destacar que bajo este 
panorama la Corte Constitucional desempeña un papel preponderante ya que ha venido a servir 
como dique ante los otros dos poderes que ordinariamente actúan de consuno. Al respecto es 
interesante traer lo planteado por el tratadista García Pelayo sobre la dinámica de la tridivisión 
del poder en el Estado Social:  
 
“…el sistema clásico de la división de poderes ha pasado a constituir un 
subsistema dentro de un sistema más amplio, lo que no sólo significa la relativización de 
su importancia desde el punto de vista de la teoría de la política y del Estado, sino que 
significa también cambios sustanciales en su estructura interna, debidos precisamente a la 
relación de sus términos con otros componentes del sistema general, de lo que es ejemplo, 
entre otros, la reducción de la «independencia» entre el Parlamento y el Gobierno como 
consecuencia de su común articulación a un mismo partido o coalición de partidos,…” 
(García, 2009, p. 60).   
 
 
4.1.3 Principio de Legitimidad.  
 
      
        La legitimidad surge como la necesidad del poder político consistente en la justificación 
ideológica y normativa de su mandato, a su vez sirve como instrumento de medición de la 
consecución de sus objetivos:  
 
       “…es la justificación de la posesión y uso del poder a través de una construcción 





gobernante a mandar. La justificación del origen del poder y también de su ejercicio 
continuado es lo que se representa con el concepto de legitimidad y legitimación, 
respectivamente.” (López Hernández, 2009, p. 155).   
 
       En primera medida debemos entender que el ejercicio del poder político en el Estado Social 
de Derecho va ligado a un conjunto de normas y procedimientos que regulan el acceso a los 
cargos públicos, así como el desenvolvimiento en el ámbito decisional. De esta forma la 
legitimidad se entiende desde el ámbito formal normativo cuando el acceso al poder se da con el 
cumplimiento de los cánones procedimentales y legales, y desde el ámbito material cuando el 
ejercicio del poder se dirige al cumplimiento de los fines teleológicos constitucionales; en 
consecuencia debe existir una correlación entre medios y fines expresados en la Constitución, es 
decir que quienes desarrollan funciones públicas deben dirigir todas sus acciones al 
cumplimiento de los fines esenciales del Estado Social de Derecho (Rúa Delgado, 2013).  
  
Pero, qué se entiende por legitimidad en el contexto del Estado Social de Derecho? Esta 
pregunta haya respuesta en el reconocimiento que la sociedad hace a los actores políticos, que 
son los llamados a tomar las riendas del Estado a través de la conformación de los Gobiernos por 
medio de las elecciones periódicas; en este sentido los electores se convierten en reguladores y 
controladores del ejercicio del poder, y el coste de las decisiones desacertadas es el voto castigo, 
aparte de los mecanismos regulares de control político y de las veedurías establecidas para la 
gestión de las administraciones en favor de la ciudadanía.        
 
Hay que indicar que el Estado Social de Derecho no se desligó completamente del Estado 
de Derecho sino que viene a complementar y ampliar sus valores jurídico-políticos y por 
consiguiente sus líneas básicas de acción. Por ejemplo la libertad individual en sus diferentes 
facetas sigue siendo protegida pero adquiere una dimensión social cuando va ligada a garantías 
económicas. De igual manera la propiedad privada se encuentra limitada por una función social 
que sirve al sistema económico y por los derechos de las personas que participan en el proceso 
productivo. Del mismo modo la seguridad adquiere dimensiones más amplias rebasando el 
ámbito de protección de lo privado, la defensa exterior y la garantía del orden público, llegando 





mismo sucede con la igualdad la cual no se circunscribe solamente a la ley sino que exige 
acciones positivas frente a las cargas y beneficios, igualmente la participación rebasa el ejercicio 
democrático formal y permea todas las estructuras sociales llegando incluso a escenarios 
decisionales propios del Gobierno; en este sentido el Estado no solamente se encuentra limitado 
por la ley sino que ésta le impone deberes y obligaciones con el fin de desplegar acciones 
tendientes a la satisfacción de derechos económicos y sociales. De acuerdo a lo mencionado la 
legitimidad viene a medirse por el grado de realización efectiva de esos valores, principios y 
derechos derivados del proceso de transformación histórica de las sociedades (García, 2009). 
Sobre el asunto es importante mencionar lo dicho por la Corte Constitucional en relación con el 
principio de legitimidad en el Estado Social de Derecho:  
 
“La legitimidad del Estado Social de Derecho radica, por un lado en el acceso y 
ejecución del poder en forma democrática, y por otro lado en su capacidad para resolver 
las dificultades sociales desde la perspectiva de la justicia social y el derecho, lo cual 
indudablemente depende de la capacidad del Estado para cumplir, de manera efectiva, 
con sus fines de servicio a la sociedad. De ahí pues, que los mandatos contenidos en los 
artículos 2º y 209 de la Constitución imponen a las autoridades la obligación de atender 
las necesidades, hacer efectivos los derechos de los administrados y asegurar el 
cumplimiento de las obligaciones sociales.” (Corte Constitucional, T-068 de 1998).      
 
4.1.4. Principio de Legalidad 
 
 
     El artículo 1 de la Constitución Política señala que Colombia es un Estado Social de Derecho 
y que su actividad debe ajustarse a los preceptos jurídicos y de manera preferente en lo que tiene 
que ver con el principio democrático cuya expresión especial se encuentra en la ley (Sentencia 
C-028 de 2006). En el Estado Social de Derecho el principio de legalidad adquiere particular 
relevancia, y así como en el Estado de derecho las actuaciones de la administración debían 
sujetarse al imperio de la ley, ahora las transformaciones históricas de la sociedad han impuesto 





instrumento para la praxis de la actividad Estatal en el cometido de lograr los fines y objetivos 
que le han sido señalados por la Constitución; en este sentido la ley sirve para imponer una serie 
de acciones positivas al Estado en favor de la sociedad. Luego entonces, la ley se convierte en el 
mecanismo de realización de los valores, principios y derechos fundamentales establecidos en la 
constitución, por consiguiente ya no se trata de una apego ciego al texto de la ley – la cual 
significaba la racionalidad objetiva -, sino que esta se aplica e interpreta a la luz de los 
contenidos sustanciales de la Constitución. Sobre este tema el tratadista Manuel García Pelayo 
afirma:  
 
    “Teniendo en cuenta todas estas modificaciones de la estructura normativa, podemos 
llegar a la conclusión que Estado Social de Derecho significa un Estado sujeto a la ley 
legítimamente establecida con arreglo al texto y a la praxis constitucionales con 
indiferencia de su carácter formal o material, abstracto o concreto, constitutivo o activo, y 
la cual, en todo caso, no puede colidir con los preceptos sociales establecidos por la 
Constitución o reconocidos por la praxis constitucional como normativización de unos 
valores por y para los cuales se constituye el Estado social y que, por tanto, fundamentan 
su legalidad”. (García, 2009, p. 64).         
 
     Así mismo, con el avance en la protección de los derechos fundamentales provocó que tras la 
segunda guerra mundial, con la Constitución Italiana de 1948, la Ley fundamental de Bonn y la 
Constitución española de 1978, se corrigiera la simple remisión a la ley en cuanto el respeto a los 
derechos fundamentales, creándose una serie de garantías que los hicieron exigibles ante 
tribunales constitucionales, los cuales vinieron a delimitar y definir el contenido esencial de esos 
derechos que debe respetar el legislador (Cosculluela, M. 2010). Lo anterior no quiere decir que 
no se siguiera respetando la reserva legal en cuanto a la delimitación en cabeza del parlamento a 
la hora de fijar las penas, las sanciones –tipicidad- y los impuestos, o cuando se trate de afectar la 
propiedad privada o las libertades individuales, sino que los derechos fundamentales adquieren 
una dimensión más profunda, porque no solo delimitan el poder estatal sino que imprimen el 






       Por otro lado el principio de legalidad también implica que la administración no solamente 
se debe sujetar al imperio de la Constitución y la ley, sino que debe entenderse como la sujeción 
de la autoridad pública a todo el ordenamiento jurídico -incluyendo los actos administrativos 
reglamentarios que se expidan en el ejercicio de sus funciones-. En este sentido el artículo 6 de la 
Constitución Política señala que los particulares son responsables por infringir la Constitución y 
la ley y los servidores públicos por la misma razón y por omisión o extralimitación en el 
ejercicio de sus funciones; consiguientemente los artículos 121 y 123 del ordenamiento superior 
señalan que las autoridades ejercen las funciones que les defina la ley y que el sistema de 
legalidad es vinculante para todos los funcionarios públicos y autoridades. A este respecto la 
Corte Constitucional ha dicho:  
 
      “Ahora bien, si ello es así, si tanto los servidores públicos como los órganos y sujetos 
estatales están ligados al derecho y la Administración en su actuar siempre debe respetar 
y obedecer el ordenamiento jurídico, esto es, cumplir lo establecido en las distintas 
categorías jurídicas: la Constitución, las leyes, los actos administrativos y en general las 
restantes fuentes que integran el sistema normativo, es indispensable cuestionarse 
respecto a la necesidad de un sistema de control que permita garantizar el buen 
funcionamiento de la administración pública.” (Sentencia C-028 de 2006).        
 
    Además de eso, el control sobre las actuaciones del Estado ha rebasado el control de legalidad, 
ha venido adquiriendo unas dimensiones insospechadas dado que las decisiones estatales rebasan 
el margen de la ley, o se circunscriben a ámbitos regulatorios de difícil control jurisdiccional, tal 
es el caso de las actuaciones desplegadas por agencias paraestatales como es el caso de las 
superintendencias, o el establecimiento de reglamentos en manos de instituciones que por 
expresa delegación legal tienen la regulación y el control de amplios sectores de la sociedad, 
como por ejemplo la Autoridad Nacional de Televisión. Así mismo existen decisiones que tienen 
que ver con la adopción de políticas que impactan directamente en el conglomerado social y que 
escapan al control constitucional, pero que pueden ser sujetas de otros controles que se han 
venido desarrollando gracias a la autoorganización de los sectores sociales, también ello por la 
facilidad de los medios de comunicación cibernética; así las cosas una política puede ser objeto 





adopción de las políticas gubernamentales, en todo caso además de la eficacia de las políticas el 
parámetro de control por excelencia viene a ser el pacto fundamental, pero bajo el entendido de 
que sus contenidos se actualizan permanente a través de la construcción democrática y de la 
actividad de la jurisdicción. Sobre lo mencionado el tratadista Manuel García Pelayo afirma:  
 
      “Estos y otros problemas análogos rebasan las posibilidades del control judicial por 
mucho que pueda o quiera extenderse el ámbito de su competencia y la flexibilidad de los 
métodos interpretativos. Su solución radica en unos sistemas de control mucho más 
complejos que incluyen no sólo órganos estatales, sino también paraestatales o sociales 
más captables intelectualmente por la proyección sobre el tema de modelos estructural-
funcionalistas, sistémicos o cibernéticos, que por las categorías jurídicas tradicionales” 
(García, 2009, p. 66).  
 
 
4.1.5 Valor, Principio y Derecho de Igualdad.  
 
 
     Primero que todo hay que indicar que la igualdad en el Estado Social de Derecho es una 
categoría que se extiende en tres dimensiones a saber, como valor, principio y derecho. La 
igualdad se encuentra desde ya inserta en el preámbulo de la Constitución Política de 1991, el 
cual tiene fuerza vinculante y sirve como faro interpretativo para todo el ordenamiento 
constitucional:  
 
  “El Preámbulo da cuenta del sentido político y jurídico que el Pueblo de Colombia le 
imprimió a la formulación de la Carta Política de 1991; es decir, indica los principios que 
la orientan y los fines a cuya realización se dirige y por ello no sólo hace parte de ésta 
como sistema normativo sino que además tiene efecto vinculante sobre los actos de la 
legislación, la administración y la jurisdicción y constituye parámetro de control en los 






      La igualdad comprendida como valor precisa los fines teleológicos a todas las autoridades y, 
en nuestra Constitución se encuentra inserta en el preámbulo, como principio indica un deber ser 
específico que puede ser aplicado de manera inmediata, en tanto el derecho de igualdad es un 
derecho subjetivo que en sentido negativo implica la no interferencia discriminatoria y en su 
significado positivo exige por parte del Estado el desarrollo de acciones favorables en pro de 
grupos marginados:  
 
 
“…la igualdad es un derecho subjetivo que “se concreta en deberes de abstención como la 
prohibición de la discriminación y en obligaciones de acción como la consagración de 
tratos favorables para los grupos que se encuentran en debilidad manifiesta. La correcta 
aplicación del derecho a la igualdad no sólo supone la igualdad de trato respecto de los 
privilegios, oportunidades y cargas entre los iguales, sino también el tratamiento desigual 
entre supuestos disímiles” (Sentencia C-329-15).    
 
 
      Como se ha venido diciendo y como lo expuso la Corte Constitucional en la sentencia C-141 
de 2010, el principio de igualdad presupone el ejercicio democrático, el establecimiento de 
condiciones que garanticen la equivalencia de fuerzas en las contiendas electorales, en el 
ejercicio del derecho de expresión, en definitiva, en todo lo que implica la participación en 
asuntos públicos, así como en la distribución de las cargas públicas. La igualdad cumple un triple 
papel en el ordenamiento constitucional por tratarse de un valor, de un principio y de un derecho 
fundamental.  
 
 Para comprender el análisis de la igualdad se puede traer a colación la formulación 
aristotélica: “tratar igual a los iguales y desigual a los desiguales” entonces, un tratamiento igual 
debe corresponder a supuestos de hechos equivalentes siempre que no existan razones suficientes 








4.1.5.1. Igualdad real y efectiva 
 
 
 Siguiendo el curso del examen sobre los componentes esenciales democráticos del 
Estado Social de Derecho, tenemos que la fuerza vinculante de los derechos fundamentales 
implica también la inclusión de otros derechos que tradicionalmente no hacían parte de la lista 
bajo el auspicio del Estado liberal; ahora los DESC entran como derechos prestaciones que se 
elevan al rango de fundamentales dada la nueva concepción de Estado, así mismo, esto conlleva 
un mandato imperativo para su realización efectiva en el que el Estado necesariamente debe 
intervenir en la economía regulando las crisis cíclicas del mercado, procurando la redistribución 
de la riqueza, corrigiendo los errores del mercado, a través de instrumentos que le ha dotado el 
constituyente como es la planificación económica, el diseño de las políticas en la ley del plan 
nacional de desarrollo, los planes locales, la ley orgánica del presupuesto etc.  
 
        “De este modo, mientras que el Estado tradicional se sustentaba en la justicia 
conmutativa, el Estado social se sustenta en la justicia distributiva; mientras que el 
primero asignaba derechos sin mención de contenido, el segundo distribuye bienes 
jurídicos de contenido material;…” (García, 2009, p. 26).  
      
 La búsqueda de la justicia social, es decir de la igualdad “real y efectiva” es un 
componente eminentemente característico del Estado Social de Derecho, es su faceta social. Una 
reinterpretación del derecho a la igualdad formal ante la ley traída del Estado de Derecho ahora 
con una dimensión material, esto implica el uso de mecanismos como la discriminación positiva 
con los cuales se busca generar un ambiente que permita la igualdad de oportunidades de 
desarrollo y la posibilidad de proyectos de vida para todos. La igualdad material implica que el 
Estado despliega su acción interviniendo de forma obligatoria en esferas específicas, generando 
decisiones proteccionistas a favor de grupos de personas históricamente marginadas, evitando 
que los agentes públicos y particulares discriminen y, por otro lado, haciendo exigibles tratos 
más favorables en favor de personas en circunstancias de debilidad manifiesta (Sentencia C-932 






La Corte Constitucional en sentencia C-1036 de 2003 expone,  
 
“…un claro fundamento para adoptar acciones afirmativas, entendidas como políticas o 
medidas orientadas a reducir y eliminar las desigualdades de tipo social, cultural o 
económico de aquellas personas o grupos de personas que tradicionalmente han sido 
discriminados. Son pues, instrumentos diferenciales diseñados para asegurar la 
satisfacción de bienes y servicios en una sociedad caracterizada por la escasez.” (Upegui, 
2009, p. 26) 
 
       Es necesario resaltar lo que se ha denominado la “procura existencial”, para el 
esclarecimiento de este concepto es necesario entender que el individuo se mueve en dos 
espacios vitales (i) el dinámico el cual comprende la esfera de las pertenencias personales y 
medios para su subsistencia como son la casa, la parcela lo bienes que hay allí, y que están bajo 
su completa administración y dominio, y (ii) el efectivo que comprende los medios que son 
absolutamente necesarios para la subsistencia pero que no pueden procurarse por sí mismo ni que 
están bajo su dominio, como son los servicios públicos de agua, alcantarillado, luz eléctrica, las 
vías públicas, etc. (García, 2009).  En este segundo ámbito de espacio vital al Estado Social le 
corresponde asegurar a la sociedad el disfrute de los bienes y servicios que el hombre no puede 
asegurarse por sí mismo; todo lo cual está dirigido a mermar la menesterosidad social que genera 
una cierta inestabilidad existencial de los conglomerados.  
 
      La acción del Estado para la procura existencial debe incluir por lo menos el desarrollo y 
control de sistemas, la seguridad en los distintos aspectos vitales en la sociedad, es decir la 
defensa ante contingencias y necesidades económicas globales, frente al deterioro ambiental, 
ante el agotamiento de los recursos naturales, frente a la radicalización y profundización de los 
antagonismos que se dan al interior de la sociedad (García, 2009); luego el concepto de 
seguridad que debe prevalecer en el Estado Social de Derecho rebasa las nociones de defensa 
exterior y garantía del orden público.  
 
    Así mismo el Estado Social de Derecho debe procurar la realización de prestaciones sociales 





los derechos prestacionales deben estar acompañados de mecanismos que permitan a las 
personas su exigencia y protección efectivas.  
 
 
4.1.6. Fuerza vinculante de los derechos fundamentales  
 
 
       Desde el punto de vista teórico entendemos los derechos fundamentales como “…aquellas 
expectativas de prestaciones o de no lesiones que se atribuyen, de manera universal e 
indisponible, a todos en cuanto personas, ciudadanos y/o capaces de obrar” (Ferrajoli, 2014, p. 
10-11). Ahora, esto implica que los derechos fundamentales llevan inmersos en si una garantía 
de efectividad que los hace exigibles.  
 
Esto ha sido un desarrollo del constitucionalismo moderno que ha venido traduciéndose en 
mecanismos como la acción de amparo, o en mandatos constitucionales al legislador para que 
reglamente u optimice la realización de los derechos fundamentales.  
 
Existe en cabeza del Estado un deber de protección de las personas, a la manera de una 
competencia inherente o implícita. En sentencia T-533 de 1992 la Corte Constitucional señaló 
que es deber constitucional del Estado Social de Derecho de conformidad con el artículo 1 y 2 de 
la Carta fundamental, procurar la protección de los derechos fundamentales de las personas y, 
que corresponde a los órganos de la administración el buscar las alternativas para que los mismos 
sean efectivos y, al mismo tiempo exigir el cumplimiento de las obligaciones sociales por parte 
de los particulares (Upegui, 2009).    
 
La Corte Constitucional en sentencia C-587 de 1992 afirmó que en el Estado Social de 
Derecho los Derechos Fundamentales conforman el denominado orden público constitucional, 
frente a un rompimiento con la antigua concepción de los derechos en el Estado Liberal, ahora el 
Estado hace extensiva la fuerza vinculante de los derechos fundamentales a las relaciones entre 
particulares y entre éstos y el Estado, ello se deriva de estar el Estado cimentado sobre el respeto 






Como implicaciones de lo anterior tenemos que en el Estado Social de Derecho se da 
protección especial a las personas que se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta, 
en sentencia SU-225 de 1998 la Corte Constitucional dijo que el Estado debe un trato preferente 
a las personas que se encuentren en condiciones de inferioridad, que se encuentren impedidos 
para participar en igualdad de condiciones en las decisiones que los afectan, en virtud de ello los 
niños, los ancianos, las mujeres en situaciones de gravidez y los incapacitados son sujetos de 
especial protección (Upegui, 2009). 
 
      Así mismo, la fuerza vinculante de los derechos fundamentales implica que el Estado debe 
garantizar un derecho al mínimo vital y móvil de las personas que por las condiciones del 
mercado queden marginadas de la participación de la riqueza social, en sentencia T-426 de 1992 
la Corte Constitucional dijo que las personas requieren de un mínimo de elementos materiales 
para subsistir, garantizando condiciones económicas y espirituales necesarias para la 
dignificación de la persona humana y su libre desarrollo de la personalidad.  
 
     El establecimiento de un mínimo vital conlleva un avance en la consideración de los 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (de ahora en adelante DECS), los cuales son 
concebidos como derechos fundamentales de carácter prestacional. Los DECS son entonces 
derechos que tienen contenido prestacional, limitan la acción del Estado en el sentido en que 
establecen la necesidad de atenderlos de forma prioritaria, la atención de estos permite el 
ejercicio igualitario de las libertades, así como el desarrollo de un proyecto de vida autónomo 
que integra la dignidad humana en la esfera individual y social de las personas, erigiéndose en 
garantías a través de los instrumentos constitucionales e internacionales en favor de grupos 






La fundamentalidad de los DECS implica entonces uno de los rasgos característicos del 
cambio de paradigma de Estado, ya que el nuevo pacto constitucional asume que el Estado debe 
responsabilizarse de la dirección de la economía, estructurando políticas sociales, promoviendo 
la igualdad real y efectiva (justicia social) con el fin de lograr condiciones mínimas aceptables de 
existencia digna, además de responder a la exigencia judicial de este tipo de derechos.    
 
          En este orden de ideas es obligación del Estado tender a la satisfacción cada vez mayor de 
los DECS, toda vez que estos son condición para que las personas puedan gozar cada vez de un 
mayor grado de igualdad-libertad. La Corte Constitucional en Sentencia C-617 de 2002, señaló 
que el Estado por lo menos debe responder ante la comunidad por la realización de unos 
contenidos mínimos de satisfacción para todas las personas, esto no quiere decir que existe un 
límite en la realización de los DECS, sino que existe un mandato de progresividad que conlleva 
por un lado el reconocimiento cada vez mayor de las prestaciones que consagran este tipo de 
derechos y, por otro lado también debe procurar el logro de mayores coberturas universales de 





4.1.7. Intervención del estado en la sociedad.  
 
      En el Estado Social de Derecho no se concibe al hombre libre y soberano en abstracto, sino 
como un ser interrelacionado en conglomerados de personas y grupos que se encuentran en 
condiciones de desigualdad real (Sentencia C-776 de 2003), como consecuencia el hombre viene 
a ser ahora la razón de ser de la estructura política y como tal es el centro para la declaración, 
protección y garantía de los derechos que le son inherentes (Sentencia C-336 de 2008). Para 
procurar la igualdad real, la autonomía y libertad del ser humano, el Estado Social de Derecho 
debe intervenir en la sociedad fundamentando su legitimidad en la protección del hombre 
(Sentencia C-587 de 1992). Ahora los fines del Estado Social de Derecho van más allá de la 
protección de la vida, propiedad privada, la libertad individual, el contrato, la responsabilidad 
contractual y extracontractual, velando por la prosperidad general, garantizando la efectividad de 
los principios, derechos y deberes señalados en la Constitución, facilitando la participación de 
todos en las decisiones que los afectan, procurando la vigencia de un orden justo.  (Sentencia C-
776 de 2003) 
 
De este modo, la sociedad no es concebida como un ente abstracto e independiente, sino 
que tiene una íntima interconexión con el Estado (Sentencia C-566 de 1995). Para el logro de los 
nuevos objetivos de Estado, éste fue dotado de unas herramientas de rango constitucional que 
permiten el direccionamiento de la economía, a partir del título XII de la constitución de 1991, se 
encuentra consagrado el régimen económico o la denominada “Constitución Económica”, el cual 
tiene como ejes principales la propiedad privada (Gómez, 2014, Art. 58), la división del trabajo 
(Gómez, 2014, Art. 53), la libre competencia, la iniciativa privada, la libertad de empresa con 
responsabilidad social, todo dentro del marco del bien común (Gómez, 2014, Art. 333). El 
proceso de acumulación característico del sistema capitalista se encuentra en el artículo 334 de la 
Constitución Política, el cual señala que la economía se encuentra a cargo del Estado, el cual 
interviene en la explotación y uso de los recursos naturales, el suelo, producción, distribución, 
utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados con el fin de 
racionalizar la economía. El instrumento a través del cual se planea el desarrollo económico 
nacional y la distribución de los recursos en las diferentes áreas de acción política se cumple a 





propósitos nacionales de largo plazo, metas y prioridades del mediano plazo y las orientaciones 
generales de la política económica, social y ambiental que será adoptada por el Gobierno. 
(Plazas, 2010).  
 
Por otra parte es relevante mencionar que el Estado cumple una función integradora de la 
sociedad, de sus partes en una unidad social nacional, esta actividad tiene que ver con la 
cohesión de conglomerados particulares los cuales son dirigidos por el aparato estatal hacia la 
participación en el bienestar nacional, es decir, en el producto de la cultura nacional y en la 
participación de los beneficios que se derivan de la producción nacional bruta. 
 
“Ello implica la garantía de la posibilidad de ascenso social frente a la rígida 
estratificación;…”. (García, 2009, p. 45)     
     
Así mismo, para garantizar la unidad del conglomerado social el Estado funge como 
árbitro y trata en todo caso de reducir y superar los conflictos parciales inherentes a la lucha de 
clases y los desacuerdos entre las grandes asociaciones y grupos de interés, en este sentido debe 
procurar:  
 
“…la integración dentro de las condiciones de la actual sociedad industrial, con su 
pluralidad de grupos e intereses antagónicos, reduciendo los conflictos sociales a 
«contratos sociales».” (García, 2009, p. 45).  
 
 
4.1.8. El derecho fundamental de libertad 
 
      De raigambre eminentemente liberal y herencia del Estado de derecho, este derecho 
fundamental constituye en sí mismo una de las manifestaciones centrales del Estado social de 
derecho, se puede concebir en sus facetas de libre desarrollo de la personalidad, libertad de culto 
y de conciencia, de expresión y de prensa, artística y científica, derecho al matrimonio y a la 
familia, derecho a la educación de los padres, el derecho a la propiedad y la libertad de 





interferencia de los organismos públicos en la esfera de lo personal. La libertad se supone 
ilimitada originalmente, y para que el Estado pueda intervenir en ella debe justificar su actuar en 
el interés general. La separación de poderes se basa en el derecho de libertad ya que la limitación 
y delimitación de las competencias, salvaguarda la esfera individual del sujeto donde los órganos 
de la administración no pueden actuar. “La libertad como derecho fundamental representa una 
arbitrariedad subjetiva que se corresponde con la designada por Kant como la autorización al 
ciudadano para no obedecer a ninguna otra ley más que a la que él mismo haya dado su 
determinación”. (Isensee, 2001, p. 489) 
 
      El proceso de secularización ha llevado al Estado a renunciar a los dogmas y verdades 
estatuidas por la religión, limitándose a las tareas de la convivencia pacífica, se ha conformado 
con la salvaguarda de la Paz y de lo Justo como condición para la vida en sociedad. Pero más allá 
de garantizar el disfrute del derecho de libertad, el Estado Social de Derecho a tenido que 
corregir los errores derivados de la competencia en el mercado. La mano visible del Estado 
corrige los resultados de la autorregulación social de acuerdo al principio de igualdad real y 
efectiva asegurando la existencia del conjunto de la población. Consecuentemente en el Estado 
social la libertad tiene que ver con una serie de garantías de derechos prestacionales que 
permitan su disfrute, luego entonces la libertad solamente puede verse realizada en la medida en 
que las personas gocen de las suficientes condiciones materiales de existencia que permitan su 
realización. 
 
“…en el Estado social, la libertad es un valor de primer rango, pero que sólo 
puede hacerse valer articulado a otros (ante todo la seguridad económica) que han de ser 
garantizados materialmente por la intervención concertada (y no separada) de los poderes 







4.1.9. Supremacía constitucional 
 
     Este principio hace parte del desarrollo del constitucionalismo moderno con la expedición de 
la Constitución Norteamericana de 1787, cuya característica fundamental fue la separación de 
poderes, el establecimiento del procedimiento de creación de las leyes y el señalamiento del 
proceso de reforma constitucional.  
  
       La ley fundamental reemplazó la supremacía potestativa en cabeza del monarca, a la 
voluntad soberana del pueblo consagrada ahora en el texto constitucional. El poder soberano 
representado por el ente creador “poder constituyente” recoge los valores e ideologías (que ahora 
se traducen en principios y valores con estatus de intangibilidad) de una comunidad determinada. 
(Rosario, 2011). 
        
      La supremacía constitucional hace parte intrínseca del nuevo modelo traído como Estado 
Social de Derecho, toda vez que las bases de éste se incrustan en la constitución, le dan forma, le 
estructuran definiendo sus fines y el carácter de sus instituciones. Desde el punto de vista formal 
las demás leyes están supeditadas en su proceso de producción a las reglas señaladas para ello en 
la Carta fundamental, de ahí pende su validez. El proceso de reforma del texto constitucional por 
lo general es rígido, lo que le da virtud de permanencia en el tiempo. Desde el punto de vista 
material los valores, principios y contenidos sustanciales de los derechos fundamentales irradian 
todo el ordenamiento jurídico, lo que permite la realización del nuevo modelo constitucional de 
Estado. Los factores axiológicos son lo verdaderamente supremo de la constitución, los derechos 
humanos devienen en elementos fundamentales los cuales deben ser protegidos por el Estado, de 
esta manera los derechos humanos son parte primaria y esencial del ordenamiento constitucional. 
Estos valores y principios se constituyen en la razón de ser del entramado constitucional, puesto 
que son expresión de las pretensiones más cimentadas o sobresalientes para una sociedad política 
específica, así mismo los son aquellos que son ideales y connaturales a la persona humana 
(Rosario-Rodríguez, 2011). Se produce así la constitucionalización paulatina del derecho en 
todos los ámbitos, esto conlleva un cambio gradual en la cultura de los operadores jurídicos, 
dada la coexistencia con los regímenes que provienen del viejo esquema que se deben ir 






En sentencia SU-747 de 1998 la Corte Constitucional sostuvo que las implicaciones del 
artículo 4 de la Carta Fundamental indicaban que esta era la ley fundamental y, que el Estado 
debía supeditar toda su actividad dentro del marco de ésta, y que por lo tanto en esta situación es 
que se habla de Estado Constitucional de Derecho (Upegui, 2009). En este sentido las 
competencias señaladas por la Constitución al Estado establecen la capacidad de éste para llevar 
a cabo actividades que tiendan a la realización de los derechos fundamentales, movilizando a los 
órganos públicos, concretando en cada momento un modo de vida público y comunitario que 
permita a las personas gozar de un mayor grado de igualdad - libertad, en este orden de ideas se 
da la obligación para el Estado en la realización de los DECS por medio de los procesos de 
planificación de la economía, ejecución del presupuesto y la descentralización, estos mecanismos 
son oportunidades para que las instituciones fijen el alcance del Estado social a través de medios 
financieros para su realización.  
 
La vigencia de la Constitución como suprema ley de la República implica que todos los 
actos del poder público quedan supeditados a los contenidos y límites fijados en ella, teniendo 
como norte la garantía de la libertad de los individuos (Rosario-Rodríguez, 2011). Esto se 
traduce en la creación de tribunales constitucionales que ejercen el poder revisor constituyente, 
haciendo eficientes, adecuando y concretizando los contenidos de la Carta fundamental, de cierta 
manera el activismo judicial constitucional ha procurado el fortalecimiento de la norma suprema 
al llenar vacíos o espacios dando fuerza uniforme a los principios y valores establecidos en ella.  
 
4.1.10. Neutralidad ideológica 
 
     En el Estado social de derecho se da la confluencia y neutralización ideológica de las 
diferentes posturas políticas, no obstante el legislador independientemente de las mayorías 
políticas y de su ideología se encuentra vinculado por el mandato del Estado Social de Derecho 
(Sentencia SU-111 de 1997). Por lo tanto los derechos económicos, sociales y culturales están 
sujetos al debate político en el marco democrático, dada la implicación del efecto global de las 






La unidad e interdependencia de los derechos humanos no solo exige que las personas 
tengan un ámbito de acción que se encuentra fuera de la interferencia ajena tal y como es 
concebido en la filosofía liberal, sino que además es necesario que existan posibilidades de 
participación en las decisiones políticas que definen los destinos colectivos de la sociedad de la 
cual se hace parte, de acuerdo a la filosofía democrática, así mismo es necesario que se garantice 
un mínimo de condiciones materiales de existencia según la filosofía social (Sentencia C-251 de 
1997). El principio de Estado social de derecho abarca contenidos de participación en la 
prosperidad general, seguridad frente a los riesgos de la vida en sociedad y equiparación de 
oportunidades a través de la compensación o distribución equitativa de las cargas (Sentencia C-
1064 de 2001). Las diferentes ideologías se contrarrestan en la medida en que el sector público y 
el privado concurren en la satisfacción del interés general, el Estado funge como árbitro de la 
competencia, como defensor de los usuarios y como agente prestador en situaciones de 
ineficiencia. (Upegui, 2009) 
 
Para el profesor Upegui (2009) la neutralidad ideológica como lo ha entendido la Corte 
Constitucional, demuestra su carácter más acentuado cuando se refiere al concepto de 
“Constitución Económica”:  
 
 
“En este conjunto de disposiciones constitucionales se conjugan con gracia algunas 
síntesis ideológicas especialmente caras al constitucionalismo de occidente: el 
reconocimiento y la protección del derecho de propiedad privada, pero asociada a una 
función social y ecológica7; el reconocimiento y la protección de la libertad de empresa, 
pero con responsabilidad social8; la liberalización de los mercados, pero con la 
obligación del Estado de intervenir en la economía para racionalizar sus procesos9. En 
                                            
7 Nótese como el artículo 58 de la Constitución Política de Colombia de 1991 modificado por el artículo 1 del Acto 
Legislativo 1 de 1999, establece la función social de la propiedad, pero además señala la responsabilidad en cabeza 
del Estado de proteger y promover las formas asociativas y solidarias de propiedad, lo cual es una admisión por 
parte del mimos texto superior de la limitación de la institución privada de la propiedad, toda vez que naturalmente 
el sistema capitalista tiende hacia su concentración y exclusión.  
8 Artículo 333 de la Constitución Política de Colombia de 1991, en forma semejante al artículo 58 ibídem señala que 
el Estado debe procurar el fortalecimiento de las organizaciones solidarias empresariales.  
9 Artículo 334 de la Constitución Política de Colombia de 1991, señala que el Estado debe intervenir en la economía 
en la distribución, utilización y consumo de los bienes, en los servicios públicos y privados, racionalizando la 
economía con el fin de conseguir el bienestar general de los habitantes, la preservación del ambiente, el pleno 





estas instituciones es más visible la síntesis entre conceptos tradicionalmente antagónicos: 
propiedad y trabajo; libertad e igualdad; individualismo y solidaridad. Conceptos de los 
que el modelo del Estado social de derecho no sólo precisa, sino que permite armonizar, 
en la medida de las dinámicas materiales y discursivas. (Negrillas fuera de texto). (p. 40)    
 
      Aunque de primera vista la neutralidad ideológica enunciada por la Corte Constitucional 
referida más al campo del modelo socioeconómico que se ha implementado en la Constitución 
del 91, nos llevaría a una equivocidad respecto a los principios de economía social de mercado 
que el texto superior trae, vale decir, lo que la Constitución ha establecido es la posibilidad de 
actualizar el sistema económico, admitiendo que existe una dialéctica que permite la evolución 
hacia estadios más avanzados de sociedad, toda vez que la neutralidad se predica de las 
posibilidades que le cabe a toda comunidad de darse los modelos necesarios para el mejor 
destino en la consecución de los fines de bienestar general:  
 
“Más exacto es reconocer – lo cual no supone adelantar ninguna actitud valorativa 
respecto de dicha opción – que nuestra Constitución se corresponde con una sociedad en 
la que tienen vigencia, en mayor o menor grado, los planteamientos y estructuras 
neocapitalistas y que éste es, por tanto, el modelo que en dicho texto se constitucionaliza y 
refleja.” (Garrorena, 1984, p. 94 y 95) 
 
      Entonces la neutralidad que se predica es el ámbito que necesariamente existe en el modelo 
de Estado Social de Derecho para la discusión y actualización del sistema socioeconómico, 
porque de lo contrario implicaría una rigidez que llevaría dentro de sí la negación de la dialéctica 
histórica de las sociedades.    
 
“Por ello, nos parece que la norma del artículo 38 y la referencia a la libertad de empresa 
en el marco de la economía social de mercado permite un sistema económico de economía 
plenamente liberal, una economía intervenida y una economía planificada por lo menos a 
través de una planificación indicativa” (Sentencia del Tribunal Constitucional Español de 






Ahora bien lo anterior significa que la Constitución de 1991 es abierta, es decir, que aunque sus 
contenidos tienen fuerza normativa y se reconocen los derechos constitucionales sociales, no es 
totalmente neutra, porque dentro de estos límites que representan el marco de los derechos 
fundamentales sociales, son en los que se encuentra el ámbito decisorio en materia de políticas 
que encarnan las diferentes alternativas de desarrollo: “La Constitución de un Estado social, 
fundado en los derechos sociales, debe ser entonces abierta, pero no neutra, sin que eso acabe el 




4.1.11. Democracia sustancial 
 
 
      La dimensión sustancial de la democracia lo constituyen la efectividad, realización, 
optimización, respeto y garantía de los derechos fundamentales reconocidos en el ordenamiento 
constitucional y los contemplados en los mecanismos internacionales de protección de derechos 




“…todos aquellos derechos subjetivos que corresponden universalmente a todos los seres 
humanos en cuanto dotados del status de personas, ciudadanos o personas con capacidad 
de obrar; entendiendo por derecho subjetivo cualquier expectativa positiva (de 
prestaciones) o negativa (de no sufrir lesiones) adscrita a un sujeto por una norma 
jurídica positiva, como presupuesto de su idoneidad para ser titular de situaciones 




Según el tratadista Luigi Ferrajoli, los derechos fundamentales se identifican con la 
dimensión sustancial de la democracia en la medida en que estos delimitan el ámbito de lo que 
en una democracia constitucional no puede decidirse y lo que no puede dejarse de decidir, ni por 





universalidad e inalienabilidad de estos derechos determina los alcances del ordenamiento 
constitucional democrático y, en la medida en que un Estado proteja y garantice estos derechos 
se acerca al ideal democrático, en esa medida existe una relación directamente proporcional en la 
realización de los derechos fundamentales y la profundización de la democracia en los 
ordenamientos de los estados. 
 
 
Serían universales, por su sentido lógico y avalorativo, los derechos de libertad personal, 
libertad de pensamiento, los derechos políticos, los derechos sociales, económicos y culturales y 
del medio ambiente, y de ser el caso que fueran negociables, allí no se podría afirmar que existen 
derechos fundamentales (Ferrajoli, 2014). Esta universalidad que constituye la base jurídica de la 
igualdad de los sujetos de derecho, permite la aplicación de los derechos fundamentales sin 
discriminación negativa, constituyéndose en el carácter inalienable e indisponible de los intereses 
sustanciales que los conforman, lo que conlleva que su inclusión en el ordenamiento 
constitucional genere la configuración de prerrogativas en favor de los sujetos como límites 
insalvables para los poderes públicos y privados.  
 
 
Siguiendo los planteamientos de Ferrajoli, un Estado en el que no existan límites ni 
obligaciones en relación con los ámbitos decisionales de los poderes públicos, cuyos parámetros 
no estén definidos por los contenidos materiales de los derechos fundamentales, no podría 
denominarse Estado democrático, toda vez que lo sustancial a la democracia está dispuesto por 
los intereses indisponibles protegidos por un conjunto de garantías aseguradas por el paradigma 









5. POLÍTICA DE DEFENSA Y SEGURIDAD DEMOCRÁTICA 
 
5.1.ANTECEDENTES HISTÓRICOS  
 
     Nos vimos en la necesidad académica de abordar los antecedentes de la PDSD, desde el 
punto de partida de la guerra, el conflicto y la violencia en Colombia, como una constante 
histórica que se ha desatado desde los albores de la conquista y que ha perdurado hasta 
nuestros días, develando los intereses que se han suscitado, y las respuestas que han recibido 
los conflictos sociales desde la autoridad, la cual ha sido recurrente a través del uso de la 
represión, antes que un intento por la solución negociada. Por otra parte el enfrentamiento de 
clases incluyendo primero, la fuerte estratificación racial, luego la acumulación originaria de 
tierras, además de la lucha cruenta por el poder político, para explicar el conflicto agrario que 
viene desde la misma colonización, el cual entremezcla a los indígenas, negros y campesinos 
colonos pobres, y desemboca en la gran masa de desposeídos que tenemos hoy en día, que no 
dejan de ser un caldo de cultivo para los grupos armados al margen de la ley, y como blanco 
a su vez de los grupos paramilitares y hasta de las Fuerzas Armadas del Estado, los cuales a 
través de estrategias conjuntas han provocado el desplazamiento de numerosas poblaciones al 




5.1.1. Contexto de la Guerra en Colombia 
 
 
5.1.1.1. La Conquista 
      
 
     Desde la época de la colonización de los territorios indígenas por parte del imperio español 
hasta nuestros días, esta sociedad colombiana se encuentra en guerra, conflictos endémicos, 
violencias socarradas, bipolaridades ideológicas irreconciliables, problemas sociales 






    La grave situación de crisis de España durante los siglos XV y XVI, y las implicaciones del 
cierre de la ruta de la seda por parte de la dinastía Ming en China, condujo a España y Portugal a 
buscar fehacientemente alternativas de comercio a través de la navegación, además, la grave 
posición económica de España después de la reconquista produjo una serie de “parados” o 
“desesperados” que había que ocupar en algo10; tal situación fue muy propicia para que se 
emprendiera la empresa por Cristóbal Colon. Las primeras gentes que vinieron del reino de 
España fueron en su mayoría segundones de la nobleza, desempleados rurales, convictos, entre 
otros. Un aliciente tanto para los conquistadores como para la Corona que subsistió a la guerra de 
la Conquista fue el “quinto real” que consistía en que el 20% del botín iba para las arcas del Rey. 
Las denominadas capitulaciones establecieron derechos en favor de los conquistadores a los que 
se les daban privilegios de explotación y rentas, a cambio de la exploración de determinada 
porción del territorio, el cual quedaba bajo la jurisdicción militar y civil de la Corona (Friede, 
1982).      
 
     Por ejemplo ya en 1538 se habían fijado las reglas respecto al reparto del oro producto de la 
conquista, y en ese sentido Fernández de Lugo ordeno que los aborígenes que se sometieran de 
manera voluntaria a los españoles, se les daría buen trato, pero a quienes se opusieran se les haría 
la guerra como si fueran enemigos, o sea, serían declarados esclavos y sus bienes serían 
confiscados; pero más absurdo aún, a los aborígenes que se sometían voluntariamente se les 
pedía el oro con el fin de sufragar los gastos en que incurría la expedición (Friede, 1982). La 
manera como se justificó el sometimiento hacia los indígenas fue bastante cruenta y afrentosa, 
habida cuenta de la disímil cosmovisión y el marcado contraste cultural. Para ello fue creado “El 
Requerimiento”, documento de la autoría del jurista español Juan López de Palacios Rubios en 
1511, en el cual se afirmaba que siendo todos descendientes de Adán y Eva, y que por encargo 
de Dios, fue puesto San Pedro en el trono como vicario de la fe, para que todos los hombres le 
obedeciesen, y que siendo él elegido al pontificado y llamado Papa, por ser superior a todos los 
hombres y llamado a juzgarlos y guiarlos, éste hizo donación de las islas, el océano y la tierra 
firme a los Reyes y la Reina y sus sucesores, para que aseguraran y predicasen y enseñasen la 
                                            
10 Los desesperados o desocupados son expresión del problema social que persistió durante todo el periodo de la conquista española. Muchos 
españoles que se hallaban en la pobreza vieron en la conquista un modo de salir de su situación y adquirir honores y riqueza, no obstante las 
mismas estructuras de clase de la sociedad de España se traslaparon a la América colonizada, junto con todos sus problemas, lo que se corrobora 
en la forma jerárquica de su organización. Un ejemplo de ello se puede apreciar en la manera como se repartiría el botín, la distribución de las 





Santa Fe (Friede, 1982). En fin, a los indígenas no les quedaba otro camino que aceptar la 
sumisión a los delegados del Rey en estas tierras en aras de la renuncia a sus creencias 
primigenias y el adoptar la religión católica, o por el contrario exponerse a los resultados de la 
guerra, sea en uno u otro caso el sometimiento siempre vino a resultar en despojo, esclavitud y 
servidumbre para los aborígenes.       
  
     El maltrato a los aborígenes se prolongó durante todo el periodo de la conquista, caracterizado 
por la corrupción, el despojo, la esclavitud y la matanza. Por citar un caso en 1552 al gobernador 
de Cartagena Pedro de Heredia se le acusó de ser un gobernante autoritario, y a través de varias 
cédulas reales se le prohibió estar presente en los cabildos cuando se trataban asuntos 
relacionados con su persona, u otorgar oficios a los familiares y allegados, o impedir a los 
circunvecinos quejarse directamente ante el Consejo de Indias, se le quitó el derecho de ser juez 
de segunda instancia en los pleitos, se le ordenó respetar a los aborígenes y su libertad -quienes 
pagaban tributos-, se insistía en el cumplimiento de estas leyes de protección. Finalmente 
Heredia fue suspendido del cargo a finales de 1553 por Maldonado, aquel fue hallado culpable 
de matar y quemar aborígenes, entorpecer al cabildo y encubrir oro, por lo que se ocultó a los 
alrededores de Cartagena para posteriormente zarpar furtivamente hacia Santo Domingo, barco 
que luego naufragó, suceso en el que Heredia murió ahogado (Friede, 1982).   
 
 
   Ya por aquella época de mediados del siglo XVI existían diferentes posiciones respecto a los 
asuntos del nuevo reino que giraban en torno a problemas relacionados con las delimitaciones 
territoriales de las gobernaciones, de los territorios de las haciendas, de la explotación de las 
encomiendas y del trato a los indígenas. Alrededor de los años de 1554, en la segunda audiencia, 
tras la muerte de su presidente el doctor Arbizo, la audiencia quedó acéfala y en manos de los 
oidores Briceño y Montaño, el primero al parecer de clase alta, quien al llegar a la gobernación 
de Popayán tomo juicio contra Belalcázar, enviando capitanes para hacer la guerra a los 
aborígenes de Timaná y Arma con la condición de que se le dejase parte del botín, 
posteriormente fue acusado ante el Consejo de Indias que luego lo nombraría presidente de la 
Real Audiencia (Friede, 1982). Por otro lado Montaño quien pertenecía a la clase media baja 





distribuyó en el nuevo reino otorgándoles importantes puestos y encomiendas, pero además 
insistía en que los tributos a los indígenas debían tasarse, y se propuso abrir caminos de recuas 
para evitar que los aborígenes cargasen a sus espaldas y llegó a manifestar benevolencia para con 
la población indígena (Friede, 1982). Posteriormente el oidor Montaño fue acusado de rebelión 
en contra de la Corona y de huir con la riqueza acumulada hacia “El Dorado”, el Amazonas, esta 
circunstancia le ocasionó que en el mes de febrero de 1558 le apresaran y le enviaran a España 
con 256 cargos, consiguientemente fue sentenciado a muerte en cadalso y sus hermanos y 
familiares fueron despojados de los oficios y encomiendas (Friede, 1982). Este suceso nos 
muestra la posición soterrada de las autoridades imperiales, ya que todo el peso de la ley recayó 
en quien siendo de extracción más humilde, se atrevió a defender la causa de los aborígenes, por 
el contrario aquel que les hizo la guerra injustamente, fue premiado siendo nombrado presidente 
de la Real Audiencia.              
 
   La situación de anarquía y la corrupción fue una constante durante el periodo de la conquista 
en la sociedad del Nuevo Reino, por citar un caso, vale la pena reseñar que alrededor del año de 
1557 el Gobierno de los oidores se caracterizó por la corrupción pública y la falta de un poder 
estable: “El fiscal, García Valverde, denunciaba los desmanes de los oidores que se enriquecían, 
de los oficiales reales que con el dinero de la Caja Real hacían negocios, los roces entre 
clérigos y frailes, cada uno de los cuales insistía en sus derechos y prerrogativas. Los 
encomenderos imponían el nombramiento de frailes para sus aborígenes encomendados. 
Valverde tachaba el Nuevo Reino como «tierra llena de vicios y malas costumbres». Señalaba 
que de los 250.000 aborígenes tributarios que hubo a tiempo de la conquista sólo quedaban cien 
mil.” (Friede, 1982, p. 174).           
 
    Todos estos obstáculos se suscitaron en aquella época del periodo de la conquista, fenómenos 
que dieron lugar a situaciones estructurales que hoy en día parecen repetirse, tal cuestión se 
evidencia en el proceso de paulatina concentración de la tierra, diferenciado por la forma como 
los cabildos se repartieron la tierra entre los encomenderos y los familiares de estos, asegurando 
la consolidación de una minoritaria clase de españoles y de criollos, propietarios de la mayor 
parte de la tierra fértil productiva del país; todo un esquema basado en el privilegio 





discriminador, lo que implicó la confluencia en un mismo espacio geográfico de disímiles 
sociedades con elementos culturales, éticos, religiosos y de valoración y estima social 
esencialmente distintos. Muchos de estos títulos de tierras irregulares fueron posteriormente 
legalizados a través de las cédulas reales. Todo ello en desmedro de la población indígena. Al 
respecto el historiador Germán Colmenares expone que la teoría jurídica del momento indicaba 
que el Rey era el legítimo dueño y poseedor de las tierras de América, pero contrario sensu, los 
cabildos conformados por los encomenderos se encargaron de imponer sus designios, 
determinando la administración de los recursos en cada uno de los asentamientos; este fue el 
origen de los monopolios latifundistas que luego vinieron a legalizarse a través de las cédulas 
reales (Colmenares, 1982). Esta situación también prueba el desgobierno de la época, 
caracterizado por la debilidad de los oidores y de los gobernadores nombrados por el Consejo de 
Indias en España, frente al poder creciente de los gamonales locales. 
 
      Durante el periodo de la conquista (hasta el 1600 aprox.), en el territorio de lo que ahora es 
Colombia, se dieron sucesivas luchas intestinas entre los conquistadores españoles por las 
gobernaciones y las encomiendas. La economía basada en la explotación esclavista de la 
población indígena y de los negros cimentó el poder originario de las clases terratenientes, las 
que ciertamente participaron en el proceso de afianzamiento de la conquista en el territorio, lo 
cual ha significado un cruento y largo periodo de guerras internas. 
 
3.1.1.2. La Colonia 
 
   Después del ocaso de la época de la Conquista española (ya aplacado el sueño de “El 
Dorado”), sobreviene el periodo de la colonia, entre otras cosas singularizado por la 
consolidación del sistema económico latifundista y esclavista con la configuración de unidades 
productivas alrededor de la producción minera, ganadera y de las plantaciones de azúcar, y el 
advenimiento de la clase de los comerciantes. Al interior del sistema económico se produjeron 
serias contradicciones consecuencia de la forma como se manejó el comercio exterior y la 
producción por parte de la metrópoli, al imponer sobre las indias la obligación de realizar 
transacciones comerciales solamente con España, además de que la manufactura provenía de ese 





sumió al país en un atraso económico dado que no surgió la necesidad de desarrollar, la industria 
manufacturera, así como tampoco la de diversificar la producción agrícola para fines de 
exportación, lo cual se tradujo en conflictos de orden social, ya que se llegó a un punto en el cual 
la industria de España no pudo satisfacer la creciente demanda de las colonias, pero al mismo 
tiempo la prohibición de comerciar con otros países seguía vigente, y se hacía cada vez más 
estricta sin lograr los resultados esperados, ya que los comerciantes importadores y exportadores 
empezaron a ejercer la actividad del contrabando con el Reino Unido, Holanda y Francia. En este 
sentido, Liévano Aguirre citando a Camilo Torres quien en 1810 en un documento que lleva por 
título "Motivos... para reasumir los derechos de soberanía", afirmaba:  
 
“…La pública utilidad se quejaba también de que el Gobierno había obstruido todos los 
canales de la felicidad del Reyno... Cuando España no podía suministrar géneros ni 
efectos para el consumo, vio que se cerraron los puertos al comercio de las potencias 
neutrales, a pesar de las reclamaciones del Consulado de Cartagena, dando lugar al 
contrabando, y causando al Erario la pérdida de muchos millones de pesos en los 
derechos de aduana; que se prohibió la salida de las canoas para el Chocó, causando la 
pérdida de los comerciantes que tenían acopios de quinas y frutos, con improbación del 
Consulado; que cuando a repetidas instancias del comercio se abrieron los puertos, se 
recargó un derecho de un cuarenta y cinco por ciento a los efectos, dejando seguir el 
contrabando, y fomentando la mala fe, y la inmoralidad de las costumbres...”      
 
     Por otro lado en esta sociedad esclavista se reprodujeron los patrones jerarquizantes de la 
sociedad señorial española heredados de los conquistadores, hubo un periodo de paz 
relativamente estable y duradero, destacado por el crecimiento del comercio de esclavos, el 
perfeccionamiento de la administración colonial, la consolidación de la cristianización, la 
redefinición de las relaciones entre el clero y el Estado, la mezcla de razas, y el afán de las 
nuevas clases de comerciantes pudientes de incrustarse en la rancia sociedad latifundista, 
cuestión que se suscitó a través de las alianzas matrimoniales. La alta clase criolla fue muy 
celosa de mezclarse racialmente, tratando de conservar la “pureza racial”. Lo anterior no deja de 
entrever la constante centralización de las prerrogativas y de la tierra, lo cual continuamente ha 





de la violencia en Colombia. Al respecto los “desheredados”, fruto del despojo de las tierras de 
los resguardos de los aborígenes, las que fueron rematadas y vinieron a acrecentar la posición 
dominante de la oligarquía criolla, aquella que obtuvo enorme beneficio de la masa de 
campesinos aborígenes sin tierra, quienes se veían forzados a alquilar su trabajo significando una 
buena fuente de mano de obra barata y de trabajo servil a través del arrendamiento de la tierra y 
del pago en especie (Liévano, 1996).   
 
       Jorge Palacios Preciado afirma que durante los siglos XVII y XVIII se sucedieron 
numerosas huidas de esclavos conformándose varios palenques y comunidades de fugitivos 
como los de La Matuma, Tabacal, San Basilio, San Antero, San Miguel, el Arenal, Mompós, 
Uré, Carate, Cintura, Norosí, Envigado, Cáceres, Remedios, Guarne, Rionegro, Guayabal, 
Anolaima, Tocaima, Cartago, Otún, San Juan, Patía, Guapí, Cali, Puerto Tejada, El Cerrito y 
Yurumangui los cuales eran perseguidos a través de grupos armados privados tales como  “Los 
cuadrilleros” y de “La Santa Hermandad”, o mediante la formación de milicias como las creadas 
en 1777 en Popayán ante la posibilidad de un movimiento de cimarrones y esclavos (Palacios, 
1982).      
 
     Los cimarrones, los bandidos y las varias rebeliones, dan fe del frágil sistema de la sociedad 
esclavista, dando como resultado la interrupción de la trata y del comercio de esclavos, la 
relajación de los procesos de manumisión a través de la “libertad de partos”, desembocando 
definitivamente en la abolición de la esclavitud en el siglo XIX (Palacios, 1982).  
     
 
     Uno de los hitos signo de que el periodo colonial entra en su ocaso, data del 16 de octubre de 
1781 con la revolución de los comuneros. Desde finales de la colonia venía gestándose el 
descontento generalizado de los criollos acaudalados en contra de la clase de los funcionarios 
españoles que ostentaban el monopolio del poder político. Generalmente la metrópoli trataba con 
minusvalía la ascendencia española de los americanos y se les consideraba “…manchados por la 
tierra…” (Liévano, 1996). Esta situación exacerbaba los ánimos de los criollos que se jactaban 
de su ascendencia española proveniente de los conquistadores y encomenderos, y de sus 





que el pueblo llano hallaba cierta protección en las autoridades de la corona frente a los abusos y 
desmanes de la oligarquía criolla; hasta que esta aparente armonía se vio alterada con las 
reformas fiscales borbónicas las cuales impusieron medidas de liberación del comercio, sobre 
reorganización de la actividad minera, la implantación del servicio militar obligatorio para los 
vecinos, nuevos impuestos que gravaban tanto a los negocios de los criollos como a los 
campesinos, a los aborígenes y a los blancos pobres que ejercían actividades artesanales y de 
comercio (Liévano, 1996).  
 
      La revolución de los Comuneros estalló en el Socorro y se extendió descontroladamente por 
todo el reino como una conflagración, y las multitudes se reunieron en un ejército de 
aproximadamente dieciséis mil hombres al mando de Juan Francisco Berbeo -un criollo de la 
oligarquía local que con su vasta experiencia se vio en cierta medida compelido a tomar el 
mando y curso de la revolución en calidad de General designado por las multitudes descontentas-
, dada la situación habitual de miseria que se consideraba fruto de los nuevos impuestos de la 
Corona, la falta de tierras, la explotación de los aborígenes y la necesidad de libertad de los 
esclavos. Sin embargo la revolución vendría a parar sus ímpetus con las capitulaciones firmadas 
en Zipaquirá, las que tuvieron el objetivo de evitar el asalto del ejército revolucionario en la 
comarca de Santa Fe, todo lo cual, en cierta medida, viene a demostrar el comportamiento 
recurrente de los líderes de la oligarquía criolla, aquellos que tienen por costumbre apoderarse de 
las fuerzas del pueblo para luego tranzar con las autoridades a favor de sus connaturales intereses 
dejando los movimientos revolucionarios de las masas en estado de frustración (Liévano, 1996). 
En consecuencia las estructuras sociales permanecieron inalteradas, producto de una sempiterna 
hegemonía de los conquistadores y sus descendientes criollos sobre los humildes y esclavizados.   
 
   La captura de José Antonio Galán a manos del señor Salvador Plata - otro antiguo capitán de la 
revolución de los comuneros-, es síntoma de la disparidad de intereses que se movieron en aquel 
movimiento, si bien es cierto significó un primer intento por sacudir el yugo español, la 
disposición de la estructura social seguiría intacta, la atención de los criollos por conservar el 
poder bajo el sistema esclavista, el monopolio de las tierras y la explotación del campesinado 
indígena, les llevó a considerar en la figura de Galán un peligro latente, lo que dio como 






5.1.1.3 La Guerra de Independencia 
 
    Muerto Galán los ánimos revolucionarios quedaron sofocados solo hasta el principio del siglo 
XIX, con la caída del imperio español a manos de Napoleón emperador de Francia, hecho que 
tuvo unas repercusiones anárquicas insospechadas en la colonia virreinal de la Nueva España. El 
clímax lo constituyeron los sucesos ya conocidos del 20 de julio de 1810, resultado de una 
acumulación de inconformidades de los criollos americanos, basadas en la menesterosidad de 
establecer el derecho de igualdad entre peninsulares y americanos, en la libertad de comercio e 
industria, en la limitación de los poderes que ostentaban los gobernadores y virreyes españoles 
en américa, todo lo cual iba en contra del dominio del imperio español. La excusa del suceso del 
florero de Llorente, la escaramuza suscitada aquel día, que luego fue tomando aires de 
revolución, dio como resultado la creación de una Junta Provisional de Gobierno en Santa Fe, 
luego la declaratoria del Acta de Independencia – la cual entre otras cosas reconocía la autoridad 
del Rey Fernando VII -, el memorial de agravios dirigido a la Junta Central Gubernativa del 
Reino (ya disuelta por los avances de Napoleón) en España y la deportación del virrey Amar y 
Borbón a ese país. Esto sin contar que con anterioridad otros virreinatos y provincias habían 
hecho lo suyo, expidiendo sus correspondientes actas de conformación de juntas y actas de 
independencia, como por ejemplo el acta de conformación de la Junta Suprema de Quito del 10 
de Agosto de 1809, suceso producto del temor que sentían los criollos americanos de que los 
Dominios corrieran la misma suerte que la Metrópoli, según Liévano Aguirre, quien afirma que 
uno de los primeros movimientos subversivos en que se comprometieron los criollos fue un 
auténtico golpe de estado de parte de los patricios quiteños (Liévano, 1996), del cual vale la pena 
resaltar las denuncias que se realizaron en el manifiesto que hizo la mencionada Junta al público, 
en el que se pone en evidencia la incompetencia de las autoridades coloniales en cabeza del 
Conde Ruiz de Castilla, a la cuales se les acusa de no disciplinar las fuerzas militares, de 
encubrir los asuntos importantes ocurridos en España, de desconfianza hacia los quiteños, que 
quien muestre el menor atisbo de crítica da lugar a que se le considere sospechoso, que se han 
seguido causas de Estado en contra de personas ilustres por supuestamente fraguar un plan de 






   El temor de la oligarquía criolla ante la situación de la Corona española se traducía en el hecho 
de que la revolución francesa llegara a estas tierras, y el pueblo llano y los esclavos reclamaran 
para sí sus derechos y su libertad, por lo tanto uno de los factores que aseguraban el statu quo era 
jurar absoluta fidelidad al Rey de España Fernando VII. Liévano Aguirre resume esta situación 
así: “Los funcionarios españoles dijeron: «Los franceses antes que la emancipación» y los 
criollos respondieron: «La emancipación antes que los franceses»” (Lévano, 1996).      
 
    En los albores del 20 de julio de 1810, existían básicamente dos posiciones contrapuestas en 
relación con el dominio de las autoridades españolas en el Nuevo Reino de Granada, una era la 
corriente de Antonio Nariño quien abogaba por la intervención del pueblo llano en la 
conformación de los hechos emancipadores, suscitando una revolución con los mismos sustratos 
de la acaecida en 1781, es decir, un alzamiento popular revolucionario que minara la autoridad 
desde sus cimientos (Liévano, 1996). Por otro lado estaba Camilo Torres quien defendía que la 
instauración de la autoridad se hiciera por parte de los patricios miembros de los cabildos, sin 
contar con la participación del pueblo llano, lo cual aseguraba de antemano los privilegios de la 
oligarquía criolla frente a una eventual reivindicación de los humildes.       
 
     El incidente del florero de Llorente premeditado por Acevedo y Gómez, Camilo Torres, 
Manuel Pombo, don Miguel de Pombo, don Luis de Rubio, don Frutos Joaquín Gutiérrez, 
Joaquín Camacho, don Luis Caycedo y Flores, Luis Azuola, Pedro Groot, Sinforoso Mutis, 
Capitán Antonio Baraya, y los demás notables de la oligarquía criolla, muestra como el pueblo 
fue subutilizado para justificar el plan fraguado consistente en obligar al Virrey a transigir con 
los regentes del cabildo una autoridad que le jurara fidelidad al Rey Fernando VII, pero que a su 
vez permitiera compartir la autoridad en la conformación de una Junta Suprema a semejanza de 
las establecidas en Pamplona y el Socorro. Pero, ya transcurrida la revuelta de aquel día en que 
se aprovecharon las inconformidades del pueblo frente a los abusos de las autoridades españolas, 
y cuando los ánimos se estaban apaciguando, apareció en la escena el que según Liévano Aguirre 
es el verdadero prócer de la independencia en estos acontecimientos, o sea el señor José María 
Carbonell, quién en verdad despertó en la multitud aquel viernes 20 de julio de 1810 ya bien 
entrada la tarde, los ánimos libertarios necesarios para dar respaldo suficiente al proyecto 






    Carbonell se distanció de los patricios criollos al solicitar un cabildo abierto, en contra de la 
conformación de una Junta Suprema presidida por el Virrey Amar y Borbón, ésta situación puso 
al pueblo en una posición capaz de minar el dominio del cabildo de notables, cuestión que los 
criollos y el virrey miraban con absoluta desconfianza. La oligarquía en América siempre receló 
de las revoluciones en vista del peligro en que podían verse involucrados sus privilegios, y 
“…sólo deseable en el caso de que España fuera dominada por los «libertinos de Francia»…” 
(Liévano, 1996). Posteriormente José María Carbonell fue condenado por la Junta de notables 
dominada por José Miguel Pey y Camilo Torres.  
 
   Los días siguientes al 20 de julio de 1810, estuvieron marcados por hechos revolucionarios y 
contrarrevolucionarios, en que se batían el pueblo y la oligarquía criolla, signo del histórico 
conflicto. Los criollos querían apoderarse de la maquinaria estatal para abolir las pocas leyes de 
protección de los aborígenes que quedaban, y el pueblo quería aprovechar la oportunidad para 
proclamar de una vez su independencia definitiva de España, y para discutir en el ágora pública 
los destinos de esta tierra, tan es así que se conformó una Junta Popular permanente de la que 
hacía parte Carbonell y otros que con el tiempo participaron en la gesta de independencia; en esta 
Junta Popular de Santa Fe al igual que la Sociedad Patriótica de Caracas, hicieron su aparición 
quienes pretendían pasar la soberanía política al pueblo, y así enfrentar los intereses de las clases 
acaudaladas (Liévano, 1996).  
 
    El 26 de julio de 1810, prontamente la Junta Suprema de Gobierno se vio sometida a 
contradicciones internas debido a las noticias de una comunicación reservada enviada por 
Antonio Villavicencio de las decisiones tomadas por el Consejo de Regencia de Cádiz, en el cual 
se nombraba como nuevo virrey a don Francisco Javier Venegas y se instaba a reconocer la 
autoridad de Antonio Villavicencio como Comisionado Regio del susodicho Consejo, además se 
hacía saber que el Consejo desdeñaba las Juntas de Gobierno conformadas en las américas y los 
consideraba meros actos subversivos (Liévano, 1996), esta situación llevó a la Junta Suprema a 
finalmente desconocer la autoridad del Consejo de Regencia y por consiguiente del señor 
Villavicencio. Así desmandada la Junta Suprema siguió la dirección del Reino reconociendo la 





ejército, e instando el favor de las altas jerarquías del clero para aplacar los ánimos 
revolucionarios del pueblo, fue así, que las jerarquías eclesiásticas comenzaron a compeler a 
todos los sacerdotes y diáconos para que en el púlpito se dijera de las bondades de la nueva 
forma de Gobierno, y entonces la oligarquía criolla devolvía sus favores inclinándose cada vez 
más ante los eclesiásticos. De esta manera la Iglesia fue entrando en mayor medida en la 
exclusiva bancada de los privilegiados, lo que le impidió cumplir a cabalidad su misión 
evangelizadora y de defensora de los humildes y desposeídos.    
 
   Conviene mencionar que una vez instalada la Junta Suprema de Gobierno mediante decreto del 
24 de septiembre de 1810 se dispuso la abolición del Tributo, el cual consistía en un impuesto 
único que debían pagar los indígenas, lo que hacía su situación un poco más ventajosa con 
respecto a los demás sectores de la sociedad, pero además de las reglamentaciones que le 
siguieron a este Decreto, se dispuso la abolición de los Resguardos, y la titulación de pequeñas 
parcelas de tierras a los aborígenes, a razón de una parcela no mayor de hectárea y media por 
cada familia indígena, lo que significó la individualización de la propiedad colectiva de los 
indígenas, pero además, la mejor parte de la tierra de los resguardos no fue distribuida entre los 
indígenas, sino que esos “remanentes” fueron rematados o simplemente adjudicados a título 
gratuito a los hacendados (Liévano, 1996). Todo ello produjo que se aumentara la mano de obra 
barata en el país, los aborígenes terminaron vendiendo sus pequeñas parcelas – esto aunado a que 
ellos no conocían, no se adaptaron, no era parte de su cultura, el sistema hacendatario 
individualista de producción agrícola-, de las cuáles no se podían derivar lo necesario para la 
subsistencia y acabaron convirtiéndose en peones desarraigados de los grandes latifundios, o 
viviendo en las lomas de los páramos en tierras inhóspitas e infértiles, tal fue la forma como la 
oligarquía criolla en aquella época de la “patria boba” dio la estocada final a la raza indígena. 
Pero por si fuera poco, en las leyes de indias existía la jornada laboral de ocho horas, el salario 
mínimo y el descanso dominical11, cuestión que fue abolida por el Gobierno y solo vino a 
                                            
11 El derecho paternalista indiano establecía el salario en favor de los aborígenes como contraprestación al trabajo, 
teniendo en cuenta la calidad, la ocupación, el tiempo, para que quedara en firme la prohibición de que fuera en 
especie. Así mismo se dispuso la jornada de trabajo y descansos. Para las mitas de los aborígenes existían 
resoluciones que reducían el trabajo a 23 días al mes y 207 al año. Así mismo se concibió el descanso dominical 
obligatorio, y en las fiestas de guardas. Las Leyes de Burgos de 1518 previeron que los aborígenes trabajaran en las 
minas de oro 5 meses con 40 días sin que el minero pueda emplearlos, el tiempo de trabajo no podía durar más de un 





introducirse nuevamente en la legislación ya bien entrado el siglo XX. Este agudo conflicto entre 
el pueblo y la oligarquía fue velado por la historia oficial durante muchos años, la cual se 
encargó de distribuir el título de prócer a diestra y siniestra entre sus congéneres y de tildar a 
Simón Bolívar, Antonio Nariño y José María Carbonell como demagogos, tiranos y agitadores. 
 
    La oligarquía criolla terminó por repetir el modelo colonial al interior del país, antes de ser la 
independencia de 1810 un aliciente para el pueblo, la oligarquía miraba con profundo desprecio 
las tradiciones culturales, artísticas e identitarias del pueblo, en términos de Liévano Aguirre:  
 
“…en la vanidosa oligarquía criolla se evidenció, desde el primer momento, ese 
menosprecio por lo típico, por lo popular, a que se acostumbraron sus gentes en los 
prolongados esfuerzos que realizaron durante la Colonia para asemejarse a los 
representantes de la Corona, con la esperanza de que se les permitiera introducirse en los 
mandos políticos. Por eso, la Metrópoli distante fue sustituida por el predominio de una 
oligarquía vanidosa y simuladora de cultura que pretendió dar a la sociedad granadina la 
configuración de una colonia interior, en la cual le correspondía a ella desempeñar las 
funciones de Metrópoli. El nuevo orden político perdió así las anclas que podían atarlo al 
piso firme de la nacionalidad y se convirtió en el epicentro de una discrepancia 
fundamental entre los sanos instintos del pueblo - en los que afloraban los valores de la 
patria, la continuidad vital de su historia, las emociones profundas del alma colectiva - y 
el espíritu cosmopolita y despectivo de unas minorías que consideraban denigrante y hasta 
poco distinguido simpatizar con los valores nacionales y cuya conducta en el poder habría 
de despojar de sus raíces telúricas e históricas, a la cultura, el arte, el folclore y la 
organización económica del país; de unas minorías que se encargarían de obstruir todas 
las vías que podían aproximar a los poderosos y a los humildes y de hacer imposible el 




                                                                                                                                            
paternalismo estatal basado en el humanismo cristiano, sensible a las necesidades de la vida y salud de los 






5.1.1.4. Los conflictos posteriores a la Guerra de Independencia 
 
    El desarrollo de estos conflictos se suceden en el periodo de la denominada “patria boba” 
entre 1811 y 1815, posterior a los sucesos del 20 de julio de 1810, se caracterizó por la pugna 
entre chapetones o regentitas y los chisperos, por los conflictos entre provincias, donde muchos 
pueblos y ciudades pretendieron una independencia por partida doble, por un lado de España y 
por otro de la capital de la Provincia; esta confrontación entre poderes regionales y subregionales 
son los debates donde se incuban las primeras guerras civiles (Pinzón, 1983). Estas guerras se 
dan con dos finalidades por un una parte las realizadas por la República y el Gobierno central por 
establecer un predominio hegemónico sobre las provincias, y por otra los establecimientos 
federales tratando de reafirmar su autonomía.   
 
    El primer intento serio de emancipación lo constituyó el inicial Congreso General del Reino de 
las provincias celebrado en Santa fe el día 22 de diciembre de 1810, el cual se reunió a sesionar 
para definir los destinos de este Reino, y de expedir la Constitución que le seguiría. Las Pugnas 
entre la Junta Suprema de Santa fe (federalistas) y los miembros del Congreso (centralistas) se 
hicieron virales, cuando varios de sus miembros decidieron reconocer los representantes 
diputados de las provincias secesionistas de Mompós, Sogamoso, las Ciudades Confederadas del 
Valle, Vélez, Quibdó y Tocaima, lo cual vino a desencadenar en una franca y abierta hostilidad 
entre los dos estamentos, que al final terminaría con la clausura del congreso y la instalación del 
Colegio Constituyente de Cundinamarca el 2 de abril de 1811, de manera que el 4 de abril de 
1811, se expide el código conforme al plan de arreglo de Camilo Torres, el cual protegía en lo 
fundamental los intereses del patriciado criollo consistentes en la limitación del sufragio a los 
hombres libres, mayores de 25 años, con propiedad y renta, el establecimiento de la Religión 
Católica, Apostólica, y Romana como única y verdadera, y la instauración de la monarquía 
Constitucional con el reconocimiento de la autoridad del Rey Fernando VII, pero moderada por 
la representación nacional permanente (Liévano, 1996).       






    El 19 de septiembre de 1811 tras la liberación de Nariño y varios sucesos revolucionarios, fue 
nombrado este último como presidente ante una Junta de Gobierno estupefacta ante el avezado 
comportamiento de las multitudes. Las medidas tomadas en el tiempo del Gobierno de Nariño 
pueden calificarse de moderadas, ya que se garantizó el derecho de expresión de la oposición la 
cual era abanderada por el patriciado criollo. Cuando Nariño comenzó el desmonte del andamiaje 
del Gobierno anterior a través de la creación de mayores impuestos para los más acaudalados y 
de gravar los cuantiosos bienes de la Iglesia, el conflicto histórico se tornó más agudo, la 
oligarquía que también se había filtrado en las altas magistraturas de la Iglesia comenzó a 
fustigar a Nariño por medio de nutridas arengas en el púlpito, acusándole a su Gobierno de estar 
en contra de la religión católica (Liévano, 1996). Aquel patriciado criollo y religioso estaba 
sorprendentemente cohesionado en defensa de sus intereses, y durante la hegemonía de su 
Gobierno solo se preocupó por la defensa de sus bienes y por garantizar la seguridad del reino de 
las posibles manifestaciones de inconformidad de un pueblo esquilmado.  
 
   En el entretiempo de 1811 y 1812 se sucede la primera campaña del sur por tratar de tomar el 
control de la provincia del Valle del Cauca por parte de los patriotas, una vez el ejército español 
al mando de Miguel Tacón fue vencido en el enfrentamiento del río Palacé el 27 de marzo de 
1811 por parte del teniente Atanasio Girardot, las fuerzas granadinas se tomaron Popayán y 
entonces el ejército realista huyó hacia Pasto (Patiño, 2010). Con ocasión de la ofensiva sobre 
Pasto de un regimiento proveniente de Quito al mando de Pedro Montúfar, Tacón tuvo que huir 
nuevamente a las costas del Pacífico, pero con ocasión de los abusos de las fuerzas 
independentistas12 en el valle del Patía se conformaron guerrillas leales a la corona, no obstante 
con la batalla fluvial en la zona de Iscuandé, lugar de salida de Popayán hacia el Pacífico, se 
concretó la liberación del sur del litoral (Patiño, 2010). El problema real lo vino a ser la 
actuación de estas guerrillas realistas del Patía y Juanambú, que gozaban de aceptación entre 
gran parte de la población de Pasto, lo que convirtió a esta ciudad en un fortín de las actuaciones 
de la resistencia de los regentitas los cuales eran apoyados desde Quito. Así mismo se deja 
                                            
12 Álvaro Valencia citado por Patiño (2010), afirma que los patriotas querían apoderarse de los dineros públicos de 
la provincia de Popayán -unos 600.000 pesos oro que había enviado Tacón a Pasto-. Luego de haber negociado con 
Caycedo abandonan Popayán, pero en venganza incendian el valle del Patía, generando resistencias hacia la causa 





entrever la necesidad que tenía entonces la naciente República de consolidar un poder estatal lo 
suficientemente fuerte para hacer frente a los retos de la guerra.   
 
    Entre 1812 y 1813 se vive al interior de la Nueva Granada, la guerra civil que marcó las 
posiciones ideológicas predominantes enfrentadas de los líderes de la naciente República, el 
Congreso de las Provincias Unidas se reunió en Tunja armando un ejército para combatir a los 
facciosos disidentes centralistas del Gobierno de Cundinamarca, acusando a su presidente Nariño 
de conductas criminales, consistentes en la actuación de hecho por medio de la cual comenzó a 
anexarle a Cundinamarca varias ciudades vecinas que hacían parte de Tunja, Socorro y 
Mariquita, acción que se consideró violatoria del Acta Confederal; la solución era imponer por la 
vía de la confrontación el sistema federal (Pinzón, 1983).  
 
    Tras la campaña llevada a cabo en el sur Nariño había tratado de llevar a cabo la 
centralización del poder en torno a la provincia de Cundinamarca, y al regreso de las campañas 
del sur, su victorioso coronel Antonio Baraya, fue enviado hacia Tunja con el fin de someterla a 
la causa, -para lo cual debía derrotar al ejército de las Provincias Unidas, pero ante la tenaz 
oposición que encontró debió someter Sogamoso-, el resultado fue la entrega de Baraya y su 
ejército al mando de las Provincias Unidas (Patiño, 2010).  
 
 
   El 2 de diciembre de 1812 el ejército al mando de Antonio Baraya derrotó en ventaquemada a 
Nariño, cerca de Sata Fe el 3 de enero de 1813, los pueblos iban adhiriéndose al ejército 
victorioso de manera circunstancial, más de las veces bajo la necesidad que implica el proteger 
sus vidas y bienes de las vejaciones del vencedor (Pinzón, 1983). Las tropas de Baraya fueron 
derrotadas en el asalto a Santa Fe el 9 de enero de 1813, luego el ejército triunfalista del Estado 
de Cundinamarca se lanzó en represalias en contra de los que de una u otra forma habían 
ayudado en la revuelta, así mismo el General Nariño por decreto del 12 de febrero de 1813 creó 
una Junta de Represalias y Justicia Militar, para procesar a las personas tipificó una serie de 
delitos de diferentes grados (Pinzón, 1983). Esta situación dejó en evidencia la debilidad de los 
ejércitos en confrontación, ya que ni las Provincias Unidas ni el estado de Cundinamarca tenía el 





vencedor definitivo se generó un estado de “tregua forzada” (Patiño, 2010), lo que implicaría 
una constante situación latente de beligerancia entre los dos bandos, lo cual minaba la estabilidad 
y unidad política de la naciente república.         
 
   Finalizando el año de 1813 y bajo el mando de Juan Sámano los realistas retoman la iniciativa, 
desde Quito y Pasto y con apoyo de las guerrillas del Patía y Juanambú, deciden tomar el control 
de la provincia de Cundinamarca, en consecuencia Nariño debe reorganizar el ejército, razón por 
la cual decide sacar empréstitos de la élite local por la suma de 300.000 pesos13.   El 15 de enero 
de 1814 se da el primer enfrentamiento en el Bajo Palacé -lo cual marca el comienzo de la 
segunda campaña del sur-, en el cual los patriotas derrotan al ejército realista y logran asirse con 
el control de Popayán, seguidamente Nariño marcha con el ejército del sur hacia Pasto, en 
principio logra tomarse la ciudad, pero esto no dura mucho tiempo debido a las sublevaciones de 
los locales, los cuales organizados en guerrillas atacan y sorprenden la tropa que estaba 
acuartelada en Pasto, luego de lo cual Nariño ordena el repliegue hacia Popayán, acción que 
finalizó con su captura el 2 de diciembre de 1814 y posterior confinamiento a la cárcel del Cádiz 
de España donde estuvo preso por un lapso de siete años (Patiño, 2010).   
 
   Preso Nariño las Provincias Unidas aprovecharon la debilidad de Santafé, y al mando de 
Camilo Torres planearon la toma de la provincia de Cundinamarca, para lo cual se encargó al 
coronel Simón Bolívar -quien fue ascendido a General de división- de la acción con un ejército 
de 2.000 hombres, la que se desarrolló el 8 de diciembre de 1814 con las tropas apostadas al 
occidente de la ciudad, y la que concluiría con la rendición de Manuel Bernardo Álvarez (Patiño, 
2010). El resultado fue la anexión de Cundinamarca a las Provincias Unidas, las cuales eran 
gobernadas por Camilo Torres desde Tunja, por consiguiente quedó proscrito el proyecto de 
centralización y unidad, y en cambio se hizo evidente la debilidad de la naciente República para 
enfrentar la reacción española al mando del “pacificador” Pablo Morillo.    
 
   Este periodo mal denominado de la “patria boba”, no se reducía en realidad a un 
enfrentamiento entre federalistas y centralistas, ya que coetáneamente se desarrollaron conflictos 
                                            
13 El gobierno de Nariño careció de la capacidad para imponer impuestos de guerra, sobre todo a las élites, lo que 





locales, fuerzas políticas regionales que se atrincheraban en diferentes facciones y bandos; esto 
se traduce en la consolidación del poder de las oligarquías locales fuertes, un poder provincial 
débil, y un Gobierno republicano tratando de detener la desintegración territorial. También es 
cierto que bajo el auspicio de Antonio Nariño y el Congreso de Cundinamarca se intentó el 
control de las fuerzas de fragmentación alrededor de un poder central vigoroso, pero ello 
implicaba el privilegio de intereses de la otrora capital del virreinato, erigiendo a Santa Fe en eje 
y centro político de la burocracia del nuevo Estado, lo que conllevaba la desconfianza de las 
demás provincias (Cárdenas, 2010). Por otra parte las Juntas de Gobierno provinciales se 
arrogaron el poder de juzgar y procesar, ejecutar e impartir normas, y en la misma tendencia la 
Junta de Salud Pública de Santa Fe realizaba juicios de purificación, embargos y préstamos 
forzosos a los considerados enemigos de los criollos americanos, incluso a personas del bando 
patriota que no cohonestaban con los lineamientos del Gobierno. Se suscitó el ánimo por parte de 
los sectores del común por participar en las juntas locales de poder, no obstante las resistencias 
de las élites locales a impedir esa participación expresa la definición del nuevo orden, de quiénes 
podían ser elegidos, elegir y los métodos para la realización de las elecciones (Cárdenas, 2010).  
 
   En general la situación era de caos, zozobra y anarquía, Antonio Nariño afirmaba:  
 
     "¿Qué es lo que he adelantado? Nada: el descontento sigue, las corporaciones no 
quieren reunirse á despachar sus funciones, los partidos se mantienen vigentes y 
acalorados a pesar de los continuos esfuerzos que hago para calmarlos, y el Gobierno en 
su totalidad va a disolverse, y nos vamos á ver precipitados en una anarquía espantosa" 
(Cárdenas, 2010, p. 12).  
 
    Inicialmente se dio en las Juntas Provinciales el desmonte de los impuestos como la alcabala, 
el estanco, el tributo indígena, en un ánimo de congraciarse las élites y la burocracia con el 
pueblo; pero la situación de anarquía generalizada trajo consigo que las rentas de las juntas 
provinciales se vieran afectadas, los bandos criollos se echaban mutuamente la culpa de la crisis, 
infundiéndose cargos entre sí por la voracidad incontrolada de los puestos y de los fondos 





el favorecimiento de amigos y familiares incompetentes en la administración pública, fue 
elemento potenciador de la ruina y el caos en la Nueva Granada (Cárdenas, 2010).     
 
     “La voracidad de las élites criollas contrastaba con las exangües finanzas de las 
provincias. Las juntas de Gobierno, los colegios electorales y los nuevos tribunales, 
sumados a los antiguos puestos de funcionarios, fueron un apetecible manjar para las 
élites locales, ávidas de nuevos ingresos y de reafirmar su prestigio como el nuevo 
patriciado de la República.” (Cárdenas, 2010). 
 
   El conflicto entre autonomía e independencia se transformó radicalmente, ya que se 
confrontaron fuerzas sociales disímiles, se desencadenaron soterrados intereses que dieron como 
resultado una guerra rural simultánea entre terratenientes y desheredados, cuyos sentimientos 
reprimidos se vieron reflejados en la escena del conflicto a través del hurto, el pillaje, el despojo, 
situación que fue aprovechada por las disposiciones que promulgaban ora los españoles ora los 
criollos (Pinzón, 1983). Prueba de ello el asalto que recibió el español don Félix de Palas quien 
poseía unos de los hatos más grandes de Cartagena quien afirmaba que desde el 18 de agosto al 
11 de septiembre de 1812 le han robado más de 1300 reses, 1000 caballos, yeguas y mulas, le 
han quemado 5 casas entre otras cosas, por motivo del bando publicado en Santa Marta por el 
virrey Benito Pérez, del 27 de junio de 1812 “…en que ordenaba que a consecuencia  de 
haberse mandado en Cartagena confiscar los bienes de los que habían emigrado de aquella 
ciudad se embargasen todas las propiedades y bienes de la provincia de Santa Marta que fuesen 
correspondientes a vecinos de Cartagena que no hubiesen podido salir, se alarmaron los 
pueblos de esta provincia con particular los inmediatos a mi citada hacienda…” (Pinzón, 1983, 
p. 194).    
 
      El enfrentamiento entre regentitas y patriotas, que se suscitaba en las periferias, se 
entremezclaba entre guerras regulares y de guerrillas, lo cual inevitablemente conducía a la 
generación de toda clase de crueldades de manera indiscriminada, ciudades y poblaciones eran 
saqueadas indistintamente, sus habitantes masacrados sumariamente sin diferenciación alguna, 
hasta fenómenos de desplazamiento forzado como el que ocurrió en Cúcuta el 18 de noviembre 





su avance contra los españoles, esta situación ayudó a la configuración de un panorama de 
“…inseguridad social y de tierra arrasada…” (Pinzón, 1983, p. 194).     
 
     El ciclo de guerra y destrucción no tiene color, ni ideología, ni partido político, ni grupo de 
interés, la guerra que dirimía el conflicto entre centralistas y federalistas envolvería a las 
localidades y sus economías, forzando tanto a trabajadores como a terratenientes a contribuir a la 
conformación y mantenimiento de los ejércitos con sus ganados y mano de obra, compelidos por 
las convicciones de los ejércitos vencedores, los cuales al ser triunfadores se aprovechaban de 
sus ventajas y embriagados por la guerra destruían a todo lo que les parecía enemigos, lo que a 
su vez alimentaba un nuevo levantamiento, y así el ciclo de crueldad y sadismo solía repetirse sin 
cesar (Pinzón, 1983).   
 
     Llama la atención que durante este periodo se añaden conflictos “pluriseculares” 
provenientes de las naciones ancestrales que se oponen a los criollos, especialmente las 
provenientes de Pasto, El Patía y la Sierra Nevada de Santa Marta; estas naciones así como otros 
aborígenes del Perú y el Alto Perú y Venezuela, adoptan una posición realista, dada la protección 
paternalista del derecho indiano, en consecuencia tenían fuertes razones para oponerse a las élites 
criollas, esta situación agrega al conflicto entre criollos una guerra socio-étnica (Vásquez, 2014). 
 
      El manejo del orden jurídico que hizo la clase gobernante en su favor convirtió a los 
principios de legalidad y juridicidad en máximas inamovibles que garantizaban la vigencia del 
andamiaje anterior, frustrando el avance progresista en favor de la construcción de una verdadera 
unidad nacional (Liévano, 1996). Esto condujo a que juristas y abogados al servicio de la élite 
crearan toda una serie de tabús en defensa de la inviolabilidad e inmutabilidad de la ley, todo ello 
con el fin de garantizar la pervivencia del statu quo, lo cual conduciría al pueblo inevitablemente 
hacia la rebelión. 
 
  5.1.1.5. La Reconquista 
 
     Después de la catástrofe de la primera República producto de las rencillas internas entre 





parte de los patriotas, entre los años 1815 a 1819 se sucede el periodo de la reconquista española. 
Reestablecido Fernando VII en el trono, empieza el desarrollo de una política represiva y 
autoafirmativa del derecho Divino de la monarquía para el reclamo de sus posesiones en 
América, para lo cual fue designado el general español Pablo Morillo comandante del ejército 
pacificador, encargado de someter a las colonias y de exigir el rendimiento de sus vasallos, quien 
aprovechó los débiles lazos de unión entre los locales para restablecer el poder del virreinato. 
Después de la invasión de los ejércitos de Morillo y de la toma de Santa Fe se establece el 
llamado Régimen del Terror que no fue otra cosa que la instauración del Tribunal de 
Purificación, la Junta de Secuestros y el Consejo de Guerra, encargados de intimidar y de 
sojuzgar a todos aquellos que directa o indirectamente habían participado en los levantamientos, 
imponiendo las más drásticas penas y de confiscación de bienes, método caracterizado por el 
terror, el extremismo y el militarismo (Ocampo, 1982).   
 
     Estas acciones de represión se extendieron por todo el territorio de la Nueva Granada y 
causaron en la población un profundo sentimiento de patriotismo que luego sirvió de base para 
las campañas adelantadas por el ejército libertador. Un ejemplo de ello se dio cuando, llegado 
Latorre al mando del ejército español oriental del Magdalena, el 16 de mayo de 1816 ofreció un 
indulto general a la población, dando la gracia real para los funcionarios medios y bajos que 
volvieran a sus empleos de la Real Hacienda, a los oficiales de Capitán para abajo que entregaran 
las tropas bajo su mandos, a los esclavos que entregaran a sus jefes implicados en la revolución 
se les daría la libertad y una condecoración, a los cabildos que exhortaran a los pueblos a destruir 
a los enemigos del Rey y a las personas y corporaciones que persiguieran a los rebeldes; lo que 
sucedió después fue terrible; muchas gentes por confianza o por temor se entregaron al mando de 
los españoles, la capital de Santa Fe no ofreció ninguna resistencia, las cárceles se atestaron de 
todo ese pueblo y luego llegó el general Morillo revocando lo decretado por Latorre y ordenó el 
procesamiento de todas esas personas junto con la pérdida de sus bienes, esto causó un profundo 
recelo en el pueblo (Pinzón, 1986).  
 
    Aún durante este periodo, los patriotas enfrentaban el grave problema de las conspiraciones 
internas entre ellos, lo que dificultaba enormemente la acción emancipadora, esta falta de unidad 





mientras el ejército expedicionario se iba adentrando al interior de la Nueva Granada los pueblos 
se le anexionaban, dados los rumores de la derrota del ejército Republicano, muestra de la falta 
de visión de nuestros líderes, pues se esperaba que conmovieran al pueblo para la librar la lucha, 
todo lo contrario se estaba discutiendo la posibilidad de una capitulación propuesta por el 
Congreso de la Unión, esta situación evidenciaba la falta de conciencia nacional (Pinzón, 1986). 
En relación con las gentes comunes habitantes de los pueblos lo que se advierte es un 
agotamiento por la guerra civil, un temor generalizado de las gentes dados los años de muertes, 
vejaciones, violaciones y despojo de sus bienes. 
 
    Es importante mencionar, que los actos de violencia y crueldad ejecutados en el proceso de 
reconquista por los españoles en contra de gentes indefensas, y en contra de sus costumbres y la 
burla de sus creencias religiosas, son la base de la imagen de resistencia colectiva del pueblo 
colombiano (Pinzón, 1986). La manera como se reconfiguró la conciencia americana en 
oposición a lo que representaba España, apenas realizada la reconquista, apeló a los 300 años de 
historia a partir del proceso de conquista, primero apelando a que aquí existían los indígenas 
como legítimos soberanos los cuales fueron arrasados y esquilmados por los españoles, y luego 
indicando que la pacificación posterior a 1815 era fiel copia de lo ocurrido en la época de la 
colonia; por otra parte a la imagen benefactora del Rey se opuso la de Bolívar, como si fuese el 
Mesías revolucionario de América que venía a salvarla de la opresión y la tiranía. 
  
   Por otra parte se puede evidenciar: prácticas irracionales de la guerra mediante el reclutamiento 
forzado, la manipulación de los pueblos para actuar en contra de los enemigos de paso 
involucrando a todos los sectores de la sociedad en el conflicto, los sentimientos producto de la 
estratificación de la sociedad afloran en actos vandálicos en contra de los enemigos de ocasión, 
la instauración de un sistema de represión y persecución política encargado de los juicios de 
condena a muerte y expropiación de bienes, y el desbaratamiento de la economía colonial lo cual 
propició un cambio de mentalidad hacia las ideologías liberales que propugnaban por la 








5.1.1.6. El Triunfo de la Revolución, el Nacimiento y Disolución de la Gran Colombia  
 
    La Guerra de Independencia dejó un ejército de 30.000 hombres, lo cual planteó retos para la 
recién liberada República de la Gran Colombia la cual había quedado arruinada después de la 
guerra. Al no existir una burocracia organizada, la opción más viable eran los militares, lo que se 
tradujo en el proyecto cesarista-militarista de Bolívar, frente al proyecto civilista de Santander. 
Teniendo en cuenta que la mayor parte de los militares provenían de Venezuela, generaba cierto 
conflicto entre provinciales de la Nueva Granada en su mayoría civiles y los caraqueños en su 
mayoría militares. La falta de un ejército central bien organizado y de material humano para 
hacer frente en las batallas provocó la movilidad social de negros, mestizos y mulatos en la 
oficialidad, cuestión que aterrorizaba a la oligarquía. Muchas de estas revueltas tomaron un tinte 
étnico – racial (Tirado, 1982).  
 
    Durante el periodo comprendido entre el año de 1816 y 1824, se sucedieron las guerras de 
independencia desde el sur con Argentina y Chile con el ejército comandado por el Libertador 
José de San Martín, hasta la parte septentrional con el ejército venezolano-granadino al mando 
del Libertador Simón Bolívar luchando por la liberación de la Nueva Granada, Venezuela, Perú y 
Bolivia (Ocampo, 1982). Y así después de un esfuerzo descomunal de los ejércitos provenientes 
de los llanos colombo-venezolanos al mando de Simón Bolívar y Francisco de Paula Santander, 
una vez tomada Tunja, el 7 de agosto de 1819 en la batalla de Boyacá, se deciden 
definitivamente los destinos de esta tierra que ve nacer su primera expresión nacional en la ley 
fundamental promulgada por el Congreso de Angostura el 17 de diciembre de 1819, nacimiento 
de la Gran Colombia, dividida en tres departamentos, la Nueva Granada, la capitanía general de 
Venezuela, y posteriormente Quito y Perú (Ocampo, 1982).  
 
   En el 6 de mayo del año de 1821 se instala el Congreso de Cúcuta el cual ratificaría la Ley 
Fundamental de la República de Colombia, el 30 de agosto se terminó de escribir la Constitución 
del año 21 y el 1 de enero de 1822 fue promulgada la Constitución de la República de Colombia, 
la cual invocando a Dios y teniendo como los mayores bienes la “…libertad, seguridad, 
propiedad e igualdad,…”,  se configura como el primer documento Constitucional de 





medidas como por ejemplo el cargo vitalicio del presidente, el cargo vitalicio de los Ministros de  
las Cortes Superiores, no se previó la creación de un órgano representativo al interior de los 
Departamentos que les permitiera darse su propia organización administrativa dentro de los 
límites constitucionales (Guerra, 1908); estas falencias constitucionales serían objeto de debate 
en la Convención de Ocaña sin resultado positivo alguno. La Gran Colombia duró sólo hasta 
1830, puesto que en el interregno de tiempo desde 1826 hasta 1830, se dio un fenómeno de 
fragmentación y división política determinado por los numerosos levantamientos separatistas de 
las élites criollas locales y provinciales reclamando participación política y poder, además de que 
las provincias de Quito, Venezuela y lo que hoy es Colombia, tuvieron desarrollos económicos, 
culturales y sociales muy disímiles, lo que a la postre dio lugar a la consolidación de 
sentimientos nacionalistas propios. Por otra parte, existían ya dos corrientes políticas 
identificables agrupadas alrededor de Bolívar y Santander, que produjeron rivalidades intestinas. 
Éste en el periodo de su encargo como presidente había hecho modificaciones fomentando el 
comercio y la marina, facilitando la inversión de capitales extranjeros, especialmente de los 
ingleses, así mismo obtuvo empréstitos ingleses en el año de 1819-1824, sofocando la penuria 
fiscal en que se encontraba el naciente Estado, creo las primeras escuelas con el método 
lancasteriano, organizó la enseñanza media en varias ciudades del país como Santafé, Medellín y 
Cartagena, trajo misiones científicas de Francia para la enseñanza de la medicina, las ciencias 
naturales y las matemáticas, y también introdujo nuevos textos para la instrucción del Derecho y 
la Filosofía como es el caso de las doctrinas de Bentham, lo que ocasionó el surgimiento de la 
oposición política contra Santander por el patrocinio de estas tendencias (Uribe, 1985).  
 
    En el año de 1826 se creó la Constitución Boliviana configurada al gusto y parecer del 
Libertador, la cual establecía la presidencia vitalicia, la creación del congreso trilateral 
compuesto por tribunos, los senadores y los censores, y una vicepresidencia hereditaria y 
bastante activa, la abolición de la esclavitud para el caso de Bolivia…etc., en fin la idea del 
Libertador principalmente era crear una confederación panamericana de Estados entre Bolivia, 
Perú y La Gran Colombia (que para entonces estaba constituida por la Nueva Granada, la 
Capitanía General de Venezuela y Quito), en la cual cada Estado debía tomar por modelo la 
Constitución homogénea puesta en consideración por el Libertador (Morón, 2000). Pero el 





los caudillos locales, y las sociedades de la época al fin de cuentas prefirieron un modelo un poco 
más democrático a pesar de las debilidades que pudiera implicar.  
 
      Tras las dificultades que acaecían en el Perú el 28 de agosto de 1928, Bolívar asumió 
funciones dictatoriales, impuso medidas proteccionistas al comercio a través de los impuestos de 
aduanas, abolió la masonería, restituyó impuestos abolidos y eliminó de la educación la 
enseñanza de Bentham; estas medidas fueron tomadas como justificaciones por los conspiradores 
del 25 de septiembre del mismo año, a manos de varios criollos entre ellos “…el poeta Luis 
Vargas Tejada, Florentino González, Mariano Ospina y Wenceslao Zulabair, acompañados del 
militar venezolano Pedro Carujo, del francés Agustín Horment y del curioso aventurero 
portugués doctor Arganil, …” (Uribe, 1985, p. 9). Bolívar finalmente sobrevivió y después 
vinieron las represalias en las cuales fueron fusilados algunos de estos hombres, además del 
Almirante José Prudencio Padilla. Por otro lado Santander, que fue acusado de ser el autor 
intelectual, le fue conmutada la máxima capital y luego condenado a la pena de destierro, 
después de la cual regresó desde Europa para ocupar la presidencia en el año de 1833 (Uribe, 
1985). Esta situación muestra el grado de descomposición de la élite patriótica, naturalmente no 
existiendo un derrotero ideológico fijo que determinara el modelo de Estado a seguir, pero 
además de lo anterior, el poder se cimentaba sobre una frágil identidad nacional la cual más de 
las veces era superada por los particulares intereses de las élites de las provincias.          
 
      Es importante mencionar lo ocurrido con el Almirante Padilla, el cual era de origen pardo y 
humilde, y como ciertas circunstancias lo hicieron portavoz de aspiraciones de igualdad las 
cuales quería ver concretadas en la paz republicana. Bolívar temía de estos deseos de Padilla, 
porque aunque se hubieren concretado las gestas de la independencia, la oligarquía criolla seguía 
siendo racista y defensora de los privilegios de clase (Helg, 2011). Por otra parte llama la 
atención que en el mes de octubre de 1828 tras un juicio sumario y sin pruebas suficientes y 
contundentes, se haya decidido el fusilamiento del General Piar – el cual era de origen mulato-, 
este General fue acusado de sedición y deserción, y también degradado en su pena, 
supuestamente por ser el autor de una conspiración de orden racista (Efemérides Venezolanas, 
2017). La igualdad legal republicana del ciudadano de la época basada en el mérito, desconoció 





acomodados. Consecuentemente después de la gesta de independencia Padilla se convirtió en un 
problema para la oligarquía criolla, por atreverse a exigir la igualdad absoluta de los pardos, lo 
cual significaba una revolución no solamente independentista sino socio-económica (Helg, 
2011). En el trasfondo de la gesta de independencia y de la consolidación del naciente Estado, 
existían unos problemas socioeconómicos que no fueron resueltos, se replicaron las exclusiones 
de clase en base al origen étnico racial, herencia de la época de la colonia, lo que a la larga fue 
un limitante en el acceso a la educación, el problema de la concentración de la tierra seguiría 
latente, la profundización de la democracia del pueblo llano sería un avance que veríamos mucho 
después.       
 
   Otro de los hechos que se considera fue el principio en la disolución de la Gran Colombia 
consistió en el fusilamiento del Coronel venezolano Leonardo Infante el 26 de marzo de 1825, el 
cual fue producto de la decisión del consejo de guerra que le encontró culpable del asesinato de 
un teniente caraqueño de apellido Perdomo por haberle encontrado a éste con su consorte 
Marcela Espejo; en el juicio, el presidente del tribunal Miguel Peña (venezolano) se abstiene de 
firmar la sentencia, por lo cual Santander ordena que se le siga causa por parte de la Cámara de 
Representantes la cual lo suspende del cargo por un año y le ordena pagar sustituto, en 
consecuencia Peña se va a Venezuela a conspirar en contra del Gobierno actuando como 
consejero del General Páez (Ruíz, 1929).  
 
    Otro hecho relevante sucedió con la expedición del Decreto del 31 de agosto de 1824, 
expedido por el Vicepresidente Santander, encargado de la presidencia de la República por 
mando de Bolívar “para un alistamiento general de todos los ciudadanos en todas las Provincias 
de la República”, justificado por los peligros que representaban las medidas del Rey de España 
tendientes a renovar hostilidades. Se ordenó el reclutamiento de los ciudadanos colombianos 
entre 16 y 50 años, el problema radicó en que este Decreto se expidió al amparo del Decreto del 
30 de junio de 1821 el cual señalaba el alistamiento solamente en el Departamento de 
Cundinamarca, y de la primera Ley del Congreso Constituyente de Cúcuta del 25 de agosto de 
1821 y de los artículos 113 y 117 de la Constitución; dadas las dudas para la aplicación del 
Decreto del 30 de junio, posteriormente el Congreso mediante Resolución del 25 de agosto de 





la municipalidad de Valencia del Departamento de Venezuela no vieron con buenos ojos estas 
medidas de Santander, considerándolas arbitrarias y del todo ajenas al derecho y a la ley y a lo 
dispuesto en el Congreso de Cúcuta, sin tener en cuenta que la mayoría de los votantes fueron 
venezolanos. El Decreto de alistamiento llegó para su cumplimiento en el año de 1824 al General 
Páez quien en principio no hizo mayores esfuerzos para su cumplimiento, pero después el 6 de 
enero de 1825 se despachó con severas medidas, sus patrullas reclutaron indiscriminadamente 
todo tipo de ciudadanos acostumbrados a la indiferencia del General Páez a cumplir con las 
órdenes del Gobierno, sacándolos de sus casas y llevándolos al cuartel general de San Francisco, 
lo cual a la postre significó un profundo agravio a la sociedad caraqueña que comenzaba a ver las 
imágenes de una horrible revolución (Guerra, 1906). Luego de estos sucesos se acusó al General 
Páez ante el Senado, aceptada la acusación se ordenó la suspensión de su cargo y fue llamado 
para que diera razón de su conducta e hiciese los correspondientes descargos, y en su reemplazo 
fue nombrado interinamente en el cargo del Ejecutivo Comandante General del Departamento de 
Venezuela al General de brigada Juan Escalona (quién profesaba enemistad hacia Páez) (Guerra, 
1906). En la Municipalidad de Valencia entre los días 29 y 30 de abril de 1825, una turba armada 
luego de cometer toda clase de actos vandálicos, y siendo secundada por las tropas del General 
Páez, se apresuró a solicitar al Señor Fernando Peñalver, Gobernador de la Provincia reponer en 
el mando al General Páez, en consecuencia la Municipalidad de Valencia mandó comparecer al 
Gobernador para remitirle las peticiones del pueblo, y aunque el Gobernador se declaró fiel 
cumplidor de la Constitución y la Ley, había más de dos mil personas alrededor del edificio, 
luego tuvo que ceder para evitar mayores males; consiguientemente la muchedumbre se dirigió a 
la casa del General Páez y manifestando su desagrado hacia las medidas adoptadas por el 
Gobierno, lo sacan en hombros al salón de las sesiones y lo obligan a tomar el mando, con la 
aquiescencia de la corporación, y a lo cual Páez manifestó que “…no pudiendo resistir el deseo 
general, aceptaba el mando que se le confería, y que estaba dispuesto a usar de todos sus 
esfuerzos para desempeñarlo y para corresponder a la confianza de sus 
conciudadanos.”(Guerra, 1906).             
 
        La crítica situación en Venezuela, al tiempo en que Bolívar se encontraba en el Perú 
produjo su regreso a Colombia, y ya enterado de la situación entre Páez y Santander, optó por 





Perú, pero además en Guayaquil, Quito y Cuenca y, en otras provincias iba siendo declarado 
dictador mediante actas que usualmente decían que por derecho que le otorgaba el pueblo se le 
dispensaba tal poder omnímodo para la salvación de la República, entre otras circunstancias, esta 
situación llevó a que en Bogotá se deslindaran aún más las facciones; la de Santander (liberales) 
que defendían las leyes y la Constitución de 1821 ya establecidas, y los que favorecían la idea de 
la dictadura de Bolívar denominados los serviles (Guerra, 1906), y desde aquí se da uno de los 
gérmenes de la instauración de los dos partidos tradicionales que han caracterizado tantos 
conflictos a lo largo de nuestra historia.  
 
    Estos acontecimientos desembocan en la disolución de la Gran Colombia, la cual trajo consigo 
una profunda inestabilidad política, administrativa, económica y social, lo que condujo a la 
instauración de la dictadura del General Rafael Urdaneta y el derrocamiento de don Joaquín 
Mosquera, al mismo tiempo que el General José Antonio Páez promulgaba en Venezuela la 
Constitución del 24 de septiembre de 1830 (Blanco, 2007). La dictadura de Urdaneta en calidad 
de Jefe Provisorio del Gobierno de Colombia duró entre el 5 de septiembre de 1830 y el 30 de 
abril de 1831, fue un periodo en el cual se intentó resguardar el orden público ante las amenazas 
del batallón Callao (de oficiales venezolanos amigos de Bolívar y opositores de Mosquera y 
Caicedo), Urdaneta nombró un gabinete Ministerial y proclamó la dictadura de Bolívar. Sin 
embargo tras la muerte de Bolívar el 17 de diciembre de 1830, la situación para Urdaneta se 
tornó insostenible y surgió entonces un movimiento cívico militar tendiente a su derrocamiento 
(Ocampo, 2017). El orden constitucional así turbado se intentó restablecer después del Convenio 
de Juntas de Apulo, consiguientemente Urdaneta entrega el poder el 2 de mayo de 1831, debido a 
la intervención del General Domingo Caicedo, el cual se declaró cabeza del poder ejecutivo y 
convocó a la Convención Granadina instalada el 20 de octubre de 1831 en Bogotá.         
     
     El 17 de noviembre de 1831 se dicta la Ley Fundamental del Estado de la Nueva Granada, 
donde se reconocía la independencia de los pueblos de Venezuela, y la necesidad de la 
conformación de un Estado a partir de las provincias del centro de Colombia. Desde este 
momento se suceden seis constituciones, las de 1832, 1843, 1853, 1863 y 1886 y ocho guerras 





la de 1854, la de 1859 a 1862, la de 1876 a 1877, la de 1884 a 1885, la de 1895 y la de 1899 a 
1902 (Guerra de los mil días) (Tirado, 1982, p. 327).  
 
    Lo que se puede evidenciar durante esta época es la puja permanente entre el poder militar y 
civil por tomar las riendas del Estado, los primeros a la cabeza de los generales Bolívar, Herrán, 
Páez, Urdaneta, Flores, y por otro lado Santander, Azuero, Soto, Gómez, los dos Obandos, 
Mantilla, Duque Gómez, Rojas, González, López, Herrera, Camacho, Liévano, Lleras, y Barriga, 
tratando de darle un rumbo institucional a la naciente República, no obstante las naturales 
rivalidades y pasiones de quienes se ven inmersos en la lucha por los honores y el poder. Así 
mismo el proyecto bolivariano no logró la creación de un ejército fuerte leal al Estado antes que 
a las élites locales. Por otra parte los problemas sociales estructurales relacionados con el acceso 
a la tierra por parte de los desheredados, los límites en el acceso a la educación, la inexistente 
participación política para el pueblo llano, el sistema de privilegios en el desempeño de los 
cargos públicos y militares, la discriminación social basada en el origen étnico, la debilidad 
progresiva de los resguardos indígenas, se replicaron, y continuaron latentes para la posteridad.   
 
 
  5.1.1.7. La Guerra de los Supremos 
 
 
    Las elecciones presidenciales de 1837 donde se presentaron José Ignacio de Márquez (liberal 
moderado) por un lado, y por el otro José María Obando (liberal progresista) del grupo 
santanderista, fueron ganadas por Márquez – quien sería el primer presidente civil en acabar su 
periodo de Gobierno-, el cual debido a las hostilidades con los funcionarios ministeriales 
santanderistas tuvo que reforzar su gabinete ministerial con los ex bolivarianos Pedro Alcántara 
Herrán y Tomás Cipriano de Mosquera (Gutiérrez, 1993); aunado a lo anterior la elección de 
Márquez fue criticada por Santander en el Congreso aduciendo que era ilegal por ser aquél 
presidente del Congreso en ese momento, no obstante el Congreso legisla en favor de Márquez 
(Saldarriaga, 2016); estas situaciones dejaron una serie de descontentos y sinsabores en los 





independencia- quienes asumieron este giro del Gobierno como el recrudecimiento de la vieja 
disputa entre dictatoriales (centralistas) y republicanos (federalistas) (Gutiérrez, C. E.).       
 
   En este contexto de clima enrarecido, la guerra de los conventos o de los supremos 
desarrollada entre los años de 1839 y 1841, inició por una disposición que no se había puesto en 
práctica la cual fue adoptada por el Congreso en 1821 y que consistió en eliminar los conventos 
que tuvieran menos de ocho religiosos y dedicar esas personas y los bienes a la educación; el 
Congreso vino a hacerla efectiva en mayo de 1839 lo cual ocasionó el movimiento 
insurreccionista en Pasto iniciado por el padre Villota en el sur del país, al cual se le sumo el 
Gobierno de Ecuador azuzado por el General Juan José Flores (Gutiérrez, 1993). El militar José 
María Obando autoproclamado Jefe Supremo, insatisfecho por la actitud del Gobierno central 
por no nombrarlo jefe militar para combatir la rebelión decidió apoyarla, luego fue una ocasión 
propicia para que caudillos militares rezagados “Los Supremos” de la época de la independencia 
se unieran y lucharan en contra del Gobierno, durante un periodo de tres años (Tirado, 1982). 
 
   A su vez, el 8 de octubre de 1840 el coronel Salvador Córdoba se sumó a la rebelión 
tomándose el batallón Medellín, dando un golpe en la provincia de Antioquia, quien tenía todo el 
apoyo de la élite rionegrera, compuesta de comerciantes, hacendados, mineros de hace mucho 
tiempo, unas élites liberales económicamente hablando pero muy conservadoras en sus 
costumbres políticas (Saldarriaga, 2016). La Guerra se desarrolla con unos ejércitos bastante 
precarios y pobres, con un estado de los soldados en situación de hambre, penuria y miseria, 
tanto en los ejércitos rebeldes como en los legitimistas. Los ejércitos en contienda se enfrentaron 
el 17 de enero de 1841 en Riosucio, de la cual salió mal librado Córdoba, luego se enfrentaron el 
2 de febrero del mimo año en que el ejército legitimista quedó vencido, y luego tras la ejecución 
de Salvador Córdoba el 7 de julio por parte del general Tomas Cipriano de Mosquera, Obando 
fue derrotado el 11 de julio de 1841 en la batalla de la Chanca (Restrepo, 1903).  
 
     Por aquella época en las regiones existían unas élites hacendarias que no encajaban en la 
configuración del nuevo sistema productivo que emanaba de las políticas creadas por el 
Gobierno central; por el contrario los círculos locales de poder socioeconómico se aferraban cada 





ponía a primera vista los sistemas de coerción derivados de la propiedad y del influjo de poder 
local sobre mestizos, cimarrones, mulatos, pardos, indios y esclavos (Figueroa, 2015).    
 
      Esta guerra de los supremos significó un proceso en la lucha en la participación del poder 
político, en la cual las élites locales y regionales fueron articulándose por medio de redes a la 
cabeza de sus líderes caudillos, por una parte José María Obando como candidato a la 
presidencia promovido por Santander, representando la facción liberal moderada, y por otra parte 
Vicente Azuero apoyado por la fracción doctrinaria del liberalismo radical, y por otro lado José 
Ignacio de Márquez a la cabeza de los bolivarianos o ministeriales y que posteriormente se 
llamarían conservadores; todo ello finalizaría en la conformación de los partidos políticos, la 
expedición de la Reforma Constitucional de 1843, y un saldo aproximado de 3.400 muertos 
(Pardo R, citado por Patiño, 2010). 
 
       
   Consolidado el triunfo del partido ministerial y estando en la presidencia Pedro Alcántara 
Herrán, se manifiestan una serie de tendencias tradicionalistas, unido a una ola de acciones 
violentas y de venganzas, y un empeño en revivir las instituciones de corte colonial, como por 
ejemplo el restablecimiento de las relaciones Iglesia y Estado, los monopolios fiscales, la 
instrucción pública, el sistema penal y de policía, y la centralización política y administrativa, se 
adoptan drásticas medidas de seguridad pública y juicios ejecutivos, y autorización para 
introducir al territorio nacional ejércitos de las naciones vecinas con el fin de debelar futuras 
rebeliones internas, protección de la esclavitud, y supresión de casi todas las libertades públicas e 
individuales (Melo, 1978).        
 
 
   Por otra parte se evidencia cierto patrón sistémico en la forma como se reproduce la reacción 
de los vencedores, a través de la venganza, la intimidación, las medidas militaristas, el 
endurecimiento de las penas, la utilización de grupos irregulares de defensa, la exclusión, la 







  5.1.1.8. La Guerra Civil de 1851 
 
     Hasta 1850 el Estado mantuvo la rígida jerarquía social proveniente de la colonia, los altos 
cargos burocráticos, eclesiásticos y militares eran para un pequeño y reducido grupo de criollos 
americanos, el monopolio de la tierra se mantuvo, la función del Estado se centró en extraer el 
excedente económico para el grupo de los criollos que habían logrado la emancipación (Tirado, 
1982, p. 332); valga la pena decir que durante este periodo se conservaba la esclavitud y se 
restringían la nacionalidad, la ciudadanía y el sufragio; la esclavitud se abolió parcialmente, dado 
que aunque existía la libertad de vientre, es decir de los hijos de esclavos -estos continuaban al 
servicio de sus amos hasta la edad de 18 años, y bajo ley del 29 de mayo de 1842 se dispuso el 
concierto forzoso hasta los 25 años, tiempo en el cual debían aprender un arte u oficio bajo tutela 
servil y gratuita de sus amos o de otra persona, so pena de ser considerados vagos e insertados 
forzosamente por el alcalde de la localidad a la milicia del ejército de manera permanente- 
(Tirado, 1982). Estas situaciones fueron y en parte son el caldo de cultivo de descontento entre 
las clases populares, fruto de manifestaciones revolucionarias que se gestaron posteriormente en 
la historia de Colombia y que vinieron a alimentar el conflicto y la violencia.   
 
    Tras 12 años de dominio conservador, el 7 de marzo de 1849 fue nombrado presidente José 
Hilario López como candidato de una buena porción de liberales, tras una candidatura muy 
cuestionada por los sectores conservadores. Este Gobierno trajo una serie de reformas que 
entrañaban el ideario liberal de la época, cuestionando el statu quo, lo que representaba un 
cambio radical frente al pasado colonial. Entre las reformas más importantes se encuentran la 
libertad del cultivo de tabaco, la supresión de la pena de muerte, la eliminación de la prisión por 
deudas, la libertad de prensa, el establecimiento del juicio por jurados, la descentralización 
administrativa -la cual dotó a las provincias de ingresos como el impuesto a la renta-, y la 
libertad definitiva de los esclavos (Valencia, 1998).  
 
    Lo anterior produjo enfrentamientos entre la clase de los mineros, terratenientes, esclavistas y 
los liberales, cuyos puntos de inflexión se dieron alrededor de la expulsión de los Jesuitas, la 
laicización del Estado, y la reacción de los amotinados en el sur (“los retozos democráticos”) en 





arrasando con las haciendas-, y el intento por dividir la provincia de Antioquia en tres partes con 
el objetivo de debilitar el fuerte del conservadurismo nacional (Jurado, 2015). 
 
        El problema religioso vino a delimitar de una manera más nítida la diferencia entre 
conservadores y liberales, la institución del patronato, herencia de la época colonial, había calado 
en el alma del pueblo y gran parte de los que vinieron a ser funcionarios del Estado. La 
educación generalmente a cargo del clero, con auspicio de la denominada “Compañía de Jesús” 
procuró un adoctrinamiento a ultranza de la juventud, con una férrea disciplina destinada a 
arrogar la religión católica. Fue así como el Gobierno liberal de José Hilario López a través del 
Decreto presidencial del 18 de mayo de 1850 expulsó del país a los miembros extranjeros de la 
Compañía de Jesús, y bajo la ley del 9 de mayo de 1851, se permitió el funcionamiento de las 
comunidades religiosas con excepción de la Compañía de Jesús, por el contrario se disponía de la 
contratación de padres capuchinos para el servicio de las misiones de la República (Tirado, 
1982).  
 
      Estas y otras medidas fueron tomadas por el Gobierno de José Hilario López, destinadas a 
deslindar cada vez más la influencia de la Iglesia en el Estado, como por ejemplo la ley del 27 de 
mayo de 1851 la cual dispuso la elección de los curas párrocos por los cabildos, o la ley del 14 
de mayo de 1851 por la cual se suprimió el fuero eclesiástico, o la ley del 20 de abril de 1850 por 
la cual se cedían los diezmos a las provincias, o la ley del 15 de junio de 1853 dictada bajo el 
Gobierno de José María Obando la cual daba fin al patronato eclesiástico, y separó al Estado de 
la Iglesia (Tirado, 1982).  
 
   La oposición de los conservadores se tradujo en una larga guerra sorda, es decir el 
mantenimiento de las hostilidades sin enfrentamiento abierto, alimentado por toda una serie de 
dogmas de la conspiración, de intolerancia, de llamados a la rebeldía civil, fue tal el modo de 
ejercer la política que la violencia pareció una forma más de su ejercicio. El uso de la guerra así 
concebido vino hacer parte de los mecanismos de resolución de los conflictos utilizado por la 
burocracia, con un alto grado de legitimidad y como dispositivo de alteridad política, así mismo 
la guerra fue un dispositivo del poder utilizado a lo largo del siglo XIX sin que quepa la 





     
   El antagonismo político entre liberalismo y conservadurismo se exacerbó por lo ocurrido en las 
elecciones de 1849, puesto que los liberales acudieron a la democracia de facto, apelando a la 
legitimidad popular, sobretodo del pueblo urbano, el cual irrumpió en el recinto del Congreso, y 
así fue como se ratificó la elección de López, entonces los conservadores acusaron de ilegitimo 
de origen de este Gobierno. El ideario de unidad de los conservadores giraba en torno al 
establecimiento de un Estado Confesional, teniendo como base la preponderancia de la religión 
Católica, además abogaban por una democracia de élite en donde solo podían votar los cultos y 
propietarios, y una ciudadanía basada en las tradiciones hispánicas (Jurado, 2015). Con la salida 
de los conservadores de los puestos de la administración, la unidad nacional que debería 
representar el Gobierno de López quedó fraccionada, al quedar el Gobierno identificado 
únicamente con los liberales, la oposición conservadora vivió un periodo asfixiante, lo que 
desató el estado de guerra latente. Al Gobierno liberal se le acusaba de tirano, comunista y de 
falta de garantías ciudadanas, por otra parte al Gobierno conservador se le acusó de 
presidencialista, autoritario y centralista (Jurado, 2015).       
 
 
     La guerra civil como tal se dio entre el 1 de mayo y el 10 de septiembre de 1851, por un lado 
los levantamientos en el suroccidente a la cabeza de Julio Arboleda y Manuel Ibáñez, entre otros 
sucedidos en Neiva, Mariquita y Magdalena, donde la mayoría de sus cabecillas fueron 
esclavistas, terratenientes, hacendados, gamonales locales y representantes del clero, quienes 
bajo la consigna “Convención, Dios y Sistema Federal” procuraban impedir la realización de las 
reformas liberales. Ante la rebelión de Arbolea e Ibáñez en el suroccidente de la Nueva Granada, 
López reorganizó los ejércitos y encargó al general Obando el liderato del ejército del sur y al 
general Tomas Herrera la comandancia del ejército del Valle del Cauca (Patiño, 2010). La 
Guerra finaliza con la derrota de Eusebio Borrero, y representó un intento del viejo orden 
colonial, para conservar los privilegios nobiliarios dado su status político y social. El conflicto 
representó la forma como las clases dominantes compiten por el dominio del Estado y la 






    Dentro de la contienda fueron fusilados en Cartago Juan Nepomuceno Pinto y Ángel María 
Morales Castro quienes eran dirigentes conservadores, esta acción fue tomada como una 
venganza consumada por los liberales, en respuesta a los fusilamientos de salvador Córdova en 
la época de la guerra de los supremos (Jurado, 2015). Lo anterior conlleva que la anterior guerra 
de los supremos había dejado una mala herencia, y en consecuencia era un fuerte motivo con el 
cual se justificaba la guerra de 1851, entonces la guerra se convierte en un hecho fundador del 
orden político o una especie de experiencia histórica fundadora (Daniel Pécaut citado por Jurado, 
2015).    
 
    También es importante mencionar la participación del pueblo liberal en la llamada Guardia 
Nacional Auxiliar, lo que dejaba abierto el camino para que éste adquiriera un principio de 
identidad histórica, sintiéndose como una fuerza civil poderosa, una democracia armada que a la 
larga lo llevaría a participar activamente en la revolución llevada a cabo por el General Melo en 
1854 (Jurado, 2015). La guerra tuvo costos perniciosos para las finanzas del Estado, ya que el 
sostenimiento de las tropas estuvo entre la mitad y un cuarto del presupuesto nacional, y tuvo un 
número aproximado de 1.000 muertos (Camacho, Junguito, Malcolm Deas y Fernando Gaitán 
citados por Jurado, 2015).   
 
     5.1.1.9. La Guerra Civil de 1854 
 
       Debido a las medidas tomadas por José Hilario López, relacionadas con el levantamiento de 
los impuestos de aduana a las mercaderías provenientes de Europa, el partido liberal empezó a 
fracturarse en dos bandos con intereses bien definidos, por una parte los “gólgotas” que 
correspondían a la clase de los comerciantes y que generalmente se veían representados en la 
naciente burguesía urbana compuesta por jóvenes que vestían trajes europeos y a los cuales se les 
denominaba “cachacos”, y por otra parte los artesanos y pequeños comerciantes quienes 
abogaban por que se tomaran medidas proteccionistas en favor de la producción nacional, y los 
cuales se les designaba “draconianos” y a los jóvenes de este movimiento despectivamente se les 
llamaban “guaches” (Ortiz, 1855). Entre los primeros la figura más prominente era el economista 
manchesteriano Florentino González y el Dr. Manuel Murillo, entre otros defensores de las 





cambio sin restricción alguna y por qué el país llevara a cabo una política económica de 
desarrollo agrícola y minero dejando de lado la actividad industrial incipiente. Los draconianos 
fueron encabezados entre otros por el profesor Lorenzo María Lleras fundador de la Sociedad 
Democrática Republicana de Artesanos y Labradores Progresistas, el panadero Ambrosio López 
creador de la Sociedad Democrática de Artesanos, el periodista Joaquín Pablo Posada, y el Dr. 
José de Obaldía, el movimiento tomó tal motete debido a las medidas que defendían, las cuales 
incluían la justificación del Gobierno y el aniquilamiento total del partido conservador (Samper, 
2014).      
 
   Al mismo tiempo existían ciertas rivalidades en las altas esferas de los militares, y debido a 
varias medidas tomadas por el Congreso se decidió suprimir grados en el ejército y reducir el pie 
de fuerza, y se permitió el libre comercio de armas, con la intención de que los ciudadanos ricos 
accedieran al armamento y de sacar del ejército a los oficiales de extracción popular (Tirado, 
1996).  
 
     El 1 de abril de 1853, una vez entrado en el Gobierno el general José María Obando, éste 
empezó a simpatizar con las Sociedades Democráticas compuestas en su mayor parte por 
artesanos, -las cuales se encontraban constituidas no solamente en Santafé sino en varias 
ciudades del territorio-. Uno de los pasos avezados de Obando en relación con estas sociedades 
fue la inclusión paulatina de sus miembros en las Guardias Nacionales bajo el auspicio de la ley 
de 1840, el pueblo así armado y adicto a Obando y Melo inició a representar un serio peligro 
para los conservadores y liberales gólgotas que a la sazón optaban por el acercamiento (Ortiz, 
1855).  
 
   Al mediodía del domingo 16 de mayo de 1854, se exhibieron los democráticos armados con 
armamento del Estado y divisados con una cinta roja en la cual se leía “Vivan los artesanos y el 
ejército: abajo los agiotistas”. Una vez prisioneros el Senador de Medellín Pedro Antonio 
Restrepo Escobar, el Dr. Enrique Díaz (fiscal que seguía una causa al general Melo por el 
asesinato de Quirós), Juan Esteban Zamarra, Lino María Peña, Joaquín Pardo Vanegas y varios 






    Así las cosas el general Melo se declaró al mando supremo del poder ejecutivo y de las fuerzas 
militares de mar y tierra, y nombró cuatro secretarios, uno de guerra y marina, de hacienda, del 
interior y del culto, y de relaciones exteriores, los cuales formaban un Concejo que debía auxiliar 
en las decisiones al Dictador, los gobernadores de las provincias se nombraban por el Dictador, 
así como los miembros de la justicia (Ortiz, 1855).      
 
    Muy pronto los gobernadores de las provincias enemigas se unieron, y empezó el ataque en 
contra de Melo, las tropas al mando de los generales Herrán, Mosquera, López y Herrera 
consiguieron llevar los solados legitimistas hasta el borde de Bogotá, el 3 de diciembre se llevó a 
cabo el combate final en la ciudad, hasta que se rindió el general Melo al mando de su ejército 
regenerador, quien una vez caído, fue condenado a muerte, pena que le fue conmutada por el 
destierro, y los artesanos que le habían apoyado luego fueron desterrados de la ciudad y 
condenados a trabajos forzados en el ferrocarril de Panamá donde muchos de ellos murieron a 
causa de la inclemencia del clima (Samper, 2014). El saldo en vidas de esta guerra se estima 
alrededor de unas 4.000 muertes (Patiño, 2010).   
 
   Esta revolución tuvo un acento marcadamente clasista, ya que la clase de los artesanos y 
pequeños maestres de taller, y una buena porción del ejército de extracción popular, se unieron 
en pos de un ideario común, intentando a toda costa salvaguardar los intereses que estaban en 
juego, como la eliminación de muchos de los cargos del ejército, y la protección de los productos 
de las nacientes industrias manufactureras. Así mismo el fenómeno muestra que a la hora en que 
las oligarquías vieron amenazados sus privilegios, se unieron sin importar si eran liberales 
gólgotas o conservadores, allí no hubo color que las limitase, y fue la coincidencia de intereses 
mutuos lo que terminó cohesionándolas y haciéndoles reaccionar en contra de la dictadura.  
 
   Con el posterior nombramiento de Manuel María Mallarino en la presidencia de la República, 
vinieron una serie de medidas civilistas que condujeron a la reducción del ejército, el Gobierno 
fue de frente conservador-liberal, situación que se repetiría más adelante en la historia y que sería 
al mismo tiempo un modus operandi de las élites a la hora de defender sus intereses comunes por 
encima de las tesis de partido y de las ideologías, y así impedir el surgimiento de una tercera 






5.1.1.10. La Guerra Civil de 1859-1862 
 
     En 1858 bajo el Gobierno conservador de Mariano Ospina Rodríguez, el país recibía el 
nombre de Confederación Granadina, de tendencia federal, en donde los Estados federados 
habían adquirido importantes fueros internos. En esta guerra se enfrentaron las élites burocráticas 
de los Estados Soberanos frente al Estado Central, en el cual los detractores alegaban el derecho 
constitucional a darse sus propias políticas al interior, como si se tratase de una doble soberanía, 
la del Estado federado frente a la del Estado central (Cardona, 2008). 
 
   Los orígenes de la guerra se remontan a las leyes emanadas en 1859 que auspiciaban el control 
del Gobierno de las regiones, como por ejemplo, la Ley del 8 de abril de 1859 que limitaba la 
injerencia de los caudillos regionales en temas electorales, a través de la creación de distritos 
electorales con la regla de partidos, así mismo la elección de los miembros del Consejo electoral 
por parte del poder ejecutivo y el Congreso, y así el Estado central podía intervenir de manera 
directa en el territorio nacional haciendo depender el poder de los intermediarios regionales del 
fuero del Gobierno central; otra fue la Ley del 10 de mayo de 1859, la que establecía la 
administración pública a través de órganos locales de los cuales hacían parte funcionarios del 
orden central que ingerían y controlaban el gasto público y recursos de los Estados soberanos; así 
mismo a través de la Ley del 14 de mayo de 1859 se dispuso que las fuerza militares de cada uno 
de los Estado soberanos quedaran orgánicamente adheridas a las fuerzas militares del Gobierno 
central, y así de esta manera fortalecer la unidad de mando centralizada en desmedro del poder 
de los caudillos regionales que hasta tenían sus propios ejércitos (Cardona, 2008). El 
levantamiento iniciado por el General Mosquera –luego de haber tachado de inconstitucionales 
estas reformas y de traerse la compañía de varios liberales de distintos estados- en el Cauca, se 
materializó cuando -ostentando la calidad de Gobernador de este Departamento- sanciono el 
decreto del 8 de mayo de 1860 por medio del cual se declaraba al Departamento del Cauca 
separado de la Confederación Granadina, éste animus belli se propagó por otros departamentos 






     Por otra parte las elecciones presidenciales se realizaban cada dos años lo que debilitó la 
continuidad de las políticas del Gobierno central y su capacidad para influir de manera directa en 
las decisiones de los Estados Federados (Cardona, 2008).   
 
      La guerra tuvo por decirlo así, tres ejes fundamentales de desarrollo, primero la discusión en 
torno al alcance y límites de la soberanía interna de los Estados para el control, dirección, 
orientación y represión de los destinos de los ciudadanos, y en efecto el debate en torno a la 
indebida intromisión del vaticano en los asuntos del país; es decir lo que se estaba definiendo era 
la forma de Estado misma y su nivel de dominación, lo que concuerda con el nivel de 
participación de la alta burocracia regional: gobernadores, miembros de asambleas de los 
Estados, miembros del Congreso, y en la contraparte altos funcionarios públicos del nivel 
central, en este sentido la guerra del Estado contra el Estado se desenvuelve no solamente con las 
armas, sino también con las facultades legales de los Estados, con las constituciones, y con las 
herramientas que se tomaban del ordenamiento jurídico (López & Uribe, 2008). 
 
    Tras la derrota de los líderes conservadores Braulio Henao, Pedro Justo Berrío y Rafael María 
Giraldo en Antioquia, y la muerte de Julio Arboleda en el Cauca, y la rendición del general 
Leonardo Canal en Santander junto con el debilitamiento de las guerrillas conservadoras en 
Boyacá, así como también con la captura de Mariano Ospina, Jesús María Vieco y los hermanos 
Bartolomé y Juan Antonio Calvo, se definió el triunfo militar del liberalismo radical (Pardo, 
2013). Una vez convocada la Asamblea Constituyente de Rionegro (Antioquia), el producto final 
de la guerra fue la Constitución de 1863, la cual le dio una autonomía muy avanzada a los 
Estados soberanos frente al poder central, pudiendo éstos darse sus propias regulaciones en 
materia de policía, hacienda, comercial y civil, y en temas como la reforma educativa que 
pretendía una laicización más profunda del Estado, se reservaron el derecho de aceptar o no la 
propuesta del Gobierno central. Así mismo se dio un avance en la incorporación del derecho de 
gentes en la Constitución de 1863, puesto que la guerra civil adquiría un estatus regulatorio en 
sus atribuciones dependientes de la calificación del carácter de “guerra” y del tratamiento de 






    Bajo la vigencia de la Constitución de 1863, se fortalecieron las élites regionales las cuales 
contaban con ejércitos poderosos frente al Estado central, cuyos gobernantes adoptaban la 
política de dejar hacer, dejar pasar, tan es así que los conflictos se trasladaron del centro a la 
periferia y se presentaron alrededor de 40 rebeliones y levantamientos, y la guerra de carácter 
nacional ocurrida en los años de 1876 – 1877 (Tirado, 1982).  
 
 5.1.1.11. La Guerra Civil de 1876-1877 
 
      El Gobierno liberal radical, el cual había tenido un predominio hegemónico lo que implicó 
una total exclusión del adversario conservador y de los varios Gobiernos locales, y que dominaba 
siete de los nueve Estados de la Unión -Panamá, Bolívar, Magdalena, Cundinamarca, Boyacá, 
Santander y Cauca-, y que venía desarrollando las políticas adoptadas por los presidentes Manuel 
Murillo Toro (1864-1866), Tomas Cipriano de Mosquera (1866-67), Santos Acosta (1867-68), 
Santos Gutiérrez (1869-70), Eustorgio Salgar (1870-70), de nuevo Manuel Murillo Toro (1872-
1874), Santiago Pérez (1974-1976) y Aquileo Parra (1876-78), fueron los baluartes del Gobierno 
hegemónico liberal de esa época.  Quienes siguieron la implementación de medidas tales como la 
expulsión de los jesuitas, los cuales volverían a ser expulsados en 1861, y quienes una vez asidos 
al poder por la fuerza de la revolución, no tuvieron miramientos a la hora de expedir el decreto 
del 9 de septiembre de 1861, por el cual se dispuso la desamortización de los bienes de manos 
muertas, lo que llevó la afectación de las propiedades de la Iglesia.14 La continuidad de estas 
orientaciones bajo el lema “Estado libre, Creencias libres y el culto libre”, en donde no habría 
religión oficial, y cada ciudadano podía tener el culto que a bien tuviera, y contraer y disolver 
nupcias de acuerdo con sus creencias, y en donde se abolía el fuero especial para los obispos los 
cuales quedaban bajo el orden ordinario de la ley penal (Castaño, 2017). Este dominio liberal 
implicó la consolidación de su posición privilegiada, el aumento de la red de adeptos locales, la 
independencia legislativa de los Estados con autonomía en calidad de órganos de escrutinio, todo 
ello consolidó la burocratización del Estado, la exclusión y el predominio de intereses 
particulares.  
 
                                            
14 El proceso de desamortización de manos muertas no significó una trasformación profunda desde el punto de vista social, lo que vino fue el 
remate de los cuantiosos bienes a manos de terratenientes, comerciantes, generales, tanto liberales como conservadores que se beneficiaron, un 





     Así mismo, el predominio del denominado “Olimpo Radical” trajo consigo la idea de un 
Estado secular, liberal, ilustrado y moderno15, y como consecuencia la polarización más 
profunda de los antagonismos entre las facciones de los partidos imperantes en la sociedad, 
puesto que sectores tradicionalistas como los conservadores y la iglesia seguían negándose a que 
el monopolio de la educación saliera de las manos de los prelados. Sumado a lo anterior con la 
expedición el 8 de diciembre de 1864 del Syllabus Errorum, siendo papa Pio IX, la iglesia y el 
conservatismo hallaron sustento ideológico para inferir que todas aquellas reformas derivadas del 
liberalismo radical eran errores de la modernidad que negaban lo sobrenatural, lo cual le dio a la 
guerra una significancia religiosa de “Guerra Santa” o de “Guerra Justa”, en la que participaron 
un importante número de obispos, sacerdotes, curas, comunidades religiosas y seguidores 
católicos, en contra del infiel liberal (Ortiz, 2014). Por otra parte, la guerra tomó el tinte de 
“Cruzada Laica”, de legítima y justa confrontación frente al dominio de la Iglesia, en 
consecuencia el partido liberal se vio fragmentado entre radicales e independientes, estos 
terminaron por aliarse a los conservadores con el fin de enfrentar a los radicales.    
 
       Entrado en el Gobierno Aquileo Parra en el mes de julio de 1876, después de libradas las 
elecciones en las que no se logró la mayoría absoluta de los Estados -puesto que aquél fue 
elegido por el congreso por 48 votos a favor y 18 por Rafael Núñez-, estallaron los ánimos de los 
conservadores, quienes se sublevaron en contra de las medidas tomadas en relación con la 
educación laica o “neutra” que entre otras consideraban abiertamente anticatólicas -por lo que a 
esta guerra se le denominó “Guerra de las Escuelas”-. Otras fuentes del conflicto fueron la 
aprobación de la ley de orden público que derogó la prohibición al Gobierno federal de 
inmiscuirse en los asuntos internos de los Estados miembros16, la expedición de la ley que 
aumentó el pie de fuerza del ejército del Gobierno central17, además fue la ley de tuición de 
                                            
15 En este periodo se fundó la Universidad Nacional de Colombia (1867), se gestó la creación de las Escuelas Normales, se 
incrementó la educación primaria, secundaria normalista, técnica y superior, se transformaron métodos de enseñanza, se dio 
mayor apertura a la exportación de productos como oro, tabaco, quinua, añil y café, y se amplió la importación de manufacturas 
europeas como textiles ingleses, manufacturas de metal y bienes de capital, se descentralizó el fisco, se incrementó el erario 
público lo que desarrolló la autonomía regional, se crearon nuevas rutas fluviales y terrestres, se introdujo la utilización del 
telégrafo (Ortiz, 2004).    
16 El temor a la ley del 17 de junio de 1876 radicaba en que el Gobierno central interviniera en favor de sus adeptos (Ortiz, 2004).  
17 Aquí las reacciones en contra se fundaban en que la Unión nunca había tenido un ejército en tiempos de paz de más de 1500 
hombres, y con la ley 26 de 1876 se ampliaba a 2.500, y en caso de guerra exterior o interior el Gobierno quedaba facultado para 





cultos la cual buscó subordinar la Iglesia a la inspección y vigilancia del Estado18, así mismo el 
establecimiento de un impuesto único, las crisis económicas generadas en el ámbito mundial, lo 
que representó para Colombia la disminución de las exportaciones e importaciones -lo cual trajo 
el debilitamiento del fisco-, igualmente el conflicto entre las élites por el reparto de las tierras 
baldías, así mismo la constante disputa limítrofe entre los estados federados; en este contexto la 
guerra que a nivel nacional contenía elementos ideológicos y políticos, en un nivel local se 
traducía en la pugna económica por el control de las zonas de cultivos de exportación19 
(Kalmanovitz citado por Sastoque & Molina, 2010). La guerra principia por el Estado del Cauca 
–donde se vieron afectadas las ganancias de los cultivadores por la caída de los precios del 
tabaco, así como en Ambalema y Tolima en los cuales se dio un alto nivel de desempleo con 
fluctuaciones de precios de la tierra hacia la baja, lo cual fue caldo de cultivo para la guerra 
(Ortiz, 2004)-, por cuenta de hacendatarios y pequeños propietarios, luego se desata a los otros 
Estados principiando por Antioquia (Guerrero, 2013).  
 
     Los conservadores dominaban el Estado de Antioquia y el Tolima, el primero con un ejército 
de 13.000 hombres se lanzaron al ataque en nombre de la religión, y finalmente compelidos en su 
despliegue por las derrotas sufridas en las dos batallas más importantes la de los Chancos y la 
Garrapata, y unido a la fractura interna de los dirigentes conservadores guiados por pasiones 
personales, más el conflicto étnico – racial frente a los negros del Cauca, y el pragmatismo de los 
dirigentes revolucionarios conservadores, los llevaron a preferir un arreglo que implicara menos 
costos económicos al tener que librar la guerra en sus territorios (Tirado, 1982).  La guerra dejó 
un total de 5.721 muertos (Guerrero, 2013).   
 
5.1.1.12. La Guerra Civil de 1885 
  
   En el año de 1884 bajo el segundo Gobierno de Rafael Núñez, por causas de problemas de su 
salud, se encontraba encargado de la presidencia Ezequiel Hurtado, situación que aprovecharon 
los radicales para atacar el Gobierno con el objetivo de frenar la regeneración, luego en 1985 al 
                                            
18 La ley fue archivada pero su debate causó una profunda impresión en los sectores conservadores de Antioquia y el Cauca 
(Ortiz, 2004).   
19 El ferrocarril del norte también se convirtió en un caballito de batalla, debido a que los liberales querían con su construcción 






posesionarse Núñez, y con la intención de calmar los ánimos, nombró en su Gobierno a dos 
radicales y manifestó reformar la Constitución de 1863, pero este ofrecimiento no tuvo los 
efectos esperados y los radicales desataron la guerra desde el Estado de Santander y designaron 
como jefe al liberal Sergio Camacho, Núñez entonces se alió con el partido conservador para 
combatirla y finalmente derrotarla en el combate de La Humareda (Castillo, 1991).  
 
    La guerra estalló en Santander dada la oposición en contra de las elecciones para presidente de 
ese Estado, presentándose como candidatos Eustorgio Salgar y Francisco Ordoñez, el 
levantamiento inicia con la acusación al entonces Gobernador General Solón Wilches, quién a la 
sazón de las hostilidades se vio en la necesidad de renunciar y aplicar una política de 
reconciliación, que incluyó la convocatoria a una Convención, en la cual gana la mayoría 
revolucionaria y deponen al Gobernador encargado Dr. González Lineros; éste desconoce la 
decisión de la Convención a la cual considera ilegal, lo que provocó que muchos de sus 
miembros se fueran a las armas (García, 1885).    
 
 
   Los legitimistas abogaban por la reforma constitucional en favor de la creación de un ejército 
nacional fuerte, la ampliación del periodo presidencial a cuatro años, la unificación de la 
legislación civil y penal, el fortalecimiento de la rama jurisdiccional, el ensanchamiento de las 
facultades del Gobierno central, el equiparamiento de las soberanías de los Estados de la Unión 
con la soberanía con la federación, puesto que existían en aquella época “…diez soberanías en 
pugna. Diez Constituciones, diez códigos civiles, diez códigos penales, diez ejércitos. Y cuarenta 
revueltas armadas en veinticinco años. Se pudo decir: «La nación está en paz y los Estados en 
guerra»”, el saldo en muertos de esta guerra fueron 10.000 (Caballero, 2017).   
 
    La Regeneración propuesta por Núñez significó otro periodo de oligarquía, no para referirse al 
Gobierno de unos pocos en sentido estricto, sino para señalar el Gobierno de los otros, es decir, 
el de los conservadores cuando los liberales radicales no estaban el poder, y el de estos últimos 






    Por otra parte la Constitución de 1886 se caracterizó por ser confesional, centralista, 
presidencialista, autoritaria y legalista, donde se tomó por nombre del país de República de 
Colombia. El artículo 121 que introdujo el Estado de sitio sería uno de los instrumentos que más 
se usarían por parte de los Gobiernos para sofocar los problemas de orden público, así como 
autoritario sería el artículo transitorio señalado con la letra “k” destinado a la prevención y 
represión de los abusos de la prensa, se aplicó con todo rigor durante todo el periodo de la 
Regeneración. En igual sentido las facultades legislativas otorgadas al ejecutivo mediante el 
artículo “L”, el cual podía incluso emitir actos con fuerza de ley contrarios a la constitución de 
1886 siempre y cuando fueran expedidos antes de que esta entrara en vigencia, entre otras 
medidas el restablecimiento de la pena de muerte, la creación de un único ejército central, la 
creación del Banco Central, el establecimiento de la emisión de papel moneda de curso forzoso, 
el nombramiento de gobernadores como agentes del ejecutivo al frente de los departamentos, 
consolidó la República Autoritaria y la institucionalización de un Estado de paz armada (Tirado, 
1982).    
 
 
5.1.1.13. La Guerra Civil de 1895 
   
 
    Muerto Rafael Núñez el 18 de septiembre de 1894, queda un vacío de poder que fue 
aprovechado por la facción guerrerista de los liberales. Esta guerra se sitúa en el espacio de 
tiempo entre el movimiento de Bogotá del 22 y 23 enero de 1895 y la derrota de los liberales en 
la batalla de Enciso en Santander el 15 de marzo de 1895. Los bandos en conflicto se dividían en 
liberales guerreristas al mando del general Santos Acosta, y por el otro lado, apoyando al 
Gobierno de Caro, el general Rafael Reyes (Rivera, 2013).  
 
    Los antecedentes de esta guerra vienen determinados por la implantación de las medidas del 
periodo de la Regeneración bajo la vigencia de la Constitución de 1886; de corte autoritario, 
represivo y exclusivista20; la política adoptada por los Gobiernos de Caro y Núñez había dejado 
                                            
20 En el año de 1888 en el mes de febrero se dispuso un Decreto por parte del Gobierno que controlaba la libertad de prensa, lo 
que generó la suspensión de distintos periódicos y el exilio de sus principales dirigentes (Bergquits citado por Rivera, 2013). De 





de lado de participación en el poder a las facciones liberales por un periodo considerable de 
tiempo, el corte conservador que había sido adoptado por el “Partido Nacional”, conformado por 
conservadores nacionalistas y liberales independientes, llevó a la exasperación a los liberales 
radicales o guerreristas, quienes trataron de aprovechar la inconformidad del pueblo, empezando 
por la revuelta de los artesanos del 15 y 16 de enero de 1893, luego en el mes de agosto el 
complot en contra del Gobierno de Caro y su consiguiente fracaso, lo que ocasionó una escalada 
de represalias en contra del partido liberal, cuyo resultado fue el cierre de los periódicos “El 
Relator”, “El Contemporáneo” y “El 93”, el exilio de Santiago Pérez y de los participantes del 
complot, quedando vedada la opción para los pacifistas y abonado el camino para la acción 
armada (Rivera, 2013).     
 
       La consolidación del Estado bajo la Constitución Nacional de 1886, significó el desarrollo 
del librecambio, no obstante las instituciones de la propiedad privada fueron apoyadas 
perpetuando el latifundio, a través de la economía agrícola monoexportadora y un exiguo 
desarrollo industrial; así mismo representó el fortalecimiento del presidencialismo con la 
consecuente limitación y cercenamiento de las libertades públicas, así como el establecimiento 
de la pena de muerte, el empoderamiento de la Iglesia Católica a través del manejo del estado 
civil de las personas y de la educación, la vuelta al concepto colonial de raza pura con la 
consecuente marginalización de las minorías étnicas, y la estigmatización y aislamiento de la 
oposición liberal (Calle, 2014).   
 
    En la disidencia liberal se confrontaban intereses ambivalentes, por una parte los pacifistas 
eran identificados con una oligarquía detentadora de privilegios unidos a los intereses derivados 
de la actividad del comercio de importación y exportación, por otra parte los guerreristas se 
correspondían con la juventud liberal que apoyaba a los artesanos y que estaba ansiosa de mayor 
participación en el poder.    
 
   Como resultado de esta guerra el Gobierno decidió ampliar el ejército de 6.158 hombres a 
10.000, así mismo se dio la profesionalización del aparato militar a través de la creación de la 
                                                                                                                                            
Gobierno, el cual dictaba el castigo a los contraventores, deportaba o cercenaba los derechos políticos, fue fuente de constante 





Escuela Militar, el establecimiento del servicio militar obligatorio y la contratación de una 
misión militar con Francia el 22 de julio de 1897 (Aguilera, 1995).     
  
   Es innegable que la entrada en vigencia de la Constitución de 1886, junto con el Concordato 
con la Iglesia Católica, y las medidas autoritarias desatadas por el Gobierno de Núñez y Caro, y 
en general una crisis económica marcada por el descenso en el precio del café, el tabaco, y de la 
quina, llevaría a los sectores radicales del liberalismo a la toma de las armas, y su consecuente 
derrota a manos de los gobiernistas, estos sucesos de avistan como el preludio aterrador de la 
Guerra de los Mil días, puesto que quedaron conflictos económicos-sociales y políticos 
inconclusos.    
 
5.1.1.14. La Guerra de Los Mil Días 
 
   La guerra de los mil días estalla el 18 de octubre de 1899. Sus antecedentes históricos se sitúan 
en las elecciones presidenciales de 1898, las cuales fueron ganadas por el dúo Sanclemente – 
Marroquín, ambos miembros del Partido Nacional, cuyas candidaturas fueron el producto del 
apoyo del partido conservador y de la renuncia de Antonio Caro a participar en las 
presidenciales. A Marroquín en su calidad de vicepresidente le tocó asumir el poder debido a las 
condiciones de salud de Sanclemente, y en consecuencia, aprovechó para presentar al Congreso 
un paquete de medidas económicas favorecedoras del librecambio, cuestión que aplaudieron los 
liberales y sorprendió a los miembros del Partido Nacional que durante los últimos quince años 
en el poder habían desarrollado una política económica eminentemente proteccionista. Entonces 
la situación política, social y económica se tornó insostenible, las medidas no tuvieron el efecto 
esperado y el 2 de septiembre de 1898 se escucharon tumultuosas manifestaciones en Bogotá. 
Por otra parte el 6 de octubre el Senado se negó a aprobar una ley electoral que había sido 
presentada por los liberales radicales los cuales consideraban estas medidas indispensables para 
llegar al poder, y ante la negativa de su aprobación consideraban frustradas sus aspiraciones, lo 
que devino en una clara fractura en el seno del partido, por un lado los pacifistas-directoristas 
cuyo jefe era Aquileo Parra, y por el otro los guerreristas al mando de Rafael Uribe Uribe 






    El combate decisivo de la guerra se dio en Palonegro – Santander el 11 de mayo de 1900, 
donde se enfrentaron los dos ejércitos conservador y liberal, obteniendo el primero la victoria; 
después de este suceso, se desataron las guerrillas liberales, las cuales no dejaron de causar 
dificultades al Gobierno en todo el lapso que duró la guerra, no obstante, los ofrecimientos de 
paz fueron siempre rechazados puesto que la actitud de los legitimistas autorizaba el uso del 
poder con el fin de imponer la voluntad a toda costa sobre los contendores, sin ningún límite en 
el uso de la fuerza y con el fin de lograr la rendición absoluta del enemigo. Pero el desgaste del 
conflicto, llevaría a ambas partes a sopesar el costo de la continuidad de la guerra, y el 24 de 
octubre de 1902 se suscribe el tratado de paz de Neerlandia, el 21 de noviembre del mismo año 
el tratado de Wisconsi y el tratado de Chinácota del 3 de diciembre de 1902, con lo cual se pone 
fin oficialmente a la guerra, la cual luego de dejar aproximadamente 100.000 muertos (Roca & 
Prieto, 2017) y de quedar el país económicamente devastado y desmembrado por la pérdida de 
Panamá, se fue extinguiendo paulatinamente.  
 
    La situación provocada por la crisis económica del momento fue el caldo de cultivo de la 
conflagración, y entre sus causas se atribuye la falta de puestos públicos - lo que se traduce en el 
combate por el reparto del botín burocrático-; las bajas en los precios del café y otros productos 
de exportación; la alta inflación sucedida a finales del siglo XIX; la necesidad de mano de obra- 
lo que llevó a los terratenientes agrícolas a ocupar las tierras baldías donde se hallaban los 
colonos generando la resistencia campesina- (Malcom Deas citado por Calle, 2014); la 
especulación con los bienes de consumo por parte de quienes se benefician del negocio de la 
guerra, la concentración de la tierra, que fue un fenómeno que se dio por vía del despojo de los 
vencedores hacia los vencidos, o por la simple ocupación ante al abandono de las tierras por 
parte de los labriegos que se veían obligados a enlistarse en los ejércitos, o por la expropiación 
administrativa, o por la concesión del Estado a contratistas particulares a cambio de la 
realización de obras públicas  (Tirado citado por Calle, 2014).  
 
      Es necesario mencionar que para la época de la Guerra de los Mil Días Colombia venía 
siendo un país con una economía basada en la producción agrícola y el comercio; no existía un 
desarrollo industrial significativo, por el contrario se enfrentaron intereses yuxtapuestos de las 





el centralismo y el federalismo, el sistema de crédito privado o público (Kalmanovitz citado por 
Calle, 2014), entre tanto en el bando de los liberales como en el de los conservadores existían 
comerciantes y terratenientes interesados en consolidar sus privilegios, y limitar el acceso a la 
tierra del campesinado. La economía Colombiana basada en la producción agrícola y el comercio 
no dio pie al desarrollo de un sector industrial como sí ocurrió en Europa. Además de lo anterior, 
la debilidad del Estado fue una constante ya que aún los ejércitos de los propietarios más ricos se 
batían con el fin de solucionar los conflictos frente a un Estado naciente que era impotente para 
poder afrontar los problemas de orden público y ostentar el monopolio legítimo de la fuerza. El 
desarrollo económico y social de Colombia se asemejaba al feudalismo de la edad media ya que 
los colonos y aparceros se hallaban vinculados a la tierra ya bien como arrendatarios, o como 
peonaje que debía constantemente tributar al patrono por deudas, mientras los grandes 
propietarios no cedían y antes bien, consolidaban su poder económico y feudal. Todo ello se 
puede apreciar por ejemplo en las reformas electorales donde solo se le permitía votar a los 
propietarios y alfabetos, o por ejemplo en las políticas desarrolladas por los gobiernos tendientes 
a estimular la exportación de productos agrícolas y de materias primas atrayendo la inversión 
extranjera, dejando de lado políticas destinadas a estimular el desarrollo de los pequeños 
campesinos y el artesanado.  
 
   Por otra parte el auge del café causó una importante migración de campesinos en búsqueda de 
un mejor futuro a zonas donde la producción del grano era principal como por ejemplo en el 
Estado de Santander, pero luego de que se suscitó el descenso de los precios del café, esa misma 
masa de campesinos emigrados se vio empobrecida, y entonces se vino a sumar a la rebelión de 
los liberales puesto que acusaban al gobierno regenerador de ser el causante de la crisis (Johnson, 
2011).  
 
5.1.1.15. La Época de La Violencia 
 
    El desarrollo industrial colombiano durante la época de los años 20 a los 30, tuvo un 
importante movimiento migratorio del campo hacia las ciudades, en provecho de la necesidad de 
mano de obra para el desarrollo de las obras públicas de infraestructura y para la naciente 





de Cali, Medellín, Barranquilla y Bogotá, creció en un 31.7% (Calle, 2014, p. 162), lo que a su 
vez implicó la creación de organizaciones de apoyo mutual constituidas por trabajadores y 
artesanos, tanto del sector público como en el privado, las cuales se vieron influenciadas por la 
revolución del 25 de octubre de 1917 (bajo el calendario juliano), lo que a la postre significó una 
serie de protestas y huelgas obreras y de artesanos, las cuales la mayor de las veces fueron 
reprimidas con las facultades extraordinarias de que se hizo uso, como es el caso de lo ocurrido 
bajo la presidencia del General Pedro Nel Ospina (1922-1926), quien mediante decreto 
legislativo reglamentó el ejercicio de la huelga precisamente restringiendo ostensiblemente el 
derecho de los trabajadores.  
 
    El paso acelerado desde la producción agrícola al trabajo en las ciudades generó una escasez 
de alimentos impulsada a su vez por la dependencia de las importaciones de bienes básicos, 
luego entonces la crisis no se hizo esperar y estallaron las huelgas, consiguientemente la reacción 
conservadora en 1924, encabezada por Silvio Villegas sacó el Manifiesto Nacionalista en el cual 
se acusaba a los movimientos obreros de anarquismo extremo, y se hacía un llamamiento a la 
contrarrevolución apelando al sentimiento religioso campesino (Calle, 2014).  
 
    La ley 69 del 30 de octubre de 1928 -“ley heroica”-, fue la respuesta del Gobierno de Miguel 
Abadía Méndez (1826-1930) a las reclamaciones de los sindicatos obreros, puesto que mediante 
aquella se blindaba la propiedad privada, a su vez se prohibía fomentar la lucha de clases y se 
desconocía el derecho de promover huelgas, luego se limitó la acción política de los sindicatos, 
haciendo a los obreros objeto de estricta vigilancia policial (Revista Credencial Historia, 2005). 
De esta forma el ejercicio del sindicalismo pasó a convertirse en una actividad cuasi delictual lo 
que lo relegó a la clandestinidad.  
 
    Un hito social de lo ocurrido en la década de los años 20 fue la masacre de las bananeras del 6 
de diciembre de 1928. Ante las justas reclamaciones de los trabajadores la empresa multinacional 
United Fruit Company amparada en la denominada ley heroica rechazó de plano las peticiones 
de los trabajadores supuestamente por que se hacían por vía de la fuerza. Lo que sucedió 
entonces fue que la Fruit negó todo vínculo laboral con los trabajadores ya que las contrataciones 





los trabajadores envió un contingente militar al mando del General Carlos Cortes Vargas el cual 
dio la fatídica orden disparando contra la pacífica manifestación, asesinando a miles de 
trabajadores. El genocidio adquirió resonancia gracias a la intervención del Doctor Jorge Eliecer 
Gaitán en el debate llevado en el Congreso los días 3 al 6 de septiembre de 1929, lo que generó 
la renuncia del entonces Ministro de Guerra, y la derrota del partido conservador en las 
elecciones de 1930 por parte del partido liberal (Revista Credencial Historia, 2005).  
 
   Luego de la llegada al solio presidencial del liberal Enrique Olaya Herrera (1930-1934), los 
departamentos de Boyacá, Santander y en menor medida Cundinamarca, entran en una guerra 
civil interna de escala menor signada por el odio fratricida desatado entre liberales y 
conservadores, y la activa participación del clero. En estas confrontaciones se utilizaron fuerzas 
armadas privadas por parte de ambos bandos, así como de la intimidación en las elecciones, a 
través del asesinato y el fraude. La razón: el paulatino desmonte iniciado por el Gobierno de 
Olaya de los puestos de mando de las instituciones locales, como por ejemplo el nombramiento 
de un gobernador liberal para el departamento de Boyacá, reemplazo de alcaldes conservadores 
por liberales, el reemplazo de la policía y guardas municipales por adeptos liberales; pero en 
Boyacá, el partido conservador había tenido una inveterada hegemonía de más de 50 años, el 
pueblo, en su mayor parte campesinos analfabetas, era profundamente católico e influido por la 
iglesia, lo que permitió el agudizó de posturas de extrema intolerancia política, con lo cual se 
facilitó el establecimiento de una ideología reaccionaria, elemento crucial que viene a alimentar 
la cultura belicista en la época de La Violencia (Barón citado por Calle, 2014).  
 
   El enfrentamiento fue superado por el Gobierno liberal de Olaya Herrera, y los liberales se 
entronizarían en el poder, pero esto sería apenas el abrebocas de la pugna que se iniciaría al 
término de los años 40. La intolerancia política alimentada por el discurso teológico de la Iglesia, 
el fraude electoral, los asesinatos, el pillaje, la falta de control de las armas por parte del Estado y 
su complicidad y actuación dentro del conflicto, serían factores que más adelante ahondarían en 
la pugna entre conservadores y liberales.    
 
   Hasta aquí se puede apreciar una tensión permanente entre bandos por asirse al poder, y en 





marginados de la participación en el progreso económico y democrático del poder. Teniendo en 
cuenta que básicamente se habla de dos tipos de democracia: (i) la procedimental y (ii) la 
material; la primera signada por los rituales y formas en la conformación, ejercicio y control del 
poder político, y la segunda constituida por la expansión de los derechos sociales a capas cada 
vez más amplias de la sociedad; la mayoría de la sociedad colombiana vio reducidas sus 
esperanzas, ya que los procedimientos electorales estuvieron caracterizados por el fraude y la 
componenda, lo que trajo consigo la casi inexistente credibilidad y efectividad del sistema 
democrático formal, y por otro lado la expansión de las prerrogativas económicas y sociales fue 
el instrumento de dominación de la burocracia nacional y local dominante, la cual repartía 
selectivamente el botín para asegurarse de esta manera su inveterada clientela.     
    
        Durante el siglo XX en la de década del treinta, existieron fuertes confrontaciones nacidas 
de las contradicciones entre el proletariado campesino y urbano y los terratenientes de las 
haciendas cafeteras y ganaderas, relacionadas con las condiciones laborales (sudeste de 
Cundinamarca y Tolima), así mismo con el problema de la propiedad de la tierra, cuestionando 
los títulos de los grandes propietarios que se habían aprovechado de las emisiones de deuda 
pública y de las concesiones y favores personales otorgados por políticos (zona del Sumapaz con 
la intervención del abogado Jorge Eliecer Gaitán), y por otra parte de los conflictos derivados de 
las viejas pugnas entre hacendados e indígenas en el sur del Tolima, norte del Cauca y Sierra 
Nevada de Santa Marta (Gilhodés Pierre citado por Calle, 2014).  La brecha social continuó, y 
bajo los gobiernos liberales no se logró mayor cosa, ni aún durante la vigencia del gobierno de 
Alfonso López Pumarejo, el cual no obstante haber creado el Ministerio del Trabajo, y 
consolidado la Universidad Nacional, y establecido el intervencionismo económico de Estado; 
no se adoptaron las medidas suficientes tendientes a la satisfacción de las necesidades más 
apremiantes de la sociedad, antes bien se favoreció el poder económico de los grandes 
propietarios; esta continuidad en la brecha social fruto del desarrollo económico desigual minó la 
legitimidad del Estado y agudizó el desequilibrio existente (Tovar Bernardo citado por Calle, 
2014). Aunado a lo anterior, buena parte de la derecha vino a adoptar el discurso ideológico 
guerrerista utilizado por los falangistas y franquistas en España, vaticinando durante la vigencia 
del primer gobierno de López Pumarejo el comienzo de la decadencia final de la República, por 





espirituales de la iglesia católica, así, desde diversos sectores académicos, la prensa, la radio, se 
irradiaba la propaganda anticomunista, incitando a los jóvenes derechistas a armarse y unirse en 
una avanzada común para derrotar al enemigo público.21  
 
   Durante la II República Española, el ejército español venía desempeñando un papel 
protagónico en el manejo del orden público, situación que fue prolongada y profundizada a 
través de la Ley de Orden Público del mes de julio de 1933, la cual estableció los tres estados de 
excepción: prevención, alarma y guerra interior y exterior, lo que significó la pervivencia de 
tribunales militares que enjuiciaban abreviadamente a los que se les acusaba de perturbadores del 
orden público, y en la que además se señalaba que en la última fase de la declaratoria de tales 
estados de excepción el mando de la República quedaba bajo la dirección militar (Calle, 2014). 
Otro aspecto fue que en la vigencia de estas leyes de orden público desde el año de 1906, no se 
había modificado sustancialmente la Guardia Civil la cual siempre estuvo al mando de los 
militares, y cuyo personal estuvo dotado con armas de fuego, lo que provocó en varias ocasiones 
el saldo de varios muertos en las revueltas, huelgas y protestas de carácter social y obrero; de 
esta manera el gobierno liberal-socialista se trajo para sí mismo su propia ruina. Estos fueron los 
métodos que utilizó constantemente el Gobierno Español para la represión de las huelgas 
obreras.  
 
   Similarmente en Colombia esta situación se replicó, ya que la utilización del Estado de Sitio 
bajo la vigencia de la Constitución de 1886 y su reforma de 1910, fue una constante; en este 
aspecto ante las diferentes manifestaciones obreras: en 1934, la huelga de los trabajadores del 
ferrocarril; la huelga de los trabajadores de la Cervecería Germania; la huelga de los trabajadores 
del ferrocarril del Pacífico; la huelga nacional del café; en 1935, estallan varios conflictos en las 
trilladoras de diferentes regiones cafeteras de Medellín, Anolaima, Pereira y Montenegro; en el 
mimo año estalla la huelga de escogedoras de café en varias trilladoras de Manizales, Pereira, 
Armenia, Santa Rosa y Chichiná; también revienta la huelga de los obreros petroleros de 
                                            
21 Un ejemplo de ello sería el discurso pronunciado por Laureano Gómez el 25 de septiembre de 1940 ante el Congreso en contra 
de la reelección de López en el cuál lo tildaban de baluarte del comunismo; así como la creación de diversos grupos reaccionarios 
como el Haz de Fuego, la Alianza Nacional Colombiana o el Comando Falangista de Boyacá; o como las publicaciones que 
realizaba el cura Félix Restrepo S.J. a través de la Revista Javeriana – una muestra de ello sería la realizada en el tomo VI julio-
noviembre de 1936, habiendo hincapié del incendio y toma de las iglesias por parte de los republicanos en la España de la época 





Barrancabermeja; en 1936, inicia la huelga de los trabajadores del Ferrocarril del Huila; la 
agitación campesina en Huila y Viotá y Fusagasugá; la huelga en la fábrica de Rosellón en 
Medellín (Calle, 2014). Ante todas estas manifestaciones la respuesta del estamento fue la 
represión y tildar a los huelguistas de subversivos y de actuar por fuera de los márgenes legales, 
en esta vía se expresaba el Ministro de Guerra Alberto Lleras Camargo sucesor del expresidente 
López Pumarejo, realizando un llamado para la conformación de un frente nacional 
anticomunista (Calle, 2014). Con todo, el gobierno de López fue el menos reaccionario frente a 
las proclamas de los trabajadores, prueba de ello es la institucionalización de procedimientos 
para la resolución de los conflictos obrero-patronales, y la firma de varias convenciones 
colectivas producto de las huelgas sucedidas en el sector de los servicios públicos; estos acuerdos 
firmados entre junio de 1935 y junio del 37 dieron nacimiento a un incipiente derecho laboral.  
 
   De este periodo al segundo mandato de López (1942-1945), se lleva a cabo la reversión de las 
políticas laborales y agrícolas de la década anterior, y dentro del mismo liberalismo se deja 
entrever la contradicción entre la derecha y la izquierda, tan es así que a las elecciones de 1946 
se presenta dividido, quitando el respaldo político al candidato Jorge Eliecer Gaitán (Calle, 
2014). Esta fue una oportunidad que aprovechó el sector más reaccionario de la República, el 
cual a la cabeza de Mariano Ospina Pérez, empieza un régimen de persecución y extermino que 
al término de la Segunda Guerra Mundial coincide con el comienzo de la Guerra Fría, y es 
generalmente denominado como la época de “La Violencia”.                 
 
    A este periodo de la violencia correspondió en el ámbito internacional la guerra fría, definida 
por la tensión permanente de las dos potencias predominantes la URSS y los Estados Unidos, por 
hacer que el modelo ideológico político y económico de cada una de ellas -el comunismo o el 
capitalismo- prevaleciera en el mundo, con lo cual se inició una carrera armamentística nuclear, 
la operación intensiva de las agencias del servicio secreto, el expansionismo, y la 
implementación de la doctrina de Seguridad Nacional impulsada por los Estados Unidos, país 
que utilizó toda clase de medios para detener el dominio soviético a través de las subvenciones 





de desarrollo, los cuales estuvieron en constante convulsión interna, lo que a su vez implicó el 
auge de múltiples dictaduras militares.     
 
   El auge de la doctrina de Seguridad Nacional implicó la adopción por parte de los militares de 
la ideología anticomunista, lo que de consuno también implico la reducción de la comprensión 
de todo conflicto social bajo esta óptica, en consecuencia, cualquier brote de inconformidad 
popular era equiparado a manifestaciones de comunismo, lo que conllevó la estigmatización de 
la protesta social, de esta manera, todo aquel que era sospechoso de comunista se le calificaba 
como enemigo interno, contra el cual se estaba autorizado a actuar bajo los mismo estándares 
con los cuales se libra una guerra, incluso, realizando actos de hostilidad preventivos.   
 
 
     Comúnmente se sitúa el periodo de la violencia desde la muerte de Gaitán el 9 de abril del 
1948 al surgimiento de las guerrillas en 1960, como un fenómeno de ataques, muertes, masacres, 
y toda forma de actos bárbaros y violatorios de la vida, la integridad y la libertad, que se 
sucedieron, por la confrontación entre bandos sin línea de mando, ni organización unificada, sin 
tener carácter sistémico definido, producto de la intolerancia política. Sin embargo se achaca a 
algunos sectores de las élites detentadoras del poder la adopción de estrategias de violencia 
sistemática, adoptadas desde el fin de la Segunda Guerra Mundial y el comienzo de la Guerra 
Fría en 1945, hasta el auge del narcotráfico y el paramilitarismo, donde se persiguió y se procuró 
el exterminio de determinados grupos de la población civil (Calle, 2014). Ya en 1947 se 
calculaba un total de 14.000 muertos (Oquist citado por Calle, 2014). La represión oficial 
empieza con el gobierno del presidente Mariano Opina Pérez (1946-1950), alcanzando su cenit 
con la toma del poder del radicalismo conservador a la cabeza de Laureano Gómez, (1950-1953), 
quien era un adicto de las ideas ultra nacionalistas y católicas del régimen de Franco, y quiso 
importarlas y hacerlas realidad a través de un proyecto constitucional (Kalmanovitz citado por 
Calle 2014). Por otra parte la Iglesia Católica encontró piso doctrinario en su combate en contra 
del comunismo a través de la encíclica “Divini Redemptoris” de Pio XI, en la cual se exhortaba a 






     Bajo el gobierno de Ospina Pérez, atendiendo al discurso de la Unidad Nacional, se 
implementó el reparto de las gobernaciones de una manera estratégica, nombrando a 
gobernadores liberales en departamentos donde no se podía aumentar la votación a favor del 
partido conservador, y a cambio nombrando gobernadores conservadores en los departamentos 
donde se podía aumentar la votación a favor del partido conservador, de esta manera en los 
departamentos de Boyacá, Santander, Caldas, Bolívar, Nariño, Antioquia, Cundinamarca y Valle 
del Cauca, se nombraron gobernadores conservadores, los cuales se encargaron de tomar las 
medidas estratégicas para desterrar a los liberales, tales métodos consistieron en la retirada del 
ejército, y la traída de policías (pájaros) simpatizantes de los conservadores, los cuales eran 
acompañados de bandoleros encargados de insultar y amedrentar a los liberales y a los 
campesinos, quienes terminaban abandonando el lugar, y en caso de que no se retiraran al día 
siguiente eran cruelmente asesinados. Esta situación se profundizó con el hecho de que en la 
policía no existía un régimen de carrera administrativa, lo que conllevaba el ingreso al cuerpo a 
través de favoritismos y criterios partidistas, cuestión que permitiría la comisión de actos de 
exterminio por razones políticoreligiosas (Calle, 2014). Ante las acusaciones hechas tanto al 
ejército como a la policía, el presidente Ospina nunca admitió que en realidad se llevara a cabo 
por parte de estas instituciones la implementación de la violencia sistemática, sino que se 
pronunció aduciendo que se trataba de casos esporádicos sobre los cuales el Gobierno ya había 
adelantado las investigaciones pertinentes (Ospina citado por Calle, 2014).  
 
   Puede afirmarse que la muerte de Gaitán fue producto de la violencia reaccionaria que ya se 
venía desatando en el país, con la aquiescencia de los gobiernos de Lleras Camargo y  Ospina 
Pérez, sin embargo, tras los sucesos ocurridos después de la muerte del caudillo el 9 de abril de 
1948, los gobiernos encontraron justificaciones para implementar toda una serie de medidas 
represivas en contra de la protesta social, a través de los decretos expedidos por el ejecutivo en 
1948, se comenzó a exigir aprobación gubernamental para las reuniones sindicales, se estableció 
la facultad de despedir a los líderes sindicales con la condición de que el patrono pagara una 
multa, la facultad de declarar la ilegalidad de la huelga de los servicios públicos en cabeza del 
ejecutivo. Aunado a lo anterior el gobierno norteamericano ejercería presiones para que la 
política laboral fuese modificada al interior so pretexto de suspender los préstamos al país, o de 





sindicatos cambiaran sus aspiraciones por participación en los beneficios de la productividad 
(Calle, 2014).  
 
    Durante el periodo de 1949 a 1953 se da el fenómeno de las primeras guerrillas liberales 
producto de la intolerancia política y del escalamiento de la confrontación entre liberales y 
conservadores, tanto el ejército como la policía eran atacados por simpatizantes liberales, luego 
venía el contraataque de los conservadores arrasando las poblaciones de los liberales, hasta que 
grupos de los liberales decidieron  adoptar estrategias de autodefensa y como consecuencia de 
ello se creó el grupo armado “República libre de Colombia” (Calle, 2014). La situación en el 
campo y las aldeas se tornó insostenible ya que todos se vieron envueltos en un conflicto 
fratricida sin límites; así mismo la creación de grupos armados de carácter privado ha sido una 
constante a lo largo de la historia del país, ante la debilidad del Estado para tener el monopolio 
de las armas, como también herencia de la inveterada costumbre de hacerse imponer por la 
fuerza, y luego adquirir legitimidad según la propagación de una determinada ideología.  
 
  Durante el mismo periodo después de las elecciones corporativas al Congreso en 1949, éste de 
mayoría liberal, adoptó una serie de medidas para torpedear el gobierno de Ospina, entre ellas el 
haber adelantado las elecciones presidenciales al 27 de noviembre, no obstante el Registrador 
Nacional advirtió que a los liberales no se les permitía registrarse en la séptima parte del 
territorio nacional, habían muerto más de dos mil liberales dos meses antes y 7000 llegaron 
desplazados a Bogotá, y una vez el partido liberal retiró la candidatura de Darío Echandía, las 
elecciones se llevaron a cabo y fue elegido a la presidencia en calidad de candidato único 
Laureano Gómez (Calle, 2014).  
 
    Por otra parte, dadas las continuas violaciones a los derechos a la vida e integridad por parte 
de las autoridades locales subordinadas a la presidencia de Ospina, el Congreso le tenía 
preparado un juicio de responsabilidad al presidente por la actitud omisiva frente a la oleada de 
violencia y crimen, sin embargo cuando Carlos Lleras Restrepo, Julio Cesar Turbay y otros 
liberales se dirigían al Congreso para entablar la denuncia, fueron sorprendidos por el ejército el 
cual no les permitía ingresar, amparados en el Decreto 3518 del 9 de noviembre de 1949 de 





Consejo de Estado. Después de ello se vino una desbandada de decretos suspendiendo las 
sesiones de las asambleas departamentales y de los consejos municipales, censurando la prensa 
escrita y hablada, prohibiendo las manifestaciones públicas, aumentó el quorum decisorio a las 
tres cuartas partes del plenario ante la Corte Suprema de Justicia para la declaratoria de 
inexequibilidad por inconstitucionalidad de los decretos proferidos bajo la vigencia del Estado de 
sitio, y el establecimiento de concejos verbales de guerra para juzgar a los civiles por una gama 
amplia de delitos como sedición, o cualquier delito común que tuviera conexión con atentados al 
régimen constitucional, quedando el sindicado a manos de la justicia penal militar (Calle, 2014), 
todas estas medidas tomadas al margen de las facultades en tiempo de paz que le concedía el 
artículo 121 de la Constitución de 1886 al presidente bajo la vigencia del Estado de sitio. El corte 
autoritario y arbitrario del gobierno de Ospina propiciaría la profundización de las 
contradicciones partidistas y facilitaría la acción violenta sistemática por parte de las autoridades 
locales y los militares en contra de la población liberal y civiles no liberales no afectos al 
régimen, lo que a la postre significaría la perpetuación del conflicto interno, facilitando la 
formación de grupos de defensa guerrilleros.   
 
   Estas guerrillas tuvieron su origen principalmente en el departamento del Tolima -donde 
existía un fuerte arraigo liberal y un continuo conflicto por la tierra, en el que confluían colonos 
provenientes de Antioquia, indígenas y pequeños aparceros- cuando los comunistas Manuel 
Marulanda, Isauro Yosa y el Charro Negro llegaron a la región de El Davis en 1950, con la 
intención de unir fuerzas con la guerrilla liberal comandada por Gerardo Loaiza; posteriormente 
la desconfianza entre liberales y comunistas los llevaría a combatir entre ellos, añadiéndose otros 
actores al conflicto además de la policía y el ejército, convirtiendo a la región del Tolima en uno 
de los focos donde “La Violencia”, ha pegado más duro.  
 
   En los llanos orientales el auge de las guerrillas implicó, la creación de grupos de autodefensa 
campesinos los cuales fueron sufragados por los propietarios de las haciendas que en un 
principio habían apoyado a las guerrillas liberales, además el Gobierno optó por la creación de 
un grupo contraguerrilla militar y policial “Batallón Vargas”, el cual fue autor de varios 
genocidios y ejecuciones extrajudiciales tales como los hechos ocurridos la celada de Nunchía, 





2014), por otra parte los alzados en armas también hicieron lo propio. Así mismo de Boyacá se 
expresaba el conflicto en su faceta religiosa y sectaria, respondiendo a los cánones de la 
pacificación cristiano católica importada de la España de Franco, de esta manera el campesinado 
inculto y católico de Boyacá vino alimentar las fuerzas policiales para contener los desmanes en 
Bogotá, los “Chulavitas”, provenientes de los municipios de Boavita y Soatá, fueron lanzados a 
la guerra antiliberal y anticomunista a lo largo y ancho del país (Guzmán citado por Calle, 2014).           
 
    Tras la división del conservatismo entre Ospina Pérez y Laureano Gómez – quién seguiría con 
la idea de instaurar un proyecto de Estado Totalitario-, ante la dimisión de este último en el cargo 
de presidente, el 13 de junio de 1953 asume la presidencia el General Rojas Pinilla, en un golpe 
de Estado apoyado por la oposición conservadora y un ala del liberalismo, quienes comenzaron a 
ver amenazadas sus libertades ante las omnímodas pretensiones de Gómez. En otro orden de 
cosas el Gobierno de Rojas inició una amnistía generalizada tanto para los militares como para 
los guerrilleros de todas las corrientes que depusieran las armas; al respecto la amnistía generó 
un hálito de impunidad en favor de los militares (Calle, 2014). La doctrina anticomunista siguió 
vigente hasta el punto de quedar formalmente prohibida a través del acto legislativo 6 del 7 de 
septiembre de 1954; lo cual a la postre significaría la agresión expansiva en las regiones donde se 
profesaban estas ideas. La dictadura de Rojas termina en el 10 de mayo de 1957, la guerra en las 
regiones volvió a exasperarse, debido principalmente a que dentro de su gobierno no se 
adoptaron las medidas necesarias para la superación de las causas del conflicto armado como 
hubiera sido la reforma agraria, o el desmantelamiento de las guerrillas liberales que tenían por 
finalidad la eliminación del comunismo, así mismo no devolvió su vigor democrático a las 
instituciones puesto que pretendió perpetuarse en el poder al no convocar a elecciones.  
 
   Durante la vigencia de la Junta Militar que le sucedió a Rojas se creó la Comisión Nacional 
Investigadora de las causas actuales de la Violencia, y pese a que gracias a las actividades 
iniciadas por esta organización se suscribieron varios pactos de paz, las “guerrillas de paz” 
lideradas por gamonales liberales que ahora fungían de terratenientes locales, continuaron 
enfrentándose a las guerrillas comunistas las cuales adoptaron tácticas de defensa prolongada, lo 
cual desembocó en la invasión militar a Marquetalia en 1964 (Calle, 2014), un hito del cual se 







   Por otra parte la hegemonía bipartidista y oligárquica quedó sellada con la suscripción del 
pacto de Benidorm y la entrada en vigencia del Frente Nacional ratificado en el plebiscito 
celebrado en el año de 1957. El orden público quedó bajo la dirección castrense la cual de ahora 
en adelante se ocuparía de garantizar la vigencia del bipartidismo y la exclusión de todo aquello 
que fuera comunista. Para dar substancia a la actuación de las Fuerzas Armadas durante este paso 
se adopta la Doctrina de Seguridad Nacional, la cual sería la vértebra ideológica e institucional 
del Estado para el manejo del orden público.   
 
   La expresión más palpable de la Doctrina de Seguridad Nacional la constituyó el Decreto 398 
de 1965 convertido en permanente a través de la expedición de la Ley 48 de 1968 “Estatuto 
Orgánico de la Defensa Nacional”, en cuya vigencia los terratenientes y ganaderos crearon 
grupos armados de autodefensa, los cuales vinieron después a fusionarse con el narcotráfico, lo 
que a la postre significó el nacimiento de los paramilitares. Lo anterior ha significado la 
polarización de la sociedad debido a la implementación de esta Doctrina y su concepción del 
“enemigo interno”, lo cual, aplicado en la práctica implicó que las fuerzas armadas consideraran 
indiscriminadamente a diversos grupos poblacionales que no comulgaban con las posiciones 
oficiales, como objetivos militares a los cuales se les tendría que combatir combinando todo tipo 
de estrategias, incluso la guerra psicológica, política, y la confrontación armada, además de la 
utilización de los grupos armados de autodefensa.    
 
     El Frente Nacional (1957-1968) implicó un retroceso democrático del Estado en Colombia, lo 
que conllevó la vuelta al Estado confesional de 1886, por vía de una serie de prerrogativas que se 
arrogó la élite colombiana en el poder, tales como el reparto de la cuota burocrática en las 
mismas proporciones que la composición del Congreso y únicamente entre los partidos 
tradicionales, la autolimitación del constituyente primario, el aumento del quorum decisorio a las 
dos terceras partes para la aprobación de las leyes en el congreso, el establecimiento de la 





públicos de defenderla22. Ahora bien, es cierto que la mujer obtuvo en estos comicios el derecho 
al sufragio, no obstante se trató de una jugada electorera, en la cual aprovechando la confluencia 
del voto femenino en las urnas para que aprobaran así el derecho al voto, al mismo tiempo se 
aprobaba el establecimiento de la política institucional del Frente Nacional, anulando con ello la 
posibilidad de participación y expresión de otras fuerzas democráticas.      
 
   A este cerramiento democrático generalmente se le atribuye el surgimiento de las diferentes 
organizaciones insurgentes de los años 60 y comienzos de la década del 70, tales como el 
Movimiento Obrero Estudiantil Campesino (MOEC), las Fuerzas Armadas de Liberación (FAL), 
el Ejército de Liberación Nacional (ELN), el Movimiento Armado Quintín Lame, el M-19 y el 
Ejército de Liberación Popular (EPL), no obstante algunos autores como Pizarro Lengomez 
(citado por Calle, 2014), atribuyen la creación de estos grupos a la táctica revolucionaria del 
“foquismo”, según la cual el movimiento revolucionario se inicia por los mismos grupos 
activistas, lo que implica la propagación de la revolución, aprovechando el inconformismo 
generalizado de las masas. Pero por otra parte el mismo autor le atribuye al nacimiento de las 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), a una respuesta directa a la violencia 
institucional del Estado después del ataque a Marquetalia del 27 de marzo de 1964, situación que 
condujo a las organizaciones campesinas comunistas inevitablemente a la toma de las armas.     
 
   Contrario al bandolerismo -singularizado por una ausencia definida de afiliación política, 
actuación local desorganizada, con apoyo general del campesinado local y de los gamonales; 
estos grupos de hombres actuaban al margen de la ley bajo el esquema de la retaliación y 
fundamentados en las injusticias y falta de presencia del Estado en ciertas zonas del campo-, los 
grupos organizados de autodefensa campesinos (que terminaron conformando las guerrillas), 
respondían a la ideología comunista y estaban territorial y socialmente estructurados y 
jerarquizados, dominando amplios espacios de la geografía nacional a la manera de repúblicas 
independientes que fueron objeto del ataque de las Fuerzas Militares, como por ejemplo en las 
regiones del Sumapaz, Guayabero y El Pato en la cordillera oriental, Riochiquito y Marquetalia 
en la cordillera central, y el Ariari y Vichada en los llanos orientales (Pizarro Leongómez, citado 
                                            
22 Artículo único del Decreto 0247 de 1957 por medio del cual se citó a mujeres y varones para votar el plebiscito, fue expedido 
por la Junta Militar Provisional que dejó al mando del Gobierno el dictador Rojas Pinilla a su salida, y en cuyo artículo único se 





por Calle, 2014). Sobre este fenómeno es necesario mencionar que la colonización paulatina de 
estas zonas apartadas de la geografía, encontró asidero en la falta de satisfacción de las demandas 
por tierra de las masas de campesinos desposeídos por parte del Estado, es decir, no haber 
implementado una política que diera solución al problema de la tierra, suficiente para poder 
evitar una confrontación de estos alcances. En este contexto los latifundistas fueron 
expandiéndose a través de estas zonas lo que inevitablemente trajo aparejado el conflicto 
armado, así mismo, se crearon los primeros grupos paramilitares (“liberales”) tolerados por las 
autoridades civiles y armadas, puesto que estos se encargaban de la eliminación de los 
comunistas. Estas zonas fueron ocupadas y cercadas por las fuerzas armadas lo que conllevó el 
desplazamiento de los grupos guerrilleros a las selvas.       
 
 
   Uno de los resultados de la política de represión al comunismo fue que el XXX Pleno del 
Comité Central del partido comunista celebrado en junio de 1964, diera la viabilidad de adoptar 
en su ascenso por la lucha al poder, la combinación de todas las formas de lucha, lo cual 
implicaba que las organizaciones de autodefensa campesina, o sea las guerrillas de las FARC, se 
convirtieran en el brazo armado del partido. Esta situación se definió desde la VII Conferencia 
celebrada en 1982, donde las FARC rompieron definitivamente con el partido comunista, y 
decidieron emprender la lucha militar por el poder, acrecentándose el belicismo de izquierda, lo 
cual cerró las posibilidades de crear un partido fuerte de oposición, facilitando el viejo dominio 
hegemónico de los partidos tradicionales.  
 
     Los diferentes grupos guerrilleros que surgieron son clasificados por Pizarro Leongómez 
(citado por Calle 2014) en guerrillas militares, de partido y societales: (i) las militares se 
caracterizan por tener miembros que cumplen las funciones de soldados, pero que tiene una baja 
articulación social, ejemplo de ello sería el ELN, (ii) guerrillas de partido serían las FARC y el 
EPL, donde el partido político ejercería la dirección sobre el grupo armado, y (iii) la guerrilla 
societal la cual representa a un grupo social determinado, en nuestro caso el Movimiento 
Armado Quitín Lame el cual representaba sobre todos a los indígenas del Cauca. Algunos de los 
grupos guerrilleros como el M-19 se nutrió de las acciones terroristas que se practicaban en 
Europa, las cuales consistían en acciones espectaculares o golpes estratégicos que creaban la 





17 de enero de 1978, o la “operación ballena azul” la cual consistió en la toma de las armas del 
Cantón norte del ejército el 31 de diciembre de 1978, o la toma de la embajada de República 
Dominicana el 27 de febrero de 1980.  
 
 
    Así las cosas, producto de la hegemonía de partido, y de la falta de tolerancia política por parte 
de las élites dominantes las cuales no supieron dar solución a los problemas estructurales del 
país, el conflicto armado se recrudeció, los problemas de la tierra nunca fueron solucionados por 
el Frente Nacional, y la polarización se hizo cada vez más evidente, además aparecieron otros 
actores de la guerra como son el paramilitarismo y el narcotráfico, situación que hizo cada vez 
más viral las confrontaciones dados los ingentes recursos financieros con los cuales contaban los 
grupos armados ilegales. Este auge financiero del narcotráfico terminó por permear todas las 
esferas del poder, deslegitimando las instituciones estatales, lo cual ha sido signo de apatía y 
descontento en la mayor parte de la población, lo que siempre se ha visto en el altísimo índice de 
abstencionismo y de falta de participación política.  
 
 
      5.1.1.16. Paramilitarismo y narcotráfico 
    
 
      La sumatoria de los siguientes factores: los desmanes y atropellos de la guerrilla, falta de 
presencia del Estado pero con afluencia militar, y una ambigua instrumentación legal, 
propiciaron las condiciones para la aparición de un nuevo agente del conflicto que vino a agravar 
la situación de violencia, los grupos paramilitares, los que se expandieron desde puerto Boyacá y 
tuvieron un importante auge en el Magdalena Medio.23  
 
 
    El antecedente histórico de estas organizaciones armadas lo constituyen los “escuadrones de 
la muerte”, implementados por los militares franceses para desarticular los movimientos 
independentistas en sus colonias en Indochina y Argelia, posteriormente en 1958 la doctrina fue 
                                            
23 Tomado del documento preparado por los fiscales de la Unidad de Justicia y Paz, citado por Verdadabierta.com, el 20 de 





impartida a militares de Argentina en La Escuela de Guerra de París, y luego a partir de 1961 fue 
enseñada desde la Escuela Superior de Guerra de Buenos Aires a militares de 14 países, incluso a 
miembros de las fuerzas armadas de EEUU que las aprendieron y luego las replicaron a través de 
la Escuela de las Américas para Latinoamérica (Velásquez, 2011). La táctica predicaba la 
utilización de los civiles como brazo armado del ejército, estos se encargaban de identificar a los 
sediciosos y torturarlos (a través de métodos especializados) o eliminarlos; pero incluso los 
sospechosos eran objetivo militar puesto que era mejor un sospechoso muerto que un sedicioso 
libre. En caso de que la población civil no fuera cooperante era necesario el desplazamiento 
forzado, para quitar la base de apoyo popular al movimiento insurgente, lo cual fue considerado 
indispensable. Estos escuadrones especializados en la contrainsurgencia fueron inicialmente 
establecidos a través de las fuerzas regulares con la asesoría de la CIA; según Ralph. W. 
McGehee miembro de la CIA entre 1952 y 1977, se crearon grupos de la muerte en El Salvador, 
Guatemala, Nicaragua y antes del 79 en Corea del Sur, Irán, Chile y Uruguay (Velásquez, 2011).        
 
 
      A comienzos de los años de 1980 se presentan en el país nuevos actores en la confrontación 
armada, se trata del narcotráfico, el paramilitarismo, la narcoguerrilla y el terrorismo; sujetos que 
conforman el paradigma de lo que se ha denominado las “nuevas guerras”.  Estas responden a 
una multiplicidad de intereses encontrados que van desde el lucro económico a través de la 
devastación de los recursos naturales, el tráfico de armas y drogas, el flujo de información y la 
influencia política, hasta el fundamentalismo ideológico o religioso.  
 
   Para el caso de Colombia, la guerra ha venido cambiando de dinámicas, desde los años de 
1950, se han dado la guerra de la marihuana, la guerra de la cocaína, la guerra contra el 
narcotráfico internacional, la guerra paramilitar en contra de las guerrillas y la guerra contra el 
terrorismo internacional (Calle, 2014).  
 
   En relación con el paramilitarismo constituye un fenómeno que viene desde vieja data, cuando 
en las guerras del Siglo XIX, o en los combates entre liberales y conservadores en los años 
treinta y aún en los 50 (los pájaros o los Chulavitas) se utilizaban cuadrillas de civiles a sueldo 
para eliminar y asolar a la oposición. En el mes de octubre del año de 1962 visitó a Colombia el 





Norte, sirviendo en la 82ª división, rememorada por su participación en la guerra de Vietnam 
bajo el nombre de los Green Berets; el mencionado General sugirió la conformación de 
agrupaciones antiterroristas, anticomunistas y bandas secretas paramilitares para que actuaran en 
contra de la oposición (Catatumbo P, citado por Velásquez, 2011).    
 
   La estrategia en contra de la subversión se valió del paramilitarismo, ya bajo la vigencia del 
Estatuto Orgánico de Seguridad del gobierno de Turbay se permitió a los terratenientes y 
ganaderos armar sus propios grupos de civiles armados a sueldo, los cuales con el paso del 
tiempo fueron adquiriendo mayor autonomía, perdiéndose del control del Estado y 
evolucionando a las formas corporativas de servicios de seguridad-paraestatal con estructura 
interna jerarquizada e ideológica al servicio de las oligarquías locales y nacionales. Por otro lado 
la contrainsurgencia civil se realizó en el marco de las políticas de seguridad nacional adoptadas 
por el Estado Colombiano, particularmente con la implementación del Plan Lazo, en donde parte 
de las tácticas sugeridas por los mandos militares de los EEUU consistieron en adiestrar civiles, 
en especial aquellos oficiales retirados, en estrategias de sabotaje, contrainteligencia y 
propaganda negra en contra de los considerados auxiliadores de la guerrilla, contradictores del 
régimen o simpatizantes de la URRSS (Yarborough citado por Calle, 2014). La política de 
involucrar a los civiles como colaboradores en la lucha contra la guerrilla, hace parte de la 
estrategia de seguridad del Estado que se convirtió desde entonces hasta nuestros días en práctica 
regular, recurrente y permanente.  
 
    En consecuencia, cumpliendo los derroteros fijados desde el Gobierno de Turbay, bajo la 
iniciativa de las instituciones militares, la política de involucrar y armar a los civiles en la lucha 
contra la insurgencia se implementó a través de diversas tácticas establecidas en los siguientes 
reglamentos: Resolución No. 005 del 05/04/1969 Reglamento de Combate de Contraguerrillas 
EJC-3-10; Instrucciones Generales para Operaciones de Contraguerrillas del año de 1979; 
Resolución No. 014 del 25/06/1982 Manual de Combate Contra Bandoleros o Guerrilleros EJC-
3-101; y la Resolución No. 036 de 1987 Reglamento de Combate de Contraguerrillas EJC-3-10 
de 1987 (Velásquez, 2007). La base legal (Ley 48 de 1968 y el Decreto 3398 de 1965) de las 
autodefensas civiles armadas fue desmontada en 1989 por el expresidente Virgilio Barco a través 





en sentencia del 25 de mayo de 1989, en la cual se consideró que este tipo de normas eran 
ambiguas y constituían una autorización legal para la conformación de los grupos civiles 
armados, lo cual violaba el principio del monopolio de las armas en cabeza del Estado. Después 
de la expedición de los mencionados decretos los paramilitares quedaron en situación de 
ilegalidad al ser considerados grupos sicariales o de justicia privada.  
 
   Bajo la vigencia del gobierno de Belisario Betancourt Cuartas entre 1982 y 1986, se confabuló 
una especie de alianza entre militares, la derecha y el narcotráfico, los que consideraron que el 
Estado estaba debilitado frente a las ventajas concedidas a las guerrillas, entonces sopesaron la 
necesidad de crear y financiar grupos paramilitares como estrategia contrainsurgente, tales como 
“…Muerte a Secuestradores (MAS), el Escuadrón de la Muerte, Muerte a Abigeos (MAOS), 
Castigo a Firmantes o Intermediarios Estafadores (CAFIES), el Embrión, Alfa 83, Prolimpieza 
del Valle del Magdalena, Tiznados, Movimiento Anticomunista Colombiano, los Grillos, el 
Escuadrón Machete, Falange, Muerte a Invasores, Colaboradores y Patrocinadores 
(MAICOPA), los Comandos Verdes, Terminador, Menudos, Justiciero Implacable, Mano Negra 
y Plan Fantasma, los Grises, Rambo, Toticol, los Criollos y Black Flag…” (Velásquez, 2007).  
También bajo la vigencia de este Gobierno, se creó la Asociación Campesina de Agricultores y 
Ganaderos del Magdalena Medio –ACDEGAM- el 24 de julio de 1984, promocionando las 
asociaciones de grupos paramilitares con la ayuda de las fuerzas armadas; y por este mismo año 
bajo la tregua firmada con las FARC en los denominados acuerdos de la Uribe, nace la 
agrupación política de izquierda Unión Patriótica que posteriormente fue exterminada 
sistemáticamente24 por paramilitares en connivencia con agentes del Estado y miembros de las 
altas esferas políticas. Más adelante en el gobierno de Virgilio Barco se habían identificado ya 
200 grupos paramilitares (García Peña citado por Velásquez, 2007), lo que demuestra un 
escalamiento del fenómeno, además de la consolidación de la alianza entre narcotráfico y 
paramilitares, la cual le proporcionó importantes recursos económicos.  
 
                                            
24 Responsabilidad que ha asumido públicamente el Gobierno, en alocución realizada por el presidente Santos, en concordancia 
por la decisión tomada por la Dirección de Análisis y Contexto de la Fiscalía, la cual determinó, la existencia de una alianza 
criminal entre paramilitares, agentes del Estado y políticos, para frenar y exterminar el partido político de la UP. (El espectador 
20 de octubre de 2014 y 15 de septiembre de 2016. Recuperado el 07/08/2017 de: 
http://www.elespectador.com/noticias/politica/gobierno-admite-responsabilidad-exterminio-de-up-articulo-655013 y 





    El gobierno de Cesar Gaviria no desplegó en la práctica una estrategia contundente en contra 
de los paramilitares; aparte de perseguir al cartel de Medellín, implementar la justicia sin rostro, 
y tener una mano suave para con el cartel de Cali; declaró la “guerra integral” en contra de la 
guerrilla en el mes de octubre de 1992, singularizada por la acción militar modernizada la cual 
actuaba de conjunto con una justicia focalizada. En el marco de esta política se amplió el 
presupuesto para la Seguridad y Defensa nacionales y para la Policía Nacional, implementando 
mayores impuestos de guerra, aumentando el número de efectivos (soldados profesionales), y 
modernizando el armamento (Giraldo, 1994)25; sin embargo la guerra se desató por parte del 
Estado en contra de la guerrilla, y en cambio se dio un auge de las estructuras paramilitares a lo 
largo y ancho de la geografía nacional, las continuas denuncias y recomendaciones en materia de  
prevención a las violaciones a los derechos humanos que le hicieron al Gobierno de Gaviria 
fueron desatendidas, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su informe anual, 
finalizando el año de 1994 exhortó al gobierno Colombiano al cumplimiento de las 
recomendaciones sobre derechos humanos, las cuales había desconocido anteriormente (OEA, 
1993).  
 
   Con la expedición de los Decretos 2535 de 1993 y 356 de 1994, se crearon  las Cooperativas de 
Vigilancia y Seguridad Privada para la Autodefensa Agraria, como un mecanismo utilizado por 
el gobierno de Samper para procurar la defensa de los hacendados frente a los hostigamientos de 
la guerrilla. Desde varios frentes se criticaron estas agrupaciones por las continuas violaciones a 
los derechos humanos, y además porque dentro de las mimas ingresaron paramilitares, lo que 
dificultaba la distinción entre civiles y combatientes. Posteriormente la Corte Constitucional 
declaró inconstitucionales la creación de este tipo de organizaciones.  
 
   Las tácticas de los paramilitares fueron variando con el tiempo, entre 1978 y 1982, primaron la 
persecución sistemática, la detención arbitraria, el hostigamiento, la tortura, y los consejos 
verbales de guerra; entre 1982 a 1986, se pasó a la amenaza, los asesinatos selectivos, y las 
                                            
25 Estos gastos: “…representaban el 46.7% del total de Servicios Personales del Sector Central Nacional, y los gastos de 
funcionamiento de los mismos ítems ascendían a 59.3% del total de Gastos Generales del Sector Central Nacional. Los soldados 
profesionales fueron reemplazando los temporales y, entre 1992-93 aumentaron de 2.000 a 23.000. En cada batallón se fue 
creando una "Unidad Contra-guerrilla", y los sueldos, armamentos y vituallas aumentaron o se modernizaron. Pero además el 
Decreto 446/93 de "Conmoción Interior" incrementó el presu-puesto militar en $ 143.410.000.000,oo y los "impuestos de 






masacres; entre 1986 y 1994, se llegó a la práctica de detenciones arbitrarias seguidas de la 
desaparición forzada y masacres colectivas (Velásquez, 2007). En un principio los grupos 
paramilitares obedecieron a la lógica de la eliminación del enemigo interno a través de las 
tácticas de guerra sucia y la coalición y tolerancia con las fuerzas militares del Estado, 
posteriormente fueron utilizados por los narcotraficantes, latifundistas, hacendados, e incluso por 
las multinacionales, para la protección de sus negocios26, se aliaron bajo la denominación de 
Autodefensas Unidas de Colombia abrazando una ideología propia y un proyecto político 
definido, tendiente a la toma del Estado y el cambio fundamental de las estructuras sociales, tal y 
como quedó consignado en el Pacto de Ralito27, cual fue firmado en el mes de julio del año 2001.  
 
    Bajo el Gobierno de Pastrana (1998-2002), en el marco de los diálogos de paz con la guerrilla 
de las FARC, se dio el desmonte total de las Convivir28, y la lucha en contra de los grupos 
paramilitares como corolario de la agenda para la paz. La Corte Constitucional dio viabilidad a la 
conformación de estos grupos de seguridad privada, pero declaró inexequible el parágrafo del 
artículo 39 del Decreto 356 de 1994, que autorizaba el uso de armamento restringido por parte de 
estos grupos (C-572 de 1994. MP. Dres. Jorge Arango Mejía y Alejandro Martínez Caballero). 
Por otra parte, para la Fiscalía General de la Nación quedó claro que las Convivir hacían parte de 
la estrategia paramilitar, estas asociaciones fueron utilizadas como fachada para la captación de 
recursos de las empresas bananeras (para el caso del Urabá), además de ser un canal para la 
adquisición de armamento de uso privativo de las fuerzas militares, incluso se llegó a la 
conclusión de que la Brigada 17 del Ejército Nacional, fundó en la zona del Urabá su propia 
convivir en connivencia con los campesinos29. Así también, no obstante haber sido desmontadas 
las Convivir, estas funcionaron durante cuatro años, término durante el cual se consolidó la 
actividad táctica y estratégica de los paramilitares sobre la población civil.  Lo anterior muestra 
                                            
26 Al respecto consultar la declaratoria que hizo el Director de la Fiscalía Especializada de Justicia Transicional, sobre la práctica 
de financiar grupos armados ilegales, la cual constituye delito de lesa humanidad: Recuperado el 02/08/2017 de: 
https://noticias.caracoltv.com/colombia/financiacion-de-bananeros-paramilitares-es-declarada-delito-de-lesa-humanidad 
27 Texto del Pacto. Recuperado el 02/08/2017 de: http://www.semana.com/on-line/articulo/texto-del-acuerdo-ralito/83002-3 
28 En el mes de Julio de 1998, Carlos Alberto Díaz, en calidad de Presidente de las Convivir, anuncia la cancelación de 289 de las 
414 asociaciones que existían en el país, y además reconoce que con esta medida el Estado obtiene nuevamente el monopolio 
legítimo de la fuerza: “…el Estado recupera parte del monopolio de la fuerza,…porque las Convivir, desafortunadamente, se 
salieron del marco previsto en la ley.” Recuperado el 21/08/2017 de: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-
797033 







el grado de compenetración y expansión de las relaciones entre paramilitarismo, el Estado y 
cierto sector económico de la sociedad. El Estado a través de las Fuerzas Armadas, utilizó a las 
autodefensas como una estrategia más para combatir a las guerrillas:  
 
“En su testimonio ante la justicia, el oficial del ejército y luego comandante paramilitar 
Luis Antonio Meneses declaró que hasta 1989 los contactos se hacían directamente entre 
el Estado Mayor del Ejército y la dirección de las autodefensas. Después se comenzaron a 
utilizar intermediarios.” (Castro Cepeda, citado por Velásquez, 2007).  
 
     La denuncia del auge del paramilitarismo y su expansión y penetración en todas las 
autoridades civiles, gobernadores y alcaldes, en la SIJIN y el DAS, en los consejos municipales, 
en el Congreso, en el poder judicial, vino desde los partidos de la oposición y de los sectores de 
izquierda del país, por lo que generalmente no se le puso mucha atención al asunto, 
catalogándolo como un montaje de la izquierda para desprestigiar a la derecha; pero, para nadie 
es un secreto que los paramilitares se hicieron a buena parte de los escaños al congreso, 
usurparon en varias regiones los recursos del Estado, y amedrentaron a los sufragantes para que 
votaran los candidatos de sus afectos en las elecciones a alcaldes, gobernadores y a la 
presidencia. 
 
   La expansión paramilitar ha significado la creación de un Estado paralelo mafioso, el cual, bajo 
la complacencia de las autoridades se ha apoderado de los recursos públicos a través de la 
adjudicación de los contratos, el cobro de impuestos a las actividades de los vendedores 
ambulantes, tenderos, pequeños y grandes comerciantes, empresarios de toda índole. En la parte 
norte del país, el paramilitarismo ha infiltrado las universidades haciendo nombrar a los rectores 
y realizando una purga respecto a los posibles disidentes del régimen. Esta crisis de legitimidad 
es profundizada por los discursos belicistas del gobierno de Álvaro Uribe quién no tiene 
miramientos a la hora de llamar a cualquiera de sus disidentes “terroristas vestidos de civil” y a 
la prensa independiente como “voceros de la guerrilla” (Velásquez, 2007).  
 
   Altos funcionarios del círculo de poder del cual se encontraba rodeado el expresidente Uribe 





“Jorge Noguera30, María del Pilar Hurtado31, Bernardo Moreno32 y Mauricio Santoyo33”, otros se 
encuentran actualmente investigados. 
 
     Por otra parte el proceso de desmovilización de los grupos paramilitares adelantado bajo la 
Ley de Justicia y Paz, presentó dificultades inherentes a la dinámica adoptada, como por 
ejemplo, el poder establecer a ciencia cierta si las versiones dadas por los paramilitares 
corresponderían a la verdad o no, o si se estaba realizando la confesión completa de los crímenes, 
lo anterior puesto que las autoridades judiciales no contaban con todo el prontuario de los 
desmovilizados. Además las declaraciones se realizaron de manera acomodaticia adjudicando 
responsabilidades a exintegrantes o a miembros de la Fuerza Pública que se encontraban 
muertos. En un sentido semejante la Ley de Justicia y Paz o Ley 975 de 2005, estableció la pena 
alternativa de ocho años para aquellos desmovilizados que fueran juzgados en el marco de ese 
proceso, no obstante, para el año 2012 se estaba cumpliendo el término en que más de 1.500 
desmovilizados no habían sido procesados ni condenados. Así mismo desde el 2003 al 2009 se 
desmovilizaron alrededor de 35.353 paramilitares de los cuales 31.454 (89.72%) se beneficiaron 
ipso facto, de indultos, autos inhibitorios y cesaciones de procedimiento, por el hecho de no tener 
en su contra investigaciones ni condenas penales; parámetros bajo los cuáles se excusó la 
autoridad judicial del Estado para no exigir la verdad sobre la comisión de delitos de lesa 
humanidad, como tampoco para adelantar investigaciones relacionadas con la comisión de estos 
delitos34. Por otra parte, de acuerdo a declaración del abogado Gustavo Gallón de la Comisión 
Colombiana de Juristas, 3.600 paramilitares fueron procesados por delitos de lesa humanidad, de 
los cuales 600 fueron condenados y los 3000 restantes fueron dejados en libertad35. Aunado a lo 
                                            
30 “…cuando Noguera fue nombrado cónsul en Milán (Italia), el DAS fue puesto al servicio del bloque Norte de las 
autodefensas, comandado por Rodrigo Tovar Pupo, alias ‘Jorge 40…”. Recuperado el 23/08/2017 de: 
http://www.bluradio.com/96418/ya-son-8-funcionarios-del-gobierno-uribe-condenados-por-la-justicia-colombiana 
31 “…Durante su administración, el Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo y senadores como Gustavo Petro y Piedad 
Córdoba denunciaron que la central de inteligencia había desplegado seguimientos e interceptaciones ilegales contra la 
oposición política y las organizaciones defensoras de derechos humanos.”. Ibídem.  
32 “La Procuraduría investigó esos hechos y en 2010 inhabilitó a Bernardo Moreno para ejercer cargos públicos durante 18 
años. La entidad determinó que, en abril de 2008, Moreno se reunió en la Casa de Nariño con funcionarios del DAS y de la 
Unidad de Información y Análisis Financiero (UIAF) para recibir reportes sobre el cuestionado empresario Asencio Reyes, con 
quien el organismo de inteligencia intentaba desprestigiar a los magistrados.”. Ibídem.  
33 “Salvatore Mancuso contó cómo Santoyo se alió con las autodefensas para perseguir a las guerrillas y otros tantos 
aseguraron que el jefe de seguridad del presidente les había ayudado a evadir a las autoridades y a traficar cocaína hacia ese 
país.”. Ibídem 
34 (Agudelo, Soraya, G., 2010. La verdad sobre el proceso de desmovilización paramilitar y su aporte a la paz. Colectivo de 
Abogados José Alvear Restrepo). 






anterior con la extradición de los 14 comandantes paramilitares a los Estados Unidos, quedó de 
una vez por todas sepultada la esperanza de varias víctimas. Por lo anterior gran cantidad de 
delitos quedarían en plena impunidad, en consecuencia el objetivo finalista36 relacionado con la 
verdad, justicia y reparación no se cumpliría37. Por el contrario, lo que se evidencia a todas luces 
es la impunidad de los delitos, y la sensación de que el proyecto político paramilitar, fue 
concebido desde los altos estamentos del Estado, como una estrategia militar, de control social, 
económico y político, la cual obtuvo todo el respaldo institucional para legalizarse. Por otra vía 
el paramilitarismo persiste en Colombia a pesar de que las autoridades públicas afirmen haber 
sido erradicado, ahora con un nuevo nombre las BACRIM38, siguen ejerciendo el control de los 
territorios que fueron de los paramilitares, asesinando civiles, líderes sociales y comunitarios, 
defensores de derechos humanos y amedrentando a las poblaciones.      
 
 
     Desde el punto de vista ideológico, el proyecto político paramilitar libró una guerra por la 
“democracia” en contra del comunismo; pero no era precisamente la guerrilla armada el único 
objetivo militar, sino la población civil que se presumía era la base social de los grupos 
subversivos, de esta manera campesinos, trabajadores, defensores de derechos humanos, 
periodistas, líderes sociales, políticos, sindicalistas, etc., que de alguna u otra manera no 
estuvieran de acuerdo con las posiciones oficiales, fueron considerados guerrilleros vestidos de 
civil, y de esta manera víctimas de genocidio, desaparición forzada39, ejecuciones extrajudiciales, 
asesinato selectivo y limpieza social40. La democracia se entendió mal, o mejor dicho fue 
                                            
36 Propósitos de la llamada “Justicia Transicional”: 1) Reconciliación y reincorporación de los miembros de las estructuras 
paramilitares, 2) Verdad y reparación para las víctimas 3) y paz y democracia para el pueblo colombiano. Ibídem.  
37 “En el Senado, el vicefiscal Jorge Perdomo admitió que como están las cosas actualmente, muchos desmovilizados sin ser 
juzgados aún, podrían quedar en libertad…«Llevamos apenas dos sentencias en firme de 340 mil delitos y esta cifra es realmente 
irrisoria», aseguró Barreras, ponente del proyecto.”. Recuperado el 23/08/2017 de: 
http://www.elespectador.com/noticias/politica/delitos-de-desmovilizados-quedarian-impunidad-articulo-351221 
38    A Estados Unidos no le interesa que en Colombia se supere el conflicto, siempre y cuando sus intereses no se vean 
amenazados, su objetivo es ahondar la relación de dependencia (Velásquez, 2007). 
39 De acuerdo a una declaración del comandante paramilitar Ever Veloza alias “H.H.”, rendida en una audiencia de versión libre 
con ocasión del proceso de desmovilización de las autodefensas, la desaparición forzada en el Urabá se utilizaba como 
mecanismo para que los homicidios no quedaran registrados en las estadísticas, y de esta manera no se criticara la gestión de  los 
comandantes de la Policía Nacional, lo cuales -según el mencionado testimonio-, dieron estas recomendaciones a los 
paramilitares. Documental 'Impunity' de Juan José Lozano y Hollman Morris (2010). Recuperado el 26/08/2017 de: 
https://www.youtube.com/watch?v=OArXwxsUfDg   
40 Así mismo no solo se combatía a las guerrillas sino que se aseguraba el “tranquilo y normal” desarrollo de los negocios de las 
multinacionales. Para el caso del Urabá consistió el evitar que las organizaciones de obreros se organizaran sindicalmente  e 
hicieran la huelga o el paro, para el caso del Valle del Cauca la protección de los azucareros, además de las protección de l a 






concebida como el derecho a detentar ciertas posiciones de poder, con el fin de salvaguardar a 
toda costa el derecho a la propiedad privada, el derecho a que se disponga de los recursos del 
Estado para la protección de un sector reducido de la población, y el total desconocimiento de las 
reivindicaciones sociales, o más bien la creencia de que cualquier reclamación al respecto 
consistiría en un brote comunista, o sea, un desafío a las fuerzas del statu quo. En consecuencia 
la democracia fue considerada como el derecho de las élites nacionales y locales a conservar sus 
privilegios y poder. 
 
     En el año 2001 las AUC fueron declaradas organización terrorista por los EEUU, ante esta 
situación y en el marco de la política antiterrorista desplegada por la ONU mediante Resolución 
No. 1269 de 1999 con la cual se adoptaron medidas para enfrentar el terrorismo, el gobierno se 
vio en la necesidad de implementar la Política de Defensa y Seguridad Democrática, 
supuestamente con el propósito de combatir todas estas organizaciones, sin embargo lo que se 
percibieron fueron tres líneas de acción de la PDSD: la primera, una “política de paz” con los 
paramilitares, la segunda, la continuación de la ofensiva contra las FARC, activada al final del 
gobierno anterior, y la tercera, un grupo de políticas puntuales como los soldados campesinos, 
los estímulos a la deserción y las redes de informantes destinadas a alimentar las otras dos. 
Empero, lo que no se apercibía era una articulación consistente entre todas ellas.   
 
 
5.1.2 Concepto de seguridad nacional 
 
Con la aparición del militarismo suramericano - bajo la influencia de los Estados Unidos 
- tras el estallido de la revolución cubana en los años posteriores a la Guerra Fría, nace la 
doctrina de Seguridad Nacional como una expresión de la macroteoría militar del Estado, como 
consecuencia, la Seguridad Nacional se ha concebido desde un punto de vista exógeno como la 
defensa militar frente al enemigo potencial externo, al cual hay que anticiparle un tratamiento 
militar, mientras que desde un punto de vista endógeno se concibió como el mecanismo para 
hacerle frente a las amenazas de los disidentes revolucionarios, el comunismo, cualquier atisbo 
de descontento debido a las crisis del capitalismo. La ideología de la Seguridad Nacional se erige 
sobre los conceptos del Estado, la guerra, el poder nacional y los objetivos nacionales por encima 





clase dominante gobernante que define el derecho- antes que la satisfacción de los derechos 
individuales, la identificación del Estado, la Nación y las Fuerzas Armadas entre sí, toda vez que 
se entiende el desafío a uno de ellos como una amenaza a todos los demás (Crahan, 1982). En el 
trasfondo ideológico de esta política subsiste el concepto de «defensa nacional», el cual es 
acuñado por aquellos ideólogos que concibieron el desarrollo histórico del siglo XX como un 
producto de las guerras entre los Estados; por consiguiente el Estado es percibido como una 
máquina de guerra hecha esencialmente para reprimir, la cual se centra por un lado en la defensa, 
conservación y expansión de las posiciones geopolíticas y, por otro en la cohesión social 
(pacificación) a través de la coerción en caso de que sea necesario (Galindo, 2005). En fin se 
equipara la seguridad del Estado con la seguridad de la sociedad, dándole a éste la función de 
proveer la seguridad de la Nación o de la colectividad. Considerando que el Estado es el único 
ente idóneo para proveer la seguridad de la Nación está en su poder (o de quien ejerza su 
Gobierno) el definir los límites y contornos de la sociedad a la cual pretende proteger (Buitrago, 
2002). El concepto de seguridad nacional también ha sido influenciado por la estrategia de 
contención de los Estados Unidos frente a la expansión del comunismo de la URSS, lo que ha 
justificado su intervencionismo militar en los países del sur (Buitrago, 2002).  
 
 
5.1.3 Doctrina de Seguridad Nacional 
 
Esta es una variante propia para el manejo de la seguridad en el hemisferio sur, además 
de los elementos que trae la Seguridad Nacional, la doctrina de Seguridad Nacional para los 
países del tercer mundo incluyo el control militar del Estado y la sustitución del enemigo externo 
por el enemigo interno; la definición del enemigo interno incluye los grupos locales 
revolucionarios, pero también cualquier grupo o persona que promulgue una ideología opuesta 
a la de los Gobiernos militares.  (Buitrago, 2002) 
 
Después de la Guerra Fría y en el contexto de la globalización, se da una hegemonía del 
bloque capitalista en el mundo, pero particularmente la posición de Estado Unidos se fortaleció 
desde todo punto de vista dada la falta de interés de la Unión Europea, China y Japón en Sur 





ha venido acompasado con el fenómeno globalizante del desarrollo capitalista a nivel mundial 
(Drekonja, 1993). La globalización ha traído como consecuencia el debilitamiento de la 
soberanía de los Estados, es decir el decaimiento del Estado-nación, en otro orden de cosas se 
puede observar el avance y ensanchamiento de las multinacionales en contraposición a un 
aumento vertiginoso de la pobreza, la exclusión social y el consumismo (Tello, 1999). 
 
La desaparición de la visión bipolar del mundo y de las dos potencias que sostenían estos 
bloques, trajo como consecuencia el resurgimiento de conflictos étnicos, culturales, religiosos o 
fronterizos que se hallaban latentes –particularmente en América del Sur-, esto provoca la 
necesidad de redefinir la política de seguridad, ya que la tendencia es que a todo conflicto se le 
dé un tratamiento militar, es decir, se trata de la militarización de todo conflicto social.   
 
 
5.1.4 Desarrollo de la Política de Seguridad en Colombia  
 
 
Durante el frente nacional desde 1958 a 1974 se dio la era de Gobiernos hegemónicos 
liberales y conservadores, la burocratización y el clientelismo fueron la fuente principal de 
reproducción de los partidos políticos, en consecuencia se excluyó a la oposición democrática, 
esto conllevó a manifestaciones de movimientos insurgentes desde los años 60 - asuntos que 
fueron manejados por la autoridad castrense como de orden público- mientras que los partidos 
tradicionales que encabezaban el Gobierno civil se dedicaban al reparto de la burocracia. Este 
manejo del orden público por parte de las autoridades castrenses se hizo dentro de la concepción 
de defensa nacional, comprendida como reducto de la defensa de la soberanía. A este respecto la 
doctrina condujo a una inevitable polarización del país, enfocando al enemigo interno, 
estigmatizándolo, aislándolo, elevando esta categoría al ámbito de lo institucional, en este orden 
cualquier persona de ser sospechosa de comunista sería tratada como enemiga interna.  
 
La primera manifestación de una estrategia de esquema de política militar en materia de 
seguridad se dio durante la presidencia de Carlos Lleras Restrepo con el “Plan Lazo” en el año 





creciente grado de legitimidad de las fuerzas armadas a través de la actuación cívico-militar, 
minando con ello el apoyo popular de la población hacia las güerillas comunistas (Buitrago, 
2002). Todo ello se realizó en el marco de la Guerra Fría y el anticomunismo, que desde ahora 
aparecería como el nuevo enemigo interno. Después del Plan Lazo, en el segundo semestre de 
1968 vino el “Plan Andes” el cual contemplaba el aislamiento de la subversión, la destrucción de 
los núcleos irreductibles y el tratamiento de los problemas sociales para mermar las causas de la 
violencia (Buitrago, 2002). Finalmente, este plan no tuvo éxito por no ser del agrado del 
Gobierno.  
 
Luego durante el Gobierno de Misael Pastrana Borrero 1970-1974 se expide el Decreto 
2046 de 1972 que reglamenta el Consejo Nacional de Seguridad, aunque desde su creación hasta 
1990, no cumplió una función planificadora en materia de orden público, sino que se reunía de 
acuerdo a la ocurrencia de situaciones coyunturales (Buitrago, 2002).  
 
El periodo más representativo por su carácter represivo se dio durante el Gobierno de 
Julio César Turbay Ayala (1978 – 1982). De carácter evidentemente pragmático, su habilidad 
política como negociador le permitió al presidente dejar en manos de la cúpula militar a la 
cabeza del Ministerio de Defensa la iniciativa política para enfrentar la insurgencia, caracterizada 
por marcadas tendencias anticomunistas (Buitrago, 2002). En este contexto, se creía por parte de 
los militares que la causa principal de las protestas de 1977 y de la subversión era el comunismo 
internacional que ellos estaban en el deber de combatir. Posteriormente el presidente expide el 
Decreto Ley 1923 de 1978 conocido como el Estatuto de Seguridad, con este instrumento las 
fuerzas militares desarrollaron de una manera más profunda facultades para enjuiciar a los civiles 
(artículos 7, 9 y 11 ibídem) a través de los consejos verbales de guerra. Durante la vigencia del 
mencionado decreto las fuerzas militares asimilaron por completo la doctrina de la Seguridad 
Nacional. (Buitrago, 2002) 
 
Posteriormente vino el Gobierno de Belisario Betancourt (1982-1986), éste nombro como 
Ministro de Defensa al general Fernando Landazábal Reyes, la conducta de este Ministro 
demostró la consolidación de la Doctrina de Seguridad Nacional, sin embargo, Betancourt 





dirigencia del M-19, que para entonces habían sido enjuiciados en consejos de guerra (Buitrago, 
2002). Con la expedición del Decreto 2092 de 1985 artículos 1 y ss. se organiza el 
funcionamiento de las Fuerzas Militares por teatros de operaciones repartidos a lo largo y ancho 
del territorio nacional, esta fue la única innovación importante en materia de seguridad durante el 
Gobierno Betancourt en lo corrido de los años 1982 a 1986 (Buitrago, 2002).  
 
El Gobierno del presidente liberal Virgilio Barco Vargas (1986-1990) se caracterizó por 
el proceso de paz con el M-19 al final de los años 1990, pero, así mismo ocurrió el exterminio de 
la Unión Patriótica, el asesinato del Procurador General de la Nación Dr. Carlos Mauro Hoyos 
Jiménez, la muerte de los candidatos presidenciales Bernardo Jaramillo de la UP, Carlos Pizarro 
del M-19 y Luis Carlos Galán Sarmiento del movimiento nuevo liberalismo; así quienes 
defienden privilegios ilegítimos atacaron la izquierda democrática y se recrudeció el conflicto 
armado, fortaleciéndose las posiciones antidemocráticas de quienes promueven la superación del 
conflicto a cualquier costo por medio de las armas (Buitrago, 2002).  
 
Hasta aquí el Gobierno no tuvo una política articulada en materia de seguridad, lo que 
prevaleció aun desde 1948 fue el predominio del uso del Estado de Sitio, utilizando el artículo 
121 de la Constitución Nacional de 1886, en primera medida para sofocar revueltas sociales. 
Como secuela del constante régimen de excepción: i) el autoritarismo se hizo presente como 
parte del sistema social y político, ii) se amplió la concepción militar al interior del Estado, iii) 
sucedió el debilitamiento de la rama legislativa del poder, que se limitaba a otorgar facultades al 
presidente y, iv) se agrava la crisis de la rama judicial al dar facultades a la justicia penal militar 
para juzgar ciertos delitos de los civiles. (Díaz-Callejas, 1991) 
 
El Gobierno del presidente Cesar Gaviria que va del año de 1990 a 1994, comienza con el 
apoyo a la séptima papeleta para la asamblea nacional constituyente y la apertura económica. La 
nueva Constitución no hizo cambios sustanciales en materia de seguridad nacional. El presidente 
a través del Decreto 1874 de 1990 crea la Consejería Presidencial para la Defensa y Seguridad, 
quedando responsable de la definición de políticas de defensa y del manejo de los conflictos 
externos e internos, asumiendo el papel político que hasta ahora les había pertenecido a los 





décadas la cartera del Ministerio de Defensa quedaba en manos del poder civil al mando del 
ministro Rafael Pardo, supeditando al poder civil el manejo de los asuntos de seguridad y orden 
público. (Buitrago, 2002) 
 
Durante el Gobierno Gaviria la política de defensa y seguridad implementada se 
denominó “Estrategia Nacional contra la Violencia”, cuyos propósitos generales eran lograr la 
presencia institucional del Estado en todo el territorio nacional, garantizar el monopolio legítimo 
de la fuerza y recuperar la efectividad de la justicia (Buitrago, 2002). Se establecieron los 
factores determinantes en el conflicto: narcotráfico, grupos paramilitares, grupos subversivos y el 
propio Estado, identificadas estas manifestaciones de violencia la política giraba en torno a los 
ejes de seguridad y justicia; resultó que la política dio un viraje hacia el uso prominente de la 
fuerza militar (Buitrago, 2002). La redefinición de la estrategia se divulgó a través de un folleto 
llamado “Seguridad para la Gente”, en este se descalifica el carácter político de las guerrillas y 
se unifica el tratamiento policivo-punitivo para todas las formas de violencia (Rodríguez, 2003). 
Esto dio como resultado que al término del Gobierno Gaviria se aumentara el empeño por 
robustecer las fuerzas militares acrecentando el número de efectivos con el propósito de vencer 
por la fuerza a los grupos subversivos; definitivamente el ejecutivo retrocede en el manejo del 
conflicto, puesto que el crecimiento de los recursos para exterminar la guerrilla no dio los efectos 
esperados, ya que ésta contaba a su favor con la ausencia de voluntad política por parte del 
Gobierno para adelantar una política social, que hiciera contrapeso a la apertura económica y a la 
escalada militar.  (Buitrago, 2002) 
 
Durante el Gobierno de Ernesto Samper 1994 – 1998 -el cual estuvo marcado por el sino 
trágico del llamado proceso 8.000 y la presión de Estados Unidos- el presidente creó la oficina 
del Alto Comisionado para la Paz, asignándole al primer comisionado (en un plazo de 100 días) 
la evaluación del conflicto y las posibilidades de negociación (Buitrago, 2002). En este Gobierno 
la política de seguridad estuvo centrada en el tema del narcotráfico siempre bajo la influencia 
política de los Estados Unidos, dejando en un plano secundario el trato a las guerrillas (Buitrago, 
2002). La implementación del “Plan Antinarcóticos 1995-1997” tuvo como desarrollo inmediato 
la operación resplandor abarcando como principal meta la erradicación total de los cultivos 





100.000 hectáreas de cultivos ilícitos (Buitrago, 2002). La influencia del narcotráfico en la 
economía del país estimuló una escalada de violencia que no pudo en ningún momento 
superarse, esto por causa de la ineficacia operativa de las fuerzas militares, las que no supieron 
afrontar la realidad táctica del conflicto, puesto que se manejó improvisadamente la creación de 
unidades, brigadas, divisiones, etc., las Fuerzas Militares llegaron al extremo de apelar a 
mecanismos poco éticos y hasta criminales para compensar su ineficacia, propiciando la 
violación de derechos humanos, lo que suscitó un efecto colateral de crecimiento y 
fortalecimiento del paramilitarismo. 
 
En 1996, tras las derrotas militares a manos de las guerrillas el Gobierno estableció a 
instancias de los altos mandos las denominadas zonas especiales de orden público, medida 
aplicada en los departamentos del Vaupés, Guaviare, Meta, Vichada y Caquetá, en donde se 
coordinaban operaciones militares y de policía, se limitaban derechos fundamentales -
principalmente los de circulación, residencia y permanencia-, se daban facultades a los militares 
para suspender salvoconductos de porte de armas y, se restringía el comercio de productos de 
primera necesidad, estas medidas no produjeron los resultados esperados, por el contrario el 
escalamiento del conflicto continuó.  (Buitrago, 2002) 
 
En 1997 se crean las “AUC” Autodefensas Unidas de Colombia, resultado de la fusión de 
las autodefensas campesinas de Urabá, Magdalena Medio, y los llanos Orientales, comandadas 
por Carlos Castaño Gil; pero las autodefensas venían funcionando desde el Estatuto Orgánico 
para la Defensa Nacional de 1965, después alentadas por los narcotraficantes para legitimar sus 
fortunas y la adquisición de tierras; el primer grupo de este tipo fue el MAS (Muerte a 
Secuestradores) de 1981 (Rivera, 2007). Finalmente, el balance en materia de seguridad del 
Gobierno de Samper fue desalentador con todos estos acontecimientos, una guerrilla fortalecida 
y unos grupos paramilitares en aumento. 
 
El Gobierno de Andrés Pastrana 1998-2002, empieza con el hecho característico de los 
diálogos de paz del Caguán, amparado en la ley 418 de 1997 de “orden público”, que decretó el 
despeje de 42.000 kilómetros cuadrados durante 90 días contados a partir del 7 de noviembre de 





del “Plan Colombia” desde 1999, como una estrategia para superar el narcotráfico y el conflicto 
armado en el marco de un acuerdo bilateral entre Colombia y Estados Unidos, para encausar la 
sociedad y el Estado, fortalecer la democracia, combatir el narcotráfico, aportar al desarrollo, 
contribuir a la paz y los derechos humanos (Rojas, 2003). Con el tiempo el plan se fue tornando 
en una estrategia antiterrorista y militar, para actuar en contra de los grupos guerrilleros. Las 
partidas presupuestales se condicionaron a los dictámenes del Gobierno norteamericano, el cual 
le dio un direccionamiento militar-policivo al plan imponiendo su política prohibicionista y 
represiva en contra de las drogas (Buitrago, 2002). Leal Buitrago cuestiona los intereses 
verdaderamente nacionales del Plan Colombia, toda vez que éste se erige sobre la visión 
guerrerista de la posguerra fría acuñada por el país del norte, dejando de lado la posibilidad de 
inclusión en la definición y solución del problema estructural del conflicto a la sociedad civil y 
de amplios sectores democráticos, propendiendo por un crecimiento exponencial de la violencia 
(Buitrago, 2002). Finalmente, el proceso de paz de Pastrana dejó como herencia el crecimiento y 
fortalecimiento de las guerrillas y los paramilitares y el debilitamiento de la Fuerza Pública, así 
mismo el Gobierno no desarrolló una estrategia político-militar que le permitiera enfrentar estos 
flagelos.  
 
En conclusión, en Colombia la seguridad se ha tratado de manera improvisada por los 
Gobiernos, no se ha dado una solución de fondo a los problemas sociales, lo que ha resultado en 
mayor represión. Aunado a lo anterior las políticas de seguridad y defensa en Colombia la mayor 
de las veces vienen de iniciativas castrenses para la toma de decisiones, esta preeminencia militar 
tiene fundamento principalmente en tres factores: i) la ideología de vieja raigambre que ha 
caracterizado a los militares a lo largo del continente suramericano los cuales pregonan una 
superioridad organizacional, funcional y ética, frente a las demás instituciones del Estado, al 
fungir como sus guardianes y defensores del orden en la colectividad; ii) la costumbre que viene 
desde los años 50 de que el manejo de la insurgencia y de las diversas manifestaciones de 
violencia, es del resorte exclusivo de los militares los cuales han direccionado de manera 
autónoma el orden público; iii) como consecuencia de lo mencionado existió la creencia 
generalizada por parte de las clases políticas dirigentes de que la tutela del orden público es un 






Puede afirmarse que en Colombia el direccionamiento político del orden público ha 
adolecido de la ausencia del Gobierno civil, esta carencia de estrategia política en materia de 
defensa por parte de las autoridades civiles ha relegado el manejo a los militares, estos han 
asumido el papel preponderante en la conducción del conflicto interno con concepciones 
militaristas derivadas del Estado de seguridad de los EEUU y de la mencionada doctrina de 
seguridad nacional, en consecuencia los militares han asumido como institución 
responsabilidades del resorte de las autoridades civiles. 
 
Mientras tanto, en Colombia sigue habiendo un remanente de la seguridad nacional 
reflejada en el anticomunismo y la concepción del enemigo interno. Se podría decir que existe 
una sobre-ideologización militar del fenómeno comunista en el país, acentuada por un 
conservadurismo religioso que ha cumplido el papel de motor de los excesos militares y de 
justificar acciones individuales e institucionales, siendo un obstáculo para la comprensión de la 
realidad nacional.  
 
5.1.5 Antecedentes inmediatos de la Política de Defensa y Seguridad Democrática.  
 
 
Uno de los antecedentes inmediatos de la PDSD es el documento “Repensar a Colombia: 
Hacia un Nuevo Contrato Social” producto de los Talleres del Milenio iniciados antes del año 
2001, en un intento por definir los ámbitos sobre los cuales era necesario realizar un diagnóstico 
de los principales problemas del país en general y, de esta manera, formular posibles soluciones 
que conllevaran a la generación de un nuevo contrato social (Garay, 2001). En el marco de este 
documento se concibió la seguridad democrática como un bien público fundamental que 
trasciende la conceptualización tradicional de defensa y seguridad, la cual está basada 
esencialmente en la penalización e intimidación por parte de los organismos de seguridad del 
Estado; ahora bien, bajo esta óptica la seguridad democrática se fundamenta en el 
perfeccionamiento de una cultura de convivencia ciudadana con la prevalencia de valores como 
la tolerancia, el respeto por la diferencia, la manifestación de opiniones diversas, la posibilidad 
de concebir cierta clase de protesta social y un ámbito de igualdad efectiva y real en el que 





proyecto de los Talleres del Tercer Milenio se adoptan como estrategias planteadas para la 
realización de la seguridad democrática: i) el afianzamiento del Estado de Derecho pero 
reconociendo el papel de la sociedad en la definición del pacto social, ii) la garantía de la 
seguridad, primeramente a la población y luego la del Estado, iii) apelar a políticas de seguridad 
legítimas, éticas, evitando acudir a la excepcionalidad, iv) la seguridad para la convivencia y el 
desarrollo de la sociedad y, v) la vindicación de la Fuerza Pública como órgano con capacidad 
deliberante, no en el sentido partidista sino como inclusión en la discusión sobre los asuntos de 
interés colectivo (Garay, 2001). Así mismo el documento propone un debate incluyente entre la 
sociedad civil y las autoridades tanto civiles como militares con el objeto de redefinir los nuevos 
paradigmas de seguridad y defensa nacionales, generando un cambio de visión político-
estratégica en la materia. Respecto a la participación de la ciudadanía en materia de seguridad, el 
documento propone que se lleve a cabo la concertación (para la delimitación de los problemas de 
seguridad) entre ésta y las autoridades policiales locales y los Gobiernos locales. Finalmente, el 
concepto de seguridad recogido en el documento los Talleres del Milenio, indica una visión 
multidimensional que concibe la seguridad a modo de una suma de diferentes factores, como por 
ejemplo la seguridad ciudadana, la seguridad de libertad de pensamiento y de organización, la 
seguridad alimentaria, la seguridad ambiental, la seguridad jurídica y la seguridad nacional.  
 
 
Otro antecedente inmediato de la PDSD es el manifiesto democrático de la campaña del 
expresidente Álvaro Uribe para el año 2002. En el documento se define la seguridad democrática 
partiendo del ejercicio de la autoridad legítima del Estado, el cual la practica con capacidad 
disuasiva para proteger a todos los ciudadanos, se menciona el aumento del pie de fuerza, el 
apoyo y extensión del Plan Colombia, la intervención de Naciones Unidas con soldados 
colombianos, la oralidad en la justicia penal, la agravación punitiva para el hurto de vehículos y 
porte ilegal de armas, la formulación de un estatuto antiterrorista, la equiparación al “terrorismo” 
de cualquier acto de violencia por razones políticas o ideológicas, la creación de cárceles 
privadas y de redes de informantes bajo la coordinación de la Fuerza Pública (Uribe, 2002).  
 
El otro antecedente es el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006 que bajo la égida del 





a la igualdad, el asegurar la viabilidad de la democracia y afianzar la legitimidad del Estado 
(Presidencia de la República, 2002). Para alcanzar estos objetivos el Gobierno plantea una 
estrategia integral, conjunta y coordinada de fortalecimiento de la Fuerza Pública y, presencia 
policial en zonas geográficas determinadas por el influjo de los grupos armados al margen de la 
ley, a fin de recuperar el control del territorio a través de la creación de un círculo virtuoso de 
recuperación, presencia y consolidación interinstitucional, desarticulación del tráfico y 
producción de drogas ilícitas, el fortalecimiento de la justicia y la atención a las zonas 
deprimidas y de conflicto (Presidencia de la República, 2002). Este ciclo inicia con la 
identificación y localización de las amenazas por parte de los organismos de inteligencia del 
Estado para luego dar paso a las operaciones adelantas por la Fuerza Pública; después de esto 
viene el mantenimiento de la presencia de las tropas en el respectivo territorio recuperado para la 
posterior entrada en escena de los organismos de investigación criminal, en este sentido la 
Fiscalía, la Procuraduría, la Policía Judicial y el DAS, comprenden la estructura de apoyo para 
judicializar e identificar a los miembros de las organizaciones armadas al margen de la ley y a 
los que cometan delitos de alto impacto social (Presidencia de la República, 2002). Después del 
accionar de las fuerzas de seguridad del Estado y de la fase de mantenimiento de las mismas 
dentro de los territorios recuperados, se prevé la entrada de los Ministerios de Educación 
Nacional, Interior y de Justicia, de la Protección Social, Salud y Trabajo y Relaciones Exteriores, 
quienes a través de un trabajo conjunto con las Fuerzas de Seguridad y el DANE, responderán a 
las necesidades más apremiantes de la población con programas de abastecimiento, y el 
establecimiento de soluciones de mediano y largo plazo a las necesidades de seguridad, salud y 
educación (Presidencia de la República, 2002). Así mismo se previó el fortalecimiento de las 
funciones de policía de las autoridades locales para el logro de niveles estratégicos y sostenibles 
de coordinación con la Policía Nacional y demás entidades; igualmente el Gobierno establece la 
prioridad de la participación ciudadana para la prevención del delito del terrorismo y la 
delincuencia común, pero limitada al diseño de los planes locales de seguridad y el suministro de 
información (Presidencia de la República, 2002). Las principales directrices del Estado 
Comunitario son su carácter gerencial (administración con eficiencia), participativo (que tenga 
en cuenta las demandas de la gente) y la descentralización (atender las necesidades locales sin 






De acuerdo a lo anterior existe una diferencia fundamental entre Los Talleres del Milenio 
y los dos últimos documentos (El Manifiesto Democrático y el Plan Nacional de Desarrollo 
2002-2006 hacia un Estado Comunitario), tal diferencia radica en la concepción misma de 
seguridad, puesto que el carácter multidimensional de la Seguridad Democrática (de ahora en 
adelante SD) propuesto en el primer documento, además de abarcar aspectos como la seguridad 
alimentaria, la seguridad en salud, la seguridad ambiental entre otros, concibe la SD como una 
“política tendiente al perfeccionamiento de la cultura de la tolerancia y la convivencia pacífica 
con amplio margen de participación de la sociedad civil en el diseño de las políticas de 
seguridad”. Las concepciones de las políticas de seguridad de los dos últimos documentos 
centran su atención principalmente en el fortalecimiento de la Fuerza Pública y el control del 
territorio por parte del Estado, aumentando la capacidad disuasiva de ésta, al mismo tiempo la 
participación de la ciudadanía en la formulación y diseño de las políticas de seguridad se limita 
al ámbito de lo local, al diseño de los planes locales de seguridad. En este esquema la ciudadanía 
es incluida como una parte fundamental del funcionamiento estratégico de los organismos de 
seguridad, puesto que a través de las redes de cooperantes y de informantes se establecen 
responsabilidades y estímulos a favor de quienes provean información tendiente a la prevención 
del accionar y de la desarticulación de los grupos armados al margen de la ley.   
 
 
5.2 DISEÑO DE LA POLÍTICA DE DEFENSA Y SEGURIDAD DEMOCRÁTICA 
    
 
Con una herencia política malograda del presidente Andrés Pastrana signada por el 
fracaso total de la estrategia de paz del Gobierno, a finales del año 2002 comienza la era del 
Gobierno del presidente Álvaro Uribe, quién como disidente del partido liberal y con el apoyo 
del movimiento Primero Colombia y bajo el lema “Mano firme corazón grande”, logró vencer en 
las elecciones presidenciales en primera vuelta con el 54% de los votos a sus contendores 
Horacio Serpa, Noemí Sanín, Luis Eduardo Garzón, Guillermo Lora e Ingrid Betancourt 
(secuestrada por las FARC hasta el 2008) -aun así el margen de abstención ascendió al 53.53 %- 
(Liendo; Mejía & Orjuela, 2013). Su campaña estuvo marcada por cuatro obsesiones a saber con 





de la corrupción, la derrota y superación de la violencia y el compromiso con la inversión social 
(Ortiz, 2015); esto aunado al ambiente internacional caracterizado por los atentados del 11 de 
septiembre de 2001 el cual cambió radicalmente la visión de seguridad a nivel mundial, 
trasladando la amenaza hacia el enemigo común denominado “el terrorismo”, hizo que existiera 
un ambiente de opinión propicio para la formulación de políticas centradas en el fortalecimiento 
de la autoridad con el fin de superar el fenómeno de la violencia en Colombia. 
 
A la llegada de Álvaro Uribe a la presidencia, una de las primeras medidas que adoptó 
fue la promulgación del Decreto 1837 de 2002 por medio del cual se declaró el Estado de 
Conmoción Interior, al amparo del cual se expidieron los decretos 1838 de 2002 mediante el cual 
se creó el impuesto a la seguridad democrática, Decreto 2001 de 2002 por medio del cual se 
restringieron a ciertos delitos (como el genocidio, la desaparición forzada, entre otros) las 
competencias de los jueces penales especializados del circuito, decreto 2002 de 2002 por medio 
del cual se dieron atribuciones especiales a los miembros de la Fuerza Pública y a autoridades 
con funciones de policía judicial permanente y, bajo el mando coordinado de comandantes 
militares se crearon las zonas especiales de rehabilitación y consolidación con sendas 
limitaciones a los derechos de libertad, de circulación y a la intimidad, así mismo mediante la 
promulgación de la Ley 782 de 2002 se dio prórroga a la ley 418 de 1997 -denominada de orden 
público- la cual establece los instrumentos para la suscripción de acuerdos con grupos al margen 
de la ley, pero aboliendo el requisito de darles estatus político para iniciar negociaciones con el 
fin de lograr su desmovilización (Buitrago, 2006).      
 
Por último el Gobierno -previa conformación de un equipo de colaboradores integrado 
por el Ministerio de Defensa, el Comando General de las Fuerzas Militares, la Escuela Superior 
de Guerra y la Policía Nacional (quienes estructuraron las soluciones a los problemas del país en 
esta materia)-, presentó oficialmente en el año 2003 su versión definitiva de la Política de 
Defensa y Seguridad Democrática como política de Estado con vocación de permanencia a 
largo plazo, la cual fija el marco de acción a seguir por parte de la Fuerza Pública y todas las 






En el marco de la PDSD, el Gobierno concibe la seguridad como: (a) el bien común por 
excelencia de toda la sociedad, (b) la protección del ciudadano y de la democracia por parte del 
Estado con la cooperación solidaria y el compromiso de toda la sociedad, y (c) la presencia 
permanente y efectiva de la autoridad democrática en el territorio, producto de un esfuerzo 
colectivo de toda la sociedad; así mismo la PDSD se fundamenta en tres condiciones (pilares) de 
seguridad que permitirían: i) igualdad de todos ante la ley, ii) libertad de expresión, de opinión, 
libre ejercicio de la autoridad democrática y, iii) la cooperación y solidaridad de la ciudadanía en 
la defensa de los valores democráticos (Presidencia de la República, 2003). Respecto a lo 
anterior el primer y segundo pilar se traducen en fundamentos del Estado Liberal Clásico o 
Estado de Derecho, el tercer pilar es un poco ambiguo ya que por un lado involucra a los 
ciudadanos en las labores de seguridad que corresponden al Estado y por otro nos insinúa la 
defensa de los valores democráticos sin especificar a lo largo del documento lo que debemos 
entender por el contenido de esta acepción.      
 




La finalidad esencial de la PDSD es “…reforzar y garantizar el Estado de Derecho en 
todo el territorio mediante el fortalecimiento de la autoridad democrática…” (Presidencia de la 
República, 2003, p. 12), el Gobierno entiende que a través de este fortalecimiento de las 
autoridades, la vigencia de los derechos y libertades individuales está garantizada, afirmando 
que: “La seguridad no se entiende…sino como la protección del ciudadano y de la democracia 
por parte del Estado, con la cooperación ciudadana y el compromiso de toda la sociedad”. 
(Presidencia de la República, 2003, p.13). Nótese como a través de una relación causa -
fortalecimiento de la autoridad- y efecto –protección del ciudadano y de la democracia- el 
Gobierno pretende superar la crisis de orden público que vive el país. 
 
El Gobierno justifica este objetivo principal dentro del marco de la PDSD estimando que 
el problema nodal de la violencia en Colombia se traduce en un vacío de autoridad por parte del 





proceso de afirmación de la autoridad de las instituciones (Presidencia de la República, 2003). 
Esto a su vez le sirve de argumento al Gobierno para explicar el crecimiento del narcotráfico y 
de las organizaciones terroristas, por ello el eje principal de la PDSD es el completo control del 
territorio asegurando el imperio de la ley, la gobernabilidad y el fortalecimiento del Estado de 
Derecho.    
 
5.2.2 Objetivos Estratégicos. 
 
Estos objetivos tienen que ver con las estrategias que utiliza la PDSD para neutralizar las 
amenazas a la seguridad encauzando la política en aspectos específicos. En concordancia con el 
objetivo general de la PDSD, la primera de las estrategias consiste en la consolidación del 
control estatal del territorio por medio de la presencia gradual de la Fuerza Pública en todos los 
municipios, la mayor judicialización de los delitos de alto impacto social, la extensión y 
fortalecimiento de la administración de justicia y de las instituciones donde se ha logrado el 
control estatal y, la disminución de denuncias a violaciones de derechos humanos (Presidencia de 
la República, 2003).  
 
La segunda estrategia consiste en la protección a la población a través del desmonte de 
organizaciones terroristas, la reducción del secuestro, la extorsión, el homicidio, la prevención 
del desplazamiento forzado, el retorno de esta población al lugar de origen y, la política de 
reinserción. (Presidencia de la República, 2003). 
 
La tercera estrategia consiste en la eliminación del comercio de drogas ilícitas mediante 
la interdicción de los medios donde se transporten drogas e insumos, la erradicación de cultivos 
de coca y amapola, la desarticulación de las redes de narcotraficantes, la incautación de los 
bienes y las finanzas del narcotráfico. (Presidencia de la República, 2003) 
 
La cuarta estrategia consiste en el mantenimiento de la capacidad disuasiva por medio de 
la protección de las fronteras terrestres, marítimas y fluviales. La quinta estrategia consiste en la 
eficiencia, la transparencia y la rendición de cuentas a través de la administración óptima de los 





administrativos, el desarrollo de mecanismos de transparencia y de rendición de cuentas. 
(Presidencia de la República, 2003).      
 
5.2.3 Las amenazas.    
 
Las amenazas a la seguridad en el marco de la PDSD están definidas de acuerdo al nivel 
de afectación en primera medida de la seguridad de los ciudadanos, de la democracia y de los 
intereses vitales de la nación, los cuales no están claramente definidos en el documento. Así 
mismo de acuerdo al contexto internacional - como ya se había mencionado - con la aparición 
del nuevo enemigo en la escena, el fenómeno del terrorismo encabeza la lista: el Secretario 
General de las Naciones en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas el 12 de noviembre 
de 2001 define el terrorismo como “…el uso calculado de violencia letal contra civiles para 
fines políticos…” (Presidencia de la República, 2003, p. 24), dentro de esta definición el 
Gobierno incluye las masacres, asesinatos de sindicalistas, de políticos, el desplazamiento 
forzado, el secuestro, la extorsión y los atentados en contra de la infraestructura económica, todo 
ello en cumplimiento de lo dispuesto por la Resolución No. 1373 de 2001 expedida por el 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. (Presidencia de la República, 2003) 
 
El negocio del narcotráfico es otra de las amenazas a combatir por la PDSD por varias 
razones a saber, entre ellas, la distorsión de la economía, como fuente principal de 
financiamiento de las organizaciones armadas al margen de la ley y, como amenaza a la 
biodiversidad ambiental de la nación (Presidencia de la República, 2003). Otra amenaza asociada 
al fenómeno anterior se encuentra en las finanzas ilícitas entendidas como el lavado de activos 
provenientes del negocio del narcotráfico y otras actividades criminales, en consecuencia, los 
flujos de dinero que se encuentran en el mercado financiero nacional e internacional estimulan el 
terrorismo y distorsionan el mercado de divisas, la subfacturación de importaciones, la 
corrupción, el contrabando, etc. (Presidencia de la República, 2003) 
 
El tráfico de armas, municiones y explosivos ha sido identificado como una amenaza 
encadenada al narcotráfico y el terrorismo, de ahí que el Gobierno planee la creación de un 





mismo se planeó la intensificación del control en las fronteras (Presidencia de la República, 
2003). 
 
Por último, se identifican como amenazas por la magnitud del impacto en la sociedad 
colombiana el secuestro, la extorsión y el homicidio, los cuales son utilizados tanto por los 
grupos armados al margen de la ley como por la delincuencia común para intimidar a la 
población y como medio de financiar sus actividades terroristas y delincuenciales, en efecto, se 
trata de una empresa criminal (Presidencia de la República, 2003). El Gobierno atribuye el 
aumento en la tasa de homicidios al “…debilitamiento institucional y del clima de impunidad 
que han ocasionado las organizaciones armadas y el narcotráfico…”. (Presidencia de la 
República, 2003, p. 31) 
 
5.2.4 Líneas de acción.  
 
Estas líneas fueron adoptadas por el Gobierno para alcanzar los objetivos estratégicos y 
se enumeran como sigue: 
 
5.2.4.1 Coordinar la acción del Estado.  
 
 A través del Consejo Nacional de Seguridad y Defensa Nacional el Presidente coordina 
junto con los ministros y la Fuerza Pública la ejecución de la PDSD, esto se replica en la 
creación de consejos de seguridad regionales y locales; (ii) la creación de una Junta de 
Inteligencia conjunta integrada por los directores de los organismos de inteligencia la cual 
trasmite la información de inteligencia estratégica a la presidencia para la toma de 
decisiones; (iii) la responsabilidad del Ministerio de Defensa de articular las actividades de 
la Fuerza Pública con las demás instituciones del Estado y de adelantar la reforma de la 
misma robusteciéndola; (iv) la creación de estructuras de apoyo interinstitucionales que 
coordinan y complementan la acción del Estado a un nivel regional y local facilitando el 
trabajo de las autoridades judiciales (en teoría la Fuerza Pública protege la acción de los 
organismos de investigación criminal y estos garantizan el éxito de la labor de la Fuerza 






5.2.4.2 Fortalecer las Instituciones del Estado.   
 
 Fortalecimiento del sistema judicial a través de la ampliación de las facultades de la Fiscalía 
General de la Nación - como consecuencia de ello el Gobierno presentó el Acto Legislativo 
02 de 18 de diciembre de 2003 el cual otorgaba facultades de policía judicial a las Fuerzas 
Militares41 -, aumento de penas para delitos como el narcotráfico, la implementación de la 
oralidad en los procesos acusatorios, el fortalecimiento de la rama judicial. (Presidencia de 
la República, 2003) 
 
 (ii) Fortalecimiento de las Fuerzas Militares por medio de la continuidad del proceso de 
profesionalización, un mayor aumento de los recursos que permite mejor entrenamiento y 
movilidad del pie de fuerza, desarrollo del talento humano, calidad y mantenimiento de los 
equipos, mejoramiento de los sistemas de información, capacitación de los miembros de la 
Fuerza Pública en Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, optimización 
del material estratégico, fortalecimiento del programa de soldado campesino. (Presidencia de 
la República, 2003) 
 
 (iii) Fortalecimiento de la Policía Nacional con el entrenamiento y capacitación a sus 
hombres, presencia en todos los municipios y ampliación del patrullaje - lo que implica 
ampliación del pie de fuerza -, construcción de más estaciones, fortalecimiento de la 
capacidad técnica de policía judicial, elaboración de planes de seguridad local, promoción 
del trabajo y colaboración de la policía cívica, construcción de las redes de cooperación 
ciudadana. (Presidencia de la República, 2003).  
 
 (iv) Fortalecimiento de la inteligencia gracias a  los mecanismos de coordinación, 
cooperación, complementariedad y especialidad de los organismos de seguridad del Estado, 
todo estará coordinado por la Junta de Inteligencia Conjunta y Juntas regionales que se 
ocuparan de la producción y análisis de inteligencia; fortalecimiento de la capacidad de 
contrainteligencia de los organismos de seguridad del Estado, penalización del delito de fuga 
                                            





de información, fortalecimiento de la capacidad de análisis y producción de inteligencia 
estratégica del DAS - éste concentrará sus estudios en el desmantelamiento de las 
estructuras y apoyo logístico de las organizaciones terroristas y la criminalidad organizada 
- . (Presidencia de la República, 2003).  
 
 (v) Fortalecimiento de las finanzas del Estado, con la ayuda del estímulo de la inversión y de 
las actividades productivas, de la garantía que provee la seguridad en la prestación de los 
servicios públicos, de un ajuste fiscal (reforma tributaria y pensional) para garantizar la 
sostenibilidad de las finanzas públicas para el mejoramiento de la seguridad, 
reestructuración administrativa del Estado que aminore los costos reduciendo ministerios y 
entidades, aumento de la penalización de la evasión fiscal, fortalecimiento de la DIAN para 
el efectivo recaudo de los impuestos. (Presidencia de la República, 2003)     
 
5.2.4.3 Consolidar el control estatal del territorio. 
 
 
 Ciclo de recuperación y consolidación, este componente se lleva de manera progresiva con 
cobertura nacional aumentando la capacidad disuasiva, restableciendo la autoridad de las 
instituciones mediante la creación de un círculo virtuoso de recuperación y consolidación del 
territorio. (Presidencia de la República, 2003).        
 
 (ii) Recuperación del control estatal del territorio a través de la presencia gradual de la 
Fuerza Pública en toda el área nacional, empezando por las zonas estratégicas. (Presidencia 
de la República, 2003). 
 
 (iii) Mantenimiento del control estatal del territorio, restablecido el control del territorio por 
la Fuerza Pública con unidades compuestas por carabineros y Policía Nacional, las que 
mantendrán las condiciones de seguridad y protegerán a la población civil, permitiendo el 






 (iv) Consolidación del control estatal del territorio se lleva a cabo una vez garantizadas las 
condiciones básicas de seguridad, incluye el fortalecimiento de la administración de justicia, 
refuerzo de la democracia local42, atención de las necesidades más urgentes de la población 
extendiendo los servicios del Estado e iniciando proyectos productivos sostenibles. 
(Presidencia de la República, 2003). 
 
 (iv) Zonas de rehabilitación y consolidación, en estas zonas la coordinación y mando de 
todos los efectivos de la Fuerza Pública, queda en cabeza de un comandante de zona el cual 
es nombrado por el presidente, éste podrá limitar el derecho de circulación y residencia, 
realizar capturas preventivas, utilizar temporalmente bienes de particulares para operaciones 
militares (Decreto 2002, 2002).  
 
 (v) Plan de seguridad integral de fronteras, se traduce en la presencia integral del Estado en 
los territorios fronterizos, ello implica un cumplimiento más eficaz de las funciones del 
Estado, el mejoramiento de las condiciones vida de la población, para ello el Gobierno 
delega en los Ministerios de Defensa, Educación, Interior, Relaciones Exteriores y 
Protección Social en conjunto con la Fuerza Pública, el DAS y el DANE, para el censo de la 
población y responder a las necesidades de abastecimiento, salud y educación. (Presidencia 
de la República, 2003).    
 
 (vi) Seguridad urbana, la PDSD trata de replicar sus principios y estrategias para las 
ciudades, dejando a las autoridades locales las responsabilidad de coordinar la respuesta del 
Estado, con la creación de planes de seguridad locales y el financiamiento de los esquemas 
de seguridad, el fortalecimiento de la justicia, el fomento de la cooperación ciudadana con 
los organismos de seguridad, creación de sistemas de información y estadística fiables, 
desarrollo de mecanismos de evaluación del desempeño de los responsables de la seguridad. 
(Presidencia de la República, 2003).    
 
                                            
42 En el marco de la presente investigación, hemos venido identificando la democracia local como la autoridad local elegida 
mediante los procedimientos formalmente señalados para el acceso a los cargos públicos, y para el nombramiento de los 
funcionarios de la administración. Entonces lo que se pretende es el refuerzo de la autoridad institucional a través del aumento 





 (vii) Eliminación del negocio de las drogas. Una vez consolidado el territorio por parte de la 
Fuerza Pública viene la erradicación de cultivos ilícitos a través de la aspersión con glifosato 
y la erradicación manual, así mismo el desmantelamiento de las organizaciones de 
narcotraficantes, la interdicción de las rutas, la acción social a través de proyectos de 
producción agrícola sostenibles, fortalecimiento del marco jurídico y la reducción del 
consumo interno. (Presidencia de la República, 2003).    
 
 (viii) Desarticulación de las finanzas de las organizaciones terroristas y del narcotráfico, la 
Junta de Inteligencia Conjunta junto con otras entidades del Estado conformaran un comité 
de lucha contra el lavado de activos, de allí se creó la Unidad de Información y Análisis 
Financiero –UIAF- la cual dentro de sus funciones tiene la de centralización y 
sistematización de datos y el análisis de información, todo ello con el fin de luchar contra el 
lavado de activos. (Presidencia de la República, 2003).      
 
5.2.4.4 Proteger a los ciudadanos y la infraestructura de la nación.  
 
 Protección de personas en situación de riesgo (dirigentes o activistas de grupos políticos, 
sindicalistas, líderes comunitarios, defensores de derechos humanos o periodistas), a través 
del Grupo de Protección de la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior se 
ejecuta la política de protección de personas en situación de riesgo de acuerdo a los 
principios de: reconocimiento público de la legitimidad de cada grupo protegido, 
fortalecimiento de las medidas de protección y coordinación interinstitucional con la Fuerza 
Pública. (Presidencia de la República, 2003).     
 
 (ii) Protección de las víctimas del desplazamiento forzoso, a través de la Red de Solidaridad 
social se planea el retorno de los desplazados a sus lugares de origen, una vez consolidado el 
control del territorio el Gobierno canalizará los recursos a través del microcrédito, 
programas de seguridad alimenticia y de acompañamiento de las comunidades, así mismo 







 (iii) Protección contra el terrorismo, a través de la creación de un sistema eficiente y eficaz 
compuesto por mecanismos de coordinación institucional, que disminuyan la duplicidad de 
funciones y permitan la centralización de las mismas, capacidad de recolección y 
centralización de información, fuerzas de reacción rápida, capacidad técnica para extraer la 
evidencia forense, activa cooperación ciudadana, creación de fuerzas especiales 
antiterrorismo, el desarrollo por parte de las autoridades de programas de prevención 
estrechando los vínculos entre la Fuerza Pública y el comercio, las compañías privadas de 
seguridad, las empresas públicas y la ciudadanía en general. (Presidencia de la República, 
2003). 
 
 (iv) Protección del secuestro y la extorsión, se traza una política de Estado de largo plazo la 
cual tiene como objetivo general reducir al mínimo de casos el secuestro y la extorsión, a 
través del incremento en los costos en la comisión del delito y de la consolidación de la 
confianza de la ciudadanía y de la comunidad internacional en la capacidad del Estado, todo 
ello en el marco de la desarticulación de las organizaciones del secuestro a través de la 
creación de estructuras de apoyo que centralicen la información de inteligencia estratégica y 
operacional, estas estructuras estarán asociadas a un fiscal o equipo de fiscales 
especializados; así mismo se prevé el fortalecimiento de las entidades de investigación 
criminal a través de equipos, el trabajo conjunto con la UIAF, el incremento de los rescates, 
la implementación de nuevas herramientas jurídicas para enfrentar el fenómeno, desarrollo 
de un sistema de evaluación y seguimiento de las políticas, el Consejo Nacional de Lucha 
Contra el Secuestro (CONASE) presidido por el Ministerio de Defensa Nacional realizará 
seguimiento de las políticas implementadas. (Presidencia de la República, 2003) 
 
 (v) Protección de desmovilizados y de niños combatientes, mediante el Decreto 128 de 2003 
se implementó la política de reincorporación de desmovilizados a la vida civil, la cual tiene 
como objetivo la resocialización y dignificación del desmovilizado, a través de la asesoría 







 (vi) Protección contra el reclutamiento de niños y jóvenes, a través de la implementación de 
programas preventivos para evitar el reclutamiento engañoso, reforzamiento de los 
programas en contra de la violencia intrafamiliar y el maltrato infantil, garantizar la 
permanencia del menor en el sistema educativo, así mismo el Gobierno se propone combatir 
el desempleo rural a través de proyectos para el manejo social del campo, como el apoyo al 
cultivo del maíz, algodón, caña, del café y la reforestación. (Presidencia de la República, 
2003)          
 
 (vii) Protección de la infraestructura económica, a través de la prevención de los ataques 
terroristas contra la infraestructura carbonífera, eléctrica, petrolera, de puertos y aeropuertos 
y de las telecomunicaciones, así como la prevención del robo de hidrocarburos, mediante el 
trabajo coordinado de estructuras de apoyo del Ejército, la Fiscalía, el DAS, la DIJIN y la 
Procuraduría. (Presidencia de la República, 2003) 
 
 (viii) Protección de la red vial, a través de una Estrategia Integral de Seguridad en 
Carreteras, basada en la acción coordinada del Ministerio de Defensa, el Ministerio de 
Transporte y la Fiscalía General de la Nación, para la acción preventiva de los ataques de los 
grupos armados al margen de la Ley, el monitoreo de vehículos, implementación de 
acciones de reacción e intervención de la fuerza policial y militar, coordinación y 
cooperación ciudadana con las autoridades para la vigilancia de las carreteras. (Presidencia 
de la República, 2003) 
 
5.2.4.5 Cooperar para la seguridad de todos.   
 
 La seguridad de la solidaridad, se trata de la cooperación voluntaria y patriótica de los 
ciudadanos con el fin de que contribuyan a la prevención del terrorismo y la delincuencia, 
proporcionando información relacionada con las organizaciones armadas ilegales. 
(Presidencia de la República, 2003).  
 
 (ii) Redes de cooperantes, a través de unas redes de ciudadanos en el campo y las ciudades 





información que permita la prevención y persecución del delito y, participando en 
programas de cultura para la seguridad. (Presidencia de la República, 2003). 
   
 (iii) Programa de recompensas, para aquellas personas que a través del suministro de 
información a los organismos del Estado prevengan la comisión de atentados terroristas o 
conduzcan a la captura de integrantes de las organizaciones armadas ilegales. (Presidencia 
de la República, 2003) 
 
 (iv) Cooperación internacional, el Gobierno le da un carácter transnacional a los riesgos y 
amenazas a la seguridad, por ello considera indispensable la cooperación entre los países, a 
través de la creación de un frente unido de cooperación que facilite las operaciones 
coordinadas entre las Fuerzas Armadas, el fortalecimiento del intercambio de información, 
la ampliación de las comisiones bilaterales fronterizas COMBIFRON, cumplir con los 
propósitos del Compromiso de Lima de la Comunidad Andina, apoyar la modernización de 
mecanismos como el Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca –TIAR- o de 
instituciones como la Junta Interamericana de Defensa y la ratificación de la Convención 
Interamericana contra el Terrorismo, todo lo anterior bajo el principio de 
“corresponsabilidad”. (Presidencia de la República, 2003). En este marco el Gobierno 
pretende que los Estados vecinos se comprometan a combatir los grupos armados al margen 
de la ley, el negocio del narcotráfico y el terrorismo, por medio de mecanismos legales y 
operacionales que dificulten y erradiquen este tipo de actividades en sus territorios. 
(Presidencia de la República, 2003) 
 
5.2.4.6 Comunicar las políticas y acciones del Estado.  
   
 Terrorismo y comunicación, para el Gobierno el terrorismo representa la debilidad de 
quienes carecen del respaldo de la población y pretenden imponer su voluntad por medio del 
terror a otros, en efecto el Gobierno previó la divulgación permanente al público de la 
información sobre los propósitos y los resultados de la PDSD, para generar confianza en la 





sobre su papel, si las prácticas periodísticas respaldan valores democráticos, qué fuentes de 
información legitiman, y cuáles son los efectos del lenguaje que utilizan. (Presidencia de la 
República, 2003)    
 
5.2.4.7 Diplomacia Pública. 
 
 Dado el carácter transnacional de las amenazas que enfrenta la democracia colombiana, se 
necesita del apoyo de los otros países, entonces el Gobierno Nacional a través del servicio 
exterior y de los agregados militares y de policía, emprende el ejercicio de la diplomacia 
pública para dar a conocer un contexto correcto sobre la problemática de seguridad en 
Colombia al exterior, así el Gobierno entiende que a mayor seguridad se reduce la pobreza, 
se recuperará el crecimiento económico, se logrará una mayor integración con la comunidad 
internacional, lo que a su vez diversifica la producción, puesto que atrae mayor inversión 
extranjera y el turismo, esto genera mayor transferencia de tecnología y la apertura de 
nuevos mercados; por último el Gobierno afirma que el fortalecimiento de las instituciones 
garantiza la vigencia del Estado de Derecho y el derecho de los colombianos de volver a 
gozar de su libertad. (Presidencia de la República, 2003).   
 
 




     Bajo la vigencia de la Política de Defensa y Seguridad Democrática se adoptó como una de 
sus principales líneas de acción la coordinación de las diferentes instituciones del Estado, lo cual 
se llevó a cabo a través del Consejo de Seguridad y Defensa Nacional43, la Junta de Inteligencia 
Conjunta y el Ministerio de Defensa, además de la utilización de los denominados Consejos de 
                                            
43 Ésta resulta ser la instancia desde la cual se construye el diseño, planeación y coordinación de la estrategia de los lineamientos 
de la PDSD, en consecuencia reviste la más relevante importancia en materia de seguridad, en la cual el Presidente junto con los 





Seguridad adelantados por el mismo presidente y sus ministros en las diferentes regiones, todos 
ellos estamentos de coordinación cuya finalidad fue evitar el vacío de autoridad y hacer más 
eficiente la acción del Estado. Para lo anterior surgió como necesidad el fortalecimiento de las 
instituciones, en particular se previó que el Sistema Judicial, las Fuerzas Militares, la Policía 
Nacional y los organismos de inteligencia, recibirían especial atención del Estado.  
 
6.1 FORTALECIMIENTO DEL SISTEMA JUDICIAL 
 
    Con el fin de combatir los Grupos Armados al Margen de la Ley (GAML), se propuso la 
expedición de una legislación que permitiera hacer frente a las acciones terroristas, con la 
consecuente ampliación de las penas para delitos relacionados con el narcotráfico, el secuestro y 
el homicidio, y de esta manera mitigar este tipo de indicadores.  
 
   Siguiendo este derrotero el Gobierno presentó el Estatuto Antiterrorista a través del proyecto 
de Acto Legislativo 223 de 2003 Cámara y 015 de 2003 Senado, cuyas modificaciones a los 
artículos de la Constitución permitirían, entre otras facultades, que los miembros de las Fuerzas 
Militares realizaran interceptaciones telefónicas sin previa autorización judicial, además de 
obtener funciones de policía judicial de manera permanente, no obstante la Corte Constitucional 
declaró la inexequibilidad del mismo mediante Sentencia C-816/04.        
 
   Por otra parte, durante el cuatrienio 2003 y 2006 el crecimiento del presupuesto del Sector 
Justicia (Sector Jurisdiccional: Consejo Superior de la Judicatura, Consejo de Estado, Corte 
Constitucional, la Corte Suprema de Justicia y los Tribunales y Despachos Judiciales; la 
Fiscalía General de la Nación y el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses; el 
Ministerio del Interior y de Justicia (MIJ); el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 
(INPEC) y la Superintendencia de Notariado y Registro (SNR)), se vio incrementado en un 7.5% 





debe principalmente a la instauración de políticas y programas tendientes a la modernización, 
desarrollo y eficacia de su misión establecida en la Constitución44. Todo lo cual tiene relación 
con el establecimiento de la PDSD; puesto que en general las entidades de la Rama Judicial 
tuvieron una importante inversión en materia de infraestructura, sistemas y tecnologías de la 
información45, verificable de acuerdo al precitado informe hasta el año 2007.          
    
      Empero lo anterior, esta inversión de los recursos puesta en relevancia por el Departamento 
Nacional de Planeación, en la práctica, no se vio reflejada en una mayor efectividad del aparato 
judicial, que en el marco de la PDSD debería verse justificada en el desmantelamiento de los 
Grupos Armados al Margen de la Ley; no obstante, lo que se pudo observar es la realización de 
los operativos conjuntos desarrollados en el contexto de la PDSD como táctica de inmediato 
impacto, con la que se intentó el control y la consolidación del territorio por parte de la Fuerza 
Pública a través de la acción rápida de las instituciones judiciales; lo cual resultó en una serie de 
detenciones masivas y arbitrarias llevadas a cabo en poblaciones rurales y pequeñas poblaciones, 
que en la mayoría de los casos desembocaron en la absolución de las personas aprehendidas de 
esta manera por parte del aparato judicial. 
 
     Esta práctica de las detenciones masivas u operativos de captura46 se llevó a cabo por 
miembros de la Fuerza Pública, sin las garantías procesales mínimas y con base en acusaciones 
de informantes (reinsertados) y justificándose en “motivos de necesidad y urgencia”47, 
constituyéndose en la mayoría de los casos en violatorias de los derechos fundamentales, por 
consiguiente el efecto provocado se traduce en una “mayor inseguridad para la inmensa mayoría 
de la población y para el futuro del país” (Moreno, 2014). Empero las detenciones masivas 
respondieron a la línea de acción definida dentro de la PDSD como “Cooperar para la seguridad 
                                            
44 Departamento Nacional de Planeación. Gasto del Sector Justicia 1995-2007. Boletín Dirección de Justicia y Seguridad.  
45 “En general, las entidades de la Rama Judicial invirtieron durante 1995 y 2007, $845.681 millones en infraestructura, 
$318.912 millones en sistemas y tecnologías de la información, $158.998 millones en gestión y $174.752 millones en equipos, 
entre los principales rubros.” Ibídem.  
46 Estas medidas buscaron combatir los delitos contra el Estado como son la rebelión, concierto para delinquir, tráfico de 
estupefacientes y terrorismo.  





de todos”, a través del suministro de información voluntaria, las redes de cooperantes y el 
sistema de recompensas.    
 
    Sobre el particular vale la pena resaltar el caso de las capturas masivas en el Departamento del 
Huila durante el periodo inicial de implementación de la PDSD en los años 2002 al 2005, en 
donde de 356 capturados en este tipo de operativos, 74 es decir el 28%, recobraron la libertad en 
el reconocimiento en fila; y 130 es decir el 45%, se les dictó Resolución de Preclusión de la 
Investigación por parte de la Fiscalía General de la Nación; 45 es decir el 15%, se les dictó 
sentencia absolutoria en primer instancia y 16 es decir el 6% en segunda instancia; 5 es decir el 
2%, con sentencia condenatoria de primer instancia y 1 es decir el 0,28%, con sentencia 
condenatoria en segunda instancia (Moreno, 2014); en otras palabras un margen de efectividad 
cuestionable de apenas del 0,28%.   
 
    Por otra parte, en rueda de prensa de julio de 2003, la Ministra de Defensa Marta Lucía 
Ramírez, afirmo que se habían realizado la captura de 125.778 personas detenidas en el marco de 
acción de la PDSD; cifras que contrastan con otro documento presentado por la Procuraduría 
General de la Nación, la Fiscalía General de la Nación y la Defensoría del Pueblo, a la 
Fundación Comité de Solidaridad con los Presos Políticos (FCSPP), donde se muestra que hasta 
el mes de Agosto de 2003 habían sido privadas de la libertad 50.470 por razones de orden 
público, y que desde agosto de 2002 hasta junio de 2004 se habían presentado 67 casos de 
capturas masivas (García, 2004).   
 
   Vistas así las cosas es inadmisible que bajo la vigencia del Estado Social de Derecho, sirva 
como único fundamento para privar de la libertad a una persona, el testimonio en su contra de la 
comisión de supuestos actos delictivos, los cuales no son sometidos a verificación alguna. En el 
afán por mostrar resultados el Gobierno, haciendo alarde de la implementación de la PDSD 
justificó este tipo de procedimientos, todo lo cual significó no solamente una violación de los 





resultados esperados. En consecuencia, si bien hubo un importante direccionamiento de recursos 
para el fortalecimiento de la Rama Judicial, estos no tuvieron un directo impacto en las 
estrategias adoptadas por la PDSD, ya que el accionar indiscriminado de las Fuerzas Militares en 
contra de la población civil con base en testimonios de informantes sin ser sometidos a un 
escrutinio de fondo por parte de los entes investigadores, condujo a la captura indiscriminada de 
civiles y por consiguiente a la violación indefinida de los derechos humanos.    
 
6.2 FORTALECIMIENTO DE LA FUERZA PÚBLICA 
 
   En respuesta a las amenazas identificadas tales como el narcotráfico, terrorismo, grupos 
armados al margen de la ley, y delincuencia común, la respuesta Estatal en el marco de la PDSD, 
ha sido el fortalecimiento y ensanchamiento de las Fuerzas Armadas a todo nivel, no solamente 
presupuestalmente sino desde el punto de vista institucional han sido ubicadas en el escenario 
público como las instituciones más importantes del país.  
 
   Las Fuerza Armadas han sido objeto de crecimiento y especial atención del Gobierno desde ya 
hace varias décadas. Con el Gobierno de Gaviria y su Estrategia contra la violencia, se 
reestructuraron las relaciones cívico-militares con el establecimiento de la Consejería 
Presidencial de Defensa y Seguridad Nacional, la cual era presidida por el primer ministro de 
defensa civil Rafael Pardo, compuesta además por oficiales de la Policía Nacional, del Ejército 
Nacional, de la Armada Nacional, de la Fuerza Aérea y del Departamento Administrativo de 
Seguridad (DAS); se estableció una clara diferenciación de funciones donde a la Policía 
Nacional le correspondería la lucha contra la delincuencia común y el narcotráfico y a las 
Fuerzas Militares el combate en contra de las guerrillas (Schultze-Kraft, 2012). Estos cambios 
delimitaron de una manera más eficiente los conflictos entre las dos fuerzas y permitió al 






   También hicieron lo suyo los gobiernos de Samper y Pastrana aumentando el gasto en defensa. 
Pero bajo la vigencia del Gobierno de éste último, se siguió el Plan de Modernización de la 
Fuerza Pública, que correspondería a la injerencia de Estados Unidos en el marco del Plan 
Colombia, y consecuentemente implicó el aumento del pie de fuerza, la modernización de los 
equipos, y la introducción de una nueva legislación en el sector Defensa (Arce y Temes, 2003, 
citado por Schultze-Kraft, 2012). Por otra parte dado el estrecho vínculo entre guerrilla y 
narcotráfico, las Fuerzas Armadas tomaron un papel cada vez más protagónico en la lucha 
antidroga.   
 
    Durante el gobierno de Álvaro Uribe, desde el 2002 al 2009 el pie de fuerza de los militares y 
la policía creció en 100.000 hombres, pasando de 313.000 a 425.000; y entre el 2003 y principios 
del 2009 se pasó de 60.000 soldados profesionales a 85.500; a su vez vino la creación de los 
“soldados de mi pueblo”, correspondientes a reclutas que prestan el servicio militar en los 
pueblos o regiones de los cuales son oriundos, haciendo parte integral de la estrategia de control 
del territorio a través de la presencia de la Fuerza Pública (en el 2003 eran 16.000, en el 2006 
30.000 y en el 2009 fueron 20.000); así mismo se crearon las sexta, séptima y octava Divisiones 
al interior del ejército con jurisdicción en los departamentos de Amazonas, Caquetá y Putumayo, 
Antioquia, Córdoba, Sucre y Chocó, y Arauca, Casanare, Guainía, Vichada y cinco municipios 
de Boyacá; del mismo modo se erigieron seis batallones de alta montaña, sesenta batallones de 
contraguerrilla, once agrupaciones de fuerzas especiales antiterroristas urbanas, nueve batallones 
y catorce compañías de apoyo y servicio para el combate; también creció el número de 
estaciones, subestaciones y puestos de policía en los 1100 municipios de Colombia en número de 
168, 146 y 14 respectivamente; de la misma manera se aumentó la capacidad operativa de la 
Fuerzas Armadas, con el establecimiento de 25 estaciones de guardacostas, 10 aeronavales, 10 
móviles de apoyo fluvial, del mismo modo se adquirieron varios botes de combate fluvial, 
patrulleros, y de apoyo administrativo, buques nodriza fluviales, helicópteros de ataque y de 
transporte, aeronaves de ala fija, 25 Súper Tucanos brasileros y 13 aviones cazabombarderos K-






   Esta considerable provisión armamentística y estructural de las Fuerzas Militares fue 
complementada con la creación de los comandos conjuntos (año 2004), en donde los operativos 
se realizan entre el Ejército Nacional, la Armada de la República de Colombia y la Fuerza Aérea 
Colombiana, y el establecimiento (año 2008) de la Jefatura de Operaciones Especiales Conjuntas 
(JOEC), así como la creación de la Junta de Inteligencia Conjunta, las cuales se encargan de 
centralizar la inteligencia de las fuerzas militares (Schultze-Kraft, 2012). 
    
   Sobre la centralización de la inteligencia desplegada por las agencias estatales, vale la pena 
llamar la atención sobre el descalabro del DAS, el cual estuvo fuertemente cuestionado por la 
interceptación ilegal a políticos opositores al Gobierno, a magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia y activistas y defensores de derechos humanos, todo lo cual terminó con su supresión 
“…el treinta y uno (31) de octubre de dos mil once (2011), con fundamento en las facultades 
extraordinarias conferidas por el Congreso de la República en el artículo 18 de la Ley 1444 de 
2011, el Presidente de la República profirió el Decreto 4057  de 2011, «por el cual se suprime el 
Departamento Administrativo de Seguridad–DAS, se reasignan unas funciones y se dictan otras 
disposiciones»” (T-324-2015). Este Decreto dio la estocada final al DAS, mientras que sus 
antiguos directivos eran investigados por las interceptaciones ilegales y por dejar que la 
organización fuera infiltrada por los grupos paramilitares.  
 
   Por otra parte el Gobierno a través del Ministerio de Defensa, presentó el proyecto de ley de 
inteligencia y contrainteligencia, el cual finalizó con la aprobación de la Ley 1288 de 2009 “Por 
medio del cual se expiden normas para fortalecer el marco legal que permite a los organismos, 
que llevan a cabo actividades de inteligencia y contrainteligencia, cumplir con su misión 
constitucional y legal, y se dictan otras disposiciones”, la cual fue declarada inexequible por la 
Sentencia C-913 de 2010, por vicios de procedimiento, puesto que en su contenido se regulaban 
los derechos fundamentales al habeas data y a la intimidad y en consecuencia su aprobación 






  Por otro lado el gasto en Defensa ha representado un significativo aumento en el porcentaje del 
PIB, el cual en el año de 1990 ascendía al 2.2 del PIB, durante el gobierno de Pastrana pasó del 
4.4 al 4.8, y durante el gobierno de Uribe subió por encima del 5.1, y al 5.7 en el 2008 para 
finalizar con el 5.2 en el 201048; siguiendo las directrices del gobierno Uribe, se implementaron 
dos impuestos para el sostenimiento de la PDSD, el primero denominado “impuesto de seguridad 
democrática” que va desde el 2002 al 2006, y el segundo impuesto de guerra que se impuso 
desde el 2006, y que duró pasado el mandato de Uribe, hasta el año 2014 (Schultze-Kraft, 2012). 
 
      Los recursos destinados por el gobierno para generar toda una transformación de la Fuerza 
pública, no contuvieron problemas estructurales como la permeabilización de los militares y 
policías por parte del paramilitarismo y el narcotráfico49, las violaciones a los derechos humanos, 
y la reforma a la justicia militar haciendo que los actos cometidos por fuera del servicio fueran 
enjuiciados por la justicia ordinaria (Schultze-Kraft, 2012). La sombra de los “falsos positivos” 
vino a debilitar sustancialmente la imagen de la Fuerza Pública, además que ha significado otra 
de las formas más aberrantes a través de las cuales miembros del ejército han hecho pasar a 
civiles como muertos en combate a cambio de incentivos económicos y laborales.  
   
     6.3. REORGANIZACIÓN PARCIAL DE LAS INSTITUCIONES DEL ESTADO 
 
       Bajo la vigencia de la PDSD se evidenció una reestructuración parcial de la administración 
pública, signada por los problemas del burocratismo, las duplicidades funcionales, la 
incompetencia de los servidores públicos, la ausencia de criterios racionales de acceso y 
permanencia en la función pública, la inexistencia o deficiencia de instrumentos tecnológicos 
renovados en información y comunicación, la carencia de sistemas de planeación debidamente 
                                            
48 Boletín de Resultados en Seguridad Democrática, núm. 3, Departamento Nacional de Planeación, Bogotá, 2009; Ministerio de 
Defensa Nacional, Gasto en defensa y seguridad, 1998-2011, Bogotá, 2009. 
49 Lamentables fueron los casos de las masacres efectuadas por miembros del ejército en contra de efectivos de la policía, en 
Guaitarilla el 19 de marzo del 2004 donde 7 agentes del Gaula fueron asesinados por miembros del Batallón de Infantería No. 9; 
y la masacre de Jamundí perpetuada el 22 de mayo de 2006, en donde al comandante del Batallón de Alta Montaña Coronel 
Bayron Carvajal se le sentenció a 58 años de cárcel, por haber dado la orden de asesinar a 10 miembros de la Policía Nacional. 






articulados con la ejecución presupuestal, la ausencia de mecanismos idóneos de evaluación y 
control, y la inapropiada distribución y gasto de los recursos públicos, para citar los principales 
aspectos (Angarita, 2011, P. 22-23).  
 
     A este respecto, lo principal residió en los esfuerzos para reducir el tamaño del Estado, 
contraer el gasto público, adecuar el régimen tributario, modificar las normatividades laboral, 
pensional y de seguridad social, abandonando definitivamente el escenario del relativo Estado de 
bienestar, aunque siempre se proclamaba, en forma retórica, lo contrario. (Angarita, 2011, P. 24). 
      
     Empezando el Gobierno de Uribe (2002), llama la atención una de las primeras medidas 
tomadas en materia de administración del Estado, fue la fusión del Ministerio de Justicia con el 
Ministerio del Interior, bajo el argumento de reducir el gasto público, simplificar el ejercicio de 
las competencias, generar mayor eficiencia, lograr mejor celeridad en los procesos, en el marco 
de los objetivos de renovación de la administración pública establecidos en el Plan Nacional de 
Desarrollo 2002, los cuales eran estado gerencial, lucha contra la corrupción y transparencia, y 
participación ciudadana. 
 
     Bajo la vigencia de la Ley 790 del 27 de diciembre de 200250, en su artículo 2, se dotó al 
Presidente de la República de la facultad para disponer de la fusión de entidades u organismos 
administrativos del orden nacional, con objetos afines, creados, organizados o autorizados por la 
ley; con la finalidad de garantizar, dentro de un marco de sostenibilidad financiera de la Nación, 
un adecuado cumplimiento de los Fines del Estado con celeridad e inmediación en la atención de 
las necesidades de los ciudadanos; no obstante la fusión de los Ministerios del Interior y el de 
Justicia, trajo como consecuencia un mayor gasto público a largo plazo51, pese a la reducción de 
la nómina de funcionarios; lo anterior puesto que la nueva cartera del Ministerio del Interior y de 
                                            
50 De conformidad con los decretos 200, 201, 202, 203, 205, 206, 207, 208, 210, 211, 212, 213, 214, 215, 216, 217, 218 y 219 del 
3 de febrero de 2003, se ordena la fusión de los ministerios del Interior y de Justicia, de Salud y Trabajo y los de Comercio y 
Desarrollo. También, se trasladan las funciones de Vivienda y Desarrollo Territorial al Ministerio del Medio Ambiente. 
51 Antes del año 2002 el Ministerio del Interior y el Ministerio de Justicia gastaban en personal alrededor de $20.883.720.179, 
después de la fusión en el año 2006 el gasto ascendió a $16.496.284.647, y en el año 2010 el gasto estuvo por el valor de 





Justicia quedó desbordada en su capacidad operativa frente a dos temas que de por sí requerían 
de un grado de especialización funcional considerable, toda vez que las funciones relacionadas 
con el mantenimiento del orden público, la coordinación de los organismos territoriales, la 
atención a las minorías indígenas y la atención de desastres naturales, requerían un grado de 
aplicación que dejaría a la cartera de justicia relegada a un segundo plano, y sin un interlocutor 
que gestionara sus necesidades frente al gobierno central, todo lo cual aumento la brecha y 
choque entre el poder ejecutivo y el poder judicial en toda la vigencia del Gobierno Uribe; para 
terminar el mandato con la propuesta de una nueva escisión gestionada por el mandatario 
Santos52. Esta situación evidencia que en cierta medida al Gobierno Uribe no le interesaba un 
fortalecimiento de la rama judicial a alto nivel, que terminara revirtiéndose e implicara cualquier 
tipo de cuestionamiento a su accionar, al eliminar el interlocutor legítimo entre esta rama y el 
poder ejecutivo, dio una sensación de menor valía al ejercicio de la actividad judicial, y en 
consecuencia una ostensible pérdida estratégica para la adopción de políticas de larga 
envergadura que hicieran más eficiente su accionar.     
   
    Mientras tanto, durante estos años de duración de la fusión, el gobierno Uribe no tuvo una 
política eficaz en materia de derechos humanos, los principales problemas sobre los cuales giró 
el debate internacional en esta materia fue el desplazamiento forzado, los falsos positivos, la 
reincidencia de los grupos neoparamilitares (BACRIM)53, y las interceptaciones ilegales 
realizadas por los organismos de seguridad del Estado. Entretanto que el Gobierno ratificaba 
cuanto tratado internacional en materia de derechos humanos se creaba, el Índice de Integridad 
Política en relación con los demás países de América Latina es mucho más alto, tendencia que 
empeoró; durante el periodo de 2003-2007, en el cual Colombia recibió un puntaje de 8, lo cual 
significa el “no respeto de los derechos a la integridad física”, puntaje recibido por un número 
muy pequeño de países a nivel mundial, datos que son tomados del Departamento de Estado de 
los EEUU (Sikkink, citado por Borda G., 2012).  
                                            
52 La escisión del Ministerio del Interior y de Justicia, fue considerada una necesidad aun finalizando el periodo, por el propio 
Gobierno del expresidente Uribe, el cual a través de un proyecto de ley radicado por el ministro Fabio Valencia Cossío, se 
anticipó a la iniciativa de revivirlo. 
53 De acuerdo a la Policía Nacional, los desmovilizados exparamilitares que conforman las BACRIMS son relativamente 4,037, 
no obstante según entrevista llevada a cabo por Human Rights Watch a líderes de la MAPP/OEA en Colombia, los integrantes de 
estas bandas suman un número aproximado de entre los 7,000 y 8,000, de los que se considera que 4,000 y 4,500 son antiguos 






      
 
7. POLÍTICA DE DEFENSA Y SEGURIDAD DEMOCRÁTICA FRENTE AL ESTADO 
SOCIAL DE DERECHO 
 
 
Como se planteó anteriormente, la PDSD se formula en el marco del “Estado 
Comunitario” enunciado en el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006 como uno de los objetivos 
claves para lograr su realización. Pero, el Estado Comunitario del Gobierno Uribe generó dudas 
respecto sobre una real participación de la ciudadanía en los asuntos públicos en materia de 
seguridad y orden público. Esto es así, puesto que al momento de plantearse la estrategia macro 
del Estado en materia de seguridad, esto es, la PDSD, y durante la vigencia de ese Gobierno, la 
política estuvo esencialmente definida por los militares y el ejecutivo.  
 
7.1. COMPONENTE DEMOCRÁTICO EN LA POLÍTICA DE DEFENSA Y 
SEGURIDAD DEMOCRÁTICA  
 
La PDSD desde el punto de vista de su origen se planteó como una iniciativa unilateral 
del Gobierno, donde para su definición, diseño e implementación no se tuvo en cuenta a la 
sociedad civil, ni existió un amplio debate que incluyese a los numerosos sectores de la sociedad, 
tal y como se había planteado en el documento de los talleres del milenio anteriormente 
expuesto. El gobierno se limitó a realizar consultas a un sector muy reducido de la sociedad civil, 
y en los concejos comunitarios cuando se planteaban temas relacionados con la seguridad de las 
personas, el presidente tomaba decisiones de carácter unilateral descargando la responsabilidad 
en el ministro del ramo respectivo.  
 
Por otra parte la participación ciudadana en el marco de la PDSD quedó reducida al deber 
de colaboración hacia la Fuerza Pública por parte de los pobladores, involucrándolos de una 






¿Cómo es la participación en el Estado Comunitario de Uribe? Fabio Velásquez (citado 
por Rodríguez, 2009, p. 26) en un estudio sobre “La Participación y el Estado Comunitario”, 
indica que la participación en el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006 se concentra en dos 
principales estrategias: seguridad democrática y equidad social, no obstante, afín de cuentas se 
puede resumir en la primera. Los frentes de participación que utilizó el Gobierno son (i) la 
promoción de la cooperación ciudadana – a través de las redes de informantes-, (ii) los consejos 
comunitarios – lo que generó legitimidad personal al ex mandatario54 - y (iii) los presupuestos 
participativos – que no se desarrollaron de manera adecuada- y las veedurías ciudadanas. 
(Rodríguez, 2009) 
 
Esta falencia del Estado Comunitario fue señalada por el Consejo Nacional de 
Planeación, indicando que este tipo de Estado debería ampliarse en favor del Estado Social de 
Derecho de la Constitución de 1991, incluyendo la diversidad étnica y cultural de la Nación, un 
Estado gerencial que invierta con austeridad, transparencia y eficiencia los recursos, y un Estado 
descentralizado que facilite la autonomía regional. (Rodríguez, 2009)    
 
La propuesta del presidente Uribe fundamenta el orden social en los pilares de seguridad 
democrática y autoridad, además aduce que éste es el único camino viable para la solución de los 
problemas del país, esto se puede corroborar en varios pronunciamientos hechos por el 
expresidente en manifestaciones públicas, como por ejemplo el discurso dado con ocasión del 
cuarentainueveavo aniversario del DAS el 31 de octubre de 2002:  
 
“El día en que la Seguridad Democrática se enseñoree de todo el territorio de la patria, no 
se cometerá un atentado más contra los defensores de derechos y los líderes sociales. La 
Seguridad Democrática es necesaria para impedir que desplacen a los campesinos de sus 
                                            
54 Desde que Uribe ocupó la gobernación de Antioquia en los años 1995 a 1997, se había adoptado este estilo de gobierno, sin 
embargo varias personalidades cuestionaban este sistema debido a que podría ser utilizado para el provecho propio del 
expresidente. Sin embargo, por la metodología adelantada, varios políticos criticaron el avance de este tipo de eventos por la 
personalización de la gestión que suponen los Consejos: “«El solo hecho de que termine siendo reemplazado el gobernante local 
por el nacional, es sumamente negativo, porque esto releva la responsabilidad del Alcalde o del Gobernador y es el Presidente 
quien termina asumiendo funciones que no le corresponden»”, dijo hace unos meses el ex alcalde de Bogotá en declaraciones 







parcelas, secuestren a los empresarios y amedrenten a los periodistas: seguridad para que 
respeten la misión de los obispos, sacerdotes, monjas, pastores de culto, educadores; 
Seguridad Democrática para que los sindicalistas ejerzan libremente su acción, los 
dirigentes políticos se desplacen sin temores; los defensores de derechos humanos se 
apliquen a su labor sin amenazas.” (Rodríguez, 2009, p. 20)  
 
 
La preponderancia del orden sobre la libertad en la PDSD se ve reflejada además en las 
primeras medidas adoptadas por el Gobierno, entre ellas la Ley 812 de 2003 la cual en su artículo 
8 indicó que la seguridad se limita al control del territorio, defensa de la soberanía nacional, 
fortalecimiento de la fuerza pública y la desarticulación del negocio de las drogas ilícitas. Así 
mismo con la expedición del Decreto 1837 de 2002 que declaró el estado de conmoción interior 
y el Decreto 2002 de 2002, el cual incluyó una serie de medidas restrictivas e intrusivas a la 
libertad entre ellas las relativas a la captura de personas con solicitud de autorización judicial de 
carácter verbal, la captura de sospechoso sin previa autorización judicial, el registro o 
allanamiento domiciliario sin previa autorización judicial, la restricción de circulación de 
personas en la zonas de rehabilitación y consolidación, la facultad para los comandantes de estas 
zonas de recopilar información sobre la residencia y ocupación habitual de la personas, las 
capturas preventivas, entre otras medidas, muchas de ellas a la postre declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional con sentencia C-1024 de 2002.        
 
 
Todas estas medidas, demuestran el alcance de las dimensiones del modelo de Estado 
Comunitario propuesto por el expresidente Uribe, contrario a los postulados democráticos del 
Estado Social de Derecho -el cual propende por el pluralismo ideológico -, ya que cuando se 
erige al Estado como último portavoz moral e intérprete de la sociedad en sí mismo considerado 
y, de tal manera se eleva el orden, la seguridad y la autoridad a valores fundantes y por lo tanto 
de mayor jerarquía que los demás, se está desconociendo la autonomía y la libertad de los 
individuos, las comunidades, los diversos grupos de interés y de aquellos que de una u otra 
manera no ven en “la seguridad y el orden” los valores con mayor status sino como parte del 





expresidente Uribe en la Asamblea Iberoamericana de Ministerios Públicos el 22 de noviembre 
de 2002.  
 
“La doctrina nuestra de seguridad es para sostener en una nación una tesis única de 
Estado, de sociedad. La doctrina nuestra de seguridad no es para apuntalar un 
Gobierno, no es para defender los amigos de ese Gobierno. La convicción nuestra es 
para defender el pluralismo, la sociedad por encima del Gobierno, el Estado como 
expresión total de la Sociedad.” (Negrillas extratexto). (Rodríguez, 2009, p. 23).  
 
 
Ahora bien, lo que se puede observar en el modelo de Estado propuesto por el presidente 
es la profundización del Estado neoliberal expresada en la minimización del Estado, la austeridad 
en el gasto, el traslado de las prácticas empresariales modernas de la eficacia, eficiencia y 
productividad a la administración pública, las privatizaciones y la suscripción de tratados de libre 
comercio.  
 
     Así mismo tal y como se desprende del discurso del ex - primer mandatario, la beligerancia y 
la intolerancia hacia las diferentes visiones del modelo social fue una constante, poniendo en 
constante peligro a aquellos que no comulgaban con las tesis del gobierno, entre los cuales se 
encontraban defensores de derechos humanos, sindicalistas, trabajadores sociales, líderes 
indígenas, dirigentes de la izquierda, etc. 
 
    Ahora bien en vigencia de la PDSD, después de aprobada la reforma constitucional de la 
reelección presidencial – Acto Legislativo 02 del 27 de diciembre de 2004, las posibilidades del 
ejercicio político por parte de la oposición se vieron considerablemente limitadas. Se afirma que 
la reelección estuvo amañada a través de las ofertas clientelistas (y manchada por el caso de la 
Yidis política) por parte del gobierno, además la reelección se aprobó sin garantías a la 
oposición, no obstante la reelección presidencial tuvo que reglamentarse a través de la ley 996 







7.2. EL PRINCIPIO DE SEPARACIÓN DE PODERES EN LA POLÍTICA DE DEFENSA 
Y SEGURIDAD DEMOCRÁTICA 
    
 
La PDSD responde al modelo de Gobierno presidencialista, ahondando la injerencia y 
preponderancia del poder ejecutivo sobre las demás ramas del poder público, además de sublimar 
el valor de la seguridad entendida como el mantenimiento continuado de unas condiciones de 
orden público; esto aunado al innegable protagonismo de las Fuerzas Armadas en el manejo de 
los destinos del país. Bajo el concepto de la autoridad efectiva en la PDSD, el Consejo Nacional 
de Planeación (citado por Rodríguez, 2009, p. 36) manifestó su preocupación por el uso de éste 
término, el cual “…aparece como sujeto; es el actor más importante al cual se circunscribe la 
“seguridad democrática”, siendo así, los derechos fundamentales se respetan por el ejercicio de 
la autoridad legítima y no por el convencimiento de los sujetos que componen la sociedad.   
 
 En el Gobierno de Uribe se intentó poner todas las instituciones bajo la dirección del 
Ejecutivo (reforma política, reducción del Congreso, la supresión de las contralorías y 
personerías y la reforma a la administración de justicia) en su ensayo por involucrar a la 
población y a todas las autoridades en el conflicto (Plataforma Colombiana de Derechos 
Humanos, & Democracia, 2003, p. 17). Ese poder estatal entendido como un todo 
omnicomprensivo, involucra al ciudadano en la dinámica de la guerra a través de la exigibilidad 
de un deber frente a la seguridad pública, sujetando la demanda de los derechos fundamentales a 
las necesidades militares. Siendo así, el ciudadano queda reducido a un simple vigilante e 
informante.  
 
Lo primero que hizo el Gobierno fue adelantar la reforma a la justicia mediante el 
proyecto de acto legislativo No. 10 (Senado) de 2002, introduciendo límites para los jueces de 
tutela cuando los fallos implicaban tomar medidas que conllevaran la alteración de las leyes, 
Ordenanzas o Acuerdos del Plan de Desarrollo o de los presupuestos de nivel nacional o de las 
entidades territoriales, como también prohibía a la Corte Constitucional pronunciarse en el 
proceso de tutela en contra de las decisiones de otras autoridades judiciales. Así mismo el 





que incluía la presencia del poder Ejecutivo. La imposibilidad para los cuerpos colegiados de 
modificar su jurisprudencia sino con mayorías cualificadas y precisa motivación. Se propuso un 
límite de caducidad de dos años a la acción de inconstitucionalidad. Se excluía a la Corte 
Constitucional del control de constitucionalidad de los decretos que declaran el Estado de 
excepción. Se limitaba a la Corte Constitucional para declarar la inexequibilidad de normas por 
extensión o para establecer el alcance de los efectos de su declaratoria.  
 
Todas estas medidas estuvieron orientadas a ejercer un control y poner unos límites al 
poder Judicial por parte del Ejecutivo, para frenar fallos como el del UPAC, o sobre salarios o 
como los proferidos en materia de salud55, o lo que se ha venido denominando el “activismo 
judicial”. Luego viene la presentación de la ley 796 de 2003 mediante la cual se proponía la 
eliminación de las contralorías a nivel departamental y municipal y las personerías a nivel 
municipal, so pretexto de ampliar la cobertura en salud, educación y vivienda, en detrimento de 
la protección de los derechos de la ciudadanía. (Plataforma Colombiana de Derechos Humanos, 
& Democracia, 2003). Esto de la eliminación de las contralorías departamentales y  municipales 
implicaría el debilitamiento del control fiscal por parte de este organismo.   
 
Posteriormente vino la propuesta del Acto Legislativo 223 de 2003 en un afán del 
Gobierno por modificar la Constitución de 1991, estableciendo la posibilidad de llevar un 
registro de residencia de la población y de restringir la circulación de las personas, así mismo 
señalaba la facultad de realizar detenciones y registros domiciliarios sin previa orden judicial, 
igualmente establecía la competencia en cabeza de la Fiscalía General de la Nación para 
conformar unidades especiales de policía judicial con miembros de las Fuerzas Militares. Todas 
estas reformas muestran el carácter policivo y militarista que suponía el desarrollo de la PDSD.    
 
Esta posición del Gobierno demuestra que el mejor tratamiento en relación con los 
Derechos Humanos es la política de seguridad, es decir, todo el fundamento de su realización y 
efectividad se cimienta en el logro de las condiciones que garanticen el orden público, con la 
irrestricta colaboración de la ciudadanía para el logro de estos objetivos. Para el año 2003, en 
un informe del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la 
                                            





situación de los Derechos Humanos en el País, se dijo que Colombia aún no contaba con una 
política “…efectiva y coherente en materia de derechos humanos y derecho internacional 
humanitario...”, esto se traduce en la falta de políticas que prevengan el desplazamiento forzado 
y la mayor vulnerabilidad de los defensores de derechos humanos.     
 
    
La PDSD reducida en su mínima expresión al ejercicio de la autoridad efectiva que 
disuade a los violentos (Presidencia de la República, 2002), deja de lado la implementación de 
una Política de Seguridad que tenga como marco de referencia los Derechos Fundamentales, es 
decir, la construcción de sociedad a través de un Estado que funda su legitimidad en el respeto 
de la dignidad humana a través de la realización y efectividad de estos derechos. Si se observa 
el Decreto 2002 de 2002 dictado bajo la vigencia del Decreto 1837 de 2002 declaratorio del 
Estado de Comisión Interior, crea: (i) una coordinación conjunta entre la Procuraduría, las 
Fuerzas Militares y la Fiscalía General de la Nación, (ii) da funciones de policía judicial a las 
Fuerzas Militares en casos de urgencia insuperable o necesidad de proteger un derecho 
fundamental, esto implica el realizar capturas, allanamientos, requisas a personas sospechosas sin 
previa autorización judicial o con la sola orden verbal de un fiscal, - bajo el argumento de que las 
guerrillas se mimetizan entre la población - (iii) y la creación de las zonas de rehabilitación y 
consolidación, territorios delimitados donde la autoridad se ejerce de una manera coordinada por 
parte de un comandante de las Fuerzas Militares y donde se restringe de manera ostensible las 
libertades de las personas, como la circulación, la residencia, etc., atentando contra la 
independencia e imparcialidad de la justicia. Al respecto los organismos internacionales 
coincidieron en que este tipo de medidas iban en contra de los convenios internacionales de 
Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, ya que se limitaba el debido proceso, 
presunción de inocencia y el principio de no-discriminación, todo lo cual conlleva la 
incriminación irresponsable de la población civil como actores armados. (Plataforma 
Colombiana de Derechos Humanos, & Democracia, 2003) 
 
En un boletín de seguimiento al Estado de conmoción Interior citado por la Plataforma 
Colombiana de Derechos Humanos se dijo que durante la vigencia de 8 meses del mismo, se 





48 sindicalistas, 73 líderes sociales y políticos, 141 campesinos, 34 estudiantes, 68 líderes de 
población desplazada y 10 extranjeros que desarrollaban labores humanitarias o de observación.  
(Plataforma Colombiana de Derechos Humanos, 2003, p. 113)  
 
Este concepto restringido y arbitrario de seguridad nos muestra la forma en que el 
Gobierno desconoce los derechos humanos y el derecho internacional humanitario, ya que a 
través de la instrumentalización de la justicia al servicio de las Fuerzas Militares ha convertido la 
seguridad en inseguridad democrática. Al parecer, aún nos encontramos frente a los postulados 
que se desarrollaron con ocasión de la implementación de la Política de Seguridad Nacional, la 
lógica del enemigo interno sigue imperando, pero esta vez al diluir la frontera entre civiles y 
combatientes, las personas se ven expuestas como blanco de cualquiera de los actores armados; 
esta es la lógica amigo-enemigo, o “estás con la Fuerza Pública” o estás “contra ella”, o 
“colaboras” o simplemente no estas cumpliendo con el deber patriótico de ayudar a la seguridad 
de todos…bajo este panorama no hay lugar alguno para las manifestaciones de inconformidad.  
La aplicación de la PDSD deja entrever su carácter autoritario al determinar el sometimiento del 
poder judicial y de los organismos de control al poder ejecutivo, asegurando la impunidad de los 
crímenes cometidos por los paramilitares y el Estado. (García, 2004)  
 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos indicó que el poder punitivo del 
Estado no debería ser manipulado con el fin de perseguir a quienes se encuentran desarrollando 
actividades legítimas, ya que de acuerdo a información recibida se ha recurrido al empleo de 
“montajes judiciales” a fin de acallar a los defensores de derechos humanos (Citado por García, 
2004). Así mismo la Procuraduría General de la Nación manifestó su preocupación puesto que 
los operativos conjuntos entre las Fuerzas Militares y la Fiscalía General de la Nación dejaban en 
duda la realización de principios constitucionales y legales relacionados con la autonomía, 
imparcialidad e independencia judiciales (Citado por García, 2004). Así pues, con el 
desconocimiento de los principios constitucionales del debido proceso, presunción de inocencia, 
legalidad, imparcialidad e independencia de los poderes públicos, los ciudadanos quedaron 
expuestos frente a los abusos del poder creándose un estado generalizado de inseguridad 






Por otra parte, durante el mandato de Uribe el Congreso legisló para el Gobierno a través 
de una mayoría que aprobaba de manera unánime los proyectos que este proponía a través de un 
sistema de intercambio de prebendas y favores. Tal fue el caso de la aprobación de la reforma de 
la reelección presidencial a través de la denominada “Yidispolítica”56, que fue uno de los votos 
clave para el éxito del mencionado proyecto. A su vez, muchos de los miembros de la coalición 
Uribista dentro del Congreso estaban siendo procesados por vínculos con paramilitares al 
momento de votar la reforma del referendo reeleccionista, situación que vino a favorecer al 
Gobierno de Uribe, no obstante el escándalo trató de restarle legitimidad a su mandato cuando ya 
para entonces estaba reelegido57. 
 
Precisamente, este amplio accionar del ejecutivo sobre el poder legislativo fue 
menguando la independencia del poder judicial, a medida que el presidente se propuso con su 
referendo la limitación de las facultades de la Corte Constitucional, no obstante no lograrlo, fue 
influyendo en su composición de tal manera que una vez lograda la reelección inmediata, la 
configuración de sus miembros quedó en su mayoría afectos al Uribismo.     
 
Por otro lado, el presidente no escatimó esfuerzos en debilitar la legitimidad de la Corte 
Suprema de Justicia, con ocasión de las acusaciones que hiciera al entonces presidente del 
honorable tribunal Cesar Julio Valencia, de las llamadas hechas por el burgomaestre con el fin de 
indagar por el proceso por parapolítica seguido en contra de su primo el senador Mario Uribe; 
sumado a lo anterior luego vino la decisión de la Corte de abstenerse de nombrar al Fiscal 






                                            
56 La Yidis Política. Semana (5/10/2008). Recuperado el 12/11/2017 de: http://www.semana.com/nacion/articulo/la-yidis-
politica/92612-3  
57 Uribe dice que los congresistas de la coalición de Gobierno están “nerviosos” y “tiemblan de miedo”. Semana (21/02/2007). 
Recuperado el 12/11/2017 de: http://www.semana.com/on-line/articulo/uribe-dice-congresistas-coalicion-gobierno-estan-
nerviosos-tiemblan-miedo/83618-3  










     La Constitución Política de 1991, trae una serie de herramientas que sirven para que el 
congreso, dentro de un ámbito democrático, le de actualidad al sistema económico. Dentro de 
este espacio confluyen las diferentes ideologías bajo instituciones que hoy en día ya han 
traspasado el ámbito de discusión como lo son la propiedad privada con función social y 
ecológica, la libertad de empresa con responsabilidad social, la libertad de mercado pero con la 
intervención del Estado para contrarrestar sus efectos cíclicos. Empero estas instituciones, son 
herencia de la socialdemocracia y tienen como fin el bienestar general, el cual se ve seriamente 
afectado cuando dentro de un determinado régimen de gobierno, se sojuzga la posibilidad de 
plantear actualizaciones del sistema económico que no provengan de la cartilla neoliberal. Qué 
tenemos entonces? Un pensamiento hegemónico en favor de los TLC, el libre mercado, la 
flexibilización laboral, las privatizaciones, a costa del sacrificio de los derechos sociales, 
económicos y culturales de la mayor parte de la sociedad59.  
 
   Durante el gobierno de Uribe, se siguieron las directrices del alto empresariado colombiano, 
como cuando durante el paro de los empleados de la rama judicial del año 2009 el empresario 
Sarmiento Angulo recomendó la declaratoria del Estado de conmoción interior y así se hizo; o la 
ocasión en que el jefe del grupo Aval manifestó que todos deberían aportar con el impuesto a la 
Seguridad democrática de acuerdo al salario, y el presidente Uribe expidió el decreto con la 
intención de recaudar 3.2 billones de pesos desde el año 2010; o como cuando el grupo Aval fue 
beneficiario de 6.500 millones del programa Agro Ingreso Seguro; así también lo señaló La Silla 
Vacía indicando que el mejor oráculo del presidente Uribe era el empresario Sarmiento (El 
Espectador y Rahal, citados por Angarita, 2011).   
 
 
                                            
59 Al respecto el profesor Ricardo Sánchez citado por Angarita (2011), manifiesta que el fenómeno político dado durante la era 
Uribe corresponde a un bonapartismo criollo y paternalista, propio del subdesarrollo, “…que manipula a los de abajo, disciplina 
las capas medias a favor de una economía de privilegios del alto capitalismo. Busca que en el pantano devorador de la crisis del 





   Entre otras cosas la élite empresarial ha logrado usufructuarse de las políticas económicas 
adoptadas por el gobierno Uribe: la reforma laboral que eliminó las horas extras nocturnas desde 
las 18:00, el aumento de la edad de jubilación, el salario integral, y la eliminación de los 
regímenes especiales60, sin perjuicio de lo establecido para la Fuerza Pública. Por otra parte la 
educación y la salud también se vieron afectadas, puesto que estos fueron considerados no tanto 
derechos sino sectores a los cuales se les puede sacar el mayor grado de usufructo. Por ejemplo 
para el caso de la educación el aumento en inversión de aproximadamente 34% entre el 2005 y 
2009 se destinó al pago de contratos por concesión a instituciones privadas y subsidios, 
avanzando en cobertura y disminuyendo en calidad, lo cual significó mercantilizar el servicio en 
manos de los privados61.      
 
    En materia de salud el panorama no es más alentador, puesto que el régimen contributivo se 
encuentra sujeto a la creación de empleo formal, por lo que los aportes de los afiliados 
terminarían sosteniendo a quienes se encuentran afiliados al régimen subsidiado. Uribe promotor 
de la ley 100 de 1993, y luego como presidente apoya y profundiza el sistema de salud, el cual se 
ha venido privatizando y funciona bajo la lógica empresarial de mercado, o sea, que más que un 
servicio, es negocio en el cual sus inversionistas deben obtener las máximas ganancias, esto ha 
generado la denominada “crisis de la salud”62, puesto que en Colombia, no existen los 
suficientes empleos formales para subsidiar al resto de la población en el sistema. Con un 
sistema económico en esencia débil, el Estado ha venido a sufragar los gastos de servicios de 
salud a través de las afiliaciones al SIBEN63.    
 
    Bajo este panorama, ¿cuál ha sido el ámbito neutral donde se han debatido y puesto en marcha 
las reformas económicas que la sociedad colombiana necesita?; la respuesta es evidente, ese 
                                            
60 Acto Legislativo 01 de 2005 "por el cual se adiciona el artículo 48 de la Constitución Política". 
61 Durante la era Uribe el país se rajó en educación: aumentó la inversión, pero disminuyó la calidad (Portafolio, 2010). 
Recuperado el 16/11/2017 de: http://www.portafolio.co/economia/finanzas/uribe-pais-rajo-educacion-aumento-inversion-
disminuyo-calidad-426896 
62 En el año 2010, en Colombia había 6 millones de asalariados que pagan el sistema al estar en el sector formal. También hay 
1'200 mil pensionados y 800 independientes. Eso quiere decir que "hay básicamente siete millones de trabajadores que sostienen 
el sistema" donde hay 17 del régimen contributivo y 24 millones del subsidiado. (El espectador, 16/02/2010). Recuperado el 
18/11/2017 de: https://www.elespectador.com/noticias/politica/articulo187988-culpan-uribe-de-quiebra-del-sistema-de-salud 
63 Para el año 2010 la deuda del Estado con las clínicas y hospitales ascendía a $632.639 millones de pesos. Aunado a lo anterior, 
en 8 años del gobierno de Uribe el servicio no tuvo mejorías sustanciales, las colas siguieron siendo largas, y las promesas en 
materia de mejoramiento y eficiencia nunca se cumplieron. (Entrevista realizada al director de la Asociación de Clínicas y 






espacio de sano y claro debate no se ha dado, porque aunque formalmente se entienda que en el 
Congreso se someten a debate las decisiones más trascendentales para el país en materia de 
salud, educación, justicia, economía y seguridad, lo cierto es que con un Congreso de bolsillo y 
con la fuerte manipulación que se ejerció durante todo el gobierno de Uribe, el hecho de que se 
ejerciera oposición antes bien puso en la mira de los organismos de seguridad a los disidentes, 




    Ese hegemonismo en materia de política económica, proclive a la apertura irresponsable del 
mercado interno, ha llevado a la firma de diversos tratados de libre comercio, entre ellos el 
suscrito con los EEUU, a pesar de las protestas de los indígenas, los sectores sociales del 
campesinado, los pequeños y medianos empresarios; pero aquí Planeación Nacional Prometió un 
crecimiento de las exportaciones del 4% al 6%, y lo palpable es que la bonanza no ha sido 
verídica, y entonces los organismos líderes del comercio en Colombia como ANALDEX, fijan la 
responsabilidad de esta situación a la falta de competitividad del sector agro industrial en 
Colombia, debido a los altos costos salariales, la falta de infraestructura y la alta carga 
impositiva, con la esperanza de que una nueva reforma tributaria, y por supuesto una laboral 
venga a solucionar el problema64.  
 
 
     Por otra parte, según un estudio del Centro de Estudios del Trabajo - Cedetrabajo, Colombia 
es el que terminó por perder con la suscripción del TLC con EEUU, puesto que en su vigencia de 
5 años, las Exportaciones hacia ese país disminuyeron en un 54%, es decir una pérdida de 22 
billones de pesos, además se perdieron 51.000 empleos del sector agropecuario y 101.000 en el 
sector industrial65.      
 
                                            
64 El TLC con Estados Unidos, balance negativo. El Espectador 26/08/2016. Recuperado el 18/11/2017 de: 
https://www.elespectador.com/noticias/economia/el-tlc-estados-unidos-balance-negativo-articulo-651327  






7.4. INTERVENCIÓN DEL ESTADO EN LA SOCIEDAD Y LA POLÍTICA DE 
DEFENSA Y SEGURIDAD DEMOCRÁTICA 
 
         
             Durante la vigencia de la PDSD, el gobierno de Uribe se inclinó en favor de la 
profundización del modelo neoliberal, reformando la estructura del Estado a través de la 
supresión, escisión y fusión de entidades, las privatizaciones, la disminución del gasto en 
funcionamiento66, el impulso a reformas tributarias que terminarían aumentando la base gravable 
del IVA en desmedro de los ingresos de la mayoría de la población, el establecimiento de los 
impuestos a la seguridad democrática y el impuesto de guerra que se implementó durante su 
gobierno el cual duró hasta el año 2014. 
 
             Paralelamente a esta profundización impositiva, el Estado fue liberándose de la función 
de intervención en la sociedad en procura del desarrollo de programas económicos que 
responden a fórmulas neoliberales del FMI, BM y la OMC. En este sentido haciendo caso de las 
directrices del Consenso de Washington67, y con la finalidad de integración de los mercados 
latinoamericanos en la economía mundial, la modernización de la industria y el aumento del 
crecimiento económico, el Estado colombiano desde el Gobierno de Gaviria vino implementando 
políticas aperturistas, para lo cual además garantizó el libre acceso de la inversión extranjera a 
los mercados locales, la privatización de las empresas públicas, reformas tributarias, y una 
desregulación generalizada de la economía, que incluyó la firma de tratados de libre comercio 
(Davidson, citado por Angarita, 2011).   
 
        En el primer periodo del gobierno de Uribe se adelantaron tres reformas tributarias que 
terminaron por beneficiar a los contribuyentes con ingresos más altos (Ossa citado por Angarita, 
2011). El afán de los gobiernos por superar el déficit fiscal llevó a la realización de varias 
                                            
66 Esta disminución en gastos de funcionamiento del GNC, implicó que las plantas de personal a cargo del ejecutivo se redujeran 
considerablemente, para el año 2000 el número de funcionarios ascendía a 79.813, para el 2003 ya eran 70.264, y en el 2010 al 
finalizar la era Uribe ya eran 54.921, en contraste las cifras de efectivos en Defensa y Policía fue aumentando considerablemente, 
en el año 2000 eran 275.279, en el año 2003 era 328.368, y para el año 2010 ya ascendían a 474.185 (Dirección General de 
Presupuesto - MHCP).   
67 Los diez puntos del Consenso de Washington son: 1) disciplina fiscal; 2) prioridades del gasto público; 3) reforma fiscal; 4) 
liberalización de las tasas de interés; 5) competitividad de los tipos de cambio; 6) liberalización y apertura comercial; 7) 






privatizaciones. Además de lo anterior, la inversión extranjera presentó un notable crecimiento 
promedio durante el periodo del año 2004-2008 cercano al 52.35%68, focalizado en los sectores 
petroleros y mineros, lo cual no necesariamente repercutió en la generación de empleo, cuyas 
tasas de desempleo han oscilado entre el 17,7 % en el 2002 y el 11% al finalizar el año 2010.  
 
    Las privatizaciones realizadas durante el gobierno de Uribe durante los años 2002 a 2007 
ascendieron a la suma de 15.7 billones, es decir el 4.9% del PIB del año 2006 (ANIF citado por 
Angarita, 2011). En el 2005 se privatizó Granahorrar, en el 2006 Megabanco y Bancafé, en el 
mismo año se capitalizó la mayor parte de Telecom, en el 2007 la capitalización de Isagen, en el 
mismo año se vendió la empresa Ecogas, así mismo en los años 2007 y 2008 se dio el 
saneamiento y venta de varias empresas electrificadoras regionales y departamentales, y la 
capitalización a través de la venta de acciones de la empresa petrolera Ecopetrol. De esta manera 
el gobierno de Álvaro Uribe, siguiendo la línea de sus antecesores, vino a privatizar buena parte 
de las grandes empresas Estatales, todo lo cual implica la pérdida de control y de participación 
del Estado de sectores estratégicos de la economía, y el paso de esos capitales a las 
transnacionales.   
 
     Por otro lado, la política económica del gobierno Uribe de promoción de la “confianza 
inversionista”; continuó y profundizó el desarrollo de las Zonas Francas, las cuales son 
constituidas como enclaves dentro del territorio nacional donde las empresas obtienen 
significativos beneficios en materia de impuestos, no obstante estas zonas han recibido críticas 
debido a la tercerización laboral que se practica allí, al estilo de las maquilas en donde las 
empresas utilizando tecnología y materia prima extranjera, realizan el proceso de transformación 
y producción de sus manufacturas para exportación, con la utilización de mano de obra 
extremadamente barata.  
    
       Si bien es cierto, el control del Estado en la política económica ha bajado sustancialmente, 
debido precisamente a la pérdida de participación en sectores estratégicos como el minero 
energético, o en el campo de la prestación de servicios de salud; en otro sentido el Estado ha 
duplicado su influencia en la sociedad colombiana a través de la seguridad y defensa en lo que 
                                            





tiene que ver con tratar de garantizar el orden público; su misión en el contexto de la economía 
neoliberal se ha venido reduciendo cada vez más a la protección del orden económico, es decir, 
en garantizar que los conglomerados económicos internacionales y nacionales desplieguen su 
actividad sin interferencias que puedan amenazar sus intereses sustanciales; es por ello que, se 
han establecido mecanismos legales que les garantizan unas condiciones de negocio que se 
traducen en mayores márgenes de rentabilidad, cediendo buena parte de la soberanía económica 
a través de los contratos de estabilidad jurídica, por medio de los cuales las grandes empresas se 
sustraen por un periodo de tiempo considerable de la vigencia de la ley, sobre todo en materia 
tributaria, a cambio de desempeñar sus actividades dentro del territorio nacional. Además, en las 
zonas de explotación agroindustrial, es en parte, donde el conflicto se ha desarrollado de una 
manera más cruenta; el despojo de tierras realizado por los paramilitares ha venido a favorecer 
esos emporios económicos, luego entonces la poca intervención del Estado por neutralizar la 
acción de grupos paramilitares y la falta de controles a las actividades de las transnacionales y 
los oligopolios locales, les ha valido para fortalecer su posición frente a las comunidades 
campesinas, indígenas y afrodescendientes, las cuales se han visto afectadas, y han tomado como 
última opción de vida el desplazamiento a los centros urbanos, generándose todo un ciclo vicioso 
de violencia, pobreza y marginación.    
 
    Por otra parte la sociedad fue objeto de un proceso de militarización progresiva, a través de la 
inclusión de los civiles en el conflicto, la expansión a todo nivel de la Fuerza Pública, y el trabajo 
de los servicios de seguridad del Estado los cuales se encargaron de la infiltración de varios 
sectores del poder, incluso de los altos rangos del poder, miembros de las altas cortes, 
periodistas, líderes sociales, miembros de partidos políticos de oposición, todos ellos fueron 
objeto del espionaje y el boicot por desprestigiar cualquier atisbo de crítica u oposición; a través 
del concepto de enemigo interno, cada cual se fue haciendo el vigilante del otro, y de esta 
manera convivimos en un asedio constante, en el estado de paranoia en donde cualquiera puede 
resultar sospechoso por el solo hecho de disentir.  
 
     El hecho de que el Estado en Colombia durante el periodo de Uribe, haya sido un instrumento 
al servicio de la globalización para la desregulación económica vía mayor profundización de la 





el minero energético y la explotación agroindustrial a gran escala -que no generan mayor 
cantidad de empleos, ni de valor agregado en la cadena de producción-, ha asegurado buena parte 
el proceso de desindustrialización de la economía, en un país en donde la participación del sector 
industrial en el PIB se acerca al 12%, provocando una desbandada hacia el sector servicios el 
cual no está completamente desarrollado, además de que la infraestructura no responde de 
manera seria a los retos que representa la competencia en la economía globalizada.69    
 
      Por otra parte la desregulación económica ha generado en el Estado la imposibilidad de 
enfrentar las crisis económico-financieras, lo cual acelera el proceso de descomposición social, la 
pérdida de identidad cultural, la proliferación de la delincuencia, todo lo cual complementa el 
ciclo de represión a través de las políticas de seguridad basadas principalmente en el uso de la 
fuerza. Así las cosas las instituciones del Estado se imponen esencialmente por la fuerza 
represiva del Estado, existiendo un alto grado de apatía hacia el sistema democrático, el cual 
adolece de crisis de legitimidad70, dadas las deficiencias económicas y las desigualdades 
sociales.   
 
    Visto lo anterior, la política económica neoliberal, bajo la óptica de la seguridad y el orden 
público se encuentra reducida a garantizar la estabilidad de los actores dominantes del mercado, 
a través de los mecanismos legales, e instrumentalizando la Fuerza Pública para la represión de 
aquellos que se encuentran al margen de ese sistema. La política privatizadora y defensora a 
ultranza del mercado responde a concepciones individualistas derivadas de la Francia del siglo 
XVIII, al "laissez faire, laissez passer", nos encontramos en la etapa del desmonte progresivo del 
Estado Social de Derecho, el intervencionismo estatal se encuentra establecido pero para 
garantizar la libre competencia, considerando al hombre individualmente y no como un ser 
interrelacionado dentro de la sociedad, el cual debe ser sujeto de protección y garantía de los 
                                            
69 “En el caso de Colombia, constatamos un acelerado proceso de desindustrialización durante 1965-2012, lo cual se vio 
reflejado en un marcado descenso en la relación Valor Agregado Industrial/PIB, pasando de casi el 24% a mediados de los años 
setenta hacia un 20%-22% en los ochenta y perfilándose ahora hacia un 12%. Esta desindustrialización está asociada a: i) 
serias dificultades estructurales en la provisión de los servicios más básicos (energía, telecomunicaciones, vías de transporte); y 
ii) el efecto del auge minero-energético, acompañado de encarecimiento relativo de la mano de obra y marcada apreciación real 
de la tasa de cambio, confirmando la hipótesis de la Enfermedad Holandesa.” (Clavijo et al, 2012). 
70 “…las crisis de gobernabilidad democrática “se dan en países con sistemas de partidos muy poco institucionalizados, donde 
la fragmentación partidaria es alta, la disciplina es baja, el presidente goza de fuertes poderes ejecutivos y fue electo haciendo 
una campaña anti-establishment, la confianza en las instituciones es muy limitada y donde el Estado deja, como O’Donnell dice, 






derechos fundamentales, propugnado por la igualdad real y efectiva; puesto que el hombre puede 
ser libre en la medida en que, por lo menos, sus necesidades básicas fundamentales de salud, 
educación y vivienda estén plenamente satisfechas. 
 
    El Estado Social de Derecho tiene las herramientas de intervención y planeación económica 
para lograr sus fines de integración social, no obstante lo que se verificó tras el gobierno de 
Uribe y la PDSD fue una fragmentación cada vez más profunda de la sociedad, disolución y 
pérdida de identidad nacional vía menor participación en los beneficios de la actividad 
económica, demostrado con el índice de Gini, el cual durante todo el periodo 2002 y 2010 
promedió alrededor del 0.581, mientras el índice de pobreza extrema osciló entorno del 13,13 
%71; esto es evidencia no solo de la impotencia del Gobierno frente al problema de la pobreza, 
sino de una situación inherente al modelo económico adoptado, paradigma que no hemos logrado 
superar los países latinoamericanos.    
 
 
7.5. LA LIBERTAD Y LA POLÍTICA DE DEFENSA Y SEGURIDAD DEMOCRÁTICA 
 
 
Como se expuso anteriormente, la libertad es un valor, principio y derecho fundamental 
que se encuentra consagrado en la Constitución y que hace parte fundamental del Estado Social 
de Derecho, aquí nos referiremos particularmente a la libertad de expresión y la libertad como no 
intervención en la esfera privada. Bajo la implementación de la PDSD, fueron diferentes las 
situaciones en las cuales los ciudadanos dedicados a la defensa de los derechos humanos, 
actividades periodísticas, líderes sociales, sindicalistas, y disidentes políticos, se vieron envueltos 
bajo los mantos de duda tendidos en los discursos del gobierno de Uribe, caracterizados, en la 
mayor de las veces, por su belicosidad, poniéndolos en muchas ocasiones en tela de juicio, 
acusándolos de auxiliadores o replicadores de las ideas de la guerrilla72.   
 
                                            
71 DANE 
72 “En los últimos 5 años, en dos ocasiones, el presidente Uribe me ha llamado “aliado del terrorismo”, lo dice frente 
a los medios y sin argumentos.” (Hollman Morris, 2009, “Es peligroso pensar diferente y disentir de las políticas 





En discurso que diera el expresidente Álvaro Uribe el 24 de junio de 2004 en el 
lanzamiento de la PDSD en Cali (Valle) afirmó: “Ha sido la nuestra una democracia 
permanente, profunda, pero hemos tenido la dictadura del terrorismo” (Negrillas extratexto). 
Esta posición deja de lado diferentes enfoques sobre la realidad del conflicto en el país, puesto 
que redujo toda posibilidad de debate democrático y social frente a las políticas adoptadas por el 
gobierno, y a las manifestaciones del conflicto armado que llevan más de 50 años, a simples 
manifestaciones del terrorismo imponiendo la supremacía de la idea de la “amenaza terrorista”. 
Término ambiguo e indefinido, que permite encuadrar fácilmente a diversos tipos de actividades 
como terroristas. Queda así estigmatizada la oposición política con la posibilidad de situarla en el 
espacio del terrorismo, entonces aquellos que son señalados políticamente como terroristas son 
acallados por la institucionalidad (García & Paredes, 2005). Por lo tanto la libertad de expresión 
se vio seriamente amenazada, puesto que, si el paramilitarismo consideró que las actividades del 
gobierno respondían a su ideario73, cualquiera que fuera público contradictor del gobierno 
quedaba bajo la mira de las AUC.  
 
 
Una muestra de lo anterior es que durante el primer periodo de Gobierno del Presidente 
Uribe (2002-2006) fueron asesinadas por lo menos 11.084 personas a consecuencia de la 
violencia sociopolítica74, es decir un promedio de 7.7 personas al día; de estos casos, de los 
cuales se conoce presuntamente la autoría, se adjudica el 74.5% al Estado de la siguiente manera: 
12.1% (752 víctimas) por perpetración directa, y por aquiescencia o tolerancia o apoyo a los 
grupos paramilitares el 62.4% (3.887 víctimas), igualmente a las guerrillas se les atribuyó el 
25.5% (1.588 víctimas) (García & Paredes, 2006, p. 165) 
 
                                            
73 En declaraciones dadas por el exparamilitar Mancuso, se sostuvo que las AUC apoyaron la candidatura de Uribe, lo cual había 
sido previamente definido por las autodefensas en el sentido de apoyar un candidato a la presidencia que tuviera afinidad 
ideológica con el movimiento. “…Mancuso señala directamente los nexos de los ‘paras’ con la campaña de Uribe Vélez. Otros 
paramilitares que han mencionado nexos con la campaña han sido Freddy Rendón Herrera, alias 'El Alemán'; Francisco 
Villalba alias 'Cristian Barreto'; y Miguel Ángel Mejía, alias 'El Mellizo'….Mancuso contó que varios jefes paramilitares se 
reunieron en 2001, en una llamada Conferencia Nacional de Autodefensas, en la que definieron aparentemente respaldar a un 
candidato que fuera afín con el movimiento paramilitar.” (Verdadabierta.com) Recuperado el 13/01/2018 de: 
http://www.verdadabierta.com/justicia-y-paz/2420-las-auc-apoyaron-la-campana-de-uribe-en-el-2002-mancuso 
74 Se entiende por violencia sociopolítica la que se ejerce como un medio de lucha política y social, con el fin de mantener, 
modificar, sustituir o destruir un modelo de Estado o de sociedad, o también con el fin de destruir o reprimir a un grupo humano 
con identidad dentro de la sociedad por su afinidad social, gremial, política, étnica, racial, religiosa, cultural o ideológica, esté o 





Igualmente ha sido desarrollo de la PDSD la permanente y sistemática detención 
arbitraria de civiles durante el primer periodo de Gobierno de Uribe, del 7 de agosto de 2002 al 
30 de junio de 2006 aproximadamente 6.912 personas fueron detenidas arbitrariamente, las 
características comunes de estas detenciones pueden ser: (i) su carácter masivo e indiscriminado, 
(entre 10 o más personas), (ii) por motivos de “sospecha”, (iii) inexistencia de orden de captura 
válida, es decir, sin mandamientos judicial, sin individualización, (iv) órdenes de captura sin 
motivos fundados que las justifiquen, simplemente se realizan al momento de la captura o dando 
como ciertos los testimonios de informantes, cooperantes y reinsertados, (v) la utilización ilegal 
de informes de inteligencia o órdenes de batalla, (vi) manipulación de pruebas judiciales. 
También se ha dado el caso de detenciones con el fin de obligar a las personas a servir de guía de 
las tropas militares, como también se ha presentado el caso de detenciones ilegales de menores 
de edad, así como de asesinatos y desapariciones forzadas posteriores a la detención arbitraria. 
(García & Paredes, 2006).  
 
Por otro lado viene la práctica gubernamental desarrollada a partir de los organismos de 
seguridad del Estado, denominada “inteligencia ofensiva”, la cual era ejercida por el llamado 
“Grupo G3”, diferentes miembros dedicados al bloqueo, intimidación, perturbación psicológica 
y desacreditación de los disidentes políticos. Estos a través de tácticas de espionaje, se 
encargaron de conocer detalles íntimos de la vida de los detractores del gobierno, y generar toda 
una guerra sicológica en su contra, con el fin de conseguir supuestas pruebas que los ataran a 
actividades de las guerrillas o simplemente para acallarlos, o desprestigiar su labor75.   
 
Lo anterior constituyó una plena violación del derecho de libertad personal y de 
expresión consagrado en los artículos 20 y 24 de la Constitución Nacional, y en los artículos 3 y 
9 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en los artículos 1 y 25 de la 
                                            
75 El “Grupo G3”, fue el conjunto de personas del organismo de seguridad DAS, dedicada a los seguimientos ilícitos. En 2011 la 
Fiscalía General de la Nación decidió compulsar copias a la Comisión de Acusaciones de la Cámara de Representantes, para que 
se adelantara investigación contra Uribe por sus posibles nexos con estas actividades: «“En la resolución, para el ente acusador 
el G3 fue un grupo creado de manera oficial para delinquir. En su hipótesis, la Fiscalía deja ver que toma fuerza la relación 
entre el Gobierno y el grupo G3”. 
 
“El G3 no actuaba de manera aislada ni del DAS ni del Gobierno Nacional. Realizaba tareas que distaban de ser legales y que, 
más bien, se trató de darles apariencia de legalidad usando servidores, presupuesto, equipos y, en general, bienes y logística del 






Declaración Americana, en los artículos 9 y 11 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos de la 
ONU, en el artículo 7 de la Convención Americana, en el artículo 13 del Pacto de San José de 
Costa Rica.  
 
 
7.6. LA FUERZA VINCULANTE DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES Y LA 
POLÍTICA DE DEFENSA Y SEGURIDAD DEMOCRÁTICA 
 
 
Como se explicó en el aparte 4.1.6 de este trabajo, los derechos fundamentales no solo se 
constituyen en mandatos de optimización, sino que tienen un componente normativo que los 
hace exigibles ante las autoridades públicas. Luego cualquier persona puede acudir en vía 
judicial o administrativa para lograr su efectivo cumplimiento. Pero, bajo la vigencia e 
implementación de la PDSD, se desataron medidas tendientes a impedir el uso del sistema de 
protección de estos derechos. Las acciones llevadas a cabo por la Fuerza Pública, incluyeron 
formas sistemáticas de violación de los derechos humanos que impedían a las víctimas ejercer 
cualquier acción tendiente a su investigación y posterior resarcimiento. Ejemplo de ello son los 
casos de los falsos positivos, la desaparición forzada o el de los seguimientos ilegales del DAS, 
etc. En similar sentido, las sucesivas violaciones a los derechos humanos presentadas bajo la 
vigencia de la PDSD, demuestran que los derechos fundamentales fueron perdiendo su carácter 
vinculante, es decir, para un sector de las autoridades fueron cediendo cada vez más en 
significación en la medida en que se profundizaron las prácticas violatorias.   
 
Bajo el argumento del Gobierno de que la principal ventaja de la guerrilla se encuentra en 
el apoyo que recibe de la población civil y, dado que ha sido política del mismo medir las bajas 
de guerrilleros muertos en combate (“positivos”) generando unos incentivos en favor de la 
Fuerza Pública76, buena parte de sus miembros se ha valido de las ejecuciones extrajudiciales, 
práctica en la cual se evidencia la persistencia de patrones de acción y de impunidad, que tienen 
como señales comunes: (i) la presentación de la víctima civil como si hubiere sido abatida en 
combate, (ii) la alteración de las pruebas y por consiguiente de la escena del crimen por parte de 
                                            





los victimarios, (iii) la investigación de los hechos por la justicia penal militar, (iv) las 
investigaciones posteriores se realizan sin la debida diligencia, (v) no se garantiza el acceso 
rápido a la justicia, y (vi) no se ejecutan las sentencias a favor de las víctimas; la existencia de 
estos métodos demuestra el carácter deliberado y sistemático del actuar de la Fuerza Pública, 
determinando todo un “modus operandi”. (Plataforma Colombiana de Derechos Humanos, 
Democracia & Desarrollo, 2008). Sobre este asunto, el expresidente Uribe durante la 
conmemoración de los 2 años de la ley 975 de 2005 – la cual sirvió de base para el proceso de 
desmovilización de los paramilitares -, se pronunció sobre las ejecuciones extrajudiciales, 
indicando que esas denuncias en contra de la Fuerza Pública obedecían a una estrategia política 
y jurídica de las guerrillas y, en el mismo sentido se manifestara el entonces ministro de Defensa 
Juan Manuel Santos en un debate sobre ejecuciones extrajudiciales llevado a cabo el 29 de 
agosto de 2007 en el Congreso, y así mismo lo señaló el entonces Comandante de la 4ª Brigada 
del Ejército Nacional General Jorge Rodríguez Clavijo en el diario “El Colombiano” del 23 de 
mayo de 2007;… este tipo de afirmaciones colocó en grave peligro la situación de los defensores 
de derechos humanos.      
 
En otro orden de cosas, a la terminación del Gobierno del expresidente Uribe se registró 
la continuación de los homicidios, atentados, robos de información, persecución, seguimientos e 
intimidaciones en contra de defensores de derechos humanos, de quienes trabajan en defensa de 
los derechos de las mujeres desplazadas y restitución de tierras, de personeros municipales, 
sindicalistas, de personal del Sistema de Alertas Tempranas (SAT) de la Defensoría del Pueblo y 
de periodistas; por parte de agentes del Estado, grupos post desmovilización e integrantes de las 
guerrillas FARC-EP y del ELN. (Consejo Derechos Humanos, 2011, p. 4)   
 
 Es evidente que la PDSD tuvo un impacto frente a las violaciones de los Derechos 
Humanos (de ahora en adelante DH y el Derecho Internacional Humanitario (de ahora en 
adelante DIH), como prueba de ello las estadísticas sirven como elemento para juzgar sobre el 
carácter de la PDSD, ya que durante el periodo 2003-2010 se produjo un acaecimiento 








La siguiente gráfica presenta una recopilación de datos de los casos de violaciones a los 
DH y al DIH ocurridos durante el periodo 2003-2010, objeto de análisis de este trabajo:  
 
 




2010 2009 2008 2007 2006 2005 2004 2003
0 0 0 0 0 542 (*) 357 837
0 0 0 0 0 1104 (*) 638 1849 (**)
DERECHO A LA VIDA 
92 174 106
460 314 1150
Víctimas registradas simultáneamente como 
Ejecuciones Extrajudiciales perpretadas por agentes 
directos o indirectos del Estado por móviles de 
Persecución Política (Violaciones a los Derechos 
Humanos) y como Homicidios Intencionales en 
personas protegidas (Infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario) 333 375 476
75 20 48 43 199
Víctimas de Ejecución Extrajudicial por Abuso de 
Autoridad e Intolerancia Social por Agentes directos o 
indirectos del Estado (violaciones a los Derechos 
Humanos)
Víctima de Homicidio Intencional de Persona 
Protegida o Civiles Muertos por uso de Medios Ilícitos 
de guerra o Civiles Muertos en Acciones Bélicas o en 
Ataques a Bienes Civiles (Infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario por parte de la 90
Total de víctimas de atentados contra la vida 515
Víctimas de Asesinatos por Persecución Política o 
Intolerancia Social por autor indeterminado (Violencia 
Político-Social). (*) Variable tomada del año 2005 hacia 
atrás.
Presuntos combatientes muertos en acciones bélicas. 
(*) Variable tomada del año 2005 hacia atrás. (**) Para 
las estadísticas del año 2003 se identifican los 
combatientes como miembros del Estado o como 
grupos que luchan contra el Estado. 
518 255
121 106 79 103 197 126 422











2010 2009 2008 2007 2006 2005 2004 2003
0 0 0 0 0 96 (*) 81 264
0 0 0 0 0 378 (*) 233 0
DERECHO A LA INTEGRIDAD - HERIDOS
173Víctimas de Herdida Intecional de Persona Protegida o 
Civiles Heridos por uso de Métodos y Medios Ilícitos 
de guerra o Civiles Heridos en Acciones Bélicas o 
Ataques a Bienes Civiles Infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario por parte de la 
insurgencia). 162 160 90 98 81 243 112
Víctimas registradas simultáneamente como Heridas 
por agentes directos o indirectos del Estado por 
móviles de Persecución Política (Violaciones a los 
Derechos Humanos) y como Heridas Intencionales de 
personas protegidas (Infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario). 104 104 214 135 231 138 85




Víctimas de Herida por Persecución Política o 
Intolerancia Social por autor indeterminado (Violencia 
Político-Social). (*) Variable tomada del año 2005 hacia 
atrás.
Víctimas Heridas por Abuso de Autoridad e 
Intolerancia Social por Agentes directos o indirectos 
del Estado (violaciones a los Derechos Humanos) 68 62 57 83 26
Presuntos combatientes heridos en acciones bélicas. 
(*) Variable tomada del año 2005 hacia atrás.
2010 2009 2008 2007 2006 2005 2004 2003
0 0 0 0 0 121 (*) 46 71
DERECHO A LA INTEGRIDAD - AMENAZAS
Víctimas de Amenaza por Abuso de Autoridad e 
Intolerancia Social por agentes directos e indirectos 
del Estado (Violaciones a los Derechos Humanos) 94 95 66 37 11 41 20 41
Víctimas registradas simultáneamente como 
Amenazadas por agentes directos o indirectos del 
Estado por móviles de Persecución Política 
(Violaciones a los Derechos Humanos) y como víctimas 
de Amenazas que constituyen infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario por parte de agentes 
directos o indirectos del Estado. 247 480 476 420 488 435 269 345
Víctimas de Amenaza como Infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario por parte de la insurgencia. 30 53 17 52 11 34 32 62
Total de víctimas de amenazas 371 628 559 509 510 631 367 519
Víctimas de Amenaza por Persecución Política o 
Intolerancia Social por autor indeterminado (Violencia 
Político-Social). (*) Variable tomada del año 2005 hacia 
atrás.
2010 2009 2008 2007 2006 2005 2004 2003
0 0 0 0 0 14 (*) 4 9
7 7 19 9
DERECHO A LA INTEGRIDAD - ATENTADOS
Víctimas de Atentados por Persecución Política, Abuso 
de Autoridad e Intolerancia Social por agentes 
directos e indirectos del Estado (Violaciones a los 
Derechos Humanos). 6 16 9 7
7 21 23 18Total de víctimas de atentados 6 16 9 7
Víctimas de Atentados por Persecución Política o 
Intolerancia Social por autor indeterminado (Violencia 







     
 
 
2010 2009 2008 2007 2006 2005 2004 2003
0 0 0 0 0 28 (*) 17 58
DERECHO A LA INTEGRIDAD - TORTURA
Víctimas de Tortura por Abuso de Autoridad e 
Intolerancia Social por agentes directos e indirectos 
del Estado (Violaciones a los Derechos Humanos) 7 19 2 5 3 10 32 15
Víctimas registradas simultáneamente como 
Torturadas por agentes directos o indirectos del 
Estado por móviles de Persecución Política 
(Violaciones a los Derechos Humanos) y como víctimas 
de Tortura que constituye infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario por parte de agentes 
directos o indirectos del Estado. 52 54 69 160 104 149 46 155
Víctimas de Tortura como Infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario por parte de la insurgencia. 2 2 2 5 2 0 0 10
Total de víctimas de tortura 61 75 73 170 109 187 95 238
Víctimas de Tortura por Persecución Política o 
Intolerancia Social por autor indeterminado (Violencia 
Político-Social). (*) Variable tomada del año 2005 hacia 
atrás.
2010 2009 2008 2007 2006 2005 2004 2003DERECHO A LA INTEGRIDAD - VIOLENCIA SEXUAL
8 3 6
1 2 2
Casos registrados simultáneamente como Víctimas de 
Violencia Sexual por agentes directos o indirectos del 
Estado por móviles de Persecución Política 
(Violaciones a los Derechos Humanos) y como casos 
que constituyen al mismo tiempo infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario. 13 10 7 8 5
Víctimas de Violencia Sexual por móvil de Abuso de 
Autoridad e Intolerancia Social por agentes directos e 
indirectos del Estado (Violaciones a los Derechos 
Humanos) 8 7 2 0 0
8
0 4 0
Total de víctimas de violencia sexual 21 18 9 8 5
Casos de Violencia Sexual que constituyen 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario por 







    
Fuente: Elaboración propia con base en los datos proporcionados por el Cinep. Banco de datos 
recuperado en: http://www.nocheyniebla.org/  
 
En relación con los atentados al derecho a la vida, los datos anteriores demuestran que 
bajo los primeros años que corresponden al periodo de implementación de la PDSD se 
exacerbaron las violaciones a los DH y el DIH; por ejemplo la tasa promedio de ejecuciones 
extrajudiciales durante el periodo 2003 al 2010 llegó a 525, siendo los años críticos el 2003, 
2007, 2008 y 2009. Llama la atención que durante el año 2003 se haya presentado la mayor tasa, 
puesto que es el punto clímax de implementación de la PDSD.  
 
Por otra parte, por cada 100 mil habitantes hubo un incremento del 154% en la comisión 
de falsos positivos o ejecuciones extrajudiciales pasando del 0.11 entre 1990 y 1999, a 0.28 en la 
década comprendida entre el 2000 y 2009 (como se cita en Cárdenas & Villa, 2014).  Esto indica 
un aumento en la intensidad del conflicto armado, y una mayor victimización de la población 
civil, sobre todo en los primeros 3 años de implementación de la PDSD. En un informe del 
Observatorio de Derechos Humanos, Coordinación Colombia, Europa y Estados Unidos, se 
indica que del 2002 al 2005 se dieron 1.284 casos de homicidios deliberados cometidos en 
2010 2009 2008 2007 2006 2005 2004 2003
0 0 0 0 0 0 3 (*) 17 (**)
0 0 0 0 0 0 3 (*) 0
0 0 0 0 0 36 (*) 18 42
0 0 0 0 0 115 (*) 98 373
DERECHO A LA INTEGRIDAD - DERECHO A LA LIBERTAD
Víctimas de Desaparición Forzada por móviles de 
Persecución Política parte de agentes directos e 
indirectos del Estado (Violaciones a los Derechos 
Humanos) 26 40 65 49
579 740 475 1763
479 525 299 1191
Total de víctimas de violación del derecho a la libertad 187 230 364 420
100 64 54 140
Víctimas de Detención Arbitraria por móviles de 
Persecución Política o Abuso de Autoridad por parte 
de agentes directos e indirectos del Estado 
(Violaciones a los Derechos Humanos). 161
Civiles tomados como Escudos por agentes directos o 
indirectos del Estado en hechos que constituyen 
Infracciones al Derecho Internacional Humanitario. (*) 
Variable del año 2004 (**) Para las estadísticas del 
2003 hacia atrás no discrimina el autor que toma a la 
víctima por escudo. 
Civiles tomados como Escudos por miembros de la 
insurgencia en hechos que constituyen Infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario. (*) Variable del 
año 2004.
Secuestros pepretados por los actores insurgentes. (*) 
variable tomada del año 2005 hacia atrás
Víctimas de Desaparición por autor indeterminado 
(Violencia Político - Social).  (*) variable tomada del 






personas civiles por parte de miembros de la Fuerza Pública, o sea aproximadamente una 
persona por día (ODHDH, 2013). 
 
Durante el periodo 2006 al 2008, se produjeron 1.450 víctimas de ejecuciones 
extrajudiciales, es decir a razón de 1.3 personas por día, esto en plena vigencia del programa de 
recompensas para miembros del ejército que dieran de baja a combatientes de las organizaciones 
armadas ilegales. Se fueron incrementando los ejecuciones extrajudiciales deliberadas 
perpetradas por miembros de las Fuerzas de Seguridad del Estado; según el Observatorio de 
Derechos Humanos y Derecho Humanitario en el año 2007, las víctimas ascendieron a 986, es 
decir 3 personas por día (ODHDH, 2013); y con respecto al periodo 1994-2001, en el periodo 
2002-2010 las ejecuciones extrajudiciales perpetradas por miembros de la Fuerza Pública 
aumentaron en un 422%, en consecuencia, la aplicación de la PDSD trajo la masificación y 
generalización de los crimines de juicio sumario cometidos por miembros del Estado77. Por otra 
parte para el año 2010, el Centro de Investigación y Educación Popular (Cinep) aseguró que la 
Fiscalía había recibido un total de 150.000 denuncias por casos de ejecuciones extrajudiciales en 
zonas de influencia paramilitar, mientras que de acuerdo a versiones rendidas por paramilitares 
en el marco de la ley de justicia y paz, se trata de unos 30.000 casos de ejecuciones 
extrajudiciales. 
 
Estas prácticas fueron desarrolladas a través de las tácticas del terror desatadas en 
determinadas zonas, puesto que a través de la red de informantes se creaba un clima de 
inseguridad generalizado que causaba perturbación común en la población, la cual creía estar 
constantemente amenazada por la actividad insurgente, luego venía la perpetración del crimen 
sumario el cual quedaba aparentemente justificado78. El comportamiento sistemático se hallaba 
asegurado por una serie de pasos que incluía el pago de informantes, compra de armas, pago de 
reclutadores, traslado y alojamiento de la víctima, pago a la Policía Judicial para legalizar los 
gastos, y pago a los miembros de la Justicia Penal Militar para darle un cause predefinido a los 
                                            
77 Dos terceras partes de las ejecuciones arbitrarias atribuidas a miembros de la Fuerza Pública en el período mencionado se 
concentran en 9 departamentos: Antioquia, Meta, Huila, Cesar, Norte de Santander, Caquetá, Tolima, Arauca y Cauca (ODHDH, 
2013). 
78 Fiscalía General de la Nación. Diligencia de Indagatoria del Capitán Antonio Rozo Valbuena. Radicado Nro. 6820, 13 de Junio 





procesos79. De esta forma la PDSD se pervirtió y aseguró la comisión de una serie de delitos en 
contra de la población, los cuales fueron financiados con presupuesto público del Ministerio de 
Defensa, engendrando el miedo en los civiles, todo lo cual vino a trastocar la finalidad del Estado 
Social de Derecho como garante y protector de los derechos fundamentales. 
  
 
Estas cifras contrastan con el nivel de víctimas de desaparición forzada80, puesto que se 
puede apreciar una intensificación de las violaciones durante los tres primeros años de 
implementación de la PDSD, y un posterior descenso de la cifras que tiene que ver con el 
homicidio y el secuestro, lo cual podría confirmar la apreciación de algunos sobre el éxito de la 
PDSD. No obstante estas cifras son notablemente opacadas con el número de casos por 
desaparición forzada que durante el periodo de 2002 al 2010 sumaban 8.60081, comparado con 
7.802 víctimas entre 1992-2001; no obstante durante los primeros años de implementación de la 
PDSD, hubo una explosión exponencial del delito entre el año 2002 al 2005 que asciende a la 
suma de 5.809 víctimas82.  
 
Por otra parte, el lapso de mayor intensificación del delito de desaparición forzada se dio 
precisamente durante el periodo de implementación de la PDSD 2002 al 2005, particularmente 
focalizada en las regiones mayormente afectadas, Ariari-Guayabero, Sierra Nevada de Santa 
Marta, Magdalena Medio, Urabá, Valle de Aburrá y Piedemonte Llanero; donde la práctica de la 
desaparición forzada por parte de los actores armados ha sido inveterada, puesto que la 
impunidad ya no es una posibilidad sino una certeza que termina por asegurar sus fines 
estratégicos.83 
                                            
79 Fiscalía General de la Nación. Radicado 6820. Proceso de Investigación de Ejecuciones Extrajudiciales perpetradas por 
miembros del Gaula de la XI Brigada en el departamento de Córdoba. Citado por ODHDH, 2013 
80 La desaparición forzada, la cual se encuentra expresamente prohibida en el artículo 12 de la Constitución Política de 1991, ha 
sido catalogada como crimen de lesa humanidad, de carácter pluriofensivo y de ejecución continua o permanente. “…su 
consagración ratifica el amparo de una multiplicidad de bienes jurídicos, tales como el derecho a la vida, a la libertad, a la 
autonomía y a la seguridad personal, la prohibición de tratos crueles, inhumanos o degradantes, el derecho a no ser 
arbitrariamente detenido, el debido proceso, el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica ante la ley y el derecho a 
un tratamiento humano de detención, entre otros.” (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2014, p. 158).       
81 Según datos del “Sistema de Información Red de Desaparecidos Cadáveres (Sirdec)”, citado por el Centro Nacional de 
Memoria Histórica, 2014.  
82 Ibídem. 
83 “Entre los nuevos territorios de la desaparición forzada que irrumpen con altos niveles de ocurrencia en el periodo aparece la  
Altillanura en el oriente; los Montes de María, el Canal del Dique, la Serranía del Perijá y la Ciénaga Grande de Santa Marta 






Para la consumación del delito de desaparición forzada84 a lo largo del conflicto armado 
se utilizaron diferentes modalidades que al parecer se han venido practicando de manera 
sistemática y generalizada tales como el descuartizamiento, el ocultamiento, los cementerios en 
agua, las fosas comunes, entre otros.     
 
En algunos casos el delito de desaparición forzada va acompañado de la perpetuación de 
asesinatos selectivos de personas por fuera de combate ejecutados por agentes del Estado, es 
decir las ejecuciones extrajudiciales. Esta modalidad generalmente se utilizó como método en la 
lucha contrainsurgente en zonas donde se desarrollaban proyectos agroindustriales que requerían 
de la explotación de los recursos ambientales; en particular las poblaciones campesinas e 
indígenas son las más afectadas. En el año 2002 el 41.7% de las víctimas de ejecuciones 
extrajudiciales eran campesinos e indígenas, y en el año 2005 pasó a ser de 72.6% (ODHDH, 
2013).  
 
El combate en contra de las guerrillas se tornó en contra de la población civil la cual era 
objeto de sospechas, intriga y constante asedio, y sobre la que se implementaba la estrategia de 
control e inteligencia, especialmente en las zonas de rehabilitación y control declaradas bajo el 
Estado de Conmoción Interior; las cuales hacían parte del diseño e implementación de la PDSD, 
y en las que bajo el mando de un comandante militar se restringían ostensiblemente los derechos 
de circulación de las personas a través del empadronamiento, quedando los militares además con 
la potestad de realizar allanamientos, detenciones e interceptación de comunicaciones (Uribe 
Tirado Liliana citada por ODHDH, 2013). No obstante la normativa que facilitaba este tipo de 
actuaciones fue morigerada por la sentencia C-1024-02 de 26 de noviembre de 2002, Magistrado 
                                                                                                                                            
Antioqueño en el noroccidente; el Andén Pacífico Sur y el Bajo Putumayo en el suroccidente y el Norte del Tolima en la región 
central.” (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2016, p. 130.)  
84 La desaparición forzada suele confundirse con el secuestro, no obstante se trata de delitos que presentan elementos 
tipificadores esencialmente distintos: Sentencia C – 400 de 2003. “El delito de secuestro se caracteriza por el carácter 
transitorio de la privación de la libertad a que se somete a la víctima y, en la gran mayoría de los casos, la finalidad que 
persigue el sujeto activo del delito no se agota en el acto del secuestro ya que éste es asumido como un medio para conseguir un 
fin diverso. De allí que en estos supuestos al autor le interese que se conozca su acto pues ese es el primer paso con miras a la 
realización de las exigencias que tiene en mente. En el delito de desaparición forzada, en cambio, el actor no pretende arrebatar, 
sustraer, retener u ocultar transitoriamente a una persona sino privarla de la libertad, ocultarla y no dar información sobre su 
paradero. De allí que el autor, lejos de buscar que se conozca el acto material del delito, pretenda que tanto su comportamiento 
como la suerte de la víctima, permanezcan en la clandestinidad pues se trata de un delito que no es concebido como un 






Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra, la cual vino refrenar en parte las medidas tomadas mediante 
el Decreto 2002 de 2002.  
    
Por otra vía, el desplazamiento forzado en ciertos casos vino a servir como estrategia para 
asegurar las inversiones extranjeras de las transnacionales mineras en las zonas limítrofes de 
Antioquia y Choco, a través del bombardeo de los territorios de las comunidades indígenas 
embera-katío y afrocolombianas de las zonas de Uradá-Jiguamiandó y Murindó, producto de las 
incursiones militares tendientes a la protección de los proyectos mineros autorizados a las 
empresas Anglo Gold Ashanti, Glencore y Muriel Mining Co.85   
  
Durante el año 2010 la cifra del deslazamiento forzado alcanzó las 280.041 personas por 
causas del conflicto armado y otras causas de violencia política y social, resaltando como hecho 
relevante que el 32.7% de esta población proviene de territorios en los cuales se desarrolla el 
plan nacional de consolidación territorial (Codhes, 2011A). Por otro lado en el año 2011 la cifra 
del deslazamiento forzado alcanzó las 259.146 personas, esto se atribuye principalmente a la 
acción de grupos paramilitares, combates entre guerrillas y las fuerzas del Estado, operaciones 
militares de gran envergadura en territorios específicos contra cabecillas de las guerrillas, disputa 
por el control de territorios importantes para los negocios legales e ilegales (Codhes, 2011B).       
 
Para la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento, el Gobierno de 
Álvaro Uribe representó la negación del conflicto armado, la negación de cualquier tipo de 
responsabilidad de los agentes del Estado en la violación de derechos humanos y la banalización 
del fenómeno del desplazamiento entendiéndolo simplemente como casos de migración (Codhes, 
2011B). Para esta organización el desplazamiento es una tragedia descomunal que abarca desde 
1985 al 2011 unos 5.445.406 desplazados, cifra que contrasta con el acumulado que registra 
Acción Social de la Presidencia de la República de unos 3.943.509 entre el primero de enero de 
1997 y octubre de 2011 (Codhes, 2011B, p. 8). 
 
 
                                            
85 “En las horas de la mañana del 30 de enero de 2010, tropas de la XVII Brigada del Ejército Nacional y las FAC descargaron 
un bombardeo en un tambo de la comunidad del Alto Guayabal. En esta acción resultaron gravemente heridos dos indígenas”. 









Fuente: Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento – CODHES –. (2011A).Consolidación de 
Qué? Informe sobre desplazamiento, conflicto armado y derechos humanos en Colombia 2010. En: Boletín No. 77. 
Recuperado de: http://www.codhes.org/index.php?option=com_si&type=4  
 
 
Nótese como el escalamiento del conflicto significó el incremento de personas 
desplazadas en el país, y como consecuencia la falencia en la satisfacción de los derechos a la 
educación, salud y vivienda, de estas comunidades. Durante el periodo 2002-2009, la mayor 
parte del tiempo del Gobierno del presidente Uribe la cifra de desplazados ascendió a 2.412.834, 
es decir que de un total de 4.915.579 (desde 1985 al 2009) el 49% se dio durante el mencionado 
periodo de Gobierno (Codhes, 2010)86. Lo anterior es un indicador que nos muestra una relación 
directamente proporcional en la intensificación del fenómeno y el avance en la aplicación de la 
PDSD y lo que las estrategias de recuperación y control del territorio significaron para la 
población colombiana. 
 
Con la expedición de la Sentencia T-025 de 2004 la Corte Constitucional declaró el 
estado de cosas inconstitucional marcando un hito en materia de protección a los Derechos 
Económicos Sociales y Culturales, en este caso la población desplazada se encontraba en una 
situación tal, que para poder acceder a la protección del Estado debían acudir a la acción de 
                                            
86 Para el año 2013, Colombia ocupa deshonrosamente el segundo puesto a nivel mundial en número de víctimas de 
desplazamiento forzado, ascendiendo a 5.9 millones de personas después de Siria con 6.5 millones de personas desplazadas. 





tutela. En la mencionada sentencia la Corte consideró que el Gobierno no había hecho las 
asignaciones presupuestales necesarias para la atención de la población desplazada, lo cual 
conllevó a que se ordenara realizar las asignaciones correspondientes tendientes a conjurar la 
crisis, dando cumplimiento a las obligaciones constitucionales de satisfacción progresiva de los 
derechos económicos, sociales y culturales básicos de la población – en aplicación de lo que la 
jurisprudencia constitucional ha denominado “cláusula de erradicación de las injusticias 
presentes” –(Corte Constitucional, 2004).  
 
Otro indicador preocupante es que buena parte de las violaciones a los DH y al DIH se 
presentan por agentes del Estado o con la aquiescencia de éste, lo que pone al descubierto un 
modo de actuar sistemático en la represión en contra de la población civil. Cabe anotar que la 
PDSD no propuso la implementación de un sistema de control judicial ni de otra índole, que 
permitiera verificar y dominar el accionar de las Fuerzas Armadas, o sea, se daba por entendido 
que las Fuerza Militares acatarían la ley y el orden constitucional vigente, de acuerdo al sistema 
de control existente (Cárdenas & Villa, 2014). Los incentivos basados en guerrilleros dados de 
baja87 determinaron el comportamiento final de los militares. El esquema funcionaba de la 
siguiente manera: El Gobierno giraba unos recursos para inteligencia militar, ésta informaba 
sobre sospechosos en áreas determinadas, quienes podrían ser guerrilleros, delincuencia común, 
paramilitares o civiles, se planeaba la operación y se enviaba el respectivo informe a la brigada; 
la brigada seleccionaba la unidad militar que llevaría a cabo la operación o misión táctica, la que 
finalmente cometía el falso positivo pagando a un informante ficticio (justificando de esta 
manera su solicitud de recursos); de este dinero el informante recibía una parte, mientras que el 
resto iba para los comandantes de escuadra, quienes a su vez asignaban parte del presupuesto a 
los soldados para conseguir las víctimas y las armas, configurando así los falsos positivos; 
finalmente los soldados recibían de 15 a 20 días de permiso y los oficiales recibían felicitaciones. 
(Cárdenas & Villa, 2014). 
 
        Todas estas situaciones expuestas, de la forma como a partir de las iniciativas 
gubernamentales, y de las tácticas desplegadas por la Fuerza Pública, se vieron comprometidos 
la vigencia de los derechos fundamentales, puesto que las prácticas de las ejecuciones 
                                            





extrajudiciales, la desaparición forzada y el desplazamiento forzado, aunado a un alto nivel de 
impunidad, implicó que las víctimas quedaran en una situación de desventaja para poder 
reclamar ante la justicia la protección de sus derechos, todo lo cual demuestra su pérdida de 
fuerza vinculante, es decir, el incumplimiento del deber de protección por parte del Gobierno, 
llevó a estos niveles descomunales de desplazamiento forzado, y por consiguiente, a un estado de 
cosas inconstitucional inconcebible, lo cual significó la pérdida de garantías y la imposibilidad 
en la realización de los DECS, particularmente el mandato de progresividad que de consuno se 
encuentra implícito en la Constitución Nacional. Todo lo anterior evidentemente implica el 
desconocimiento y violación a la dignidad de la persona humana.    
 
7.7. La Democracia Sustancial y la Política de Defensa y Seguridad Democrática 
 
           Teniendo en consideración lo predefinido en el aparte 4.1.11 sobre la democracia 
sustancial, entendido como el ámbito de vigencia, respeto, efectividad y garantía de los derechos 
fundamentales, lo cual, de consuno delimita el ámbito decisional y de acción de los poderes 
públicos. Nos referiremos en particular al avance en la realización y respeto de los DECS bajo la 
vigencia de la PDSD, puesto que el desconocimiento y desmonte gradual de estos derechos, ha 
significado todo un escenario en el que se perciben condiciones de agravación de las condiciones 
de vida de las personas, en el marco del conflicto armado que azota el país, la respuesta 
recurrente del Estado colombiano desde los albores de su nacimiento ha sido la guerra.    
 
Durante los ocho años de vigencia de la PDSD en Colombia no se ha visto un progreso 
significativo en la realización de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, aunque la 
República de Colombia hace parte del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (de ahora en adelante PIDECSC) - lo cual en aplicación del artículo 93 de la 
Constitución Política los hace prevalecer en el orden interno -, pero no ha sido el objetivo 
principal del Gobierno durante el mencionado periodo su realización efectiva. Al finalizar el año 
2010, Colombia quedó con un índice de Gini del 55,5 como uno de los países con mayor 
desigualdad en el mundo, y por debajo de sus vecinos países latinoamericanos como Bolivia 
(46.3), Ecuador (49.3), Perú (46.2), Venezuela (46.9 para el año 2006 «última medición»), 






Durante el periodo del año 2002 al 2007 el nivel salarial bajó como consecuencia de la 
flexibilización laboral y al mismo tiempo el desempleo superó el 15%, además cerca del 52% de 
la población se encontraba en situación de pobreza y la informalidad económica se encontraba 
por encima del 50%. (Calderón et al, 2011, p. 2820) 
 
En materia de salud, la Ley 715 de 2001 separó la estimación de las transferencias de los 
Ingresos Corrientes de la Nación lo que redujo el monto de estas a los municipios y 
departamentos en un 12% del PIB durante el periodo comprendido entre 2002 y 2009 (Calderón 
et al, 2011). Así mismo es evidente que la atención de la escalada militar ha cogido tal 
significación en los asuntos del Gobierno, que las asignaciones presupuestales en materia de 
salud, educación y vivienda, han tomado menor relevancia, esto se puede evidenciar con las 
reformas a las transferencia introducidas con los actos legislativos 01 de 2001 y 011 de 2006, 
que redujeron drásticamente los recursos destinados a la salud, la educación y el agua potable; en 
2005 se redujo en un 0.6% del PIB, en 2006 en un 1.1 % del PIB, mientras que en el 2007 se 
redujo en un 1.3% del PIB, lo que demuestra una regresividad sostenida en la inversión en estos 
sectores. (Humanos, P. C. D. D., & Desarrollo, D. C. Y. 2010) 
 
De acuerdo con los datos oficiales durante los años 2005 y 2007, un 27,7% de la 
población presenta Necesidades Básicas Insatisfechas, el 40.8 % de los hogares colombianos 
padece inseguridad alimentaria, más del 20% de niños y niñas menores de cinco años muestran 
desnutrición, el 63.7% de la población tiene deficiencias energéticas y el 36% deficiencias 
proteínicas. (Humanos, P. C. D. D., & Desarrollo, D. C. Y. 2010, p. 3) 
 
En materia del derecho a la salud se termina la década del 2010 con la vigencia de dos 
regímenes uno contributivo basado en los aportes de los empleados y empleadores y que 
funciona bajo la lógica del mercado, y otro subsidiado que funciona como un sistema residual 
con planes de servicios de menor alcance dirigido a las personas más pobres entre los pobres. 
(Humanos, P. C. D. D., & Desarrollo, D. C. Y. 2010, p. 3). Así mismo, el régimen contributivo 
presenta barreras en el acceso ligadas al nivel de formalidad en el empleo, ya que el pago para 





convierte en una cuestión de capacidad económica, igualmente estos trabajadores presentan 
dificultad al trasladarse de regímenes con ocasión de la pérdida del empleo toda vez que no son 
considerados pobres (Humanos, P. C. D. D., & Desarrollo, D. C. Y. 2010, p. 3). Por otro lado el 
régimen subsidiado carece de una visión de progresividad en la realización del derecho a la 
Salud, ya que su filosofía es la residualidad del mercado, en este sentido la selección de los 
beneficiarios se lleva a cabo a través de la encuesta del SISBEN que se basa en indicadores de 
calidad de vida dejando de lado los niveles de pobreza, lo que de entrada excluye del sistema a 
muchas personas pobres del sistema –lo anterior sin mencionar la politización que a nivel local 
se hace del acceso este régimen-. (Humanos, P. C. D. D., & Desarrollo, D. C. Y. 2010, p. 3) 
 
En materia del derecho al trabajo el balance durante la vigencia de la PDSD no es 
alentador, ya que se implementaron políticas de carácter regresivo, como por ejemplo la ley 789 
de 2002 dado el recorte para los trabajadores en el pago de las horas extras, festivos y 
dominicales y el recorte de la jornada nocturna. Así mismo la ley 797 de 2003 aumentó las 
semanas de cotización para acceder a la pensión de jubilación. Las formas de precarización 
laboral aumentaron progresivamente; en especial a través de las Cooperativas de Trabajo 
Asociado lo que ha deteriorado la calidad del empleo en Colombia, desde el 2003 al 2008 se han 
creado 1923 cooperativas con cerca de 350.000 empleados (Humanos, P. C. D. D., & Desarrollo, 
D. C. Y. 2010, p. 3). Por otro lado las cifras de informalidad son muy altas ya que para el año 
2008 aproximadamente 10.260.000 trabajadores en las 13 áreas metropolitanas se encontraban 
en la informalidad, es decir que solamente en las ciudades de Montería, Cúcuta y Villavicencio 
el nivel de informalidad ascendía al 70% (De Hogares, D. G. E. I., 2008).  
 
Así mimo, de acuerdo a la encuesta de Microestablecimientos del DANE el promedio de 
informalidad empresarial entre el año 2001 y 2009 es del 57%, y para el año 2009 casi el 64% de 
las empresas del país se encontraban en la informalidad, y aproximadamente el 61% de la 
población ocupada no cotizaban al sistema de seguridad social, lo que demuestra el altísimo 
índice de informalidad (como se cita en: Competividad, C. P., & Restrepo, D. M., 2010). Todo lo 
anterior nos ubica en un panorama aciago para los trabajadores, un balance que va de la mano 






En materia del derecho de asociación sindical, las violaciones a los derechos de los 
sindicalistas se siguieron presentando durante la vigencia de la PDSD. A los sindicalistas 
normalmente se les responsabiliza de la quiebra de las instituciones y de las empresas, de ser un 
obstáculo al desarrollo del país, se les considera como una amenaza al orden público y como 
activistas al servicio de la guerrilla; lo que a todas estas ha significado la estigmatización del 
sindicalismo, y el trato a estos como blancos militares por parte de los agentes del Estado y del 
paramilitarismo (Sanjuan et al, 2009). Los logros publicitados por la PDSD contrastan con las 
violaciones a los derechos humanos de los sindicalistas, ya que entre enero del 2000 y diciembre 
de 2007 sucedieron 902 asesinatos, 2117 amenazas, 107 atentados con armas de fuego, 63 
desapariciones forzadas, 472 casos de desplazamiento forzado, 411 detenciones arbitrarias, 192 
hostigamientos y persecuciones, 115 secuestros, 13 casos de tortura, y en relación con los 2.674 
homicidios ocurridos en los últimos 22 años, sólo se han producido 105 sentencias con respecto a 
86 víctimas, o sea un margen de impunidad del 96.8%. (Humanos, P. C. D. D., & Desarrollo, D. 
C. Y. 2010, p. 3) 
 
Para el sindicalismo, las actividades desplegadas por el DAS durante el Gobierno de 
Uribe significó el estar sometidos a una labor de espionaje llevada a cabo a través de este 
organismo de inteligencia del Estado, y aprovechada a su vez por los paramilitares, teniendo 
como principal objetivo una supuesta “guerra contrainsurgente” (Sanjuan et al, 2009). Entre las 
actividades que desarrolló el DAS en contra del sindicalismo cabe destacar: i) la entrega de listas 
de sindicalizados a los paramilitares para su posterior asesinato, ii) interceptación ilegal de 
comunicaciones a los líderes de organizaciones sindicales, defensores de derechos humanos, 
magistrados de las altas cortes, periodistas y líderes de la oposición, iii) cooptación de 
información de las sedes sindicales, iv) utilización de los mecanismos de protección para 
hostigar a los protegidos, incluso crear falsas pruebas en procesos judiciales, v) desarrollo de 
inteligencia ofensiva, amenazando y hostigando directamente a los líderes sindicales, 
sindicalistas, defensores de derechos humanos, magistrados de las cortes, periodistas y líderes de 
la oposición (Sanjuan et al, 2009).  
 
Todo esto se llevó a cabo durante la vigencia de la PDSD, resaltando que el DAS hacía 





fundamental en el desenvolvimiento de la PDSD. Estas políticas contrainsurgentes se fundaban 
en la noción de “enemigo interno” y “guerra política”, en contra de las organizaciones sindicales 
locales y nacionales denominados “frente sociolaboral”, ejecutadas a través del aparato del 
Estado –DAS-, como resultado del plan de exterminio en contra de la oposición – cualesquiera 
fuera su papel dentro de la sociedad colombiana –.  
 
En cuanto al derecho a la alimentación. En la cumbre mundial sobre alimentación 
celebrada en Roma en 1996 se señaló que la “seguridad alimentaria” se da cuando una persona 
goza en todo momento del acceso económico y físico a los alimentos adecuados, para satisfacer 
sus necesidades y preferencias con el objeto de llevar una vida sana y activa; en contraposición la 
“inseguridad alimentaria”, se entiende como la disposición limitada e incierta de adquirir 
alimentos suficientes en formas socialmente aceptables (como se cita en Álvarez-Uribe et al, 
2010). Según la Encuesta de Calidad de Vida –ECV- en Colombia, en el año 2008 el 58,2% de 
los hogares se encontraban en situación de inseguridad alimentaria (Álvarez-Uribe et al, 2010), 
de acuerdo con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar ICBF, para el año 2005, el 40.8% 
de los hogares colombianos padece de inseguridad alimentaria, estas cifras se complementan con 
las relacionadas con la desnutrición en los niños ya que más del 20% de niños y niñas menores 
de 5 años se encuentran desnutridos, el 63.7% de la población general presenta deficiencias 
energéticas y el 36% proteínicas, el 33.2% de menores de 5 años presentan anemia, deficiencia 
de vitamina C el 22.6%, de vitamina A el 32%, de zinc el 62.3% y de calcio el 85.5% de la 
población en general88. (ICBF citado por Humanos, P. C. D. D., & Desarrollo, D. C. Y., 2010) 
 
Por otro lado el país ha orientado la política agrícola en favor de la producción extensiva 
de agrocombustibles, en desmedro de la producción de alimentos, lo que en suma viene a 
profundizar la crisis de la producción agraria nacional, por ejemplo en 2003 había 188.000 
hectáreas sembradas para agrocombustibles y en 2007 se contaba ya con 300.000 hectáreas, 
además de que en algunos casos las comunidades afrodescendientes han sido expropiadas por 
empresarios aliados con paramilitares. (Humanos, P. C. D. D., & Desarrollo, D. C. Y., 2010) 
 
                                            
88 Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Encuesta Nacional de la Situación Nutricional de Colombia ENSIN 





En cuanto al derecho a la educación, debe indicarse que desde el ámbito constitucional el 
Estado Colombiano tiene establecido en el artículo 67 de la Constitución Política de 1991 la 
obligación de garantizar en forma permanente, regular, continua y eficiente, la prestación del 
servicio educativo bajo estándares mínimos de calidad y a precios asequibles a todas las 
personas.  En el país la capacidad económica determina el acceso a la educación y sigue siendo 
uno de los elementos que causa la deserción escolar, dado que los costos elevados y la falta de 
dinero constituyen el 46% de los motivos para no estudiar, datos similares se presentan en la 
población indígena con el 47% y la afrodescendiente con el 46%, además que más de dos 
millones de menores se encuentran excluidos del sistema educativo, más de un millón de niños 
no aprueba el grado que está cursando, cerca de cuatro millones que obtienen resultados medio-
bajos y bajos en los exámenes de Estado, cerca de un millón de niños desplazados sufre de 
exclusión en la escuela por falta de currículos adaptados a sus necesidades, y el 7.89% de 
colombianos de 15 y más años de edad son analfabetas.89 (Chaves et al, 2010) 
 
Como si fuera poco el gasto en educación se ha venido mermando desde el año 2001, 
cuando la participación de las entidades territoriales en los Ingresos Corrientes de la Nación 
ascendía al 43%, porcentaje que bajó al 33.5% para el año 2008, esto impactó negativamente el 
acceso al derecho, ya que a partir de esta decisión, de 2.698.738 menores entre los 5 y 17 años 
que debían matricularse en los niveles preescolar, básico y medio, un 22.6% del total, no 
ingresan a las instituciones educativas, además para el año 2006 aproximadamente unos 33.000 
profesores no fueron contratados en comparación con el año 2001, y la suma que gira la Nación 
para cada estudiante denominado subsidio a la demanda o pago por capitación se mantuvo en el 
mismo valor durante todo el periodo de vigencia de la reforma (Humanos, P. C. D. D., & 
Desarrollo, D. C. Y., 2010). Es relevante destacar que el gobierno colombiano no ha cumplido la 
mayor parte de las Recomendaciones del Informe de la Relatora Especial de Naciones Unidas 
sobre el derecho a la educación en Colombia, entre ellas “…la desvinculación de la escuela del 
conflicto y su definición y protección como “espacio de paz”…”90, puesto que en varias 
                                            
89 Datos tomados de la Defensoría del Pueblo año 2006. 
90 Ver doc. E/CN.4/2004/45/Add.2, Informe de la Relatora Especial Katarina Tomasevski, misión a Colombia 1 a 10 de octubre 
de 2003. “Se conoce la Campaña “Soldado por un día” en la cual se hacen visitas de niños y niñas a batallones del ejército y 





ocasiones el Ejército Nacional utilizó las escuelas como bases para el despliegue de las 
actividades militares, colocando en riesgo la vida de los niños.  
 
Todo este panorama en pleno auge de la PDSD desdice de la actuación del Gobierno, que 
por haber dirigido toda su atención hacia la seguridad y el control del territorio, dejó de lado la 
formulación de políticas que desarrollaran una solución estructural al problema del acceso a la 
educación y de otros derechos de la gran mayoría de colombianos. 
 
 En materia del derecho a la vivienda señalado en el artículo 11 del PIDESC, el sistema 
está basado fundamentalmente en subsidios a la demanda, criterios de mercado y focalización, 
con un énfasis en la adjudicación de viviendas de interés social y subsidio de mejoramiento 
habitacional. Pero, el sistema exige que el acceso a los subsidios se realice a través de los 
intermediarios financieros, lo cual implica unas barreras fuertes para la población con ingresos 
más bajos, ya que se requiere un nivel de ahorro mínimo y unos ingresos con los cuales no 
cuentan las familias con rentas inferiores a dos (02) salarios mínimos, por esta razón la política 
no ha logrado incidir eficazmente en los indicadores de déficit cuantitativo del 14.79% y 29.6% 
en carencias de servicios públicos básicos, y del 19% con construcciones con precariedad de 
materiales.91 (CEPAL citado por, Humanos P. C. D. D., & Desarrollo, D. C. Y., 2010) 
 
Ahora en relación con los derechos de la población campesina, pueblos indígenas y 
afrodescendientes, se tiene que para el año 2005 el 49.2 % de la población se ubicó en el margen 
de pobreza y el 14.7% en el de indigencia, correspondiendo el 68.2% y el 27.5% para el sector 
rural respectivamente, en respuesta a lo anterior las políticas que ha tomado el Gobierno se 
caracterizan por promover la concentración de la tierra, como se demostró a través de la 
presentación del Estatuto de Desarrollo Rural Ley 1152 de 2007 (declarada inconstitucional con 
la sentencia C-175-2009), el cual condicionaba el acceso a subsidios a la compra de tierras a la 
presentación de proyectos productivos que fueren acordes con las políticas del Ministerio de 
Agricultura (Ley 1152 de 2007, Art. 2, 56 y 60), lo que limitaba de plano su acceso por parte de 
aquellos campesinos que carecían de la experiencia y recursos necesarios para la formulación de 
esta clase de proyectos. (Humanos, P. C. D. D., & Desarrollo, D. C. Y., 2010) 
                                            






Por otra parte los pueblos indígenas han manifestado su preocupación por la 
promulgación de leyes que ellos han denominado “legislación del despojo”, entre las cuales se 
encuentran el Código Minero, la ley 1143 de 2007 aprobatoria del TLC con USA, y el 
mencionado Estatuto de Desarrollo Rural ley 1152 de 2007 y la denominada ley forestal; así 
mismo es de indicar que la ley 1152 de 2007, prohibía expresamente la ampliación de los 
resguardos indígenas en la Costa Pacífica, y para tales efectos incluyó a los indígenas y 
afrodescendientes en el concepto de “minorías étnicas” (Humanos, P. C. D. D., & Desarrollo, D. 
C. Y., 2010). Igualmente esta tendencia se evidencia en la reducción del presupuesto designado 
para la ampliación de tierras de los resguardos indígenas entre el 2001 y el 2007 al pasar de 
3.000 millones a mil o menos. (Humanos, P. C. D. D., & Desarrollo, D. C. Y., 2010).  
 
Los pueblos indígenas manifiestan que se encuentran en una etapa de desmonte del 
avance normativo que supuso la Constitución de 1991: «“En términos generales, sostenemos que 
no se trata solamente de una profundización de viejas agresiones territoriales, sino de un 
cambio en la espacialidad del capital en el marco de la recolonización del mundo: el territorio, 
y sobre todo los territorios indígenas, son entendidos de nuevo como “empresas coloniales”» 
(Houghton, 2008, p. 16).   
 
También encontramos que los afrodescendientes son una población que en Colombia se 
ubican al margen del desarrollo y han sufrido los mayores impactos del conflicto armado, estos 
grupos se hallan con la doble exclusión que significa el afrontar los problemas de la pobreza 
además de los derivados de la discriminación étnica (Cruces et al, 2014). Por otra parte en un 
análisis estadístico del Censo 2005 en torno a las condiciones de vida de la población 
afrocolombiana, se demostró que a los municipios que tienen un mayor grado de población 
afrocolombiana les va peor, lo que podría estar asociado a un sesgo en la inversión pública; así 
mismo la desigualdad en el acceso a la educación –discriminación premercado- y el trato 
desigual e injusto por parte de los empleadores –discriminación de mercado- determinan que la 
población afrocolombiana se vea avocada a la obtención de empleos de baja remuneración que 










8.1       Desde la época de la conquista, pasando por la Real Audiencia de Santafé de Bogotá que 
correspondía al Nuevo Reino de Granada desde 1550 hasta 1717, por el Virreinato de la Nueva 
Granada desde 1717 hasta 1819, por Las Provincias Unidas de la Nueva Granada desde 1811 
hasta 1816, por la Gran Colombia desde 1819 hasta 1831, por la Nueva Granada desde 1832 
hasta 1858, por la Confederación Granadina desde 1858 hasta 1863, por los Estados Unidos de 
Colombia desde 1863 hasta 1886, y lo que hoy conocemos como República de Colombia, se 
han presentado nueve guerras civiles e innumerables conflictos armados. Empezando por el 
rápido y sangriento proceso de despojo de los territorios indígenas -justificado en la 
evangelización, la cual se encontraba a cargo de los reyes católicos de España por concesión 
del Papa-, luego tras la independencia, el combate entre bolivarianos y santanderistas, para 
terminar en los conflictos entre conservadores y liberales. La exclusión, lo que ha generado la 
lucha por los recursos y la tierra, la esclavitud de los pueblos indígenas y afrodescendientes, la 
ambición desmedida de los conquistadores, la corrupción de los funcionarios públicos, la 
discriminación racial, el atraso económico, han sido problemas recurrentes que se han replicado 
a lo largo de la historia, adoptando diferentes formas, y se pueden identificar como la matriz 
origen del conflicto social colombiano. Uno de los factores históricos de más peso, que ha 
alimentado el descontento en las masas de campesinos e indígenas ha sido el problema de la 
distribución de la tierra, la cual, -teniendo como origen la encomienda entendida como sistema 
primario de explotación, y la colonización forzosa de tierras indígenas y baldías-, se ha 
concentrado en un número reducido de familias privilegiadas descendientes de los antiguos 
conquistadores. Esto trajo aparejado que en Colombia se impulsara primordialmente la 
producción agrícola, la minería y el comercio, lo cual ha significado un bajo desarrollo 
económico, lo que unido a la corrupción y el nepotismo, hizo de los empleos en la 
administración del Virreinato de la Nueva Granada una fuente importante de ingresos. La 
respuesta habitual de la autoridad pública a los conflictos sociales ha sido la violencia y la 
represión. También ha sido frecuente el que la autoridad pública no ostente el monopolio de las 
armas, y en consecuencia grupos armados privados al mando de caudillos se encarguen de 






      Por otra parte, desde el Acta de Independencia de 1810, pasando por la disolución de la 
Gran Colombia en 1830 -tiempos en los cuales se desarrollaron los hechos más cruentos del 
proceso de liberación de la España colonial-, en la génesis de la formación del Estado 
Colombiano se encuentra la lucha de las élites por el poder, y la influencia de la Iglesia a través 
de la religión en una población con un alto grado de analfabetismo, con el fin de legitimar las 
acciones de los vencedores. En repetidas ocasiones la legitimidad del poder político se fundó en 
la guerra, lo cual representó una gran dificultad para la consolidación de la identidad nacional 
y una mala herencia que hace parte del ideario cultural de violencia que se ha transmitido a 
través de varias generaciones.  
    
        Para consolidar la paz y el orden público, se conformaron cuerpos de policía y ejércitos los 
cuales tuvieron una incipiente organización en los diferentes Estados soberanos. Su 
consolidación en un cuerpo único siempre representó una dificultad casi insuperable, hasta la 
expedición de la Constitución Política de 1886 en el gobierno de Núñez. Bajo la república 
unitaria la creación de una jurisdicción ordinaria a nivel nacional y un cuerpo administrativo 
del mismo orden también significo un avance en la estructura del Estado, pero, los viejos 
conflictos sociales subyacentes nunca fueron resueltos, y el “orden público”, siempre se ha 
venido implantando por la fuerza legítima o ilegítima, dependiendo del bando o desde la óptica 
desde la que se le mire. En el primer caso cuando el Estado dentro de los márgenes de 
racionalidad y proporcionalidad ha podido controlar la situación, y en el segundo caso cuando 
han sido los caudillos locales los cuales a través de la cooptación de las instituciones públicas, o 
por medio de grupos privados armados han impuesto cierta clase de “paz social” ajustada a su 
conveniencia. 
 
8.2.      En el siglo XX, a pesar de las críticas, Colombia tuvo un importante avance en la 
consolidación del poder del Estado a través de la propuesta de unificación centralizadora de  
Núñez en la Constitución del 86, también fue cierto que el autoritarismo derivado de ese 
gobierno junto con el de sus sucesores el -Dr. Mallarino, Dr. Caro, y el gobierno ejercido por el 
Dr. Sanclemente-, fundándose en el famoso estado de sitio del artículo 121, tras años de 





gobierno –a finales del siglo XIX había sólo un representante liberal en el Congreso-, provocó 
que el conflicto entre liberales, conservadores y nacionalistas se agudizara, y luego de las 
dificultades económicas que azotaron al país por la caída de los precios del café, la falta de 
acceso a los puestos públicos, la baja en los precios de los productos agrícolas de exportación; 
estallara la Guerra de los mil días, la cual tras un saldo de más de 100.000 muertos y la pérdida 
de Panamá, demostró la constante fragilidad del poder del Estado, la futilidad de los 
gobernantes92, la creación de las primeras guerrillas liberales, el influjo de la potencia del norte 
en los asuntos domésticos, la concentración de la tierra a manos de los vencedores, y el 
enfrentamiento de intereses yuxtapuestos entre las oligarquías de comerciantes y terratenientes 
alrededor de cuatro ejes principales de conflicto: la relación entre el Estado y la iglesia, el 
centralismo y el federalismo, el sistema de crédito público y privado, la apertura y el 
proteccionismo económico; así en ambos bandos políticos de liberales y conservadores existían 
élites de terratenientes y comerciantes, a los cuales comúnmente les convenía limitar el acceso 
a la tierra del campesinado y el ascenso de la clase de los artesanos, lo que en suma llevaría al 
pacto implícito entre las élites por el reparto del poder político, lo que a su vez prolongaría el 
viejo conflicto social.  
 
8.3.      La evolución de la economía, el fortalecimiento de la producción en las ciudades y el 
debilitamiento de la pequeña producción agrícola produjo una importante migración hacia las 
urbes, y por consiguiente el nacimiento de la clase obrera. La naciente clase de los trabajadores 
se vio en cierta medida influenciada por la revolución rusa de octubre de 1917, lo cual provocó 
múltiples huelgas de los trabajadores las que fueron reprimidas bajo la utilización constante del 
Estado de sitio en varias ocasiones; al respecto el Gobierno de Ospina (1922-1926) sacó un 
decreto ley que reglamentaba el derecho de huelga restringiéndolo ostensiblemente. En este 
contexto anti-laboralista salió a la luz pública el manifiesto nacionalista (por Silvio Villegas) 
que era una sátira en contra del movimiento obrero acusándolo de anarquista y haciendo un 
llamado contrarrevolucionario apelando al sentimiento religioso. Posteriormente con la ley de 
1928 –“ley heroica” en el Gobierno de Abadía Méndez se declaró ilegal el ejercicio de la 
huelga lo que convirtió a la actividad sindical en una actividad cuasi delictual. En este contexto 
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fue en el que ocurrió la masacre de las bananeras en 1928, la respuesta militar del gobierno al 
conflicto social, como hemos venido afirmando en primera instancia ha sido la represión.  
 
         Subyacente a lo anterior, entre los años 1930 a 1938 se desató en el país la guerra regional 
de carácter político religioso en los departamentos y provincias, donde se fue engendrando el 
odio fratricida entre conservadores y liberales alimentados por el fervor religioso, tal fue el 
desenvolvimiento de las guerras intestinas en Boyacá, Santander y Cundinamarca. Estas 
confrontaciones partidistas por la lucha del poder político local y regional, bajo argumentos 
importados de la España de Franco y alimentados por la saña de los dirigentes conservadores, 
generaron una ideología reaccionaria profundamente belicista en contra del liberalismo, el que 
tras años de hegemonía conservadora ascendía al poder en el año de 1930 con Enrique Olaya 
Herrera, pero en condición minoritaria en el Congreso, no obstante aprovechar su posición  
desde el ejecutivo nombrando los cargos públicos y la policía adepta en todos los 
departamentos, incluyendo los que tenían fortines de conservadores, lo cual generaría una 
mayor resistencia y conflictividad en las regiones, situación que marca la época de La 
Violencia, la que parte desde el final de la Segunda Guerra Mundial y el inicio de la Guerra 
Fría en 1945, hasta la firma del pacto de Benidorm y el nacimiento de las guerrillas comunistas 
en los años 60.  
 
   Tras la muerte de Gaitán, bajo el gobierno de Ospina la violencia se profundizó en contra de 
los liberales, el cual amparado en el Estado de sitio adoptaría toda una serie de medidas 
autoritarias que harían ahondar las contradicciones partidistas, lo mismo haría Laureano 
Gómez, hasta el golpe de Estado propiciado por Rojas Pinilla – en cuyo mandato se realizó una 
amnistía generalizada en favor de militares y guerrilleros-, luego de lo cual, la ideología 
reaccionaria habría quedado sellada con el establecimiento del Frente Nacional, el acuerdo 
bipartidista que dejó por fuera a todo tipo de expresión que no estuviera en los cánones del 
régimen, y representó el fin de la guerra interpartidista, pero la exclusión permanente de otro 
tipo de manifestaciones políticas. En este ámbito se fueron creando las primeras guerrillas 
comunistas que vieron en la URRS y la revolución cubana ejemplos a seguir para el reclamo de 
sus reivindicaciones sociales, puesto que, una vez más lo afirmamos aquí, el Estado casi 





tierra nunca han sido resueltos y las luchas laborales fueron reprimidas y estigmatizadas a todo 
nivel, luego la vía de las armas pareció ser la única salida.  
 
    Es así como en el marco de la Guerra Fría, vino el establecimiento de las políticas de 
seguridad nacional réplica de las estrategias implementadas por el gobierno de los EEUU, 
basadas en la lucha anticomunista, precisamente para evitar el entronizamiento del comunismo, 
lo cual implicaba el bloqueo de las clases trabajadoras en el poder, también como una medida 
para asegurar que el descontento social se mantuviera dentro de ciertos límites que no llegue a 
amenazar el statu quo establecido; de esta manera toda expresión de descontento social que se 
manifieste en contra de las autoridades establecidas es catalogada como “enemigo interno” que 
debe ser objeto de represión. Así las cosas el “orden público” ha quedado principalmente en 
manos de los militares los cuales se ocuparían de garantizar la vigencia del bipartidismo y la 
eliminación de todo aquello que fuera comunista.   
 
8.4.       El paramilitarismo y el narcotráfico son fenómenos que responden a la dinámica del 
conflicto social caracterizado por la pobreza y la exclusión, es decir, el paramilitarismo como 
estrategia militar para combatir a los disidentes y como forma de defensa de los latifundistas y 
grandes empresarios a la acción de las guerrillas, y el narcotráfico como un medio de 
financiamiento de ambos bandos. Al respecto es importante resaltar que el auge del 
paramilitarismo y sus devastadores efectos no hubiese sido posible sin la aquiescencia y silencio 
soterrado o remunerado o acobardado de la población, consecuencia de la afinidad o del miedo 
de buena parte de la sociedad civil, tales como unos cuantos policías, algunos militares, una 
porción de servidores públicos, de jueces, de legisladores, de pequeños, medianos y grandes 
comerciantes y empresarios, de ganaderos, es decir de unos cuantos ciudadanos.    
 
      El papel del Estado al respecto en un principio ha sido el de promotor de los grupos armados 
cívico-militares, lo cual se ha verificado desde el mismo nacimiento de estos movimientos, 
teniendo en cuenta las recomendaciones producto de la visita a Colombia en el año de 1962 del 





del gobierno de los Estados Unidos93, sugerencias que se hicieron realidad a través de la 
expedición del Decreto 3398 de 1965, el cual en su artículo 25 autorizaba la participación de 
civiles en actividades para el restablecimiento de la normalidad, además de que en el artículo 33 
parágrafo 3º permitiría que a los civiles se les pudiera asignar armamento de uso privativo de las 
Fuerzas Militares, con lo cual quedarían sentadas las bases legales del paramilitarismo94. La 
estrategia paramilitar se complementó y replicó en vigencia del gobierno de Turbay con la 
expedición del “Estatuto Orgánico de la Defensa Nacional”, pasando por el establecimiento de 
las convivir95 en el año de 1994, sin embargo haber perdido estas su sustrato legal tras el fallo de 
la Corte Constitucional de 199796; empero el paramilitarismo se fortaleció una vez más, tras su 
consolidación mediante la conformación de las AUC en el año 2001, hasta al proceso de su 
desmovilización, no obstante el fenómeno vuelve a resurgir bajo la denominación de las 
BACRIM, neoparamilitares, Grupos Armados Organizados (GAO) y Grupos Delictivos 
Organizados (GDO), los cuales han adoptado distintas denominaciones: Los Urabeños, el Clan 
Úsuga, el Clan del Golfo o Los Pelusos o Los Puntilleros97.  
 
  En consecuencia, en materia de seguridad y orden público el Estado ha respondido con varias 
políticas y estrategias que en teoría están encaminadas a la superación de estos problemas, sin 
embargo, la tolerancia de buena parte de la sociedad y la permeabilidad de las instituciones hacia 
el paramilitarismo y el narcotráfico han hecho muy difícil su erradicación, también se ha hallado 
una evolución en las formas de actuar de estas organizaciones delictivas lo que ha hecho más 
difícil su control. 
 
                                            
93 Headquarters, U. S. Army Special Warfare School, Subject: Visit to Colombia, South America, by a Team from Special 
Warfare Center, Fort Bragg, North Carolina, 26 February 1962. Kennedy Library, Box 319, National Security Files, Special 
Group; Fort Bragg Team; Visit to Colombia; 3/62. Citado en: Michael McClintock, “Instruments of Statecraft”, Pantheon Books, 
1992, pg. 222 
94 La Resolución 005 de 1969 del Ministerio de Defensa autorizaba la organización militar de civiles para la protección en contra 
de las guerrillas y el apoyo en la ejecución de operaciones de combate. 
95 Decreto Ley 356 de 1994. 
96 Sentencia C-572/97 
97 “…139 municipios de Colombia tienen en la actualidad presencia de paramilitares o de lo que hasta hace unas semanas se 
llamaban Bacrim (Bandas Criminales) y que ahora tienen nueva denominación oficial: Grupos Armados Organizados (GAO) y 
Grupos Delictivos Organizados (GDO)…. Álvaro Villarraga, del Centro Nacional de Memoria Histórica, aseguraba este 
mismo año que todos esos grupos armados organizados mantienen los ataques a los defensores de derechos humanos, a los 
líderes políticos de izquierda y a reclamantes de tierra…” (subrayas extratexto). Chato, P. (2016). De los Chulavitas a los GAO.  





8.5.     En este contexto, la respuesta de las élites aglutinadas alrededor del poder público ha sido la 
creación de políticas de seguridad diseñadas esencialmente para el fortalecimiento y  
reorientación del poder militar, tales como el Plan Lazo –el cual implementó el concepto de 
seguridad interna-, el Plan Andes, la instauración del Estatuto de Seguridad, la Estrategia 
Nacional contra la Violencia, el Plan Antinarcóticos 1995-1997, el Plan Colombia, y la PDSD. 
Ésta última representa la continuidad histórica de la Doctrina de Seguridad Nacional, la cual 
responde a un concepto restringido de seguridad, entendido como fortalecimiento de la 
autoridad efectiva, de esta manera el elemento coercitivo del aparato estatal es el que adquiere 
mayor relevancia. Subsiste en la PDSD la defensa nacional, el Estado es percibido como una 
máquina de guerra, la cual esencialmente se dirige hacia la eliminación de los brotes de 
inconformidad social, sin discriminar si se trata de focos de criminalidad que en realidad tengan 
por objetivo la desestabilización de la institucionalidad, sino que su accionar se dirige también en 
contra del sindicalismo, del periodismo independiente, de los líderes comunales y sociales, de los 
defensores de derechos humanos, de las ONG´S, de los políticos de oposición y hasta de las altas 
esferas del poder judicial, lo cual viene a garantizar la hegemonía de las élites dominantes en el 
poder. Dicho lo anterior, en el Estado Social de Derecho, el único concepto posible de estado de 
seguridad es la que se debe a los ciudadanos en materia de derechos y los riesgos que tras un 
concepto de seguridad distinta se esconden unas manifestaciones contrarias a la democracia.  
 
8.6.     La PDSD, es producto de la confluencia de poderes económicos, militares y políticos del 
orden nacional e internacional, con el fin de asegurar esencialmente unas condiciones de 
seguridad que permitan el desarrollo tranquilo y pacífico de la inversión nacional y extranjera. Es 
decir, que la lucha internacional hegemónica en contra del terrorismo, profundizada después de 
los atentados del 11 de septiembre, nos llevó a una situación mundial abanderada por los EEUU, 
tendiente a dar prioridad al establecimiento de políticas de seguridad las cuales dan un 
tratamiento militar a todo brote de inconformidad social que pueda poner en peligro el statu quo. 
La PDSD, fue implementada unilateralmente como una iniciativa gubernamental con una visión 
eminentemente securitaria, basada en el fortalecimiento de la autoridad y la consecución del 
orden público como medida indispensable para la resolución de la mayoría de los problemas del 
país, lo cual está acorde con ese contexto internacional de lucha antiterrorista, por lo tanto en su 





que la sociedad civil fue excluida, no obstante los civiles se hallaron vinculados al conflicto 
armado a través de la conformación de redes de cooperantes e informantes, aún con la utilización 
de menores de edad, lo cual implicó la violación del DIH98. 
     
       De acuerdo a lo anterior, la PDSD responde al desarrollismo militar del Estado para 
enfrentar el narcotráfico y las guerrillas, dejando de lado a la sociedad civil para su 
configuración, puesto que la visión restringida de la seguridad ha venido ganando terreno, y se 
han optado por las soluciones que priorizan el uso fuerza para la superación del conflicto 
armado, consecuentemente, se ha considerado a la seguridad como si fuera un derecho 
fundamental, el cual tiende a subordinar a todos los demás derechos fundamentales, 
supervalorando el orden público y el Estado, los cuales pasan de ser un medio a un fin en sí 
mismo considerado. Contrario sensu, la seguridad en el Estado Social de Derecho debe ser una 
vía para la consecución y protección de los demás derechos fundamentales de las personas, 
diferente a la seguridad impuesta por la PDSD, la cual subordina la consecución de los fines 
esenciales del Estado Social de Derecho al logro de la estabilidad del orden público, obtenida 
primordialmente a través del uso de la fuerza con el consecuente sacrificio de los demás 
derechos fundamentales. 
 
8.7.      La profundización del modelo presidencialista aumentó la capacidad disuasiva del poder 
ejecutivo a límites insospechados, el cual vino a ejercer una “autoridad efectiva” a través de la 
injerencia indebida en las demás ramas del poder público a través de la instrumentalización de la 
justicia, el manejo del Congreso, el debilitamiento de los organismos de control disciplinario y 
fiscal a nivel local, la manipulación ilegal de los organismos de seguridad DAS, el manejo de la 
prensa, el hostigamiento a las organizaciones defensoras de derechos humanos, movimientos 
sociales de izquierda, de sindicatos, de indígenas y partidos políticos de oposición, generando la 
implantación de un régimen bonapartista formalmente democrático pero sustancialmente 
autoritario, el cual se encuentra apoyado incondicionalmente en las Fuerzas Armadas. La 
utilización del Estado de conmoción interior fue recurrente como se ha visto a lo largo de la 
historia institucional de Colombia, se ha permanecido por largo tiempo en estados de excepción, 
                                            






en consecuencia la PDSD utilizó el Decreto 2002 de 2002 dictado bajo la vigencia del Decreto 
1837 de 2002 (declaratorio del estado de conmoción interior), para otorgar facultades a las 
Fuerzas Militares en ciertas zonas del territorio en donde la Justicia quedó instrumentalizada, lo 
que implicó la detención arbitraria de varios grupos de personas sin discriminar si se trataba de 
civiles o combatientes, por medio de la utilización de montajes judiciales en contra de defensores 
de derechos humanos, lo cual desembocó en actuaciones violatorias de los Derechos Humanos y 
del Derecho Internacional Humanitario, así como en el desconocimiento de los principios 
constitucionales del debido proceso.  
 
   Todo lo anterior nos indica que en la práctica la PDSD, dado el carácter extremadamente 
presidencialista del ejecutivo, degeneró en un régimen autoritario con apariencia de formalidad, 
tomando el control de sectores estratégicos de las otras ramas del poder público, violando el 
principio de separación de poderes inherente a la constitución del Estado Social de Derecho.     
 
8.8.      Desde el punto de vista del diseño institucional, con la PDSD vino el fortalecimiento de  la 
Fuerza Pública con el fin de desplegar la fuerza del Estado principalmente hacia el control del 
territorio y la desarticulación de las bases de apoyo de las guerrillas, lo cual desembocó en el 
debilitamiento político e instrumentalización del sector justicia, y en la violación sistemática de 
los derechos humanos. Ejemplo de ello fue el intento del Estatuto Antiterrorista por darle 
facultades judiciales a las Fuerzas militares. Ahora bien, pese a que se destinó una ingente 
cantidad de recursos al sector Justicia, ésta se vio instrumentalizada a favor del accionar de las 
Fuerzas Armadas, para citar un caso, los operativos conjuntos con los que militares irrumpían en 
una determinada zona apresando un grupo de personas previamente seleccionadas, con base en 
meros testimonios de informantes, las cuales luego eran puestas a orden de la Fiscalía General de 
la Nación la cual debía realizar el procedimiento de legalización de captura en un tiempo record, 
y proponer la respectiva imputación con la correspondiente medida de aseguramiento, todo lo 
anterior resultando en detenciones masivas y arbitrarias que poco o ningún impacto tuvieron en 
la desarticulación de los grupos armados ilegales. 
 
    A las Fuerzas Armadas se le dio toda la atención posible con ingentes recursos para su 





en el 2008 para finalizar con el 5.2 del PIB en el 201099, además de la creación de los impuestos 
de seguridad democrática y el impuesto de guerra que duró hasta el año 2014; sin embargo, las 
medidas adoptadas no lograron contener el que buena parte del sector estuviera permeado por el 
paramilitarismo y el narcotráfico, o sea, que este crecimiento a todo nivel de las Fuerzas 
Armadas, no conllevó a la creación de un control lo suficientemente efectivo para prevenir este 
lamentable fenómeno. Por otra parte el gobierno procuró la supresión y fusión de los ministerios 
del Interior y de Justicia, de Salud y Trabajo y los de Comercio y Desarrollo, entre otras 
entidades, lo cual no contribuyó de manera decisiva a los objetivos de superación del conflicto 
armado; antes bien la fusión del Ministerio de Justicia implicó, relegar este poder a la 
interlocución del Ministerio del Interior ante el alto gobierno, lo que le restó protagonismo a la 
rama judicial y dejó un sinsabor generalizado en la magistratura, la cual había perdido su 
contacto directo con el poder ejecutivo. Mientras tanto los principales problemas sobre los cuales 
giró el debate internacional en materia de Derechos Humanos fue el desplazamiento forzado, los 
falsos positivos, la reincidencia de los grupos neoparamilitares (BACRIM), y las 
interceptaciones ilegales realizadas por los organismos de seguridad del Estado.        
 
8.9.     El Estado Social de Derecho funda su legitimidad en la protección del hombre, la PDSD 
funda su legitimidad en la protección de ciertos intereses que los hace ver ante la sociedad como 
prioritaria y general. Formalmente, el principal objetivo de la PDSD es la protección del 
ciudadano y de la democracia por parte del Estado a través del fortalecimiento de la autoridad, 
para lo cual considera como esencial el control del territorio. En este sentido el problema del 
paramilitarismo, las guerrillas, el narcotráfico y el terrorismo, en teoría, se reduce a un histórico 
e inveterado “vacío de autoridad”, cuando lo que realmente ha venido sucediendo es que los 
problemas generadores del conflicto, han sido la exclusión social, la concentración de la tierra, el 
monopolio del poder político y por consiguiente del poder económico, y el abandono de la 
presencia del Estado, pero no solamente entendido al número de efectivos de la Fuerza Pública 
en determinadas zonas, sino a la falta de asistencia social, de salud, educación, infraestructura,  
falta de los organismos de la justicia ordinaria, entre otras circunstancias; luego no se puede 
reducir el problema multidimensional de la violencia, a una cuestión meramente de inseguridad 
                                            
99 Boletín de Resultados en Seguridad Democrática, núm. 3, Departamento Nacional de Planeación, Bogotá, 2009; Ministerio de 






entendida como aumento de la criminalidad y desestabilización generalizada del orden público, 
vía acciones terroristas y desconocimiento de la legitimidad del Estado y sus instituciones. 
 
8.10.  Bajo la vigencia de la PDSD el derecho de libertad de expresión se vio seriamente 
afectado, puesto que el gobierno intentó en todo momento desacreditar la labor de la prensa libre, 
las ONG´S, la oposición política, a los cuales en varias ocasiones acusaba de ser auxiliadores de 
la guerrilla, con lo cual quedaban automáticamente clasificados como objetivo militar por parte 
de los grupos paramilitares, quienes tenían una total afinidad con los objetivos y políticas del 
gobierno de Uribe. Prueba de lo anterior en el periodo 2002-2006 fueron asesinadas 11.084 
personas por motivos políticos, de los que aproximadamente 74.5% se le endilga al Estado así, 
12.1% se le atribuyen directamente, y 62.34% (3.887 víctimas) por aquiescencia o con el apoyo 
de los grupos paramilitares, otro tanto de 25.5% (1.588 víctimas) se le atribuye a las guerrillas; 
por otro lado la detención arbitraria de civiles durante el mismo periodo ascendió a los 6.912 
personas (García & Paredes, 2006, p. 165).  
 
    Por otro lado las actividades de los organismos de seguridad del Estado – Grupo G3- fueron 
utilizados  para el boicoteo, intimidación, perturbación psicológica, y desacreditación de los 
disidentes políticos.  
 
8.11. La PDSD resulta en una réplica mejorada de la política de seguridad nacional, en la cual 
el Estado, la guerra, el poder y los ambivalentes intereses nacionales están por encima de los 
derechos fundamentales, los cuales van perdiendo gradualmente su fuerza vinculante, ya que la 
respuesta de los organismos de seguridad del Estado al fenómeno de la insurgencia se ha 
concretado a través de medidas violatorias de los derechos fundamentales, que además han 
asegurado que las víctimas queden imposibilitadas para utilizar el sistema de protección de estos 
derechos, con lo cual la impunidad ha sido ante todo una certeza. Verbigracia son los casos de 
los falsos positivos o las ejecuciones extrajudiciales100101102, la desaparición forzada103, el 
                                            
100 La tasa promedio de ejecuciones extrajudiciales durante el periodo 2003 al 2010 llegó a 525, siendo los años críticos el 2003, 
2007, 2008 y 2009. Fuente: Tabla 1.  
101 Hubo un incremento del 154% en la comisión de ejecuciones extrajudiciales pasando del 0.11 entre 1990 y 1999, a 0.28 en la 
década comprendida entre el 2000 y 2009 (como se cita en Cárdenas & Villa, 2014). 
102 Con respecto al periodo 1994-2001, en el periodo 2002-2010 las ejecuciones extrajudiciales perpetradas por miembros de la 





desplazamiento forzado104105106 o el de los seguimientos ilegales del DAS107; prácticas que dejan 
a las víctimas en un estado de indefensión generalizado, agravado y profundizado por la 
estigmatización, al ser consideradas per se, miembros comunistas de las guerrillas y por lo tanto 
auxiliadores del terrorismo y una amenaza a la seguridad y el orden público, lo cual las hace 
merecedoras de este “castigo”. Ante este panorama los defensores de derechos humanos, que han 
sido objeto de persecución tanto por parte de miembros de los organismos de seguridad del 
Estado, así como por paramilitares, no pueden realizar de manera frontal y libre su actividad de 
defensa de las víctimas.   
 
   Por otra parte el sistema de incentivos al interior de las Fuerzas Militares se aplicó sin que 
existiera un eficiente sistema de control, lo que en parte hubiera podido evitar que se suscitaran 
estas violaciones sistemáticas.  
 
8.12.  La implementación de la Política de Defensa y Seguridad Democrática no supera la 
ausencia de una política social más firme108, lo que hubiera hecho que en Colombia se dieran las 
condiciones necesarias para erradicar las causas de la violencia, o sea, la PDSD trajo aparejada el 
desmonte gradual de los recursos que en un principio deberían estar destinados a la atención de 
la niñez, los desplazados, las negritudes, las minorías étnicas e indígenas, en fin para la salud, 
                                                                                                                                            
103 No obstante estas cifras son notablemente opacadas con el número de casos por desaparición forzada que durante el periodo 
de 2002 al 2010 sumaban 8.600, comparado con 7.802 víctimas entre 1992-2001. Según datos del “Sistema de Información Red 
de Desaparecidos Cadáveres (Sirdec)”, citado por el Centro Nacional de Memoria Histórica, 2014. 
104 Durante el año 2010 la cifra del deslazamiento forzado alcanzó las 280.041 personas por causas del conflicto armado y otras 
causas de violencia política y social (Codhes, 2011A). En el año 2011 la cifra del deslazamiento forzado alcanzó las 259.146 
personas (Codhes, 2011B). 
105 Durante el periodo 2002-2009, la mayor parte del tiempo del Gobierno del presidente Uribe, la cifra de desplazados ascendió a 
2.412.834, es decir que de un total de 4.915.579 (desde 1985 al 2009) el 49% se dio durante el mencionado periodo de Gobierno 
(Codhes, 2010). 
106 La Sentencia T-025 de 2004 la Corte Constitucional declaró el estado de cosas inconstitucional marcando un hito en materia 
de protección a los Derechos Económicos Sociales y Culturales en favor de la población desplazada. 
107 Entre las actividades violatorias de los derechos humanos que desarrolló el DAS cabe destacar: i) la entrega de listas de 
sindicalizados a los paramilitares para su posterior asesinato, ii) interceptación ilegal de comunicaciones a los líderes de 
organizaciones sindicales, defensores de derechos humanos, magistrados de las altas cortes, periodistas y líderes de la oposición, 
iii) cooptación de información de las sedes sindicales, iv) utilización de los mecanismos de protección para hostigar a los 
protegidos, incluso crear falsas pruebas en procesos judiciales, v) desarrollo de inteligencia ofensiva, amenazando y hostigando 
directamente a los líderes sindicales, sindicalistas, defensores de derechos humanos, magistrados de las cortes, periodistas y 
líderes de la oposición (Sanjuan et al, 2009). 
108 Al finalizar el año 2010, Colombia quedó con un índice de Gini del 55,5 como uno de los países con mayor desigualdad en el 
mundo, y por debajo de sus vecinos países latinoamericanos como Bolivia (46.3), Ecuador (49.3), Perú (46.2), Venezuela (46.9 





educación y vivienda de los más desfavorecidos109, puesto que lo prioritario fue el aumento 
escalonado del pie de fuerza, de los equipos e infraestructura militar, precisamente para sofocar 
las manifestaciones de un viejo e inveterado conflicto social que se ha replicado y transformado 
por décadas. Como quedó demostrado en este trabajo, durante la vigencia de la PDSD los niveles 
de insatisfacción de los DECS fueron altísimos110111112113, lo cual, demuestra la orientación 
general del gobierno en relación con los recursos y prioridades en el manejo de las políticas 
públicas, puesto que la PDSD corresponde a un concepto de seguridad reducido a la defensa del 
territorio y de la gran propiedad privada, lo cual dista con los objetivos finalistas del Estado 
Social de Derecho en Colombia. En este sentido la PDSD respondió a favor del modelo 
económico neoliberal caracterizado por el pensamiento hegemónico en favor del libre mercado a 
través de la suscripción de los TLC, medidas de flexibilización laboral, el debilitamiento del 
sindicalismo114, privatizaciones, y la menor inversión en los derechos económicos, sociales y 
culturales, buscando ante todo la maximización de las ganancias del gran capital privado 
nacional y transnacional, logrando la consolidación y expansión del modelo, en contraste con la 
pauperización de la mayoría de la población y el desmejoramiento de los bienes públicos de los 
colombianos115. Por otro lado, el gobierno de Uribe, siempre respondió de manera asertiva a las 
recomendaciones del alto empresariado colombiano. 
                                            
109 Durante el periodo del año 2002 al 2007 el nivel salarial bajó como consecuencia de la flexibilización laboral y al mismo 
tiempo el desempleo superó el 15%, además cerca del 52% de la población se encontraba en situación de pobreza y la 
informalidad económica se encontraba por encima del 50%. (Calderón et al, 2011, p. 2820). 
110 Con los actos legislativos 01 de 2001 y 011 de 2006, que redujeron drásticamente los recursos destinados a la salud, la 
educación y el agua potable; en 2005 se redujo en un 0.6% del PIB, en 2006 en un 1.1 % del PIB, mientras que en el 2007 se 
redujo en un 1.3% del PIB, lo que demuestra una regresividad sostenida en la inversión en estos sectores. (Humanos, P. C. D. D., 
& Desarrollo, D. C. Y. 2010). 
111 Según la Encuesta de Calidad de Vida –ECV- en Colombia, en el año 2008 el 58,2% de los hogares se encontraban en 
situación de inseguridad alimentaria (Álvarez-Uribe et al, 2010), de acuerdo con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
ICBF, para el año 2005, el 40.8% de los hogares colombianos padece de inseguridad alimentaria. 
112 Cerca de un millón de niños desplazados sufre de exclusión en la escuela por falta de currículos adaptados a sus necesidades, 
y el 7.89% de colombianos de 15 y más años de edad son analfabetas. Datos tomados de la Defensoría del Pueblo año 2006. 
113 El sistema exige que el acceso a los subsidios se realice a través de los intermediarios financieros, lo cual implica unas 
barreras fuertes para la población con ingresos más bajos, ya que se requiere un nivel de ahorro mínimo y unos ingresos con los 
cuales no cuentan las familias con rentas inferiores a dos (02) salarios mínimos, por esta razón la política no ha logrado incidir 
eficazmente en los indicadores de déficit cuantitativo del 14.79% y 29.6% en carencias de servicios públicos básicos, y del 19% 
con construcciones con precariedad de materiales. (CEPAL citado por, Humanos P. C. D. D., & Desarrollo, D. C. Y., 2010).  
114 Los logros publicitados por la PDSD contrastan con las violaciones a los derechos humanos de los sindicalistas, ya que entre 
enero del 2000 y diciembre de 2007 se sucedieron 902 asesinatos, 2.117 amenazas, 107 atentados con armas de fuego, 63 
desapariciones forzadas, 472 casos de desplazamiento forzado, 411 detenciones arbitrarias, 192 hostigamientos y persecuciones , 
115 secuestros, 13 casos de tortura, y en relación con los 2.674 homicidios ocurridos en los últimos 22 años, sólo se han 
producido 105 sentencias con respecto a 86 víctimas, o sea un margen de impunidad del 96.8%. (Humanos, P. C. D. D., & 
Desarrollo, D. C. Y. 2010, p. 3). 
115 De acuerdo con los datos oficiales durante los años 2005 y 2007, un 27,7% de la población presenta Necesidades Básicas 






    En el Estado Social de Derecho existe la facultad y el deber de intervención y regulación de la 
sociedad para contrarrestar los efectos contracíclicos del mercado, pero bajo la vigencia de la 
PDSD, siguiendo la fórmula neoliberal del consenso de Washington, se profundizó la liberación 
de la economía, no obstante aumentó el control sobre la población civil a través del 
acrecentamiento de las fuerzas de seguridad. 
 
     El desconocimiento de los derechos fundamentales a la vida, la libertad, la igualdad, a la paz, 
a las prestaciones sociales de vivienda, salud y educación, por parte de la PDSD, constituye una 
afectación al ámbito sustancial de la democracia, y por tanto devela su carácter antidemocrático. 
En consecuencia corresponde a un modelo distinto del Estado Social de Derecho, y por el 
contrario se adecúa a un Estado antidemocrático y autoritario, al elevar los valores del orden, la 
autoridad y la seguridad, por encima del principio de la dignidad humana, así como también por 










                                                                                                                                            
cinco años muestran desnutrición, el 63.7% de la población tiene deficiencias energéticas y el 36% deficiencias proteínicas. 
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